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PRESENTACIÓN 
 

 
 
En los últimos años se han promulgado leyes, decretos, resoluciones y 
reglamentos con el fin de fortalecer el marco normativo y regulatorio de la 
prevención del blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, en un 
esfuerzo decidido en pos de adaptar la base legal e institucional de nuestro 
país a los más altos estándares internacionales, incluidas las resoluciones que 
sobre esta materia ha dictado el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas. 
 
Antes de la presente crisis de la COVID-19, la economía de nuestro país 
había reflejado, entre 2014 y 2019, uno de los crecimientos más sólidos de 
América Latina y el Caribe, con perspectivas positivas a corto, mediano y 
largo plazo. A pesar de que este rápido crecimiento de la economía creó 
condiciones propicias para la inversión extranjera, también puso de 
manifiesto nuestra vulnerabilidad como economía de servicio y ruta de 
tránsito, lo cual a su vez hizo necesaria la adopción de mecanismos legales e 
institucionales para prevenir que la delincuencia organizada utilice los sectores 
financieros, no financieros y profesionales de nuestro país como medio para 
llevar a cabo sus actividades ilícitas de blanqueo de capitales y financiamiento 
del terrorismo. 
 
Dada la influencia que hoy en día ejercen los sectores no financieros en la 
economía del país, con un crecimiento atribuible, en parte, a inversiones 
provenientes del exterior, es mayor el riesgo al que están expuestos algunos 
sectores, como las zonas francas, en particular la Zona Libre de Colón, y los 
sectores inmobiliario y de la construcción, los cuales reflejan un alto nivel de 
vulnerabilidad ante las amenazas de blanqueo de capitales y financiamiento 
del terrorismo. 
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Frente a esta realidad, en el 2015 se crea, mediante la Ley 23 de abril de ese 
año, la Intendencia de Supervisión y Regulación de Sujetos no Financieros. 
Años después, tras las recomendaciones formuladas por un Comité de 
Expertos Independientes, ratificadas en la “Estrategia nacional para la lucha 
contra el blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y de la 
proliferación de armas de destrucción masiva”, se promulga la Ley 124 de 7 
de enero de 2019, por la cual se crea la Superintendencia de Sujetos 
Financieros como organismo autónomo del Estado, con personería jurídica, 
patrimonio propio e independencia administrativa, presupuestaria, financiera, 
técnica y de gestión. 
 
Para la Procuraduría de la Administración, en su misión de coadyuvar en el 
mejoramiento de la calidad de la gestión pública, es un agrado y una 
responsabilidad brindar esta recopilación de normas jurídicas relacionadas 
con la materia objeto de supervisión por la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros, bajo el convencimiento de que será una herramienta que 
facilitará las distintas tareas que desempeñan los servidores públicos de esa 
institución. 
 
Finalmente, agradecemos el apoyo brindado por la Superintendencia de 
Sujetos no Financieros, quienes proporcionaron toda la normativa utilizada 
para levantar este documento. 
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Ley 1291 
De 17 de marzo de 2020 

 
Que crea el Sistema Privado y Único de Registro de Beneficiarios Finales de 

Personas Jurídicas 
 

LA ASAMBLEA NACIONAL 
 

DECRETA: 
 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

 
Artículo l. Objeto. Esta Ley tiene por objeto establecer el marco regulatorio 
para la creación del Sistema Privado y Único de Registro de Beneficiarios 
Finales en la República de Panamá, con el fin de facilitar el acceso sobre 
beneficiarios finales de personas jurídicas recabados por los abogados o 
firmas de abogados que presten servicios de agentes residentes para asistir a la 
autoridad competente en la prevención de los delitos de blanqueo de 
capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva, de acuerdo con las leyes de la República de 
Panamá. 
 
Artículo 2. Definiciones. Para los efectos de la presente Ley, los términos 
siguientes se entenderán así: 
1. Agente residente. Abogado con idoneidad expedida por la Sala Cuarta de 

Negocios Generales de la Corte Suprema de Justicia de la República de 
Panamá o firma de abogados designados por una persona jurídica 
constituida o registrada bajo las leyes de la República de Panamá para que 
ejerza las facultades y cumpla con las obligaciones exigidas por la 

                                                           
1 Publicada en la Gaceta Oficial n.º 28985-C de 20 de marzo de 2020. 
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legislación panameña a quienes presten este servicio. 
2. Autoridad competente. La Superintendencia de Sujetos no Financieros, la 

Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del Delito de Blanqueo 
de Capitales y Financiamiento del Terrorismo, el Ministerio Público, el 
Ministerio de Economía y Finanzas o quien este delegue, la Dirección 
General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y cualquier 
otra institución o dependencia del Gobierno Nacional a la cual se le 
atribuya competencia en materia de prevención de blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva y sus delitos precedentes2. 

3. Beneficiario final. La persona o personas naturales que finalmente, directa o 
indirectamente, poseen, controlan y/o ejercen influencia significativa 
sobre el cliente o la relación de cuenta o la relación contractual y/o de 
negocio, o la persona o personas naturales en cuyo nombre o beneficio se 
realiza una transacción. Incluye a la persona o personas naturales que 
ejercen control efectivo final sobre una persona jurídica. 

El criterio para determinar la posesión, controlo influencia 
significativa está definido en la Ley 23 de 2015, su reglamentación y sus 
regulaciones3. 

4. Medidas para conocer al beneficiario final. Acciones que todo agente residente 
debe realizar para cumplir con los requerimientos de la Ley 23 de 2015, 
sus modificaciones y sus reglamentaciones o el nuevo marco regulatorio 
que en el futuro la pueda reemplazar. 

5. Persona jurídica. Toda persona jurídica constituida o registrada vigente, esto 
es, que no haya sido suspendida en virtud de la ley o disuelta, dentro de la 
República de Panamá, que requiera por ley de los servicios de un agente 
residente. 

6. Sistema Único. Herramienta tecnológica que será establecida por la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros para facilitar el acceso y 
garantizar la confidencialidad de la información contenida en el Registro 
Único de Beneficiarios Finales, según se establece en la presente Ley. 

7. Dirección IP. Número que identifica, de manera lógica y jerárquica, a una 
interfaz en red (elemento de comunicación/conexión) de un dispositivo 
(computadora, tableta, portátil, teléfono inteligente) que utilice el 
protocolo o (Internet Protocolo) que corresponde al nivel de red del 
modelo TCP/IP. 

                                                           
2 Numeral modificado por el artículo 30 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021.  
3 Numeral modificado por el artículo 30 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Capítulo II 
Registro de Agentes Residentes 

 
Artículo 3. Registro de agentes residentes. Todo abogado o firma de 
abogados que preste sus servicios profesionales como agente residente para 
una o más personas jurídicas constituidas o registradas en la República de 
Panamá deberá registrarse y mantener vigente su registro ante la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros reglamentará los 
requisitos para obtener y mantener dicho registro, atendiendo, entre otros 
factores, al número de personas jurídicas para las cuales presta los servicios y 
la habitualidad de la prestación de tales servicios. 
 
Artículo 4. Datos de registro. El agente residente deberá suministrar a la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros, los datos siguientes: 

1. Persona natural: 

a. Nombre completo. 

b. Cédula de identidad personal. 

c. Número de idoneidad. 

d. Dirección. 

e. Fecha de nacimiento. 

f. Datos de contacto. 

g. Código UAF. 

2. Sociedad civil: 

a. Nombre completo. 

b. Número de folio. 

c. Fecha de inscripción. 

d. Dirección. 

e. Datos de contacto. 

f. Código UAF. 
 El Sistema Único podrá ser ajustado para requerir información y 
documentación adicional establecida por las leyes de la República de Panamá 
y los acuerdos internacionales que se suscriban en materia de prevención de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva4. 
 

                                                           
4 Artículo modificado por el artículo 31 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Artículo 5. Código Único de Registro. La Superintendencia de Sujetos no 
Financieros asignará a cada agente residente un Código Único de Registro 
(CUR), no transferible, para el acceso al Sistema Único. El Registro Público 
de Panamá validará con la Superintendencia de Sujetos no Financieros la 
inscripción del Código Único de Registro. 
 
Artículo 6. Restricciones. A las personas jurídicas cuyo agente residente no se 
encuentre debidamente registrado de conformidad con lo establecido en la 
presente Ley se les suspenderán los derechos corporativos brindados por el 
Registro Público de Panamá hasta que el agente residente no subsane tal 
condición, salvo aquellas gestiones tendientes al cambio de agente residente 
por uno debidamente registrado, si así decide aprobarlo la persona jurídica. 
En tales casos, este cambio no acarreará para la persona jurídica el pago de 
ningún derecho de registro o calificación por la inscripción en el Registro 
Público de Panamá. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros, junto con el Registro 
Público de Panamá, adoptará las medidas tecnológicas y/o procedimentales 
necesarias para el fiel cumplimiento de estas disposiciones. 
 

Capítulo III 
Sistema Privado y Único de Registro de Beneficiarios Finales 

 
Artículo 7. Creación. Se crea el Sistema Privado y Único de Registro de 
Beneficiarios Finales de personas jurídicas constituidas o registradas bajo las 
leyes de la República de Panamá. Este sistema, administrado por la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros, custodiará y asegurará la 
privacidad de la información que aporten los agentes residentes de las 
personas jurídicas para las cuales presten tal servicio, de conformidad con los 
datos que hayan obtenido para conocer al beneficiario final según lo 
dispuesto en la Ley 23 de 2015, sus modificaciones y reglamentaciones. 
 Toda persona jurídica está obligada a suministrarle al agente residente 
todos los datos que le sean requeridos por esta Ley, la Ley 23 de 2015, sus 
modificaciones y reglamentaciones, para conocer el beneficiario final. 
 
Artículo 8. Características del Registro Único. La Superintendencia de Sujetos 
no Financieros tomará todas las medidas necesarias, incluyendo las 
tecnológicas, para garantizar que el Sistema Privado y Único de Registro de 
Beneficiarios Finales sea gratuito, privado y de acceso limitado, con los 
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debidos controles de seguridad y protección tecnológicas. Asimismo, realizará 
todas las gestiones necesarias para asegurar la integridad, confidencialidad, 
trazabilidad y seguridad informática de los datos custodiados, bajo los más 
altos estándares internacionales de manejo y protección de datos personales. 
 Asimismo, el Registro Único de Agente Residente será gratuito, 
privado y de acceso limitado. 
 
Artículo 9. Medidas de protección. La Superintendencia de Sujetos no 
Financieros, en su calidad de custodio y administrador de la información 
contenida en el Sistema Privado y Único de Registro de Beneficiarios Finales, 
no responderá por la veracidad ni exactitud de la información que cada agente 
residente aporte; por tanto, no podrá ser demandada ni objeto de secuestros, 
embargos ni acciones o medidas cautelares en relación con los datos 
contenidos en el Sistema Único. 
 Cualquier acción judicial, administrativa o de otra naturaleza, para 
acceso a la información en el Sistema Único por personas distintas a las 
autorizadas por la presente Ley será improcedente legalmente. 
 No obstante lo anterior, la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros, junto con la Autoridad Nacional para la Innovación 
Gubernamental, podrá establecer métodos tecnológicos alternativos para la 
implementación del sistema y almacenamiento de datos, así como de 
administración y custodia de datos según su conveniencia, a fin de cumplir 
con los fines establecidos, y se reglamentarán los procedimientos acordes a 
estos5. 
 
Artículo 10. Datos de Registro. El Sistema Único requerirá que el agente 
residente suministre la siguiente información de cada persona jurídica para la 
cual preste sus servicios como tal: 
1. Respecto a la persona jurídica objeto de registro: 

a. Nombre completo. 
b. Número de folio. 
c. Fecha de inscripción. 
d. Dirección. 
e. Actividad principal. 
f. Jurisdicción donde opera, en caso de ser comercial. 

2. Respecto al beneficiario final: 
a. Nombre completo. 

                                                           
5 Artículo modificado por el artículo 32 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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b. Número de cédula, pasaporte o documento de identidad personal. 
c. Fecha de nacimiento. 
d. Nacionalidad. 
e. Dirección. 
f. Fecha en la que se adquiere la condición de beneficiario de la persona 

jurídica. 
3. Excepcionalmente, en aquellos casos en que la persona jurídica sujeta a 

registro tenga en su estructura de control a empresas con acciones 
comunes listada en una bolsa de valores local o internacional o de 
propiedad de una entidad estatal o multilateral o de un Estado deberá 
suministrar la información siguiente: 
3.1 Respecto a la persona jurídica listada en una bolsa de valores: 

a. Nombre completo. 
b. Dirección. 
c. País de constitución. 
d. Nombre y jurisdicción de la bolsa de valores en que se encuentra 

listada la persona jurídica. 
3.2 Respecto al beneficiario final de una entidad estatal o multilateral: 

a. Nombre completo de la entidad. 
b. Dirección. 
c. País y/o sede. 
d. Nombre completo del representante legal o su equivalente. 

3.3 Respecto al beneficiario final de la persona jurídica propiedad de un 
Estado: 

a. Nombre completo del país. 

b. Fecha de constitución. 
 En los demás casos, en estricto apego a lo dispuesto en la Ley 23 de 
2015, se deberá identificar a la persona natural que cumple con la definición 
final bajo los términos de la presente Ley. 
 El Sistema Único podrá ser ajustado para requerir la información y 
documentación adicional con el propósito de cumplir con las leyes de la 
República de Panamá que permitan que el agente residente tenga una 
comprensión de la naturaleza de control e influencia que ejerce el beneficiario 
final sobre la entidad jurídica, y que permitan que el Sistema Único cuente 
con información de beneficiario final que sea cierta, correcta, validable, 
verificable, actualizada y de acceso inmediato para las autoridades. 
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 El Órgano Ejecutivo reglamentará esta materia6. 
 
Artículo. 11. Término de registro. El registro de los datos de la persona 
jurídica y del beneficiario final o beneficiarios finales por parte de los agentes 
residentes deberá perfeccionarse dentro de un término máximo de quince 
días hábiles siguientes a la fecha de constitución o inscripción de la persona 
jurídica o de la designación de un nuevo agente residente ante el Registro 
Público de Panamá7. 
 
Artículo 12. Término de actualizaciones. El agente residente deberá mantener 
actualizada toda la información requerida en el artículo 10 de las personas 
jurídicas que haya registrado en el Sistema Único. Toda persona jurídica está 
obligada a proveer a su agente residente la información requerida por este 
para identificar al beneficiario final o beneficiarios finales, así como notificar a 
su agente residente de cualquier cambio en la información de beneficiario 
final o beneficiarios finales, en un término máximo de quince días hábiles 
siguientes a la fecha del cambio, de manera que el agente residente efectúe la 
debida actualización en un término máximo de cinco días hábiles siguientes a 
la fecha en que recibió la información8. 
 
Artículo 13. Constancia de registro. Una vez registrada o actualizada la 
información por parte del agente residente, el Sistema Único emitirá una 
constancia de tal registro o actualización. Dicha constancia deberá reposar en 
los archivos del agente residente registrante. 
 
Artículo 14. Accesos. El acceso al Sistema Único quedará estrictamente 
limitado al agente residente de la persona jurídica o de las personas jurídicas a 
las cuales preste su servicio como tal y a dos funcionarios designados por la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros, a quienes con base en un análisis 
de riesgo se les asignará el tipo de acceso y sus respectivos roles. 
 El funcionario o los funcionarios designados por el superintendente 
podrán acceder al Sistema Único para fines exclusivos de poner en 
disposición la información requerida por la autoridad competente de acuerdo 
con el artículo 2 de la presente Ley, a fin de realizar sus funciones de 
conformidad con las leyes de la República Panamá que sean aplicables. 

                                                           
6 Artículo modificado por el artículo 33 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
7 Artículo modificado por el artículo 34 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
8 Artículo modificado por el artículo 35 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Adicionalmente, para los propósitos de cooperación nacional e internacional, 
la autoridad competente podrá solicitar cualquier información provista por 
esta Ley y sus regulaciones sin considerarse una violación a la 
confidencialidad. 
 El Sistema Único deberá contar con todos los controles de seguridad 
informática que permitan identificar en todo momento quien tuvo acceso y 
desde qué interfaz o protocolo de internet (dirección IP) se hizo el ingreso, 
así como cualquier otra medida de protección que garantice que la 
información custodiada no será vulnerada u obtenida para un uso distinto a lo 
dispuesto en esta Ley9. 
 
Artículo 15. Requisitos para ser funcionario con acceso. Los funcionarios 
designados por la Superintendencia de Sujetos no Financieros deberán 
cumplir con los requisitos mínimos siguientes: 
1. Ser ciudadano panameño. 
2. Tener treinta y cinco años de edad o más. 
3. Poseer título universitario en Banca, Finanzas, Derecho y Ciencias 

Políticas, Administración y/o carreras afines y tener experiencia mínima 
de cinco años en gestión y administración de riesgo y/o en materia de 
prevención de blanqueo de capitales. 

4. No haber sido condenado por delitos dolosos. 
5. No tener parentesco con el presidente de la República, los ministros de 

Estado hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, ni 
ser cónyuge de los ministros de Estado o del presidente de la República. 

6. No ser propietario directo o indirecto de la mayoría de las acciones de un 
sujeto obligado no financiero o, en su defecto, que el representante legal 
no ostente el control de una persona jurídica que sea sujeto obligado no 
financiero. 

 
Artículo 16. Reserva de la información. Los datos suministrados al Sistema 
Único deberán mantenerse en estricta reserva y solo podrán ser suministrados 
a las autoridades competentes de forma inmediata, en estricto cumplimiento 
de los procedimientos, requisitos y formalidades establecidos en la presente 
Ley y su reglamentación10. 
 

                                                           
9 Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
10 Artículo modificado por el artículo 37 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Artículo 16-A. Datos estadísticos. El Sistema Único podrá generar datos 
estadísticos respecto a la información de los agentes residentes, las personas 
jurídicas y del beneficiario final o beneficiarios finales, a fin de asistir a la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros en el desarrollo de los análisis de 
riesgo del sector de abogados y corporativo, sin que esto represente una 
violación al acceso restringido de la información de beneficiario final o 
beneficiarios finales11. 
 
Artículo 17. Deber de confidencialidad. Quien tenga acceso a la información 
del Sistema Único estará obligado a mantener la confidencialidad de la 
información contenida en este, aun cuando cese en sus funciones. La 
infracción a este deber será sancionada con multa de doscientos mil balboas 
(B/.200 000.00), sin perjuicio de las demás sanciones establecidas por ley y la 
responsabilidad civil o penal a que hubiera lugar. 
 
Artículo 18. Secreto profesional. Toda información que se entregue a la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros en cumplimiento de esta Ley o 
sus reglamentos no constituirá violación al secreto profesional ni a las 
restricciones sobre revelación de información, derivadas de la 
confidencialidad impuesta por vía contractual o por cualquier disposición 
legal o reglamentaria, y no implicará responsabilidad alguna para los agentes 
residentes. 
 
Artículo 19. Renuncia del agente residente. Se permite la renuncia del agente 
residente ante el Registro Público y esta no devengará costo alguno, ni 
derecho de inscripción y no se limitará su inscripción por ninguna razón en lo 
que se refiere a lo expresado en el artículo 28. 
 
Artículo 20. Renuncias o nuevas designaciones. En caso de renuncia de un 
agente residente, este deberá notificar a la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros dentro de un término máximo de diez días hábiles siguientes a la 
fecha de inscripción de la renuncia ante el Registro Público de Panamá, a fin 
de ser desvinculado de la respectiva persona jurídica y, consecuentemente, 
bloqueará su acceso a la información provista. Ello sin perjuicio que la 
información permanezca en el Sistema Único para acceso de la autoridad 
competente. 

                                                           
11 Artículo adicionado por el artículo 38 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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 De la misma manera, en caso de designación de un nuevo agente 
residente, este deberá notificar tal hecho a la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros dentro de un término máximo de quince días hábiles siguientes a 
la fecha de designación del nuevo agente residente ante el Registro Público de 
Panamá, quien lo vinculará a su correspondiente código, a efectos de que 
ingrese toda la información requerida de la persona jurídica de quien ha 
asumido tal función. En ningún caso, el nuevo agente residente tendrá acceso 
a la información previamente registrada por otro agente residente. 
 Lo anterior es sin perjuicio que la información permanezca en el 
sistema para acceso de la autoridad competente y para la emisión, de 
certificaciones que permitan a las autoridades y a los agentes residentes validar 
la información del beneficiario final; de manera que se garantice la 
continuidad y la consistencia de la información registrada, cuando una entidad 
jurídica ha tenido uno o varios cambios de agente residente a lo largo de su 
existencia. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros reglamentará el 
procedimiento para la emisión de las certificaciones. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros, junto co el Registro 
Público de Panamá, adoptará las medidas necesarias para el fiel cumplimiento 
de estas disposiciones12. 
 
Artículo 21. Vigencia de la custodia de la información. La información 
suministrada por el agente residente permanecerá en el Sistema Único durante 
la vigencia de la persona jurídica y por no menos de cinco años después de la 
inscripción de la disolución de esta en el Registro Público de Panamá. 
 

Capítulo IV 
Sanciones 

 
Artículo 22. Aplicación de sanciones. Cuando la Superintendencia de Sujetos 
no Financieros tenga conocimiento del incumplimiento o violación por parte 
de un agente residente, de una persona jurídica o de un funcionario asignado 
por el superintendente de las obligaciones que impone esta Ley, sus 
modificaciones o reglamentaciones, impondrá las sanciones administrativas 
establecidas en esta Ley tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 
23. 

                                                           
12 Artículo modificado por el artículo 39 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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 Contra tales sanciones caben ante la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros los recursos de reconsideración y de apelación establecidos en las 
regulaciones aplicables13. 
 
Artículo 23. Sanciones. Los agentes residentes serán sancionados con multas 
desde mil balboas (B/.1000.00) hasta cincuenta mil balboas (B/.50 000.00), 
por cada persona jurídica cuya información no sea registrada o actualizada de 
acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley. Las sanciones se impondrán 
considerando la gravedad de la falta, el grado de reincidencia, la magnitud del 
daño y el tamaño del agente residente, cuando la información no sea 
registrada o actualizada de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley. 
 Adicionalmente, la Superintendencia de Sujetos no Financieros podrá 
imponer multas progresivas diarias, cuyo monto será equivalente a quinientos 
balboas (B/.500.00), hasta que se subsane el incumplimiento por un término 
máximo de seis meses. Las multas progresivas serán efectivas a partir del día 
siguiente de la notificación de la resolución motivada que la fija. 
 Lo anterior es sin perjuicio de la obligación del agente residente de 
suministrar la información del beneficiario final o beneficiarios finales a 
requerimiento de la autoridad competente. 
 El monto de las sanciones impuestas por la Superintendencia de 
Sujetos no Financieros establecidas en la presente Ley será destinado para 
propósitos de capacitación a los agentes residentes para el cumplimiento de 
sus obligaciones en materia de prevención del blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas 
de destrucción masiva, así como de capacitaciones dirigidas a los funcionarios 
de la Superintendencia de Sujetos no Financieros14. 
 
Artículo 24. Sanciones específicas. La Superintendencia de Sujetos no 
Financieros ordenará al Registro Público de Panamá la suspensión de los 
derechos corporativos de las personas jurídicas que no hayan sido registradas 
o actualizadas en el Sistema Único por su agente residente, de conformidad 
con lo establecido en las disposiciones del artículo 318-A del Código Fiscal. 
Lo anterior es sin perjuicio de la obligación del agente residente de 
suministrar la información del beneficiario final o beneficiarios finales a 
requerimiento de la autoridad competente. 

                                                           
13 Artículo modificado por el artículo 40 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
14 Artículo modificado por el artículo 41 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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 Consecuentemente, mientras persista la suspensión no podrá inscribirse 
ningún acto, documento y/o acuerdo ni podrán expedirse certificaciones 
relativas a tal persona jurídica, salvo las ordenadas por autoridad competente o 
las solicitadas por terceros con el objeto específico de hacer valer sus derechos, 
en cuyo caso la certificación se expedirá en un formato distinto para esos 
efectos, indicando que la persona jurídica no ha cumplido con su obligación de 
registro o actualización establecidas por esta Ley. 
 Las disposiciones del artículo 318-A del Código Fiscal se aplicarán a la 
reactivación, expiración del término y disolución de las personas jurídicas 
suspendidas. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros está facultada para 
ordenar al Registro Público de Panamá la liquidación forzosa administrativa 
de la persona jurídica, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 318-A15. 
 
Artículo 25. Multas agravadas. En caso de comprobación de falsa declaración 
de la información registrada del beneficiario final por parte del agente 
residente, la Superintendencia de Sujetos no Financieros aplicará al infractor 
el doble de la pena máxima establecida en el artículo 23, según sea el caso. 
Ello sin perjuicio de las demás sanciones civiles y penales que correspondan. 
 En caso de que la información sea suministrada dolosamente y/o con 
falsedad por la persona jurídica o beneficiario final, se eximirá de 
responsabilidad, en lo que se refiere este artículo, al agente residente, en cuyo 
caso recaerá la responsabilidad en la persona jurídica o beneficiario final, sin 
perjuicio de las sanciones civiles y penales que correspondan. 
 
Artículo 26. Acceso no autorizado. Sin perjuicio de las demás sanciones 
establecidas por ley y la responsabilidad civil o penal a que hubiera lugar, 
quien en beneficio propio o de un tercero acceda, ya sea directa o 
indirectamente, por cualquier medio al Sistema Único o a la información en él 
contenida, sin la debida autorización de quien debe expedirla, será sancionado 
con multa de quinientos mil balboas (B/.500 000.00). 
 

Capítulo V 
Disposiciones Finales 

 
Artículo 27. Medidas para la administración. La Superintendencia de Sujetos 
no Financieros tomará las medidas pertinentes para la administración del 

                                                           
15 Artículo modificado por el artículo 42 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Sistema Único, en un periodo no mayor de seis meses a partir de la fecha de 
promulgación de esta Ley. 
 
Artículo 28. Registro y captura de información. A partir de la creación del 
Sistema Único, los agentes residentes deberán proceder con su registro en 
calidad de sujetos registrantes, así como con la captura de la información 
detallada en el artículo 10, para cada persona jurídica constituida o registrada 
vigente, de conformidad con las leyes de la República de Panamá, para las 
cuales presta sus servicios de agente residente16. 
 
Artículo 29. Reglamentación. El Órgano Ejecutivo reglamentará la presente 
Ley. 
 
Artículo 30. Vigencia. Esta Ley comenzará a regir el día siguiente al de su 
promulgación. 
 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
Proyecto 169 de 2019 aprobado en tercer debate en el Palacio Justo 
Arosemena, ciudad de Panamá, a los veinte días del mes de febrero del año 
dos mil veinte. 
 
El Presidente, 
Marcos E. Castillero Barahona 
 
La Secretaria General Encargada, 
Dana Castañeda Guardia 
  
ÓRGANO EJECUTIVO NACIONAL. PRESIDENCIA DE LA 
REPÚBLICA PANAMÁ, REPÚBLICA DE PANAMÁ, 17 DE MARZO 
DE 2020. 
 
LAURENTINO CORTIZO COHEN 
Presidente de la República 
 
HÉCTOR ALEXANDER H. 
Ministro de Economía y Finanzas

                                                           
16 Artículo modificado por el artículo 43 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Ley 12417 
De 7 de enero de 2020 

 
Que crea la Superintendencia de Sujetos no Financieros y dicta otras 

disposiciones 
 

LA ASAMBLEA NACIONAL 
 

DECRETA: 
 

Capítulo I 
Creación. Órganos y Facultades 

 
Artículo 1. Superintendencia de Sujetos no Financieros. Se crea la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros, en adelante la Superintendencia, 
como organismo autónomo del Estado, con personería jurídica, patrimonio 
propio e independencia administrativa, presupuestaria, financiera, técnica y de 
gestión. 
 
Artículo 2. Facultades. Para garantizar su autonomía, la Superintendencia 
tendrá las facultades siguientes: 
1. Actuar con independencia en el ejercicio de sus funciones, sujeta a la 

fiscalización de la Contraloría General de la República, conforme lo 
establecen la Constitución Política de la República y esta Ley. Esta 
Fiscalización no implicará en forma alguna injerencia en las facultades 
administrativas de la Superintendencia. 

2. Tener fondos separados e independientes del Gobierno Central y el 
derecho de administrarlos. 

3. Elaborar el anteproyecto de su propio presupuesto, el cual, una vez 
discutido y aprobado por las instancias correspondientes del Órgano 

                                                           
17 Publicada en la Gaceta Oficial n.º 28935-C de 7 de enero de 2020. 
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Ejecutivo y la Asamblea Nacional, se incorporará al Presupuesto General 
del Estado. 

4. Escoger, nombrar y destituir a su personal y fijar su remuneración, de 
conformidad con lo que dicte su reglamento interno, el cual deberá ser 
elaborado por el superintendente. Los nombramientos y las 
contrataciones podrán ser permanentes o temporales. 

5. Establecer su estructura orgánica y administrativa. 
6. Tener potestad para contratar los consultores externos que estime 

necesarios para cumplir con sus funciones y deberes, de acuerdo con las 
disposiciones legales vigentes. Asimismo, podrá fijar la remuneración y 
los términos de contratación de dichas personas. Los nombramientos y 
las contrataciones podrán ser permanentes o temporales. 

7. Gozar de las garantías e inmunidades que se establezcan en favor del 
Estado y de las entidades públicas. 

8. Estar sujeta solo al pago de las cuotas de seguro social, seguro educativo, 
de los riesgos profesionales, de los fondos complementarios obligatorios, 
de las tasas por servicios públicos y del impuesto sobre la transferencia de 
bienes corporales muebles y la prestación de servicios. 

9. Regular y supervisar el cumplimiento de los sujetos obligados no 
financieros conforme las disposiciones establecidas en la Ley 23 de 2015, 
sus regulaciones y cualquier otra ley o regulación que imponga alguna 
obligación relacionada con la prevención del blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva a cualquier sujeto obligado no financiero, tal 
como lo establece-el artículo 41 de la presente Ley18. 

10. Regular y supervisar el cumplimiento de los sujetos ob1igados no 
financieros en aquellos casos en los que ha sido designada como 
autoridad competente. En estos casos, el proceso sancionatorio se 
aplicará de conformidad con lo establecido en la respectiva Ley, sus 
regulaciones o acuerdos suscritos entre autoridades19. 

11. Ordenar la suspensión de los derechos corporativos de las personas 
jurídicas que estén relacionadas con el incumplimiento de las obligaciones 
del agente residente conforme a las normas legales en materia de 
prevención de los delitos de Blanqueo de Capitales, Financiamiento del 
Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de Armas de 
Destrucción Masiva, de conformidad con lo establecido en las 

                                                           
18 Numeral adicionado por el artículos 24 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
19 Numeral adicionado por el artículos 24 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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disposiciones del artículo 318-A del Código Fiscal20. 
Artículo 3. Funciones. La Superintendencia tendrá las funciones siguientes: 
1. Supervisar que los sujetos obligados no financieros cuenten con políticas, 

mecanismos y procedimientos de control interno establecidos en la 
presente Ley para la prevención de los delitos de blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva. Para una efectiva supervisión basada en 
riesgo, la Superintendencia podrá solicitar a los sujetos obligados no 
financieros cualquier información que considere necesaria obtener como 
parte del proceso de supervisión que realiza la Superintendencia, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley 23 de 2015, sus reglamentaciones y 
modificaciones. 

2. Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales que deban cumplir 
los sujetos obligados no financieros. 

3. Aplicar sanciones por el incumplimiento de las normativas legales en 
materia de prevención de los delitos de blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva. de acuerdo con lo establecido en la Ley 23 
de 2015, sus reglamentaciones y modificaciones. 

4. Conocer, en primera instancia, de los recursos presentados por los sujetos 
obligados no financieros. 

5. Adoptar un enfoque de supervisión basado en riesgos que le permita al 
supervisor tener un entendimiento claro de los riesgos de los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva presentes en el país. 

6. Notificar a la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del 
Blanqueo de Capitales, Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento 
para la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva sobre las sanciones 
impuestas de conformidad con lo establecido en esta Lev y sus 
reglamentos. 

7. Emitir normas, documentos de orientación y retroalimentación a los 
sujetos obligados no financieros para su aplicación, al igual que los 
procedimientos para la debida identificación de los beneficiarios finales de 
las personas jurídicas y otras estructuras jurídicas. 

8. Dictar las directrices para la aplicación de las leyes en materia de 
prevención de los delitos de blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 

                                                           
20 Numeral adicionado por el artículos 24 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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masiva. 
9. Mantener actualizadas las estadísticas sobre asuntos relevantes a la 

efectividad e implementación de esta Ley, incluyendo las supervisiones y 
sanciones aplicadas a los sujetos obligados no financieros. 

10. Suscribir acuerdos de cooperación interinstitucional con entidades del 
Estado y homólogos extranjeros que faciliten su función, así como con el 
sector privado, de estimarlo oportuno. 

11. Establecer los mecanismos y procedimientos que aseguren la capacitación 
continua para los sujetos obligados no financieros. 

12. Realizar actividades de promoción de los servicios ofrecidos por los 
sujetos obligados no financieros. 

13. Ejercer las demás funciones que le sean asignadas por esta Ley o por otras 
leyes. 

 
Artículo 4. Conformación de la Superintendencia. La Superintendencia 
tendrá una estructura administrativa que estará conformada de la manera 
siguiente: 
1. Junta Directiva. 
2. Superintendente. 
3. Subintendente. 
4. Dirección de Supervisión de Sujetos no Financieros. 
5. Dirección de Regulación de Sujetos no Financieros. 
 El superintendente podrá proponer la creación de cualquier otra 
dirección o cargo que estime necesario de acuerdo con las necesidades y 
presupuesto disponible de la Superintendencia para el cumplimiento de las 
disposiciones legales vigentes en materia de prevención de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación 
de armas de destrucción masiva. La Junta Directiva tendrá la facultad de 
aprobar lo propuesto por el superintendente. 
 Los miembros de la Junta Directiva, el superintendente y el 
subintendente serán nombrados por el Órgano Ejecutivo. 
 El nombramiento del superintendente y del subintendente estará 
sujeto a la ratificación del Órgano Legislativo, de acuerdo con lo establecido 
en la Ley 3 de 1987. 
 

Capítulo II 
Junta Directiva 
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Artículo 5. Composición. La Junta Directiva actuará como máximo órgano 
de consulta, regulación y fijación de políticas generales de la Superintendencia 
y estará integrada por cinco directores, con derecho a voz y voto, de la forma 
siguiente: 
1. El ministro de Economía y Finanzas o quien este designe, que presidirá la 

Junta Directiva. 
2. El ministro de Comercio e Industrias o quien este designe. 
3. Un miembro designado por el Consejo de Coordinación Financiera. 
4. Dos representantes del sector privado que serán escogidos por el 

presidente de la República previo cumplimiento de los requisitos 
dispuestos en el artículo 6 de la presente Ley, los cuales serán propuestos 
uno por una tema presentada por el Consejo Nacional de la Empresa 
Privada y el otro por una terna presentada por la Cámara de Comercio. 
Industrias y Agricultura de Panamá. 

 Por votación de los cinco miembros de la Junta Directiva se escogerá 
a un secretario. 
 Los directores no recibirán remuneración ni gastos de representación, 
salvo dietas que fijará el Órgano Ejecutivo por razones de su asistencia u las 
reuniones o por su participación en misiones oficiales. 
 
Artículo 6. Requisitos para ser director. Para la escogencia de los dos 
miembros representantes del sector privado que conformarán la Junta 
Directiva se requiere: 
1. Ser ciudadano panameño. 
2. Tener treinta y cinco años de edad o más. 
3. Poseer título universitario en Banca, Finanzas, Derecho y Ciencias 

Políticas. Administración y/o carreras atines y tener experiencia mínima 
de cinco años en gestión y administración de riesgos y/o en materia de 
prevención de blanqueo de capitales. 

4. No haber sido condenado por delitos dolosos. 
5. No tener parentesco con el presidente de la República, los ministros de 

Estado ni con otro director o el superintendente o subintendente, hasta el 
cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, ni ser cónyuge de 
otro director o del superintendente o del subintendente o del presidente 
de la República. 

6. No haber sido declarado judicialmente en quiebra ni en concurso de 
acreedores o encontrarse en estado de insolvencia manifiesta. 

7. No desempeñar cargo público a tiempo completo, ni haber desempeñado 
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cargo público en los últimos doce meses, excepto el de profesor en 
centros universitarios. 

8. No ser propietario directo o indirecto de la mayoría de las acciones de un 
sujeto obligado no financiero o, en su defecto, que el representante legal 
no ostente el control de una persona jurídica que sea sujeto obligado no 
financiero. 

 
Artículo 7. Periodo del cargo de los directores. Los miembros de la Junta 
Directiva ejercerán sus cargos de acuerdo con los términos siguientes: 
1. El ministro de Economía y Finanzas o quien este designe, el ministro de 

Comercio e Industrias o quien este designe y el miembro designado por el 
Consejo de Coordinación Financiera ejercerán sus cargos durante el 
término en que se encuentren en el ejercicio de sus funciones. 

2. Los dos representantes del sector privado ejercerán sus cargos por un 
término de cinco años prorrogables por una sola vez, por igual término. 
En caso del cese anticipado en el cargo de un director, su reemplazo será 
designado por el resto del periodo correspondiente. 

  
Artículo 8. Funciones del presidente. El presidente de la Junta Directiva 
tendrá las funciones siguientes: 
1. Convocar a reuniones de la Junta Directiva cuando lo estime necesario o 

cuando por solicitud de mayoría de los miembros de la Junta Directiva 
sea solicitada una convocatoria. 

2. Presidir las reuniones y dirigir y moderar el desarrollo de los debates. 
3. Invitar y citar a aquellas personas cuya asistencia se considere necesaria en 

las reuniones para el mejor desarrollo e ilustración del debate, incluso a 
aquellas personas propuestas por los demás miembros de la Junta 
Directiva. 

4. Someter a consideración de los demás miembros las solicitudes de 
cortesía de sala que se presenten. 

5. Representar a la Junta Directiva en los actos y misiones que sea 
convocada. 

 
Artículo 9. Quorum y decisiones. Para constituir quorum válido en las 
reuniones de la Junta Directiva se requiere la presencia de, por lo menos, tres 
directores, de los cuales, en todo caso, dos de ellos deberán ser representantes 
el sector público. Una vez comprobado el quorum, las decisiones de la Junta 
Directiva serán adoptadas con el voto afirmativo de la mayoría simple de los 



MARCO NORMATIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE SUJETOS NO FINANCIEROS 
  

35 

directores presentes, salvo aquellos casos especialmente establecidos en esta 
Ley. 
 En caso de conflicto de intereses, solo se realizará la votación cuando 
la mayoría de los directores no impedidos sean del sector público21. 
 
Artículo 10. Atribuciones. Le corresponde a la Junta Directiva las 
atribuciones siguientes:  
1. De carácter técnico: 

a. Adoptar, reformar y revocar acuerdos y/o resoluciones que 
desarrollen las disposiciones legales vigentes en materia de prevención 
de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 

b. Recomendar al Órgano Ejecutivo la reglamentación de las leves en 
materia de prevención de blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva aplicables a los sujetos obligados no financieros. 

c. Evaluar la fijación de tasas o modificación de los montos de las tarifas 
de registro de empresas de cumplimiento, supervisión, servicios y 
cualquier otra que establezca la Superintendencia, mediante consulta 
previa, siempre que no sean excesivas, debiendo ser proporcionales a 
los niveles de utilidad neta de las personas naturales o jurídicas. 

d. Resolver sobre los asuntos que le sometan el presidente, el secretario 
o cualquiera de sus miembros. 

e. Velar por que los sujetos obligados no financieros cumplan con las 
normas establecidas, de acuerdo con lo establecido en la Ley 23 de 
2015, sus reglamentaciones y modificaciones. 

f. Establecer las reglas para la práctica de la supervisión previstas en esta 
Ley o que ordene la Superintendencia, si fuera el caso. 

g. Fijar, en el ámbito administrativo, la interpretación y el alcance de las 
disposiciones legales o reglamentarias en materia de prevención de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento 
de la proliferación de armas de destrucción masiva, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 23 de 2015, sus reglamentaciones y 
modificaciones. 

h. Dictar las normas técnicas necesarias para el cumplimiento de las 
disposiciones legales vigentes en materia de prevención de blanqueo 
de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 

                                                           
21 Artículo modificado por el artículo 25 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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proliferación de armas de destrucción masiva. 
i. Aprobar el procedimiento sancionatorio por incumplimiento de las 

disposiciones legales en materia de prevención de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 23 de 2015, sus reglamentaciones y 
modificaciones. 

j. Conocer y resolver los recursos de apelación interpuestos por los 
sujetos obligados no financieros. 

k. Cualquier otra que establezca esta Ley u otras leyes. 
2. De carácter administrativo: 

a. Aprobar las directrices generales, las metas y los objetivos de la 
Superintendencia. 

b. Aprobar el anteproyecto de presupuesto anual de la Superintendencia 
que el superintendente someta a consideración para el trámite 
constitucional y legal correspondiente. 

c. Aprobar la estructura orgánica administrativa de la Superintendencia y 
sus funciones, así como revisarlas, cuando lo estime pertinente. 

d. Resolver las apelaciones promovidas contra las resoluciones del 
superintendente. 

e. Aprobar programas de bonos por desempeño para los funcionarios 
de la Superintendencia o cualquier otro incentivo que promueva la 
productividad de estos, previo análisis de los ingresos anuales 
percibidos por la Superintendencia. El monto de los bonos en ningún 
caso será superior a los que otorgan otras entidades supervisoras. 

f. Aprobar el Código de Ética y Conducta de la Superintendencia para 
sus funcionarios y directores. 

g. Aprobar los procedimientos excepcionales de contratación que 
requiera la Superintendencia Sujetos no Financieros por sumas 
mayores de cincuenta mil balboas (B/.50 000.00) e inferiores a cien 
mil balboas (B/.100 000.00), conforme a los supuestos previstos en la 
Ley de Contrataciones Públicas y su reglamentación. 

h. Expedir las normas administrativas necesarias para el cumplimiento 
de las funciones y atribuciones de la Superintendencia, dentro del 
marco de esta Ley. 

i. Adoptar su reglamento interno. 
 La Junta Directiva se reunirá cuando sea convocada por el presidente 
y con la frecuencia que la Junta Directiva estime necesaria. 
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Capítulo III 
Superintendente y Subintendente 

 
Artículo 11. Cargo de superintendente y subintendente. El superintendente y 
el subintendente serán nombrados por el presidente de la República. El 
superintendente será el representante legal de la Superintendencia y tendrá a 
su cargo la administración y el manejo de sus gestiones diarias. 
 El superintendente y el subintendente fungirán como servidores 
públicos de tiempo completo y serán remunerados con el salario que al efecto 
disponga el Órgano Ejecutivo. Sus periodos en el cargo serán de cinco años 
prorrogables por una sola vez, por la autoridad a quien le corresponde el 
nombramiento y entrarán en funciones a partir de la toma de posesión del 
cargo. 
 El superintendente y el subintendente podrán participar, con derecho 
a voz, en las reuniones de la Junta Directiva, salvo cuando se traten temas 
que, a juicio de esta, deban discutirse sin la presencia de estos. 
 En caso de producirse el cese anticipado del superintendente o del 
subintendente, su reemplazo será designado para el resto del periodo 
correspondiente. 
 En ausencia del superintendente, la representación legal de la 
Superintendencia recaerá en el subintendente. En ausencia de ambos, la 
representación legal de la Superintendencia recaerá sobre el presidente de la 
Junta Directiva. En tal caso, la Junta Directiva designará corno 
superintendente interino a un funcionario de la Superintendencia. 
 El salario estará sujeto a lo dispuesto en las normas presupuestarias. 
Parágrafo Transitorio. Tanto el titular de la Intendencia de Supervisión y 
Regulación de Sujetos no Financieros como el subintendente, en ejercicio del 
cargo al momento de entrar en vigencia la presente Ley, permanecerán en 
dichos cargos hasta que el presidente de la República proceda a la designación 
del superintendente y del subintendente. 
 
Artículo 12. Requisitos para ser superintendente y subintendente. Para ser 
superintendente subintendente se requiere: 
1. Ser ciudadano panameño. 
2. Tener treinta y cinco años de edad o más. 
3. Poseer título universitario en Banca. Finanzas, Derecho y Ciencias 
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Políticas. Administración vio carreras afines y tener experiencia mínima 
de cinco años en gestión y administración de riesgos y/o en materia de 
prevención de blanqueo de capitales. 

4. No haber sido condenado por delitos dolosos. 
5. No tener parentesco con el presidente de la República ni con otro 

director o el superintendente o subintendente, hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad, ni ser cónyuge de otro director o 
del superintendente o del subintendente o del presidente de la República. 

6. No haber sido declarado judicialmente en quiebra ni en concurso de 
acreedores o encontrarse en estado de insolvencia manifiesta. 

7. No desempeñar cargo público a tiempo completo, excepto el de profesor 
en centros universitarios. 

8. No ser propietario directo o indirecto de la mayoría de las acciones de un 
sujeto obligado no financiero o. en su defecto, que el representante legal 
no ostente del control de una persona jurídica que sea sujeto obligado no 
financiero. 

 
Artículo 13. Funciones del superintendente y del subintendente. El 
superintendente acatará y ejecutará los acuerdos y las resoluciones adoptadas 
por la Junta Directiva, y velará por que se cumplan las normas y políticas que 
se establezcan en materia de prevención de blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas 
de destrucción masiva. De igual forma, podrá proponer a la Junta Directiva 
tomar las decisiones que a esta le correspondan. 
 El subintendente reemplazará al superintendente en ausencia de este. 
Asimismo, el subintendente ejecutará aquellas funciones que sean delegadas o 
asignadas por parte del superintendente. 
 
Artículo 14. Atribuciones del superintendente. Corresponderá al 
superintendente el ejercicio de las atribuciones siguientes: 
1. De carácter técnico: 

a. Expedir, cancelar o negar los registros y autorizaciones solicitados a la 
Superintendencia, previa solicitud a la Junta Directiva. 

b. Ordenar la publicación de las resoluciones, sanciones y otros 
documentos que estime convenientes. 

c. Establecer programas de prevención y promoción que permitan un 
conocimiento de la exposición al riesgo en materia de prevención de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento 
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de la proliferación de armas de destrucción masiva y de las labores 
realizadas por la Superintendencia en esta materia. 

d. Imponer las sanciones que correspondan por el incumplimiento de las 
normas legales vigentes en materia de prevención de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 23 de 2015, sujeto al proceso sancionatorio que 
haya sido aprobado por la Junta Directiva. 

e. Establecer vínculos de cooperación con los entes supervisores 
extranjeros para fortalecer los mecanismos de control y supervisión. y 
actualizar las regulaciones preventivas para el ejercicio de las 
funciones de la Superintendencia. 

f. Establecer vínculos de cooperación con instituciones públicas o 
privadas. de carácter gremial o educativo, que faciliten las funciones 
de supervisión, entrenamiento y capacitación, con miras a fortalecer 
los mecanismos de control y revisión que faciliten el desempeño de 
las funciones. 

g. Establecer vínculos de cooperación con autoridades competentes que 
otorguen licencias o autorizaciones a sujetos obligados no financieros. 
a efectos de que faciliten información referente a tales licencias o 
autorizaciones. con miras a fortalecer los mecanismos de control y 
revisión que faciliten el desempeño de las funciones. 

h. Evaluar los indicadores de riesgo de los sujetos obligados no 
financieros que permitan dar seguimiento a los niveles de riesgos de 
los sectores. 

i. Coadyuvar con los esfuerzos de los organismos públicos competentes 
para prevenir el blanqueo de capitales, el financiamiento del 
terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva. 

j. Emitir resoluciones administrativas que contengan directrices, 
procedimientos, instrucciones y guías. 

k. Resolver todo aquello de carácter técnico que no estuviera 
expresamente reservado a la Junta Directiva. 

l. Adoptar posiciones administrativas, denominadas opiniones, las 
cuales tendrán carácter vinculante y serán de aplicación general en 
caso de ser adoptadas por la Junta Directiva. 

2. De carácter administrativo: 
a. Adquirir y contratar los servicios y bienes que sean necesarios para el 
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buen funcionamiento de la Superintendencia, lo mismo que para 
ejecutar o llevar a cabo las funciones que le han sido encomendadas 
por esta Ley, sus reglamentaciones y modificaciones. 

b. Preparar el anteproyecto de presupuesto anual, el informe anual de las 
actividades y proyectos de la Superintendencia y someterlos a 
consideración de la Junta Directiva. 

c. Fijar los salarios, la escala salarial y demás emolumentos, así corno 
seleccionar, nombrar, trasladar, ascender, conceder licencias y 
destituir a los servidores públicos de la Superintendencia y aplicarles 
las sanciones disciplinarias que correspondan. 

d. Velar por la ejecución y eficiente administración del presupuesto 
anual de la Superintendencia. 

e. Aprobar los procesos excepcionales de contratación que requiera la 
Superintendencia por sumas de hasta cincuenta mil balboas (B/.50 
000.00), conforme a los supuestos previstos en la Ley de 
Contrataciones Públicas y su reglamentación. 

f. Señalar los días de suspensión o prestación obligatoria de atención al 
público. 

g. Presentar a la Junta Directiva los estados financieros de la 
Superintendencia, debidamente auditados por contadores públicos 
autorizados, dentro de los tres meses siguientes al cierre de cada año 
fiscal. 

h. Delegar funciones, con sujeción a las decisiones y directrices de la 
Junta Directiva. en servidores públicos de la Superintendencia. 

i. Presentar a la Junta Directiva un informe anual de labores. 
j. Resolver todo aquello de carácter administrativo que no estuviera 

expresamente reservado a la Junta Directiva o a otra autoridad. 
k. Elaborar y someter a la aprobación de la Junta Directiva las 

propuestas de acuerdos, decisiones y reformas administrativas que 
esta le solicite, incluyendo, entre otros, pero sin limitarse, el régimen 
de carrera v el reglamento interno de la Superintendencia. 

l. Escoger al equipo directivo de la Superintendencia. 
m. Ejercer otras que la Junta Directiva le establezca. 

 
Capítulo IV 

Disposiciones Comunes a los Miembros de la Junta Directiva, al 
Superintendente y al Subintendente 
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Artículo 15. Remoción. El superintendente, el subintendente y los miembros 
de la Junta Directiva solo podrán ser removidos de sus cargos por las causales 
establecidas en esta Ley, según decisión de la Sala Tercera de la Corte 
Suprema de Justicia. Están legitimados para solicitar la remoción el Órgano 
Ejecutivo y la Junta Directiva, respectivamente. 
 
Artículo 16. Causales de remoción. La Sala Tercera de la Corte Suprema de 
Justicia podrá ordenar la remoción de los miembros de la Junta Directiva, del 
superintendente o del subintendente, cuando incurran en alguna de las 
causales siguientes: 
1. Incapacidad permanente para cumplir sus funciones. 
2. Declaración de quiebra o concurso de acreedores o el estado de 

insolvencia manifiesta. 
3. Inasistencia reiterada e injustificada. 
4. Incumplimiento de las obligaciones y prohibiciones que le impone esta 

Ley. 
5. Incumplimiento de los requisitos establecidos para su escogencia. 
6. Falta de probidad en el ejercicio de sus funciones. 
 En caso de que se dicte sentencia en firme respeto a la comisión de 
un delito contra la Administración Pública por parte de algún miembro de la 
Junta Directiva, se procederá a su separación del cargo. 
 
Artículo 17. Conflicto de interés. Cuando en las reuniones de la Junta 
Directiva se traten temas sobre los cuales algún director, el superintendente o 
el subintendente pudiera tener conflictos de intereses, dicho director o el 
superintendente o el subintendente deberá abstenerse de participar en la 
reunión. A falta de abstención voluntaria, la Junta Directiva solicitará 
formalmente al director, al superintendente o al subintendente, según sea el 
caso, que se abstenga de participar en la reunión y, por ende, en la decisión.  
 
Artículo 18. Presunción de legalidad. La actuación de los miembros de la 
Junta Directiva, del superintendente, del subintendente y de los funcionarios 
de la Superintendencia, en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, goza de 
presunción de legalidad, de diligencia y de buena fe. Ninguna demanda 
interpuesta en contra de estos por su actuación acarreará la separación de su 
cargo hasta que no se decida la causa. 
 
Artículo 19. Amparo de institucionalidad. Los miembros de la Junta 
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Directiva, el superintendente, el subintendente y los funcionarios de la 
Superintendencia, así como cualquier otro servidor público que autorice la 
Junta Directiva mediante resolución motivada, tendrán derecho a que la 
Superintendencia cubra los gastos y costas que sean necesarios para su 
defensa, cuando sean objeto de acciones judiciales derivadas de actos y 
decisiones adoptados de conformidad con esta Ley y en el ejercicio de sus 
atribuciones, funciones u obligaciones. Lo anteriormente dispuesto estará 
siempre sujeto al criterio de razonabilidad del precio y las tarifas mínimas 
establecidas para servicios legales.  
 El amparo institucional al que se refiere este artículo se aplicará a 
dichos funcionarios por actos realizados en el ejercicio de sus cargos, aun 
después de haber cesado en sus funciones. En caso de que el funcionario 
resulte responsable del acto o hecho que se le imputa, deberá reembolsar a la 
Superintendencia los gastos en que esta haya incurrido para su defensa. 
 La Superintendencia se subrogará en los derechos del demandado o 
denunciado para la recuperación de los gastos y costas derivados del proceso 
seguido en su contra. La Junta Directiva establecerá y proveerá lo necesario 
para el fiel cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo. 
 
Artículo 20. Recursos contra las decisiones del superintendente. Las 
resoluciones del superintendente y las emitidas en virtud de la delegación de 
su autoridad admitirán el recurso de reconsideración, de acuerdo con el 
procedimiento previsto en la Ley 38 de 2000.  
 Una vez decidido el recurso en primera instancia, de mantenerse en 
firme el acto recurrido procederá el recurso de apelación ante la Junta 
Directiva. La resolución que decide el recurso de apelación agotará la vía 
gubernativa. 
 

Capítulo V 
Carrera de los Servidores Públicos de la Superintendencia de Sujetos no 

Financieros 
 
Artículo 21. Carrera de los servidores públicos de la Superintendencia. Se 
crea la Carrera de los Servidores Públicos de la Superintendencia de Sujetos 
no Financieros, que se desarrollará mediante un sistema de administración de 
recursos humanos por gestión de competencia y sobre la base del principio de 
excelencia organizacional, atendiendo el mérito y la eficiencia, las normas, los 
procedimientos y el plan de compensación aplicables a los servidores públicos 
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al servicio de la Superintendencia. 
 
Artículo 22. Principios de la Carrera. Son objetivos primordiales de la 
Carrera:  
1. Garantizar que la administración de los recursos humanos de la 

Superintendencia se fundamente estrictamente en el desempeño eficaz y 
eficiente del servidor público, en su desarrollo profesional integral y en 
una remuneración adecuada a las necesidades y realidad financiera de la 
Superintendencia. 

2. Garantizar el trato justo de sus miembros, sin discriminación alguna por 
razón de raza, nacimiento, discapacidad, clase social, sexo, religión o ideas 
políticas.  

3. Garantizar la igualdad de las oportunidades de promoción.  
4. Lograr el incremento de la eficiencia de los servidores públicos y de la 

Superintendencia.  
5. Garantizar dentro del servicio de la Superintendencia un ambiente de 

trabajo exento de presiones y temores políticos.  
6. Promover la diversidad y la fluidez de ideas que permitan contar con 

servidores públicos dignos, con conciencia de su papel al servicio de la 
sociedad y la competitividad de la Superintendencia. 

7. Promover el ingreso y la retención de servidores públicos que se distingan 
por su idoneidad, competencia, lealtad e integridad, como cualidades 
necesarias para ocupar cargos dentro de la Superintendencia. 

 
Artículo 23. Órganos de la Carrera. Los órganos superiores de la Carrera son 
los siguientes:  
1. La Junta Directiva, que será la instancia competente para adoptar las 

disposiciones, el reglamento interno de personal y los manuales y políticas 
necesarios para poner en ejecución las normas de la Superintendencia.  

2. El superintendente, que será quien autorice, ejecute y otorgue los 
permisos, beneficios, incentivos, licencias y becas por los que pueden 
optar los miembros de la Carrera. En ausencia del superintendente o por 
delegación directa de este, el subintendente podrá autorizar, ejecutar y 
otorgar los permisos, beneficios, incentivos, licencias y becas a 
funcionarios de la Superintendencia.  

 La Junta Directiva funcionará como organismo normativo y el resto 
de las instancias funcionarán como organismo ejecutivo de las políticas de 
recursos humanos de la Superintendencia. 
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Artículo 24. Comité de Carrera. Son atribuciones de la Junta Directiva, 
actuando en función del Comité de Carrera, las siguientes:  
1. Actuar como organismo consultivo de los órganos ejecutivos de la 

Carrera en lo concerniente a la aplicación y desarrollo de la presente Ley.  
2. Resolver en segunda instancia las apelaciones propuestas contra las 

sanciones de los servidores públicos de Carrera.  
 El funcionamiento del Comité de Carrera será desarrollado mediante 
resolución que adopte la Junta Directiva.  
 
Artículo 25. Servidores públicos de Carrera. Son servidores públicos de 
Carrera aquellos que han ingresado o ingresen a la Superintendencia, según 
los procedimientos establecidos en el presente Capítulo.  
 El superintendente y el subintendente no son funcionarios de Carrera. 
 
Artículo 26. Adquisición de la calidad de servidor público de Carrera. El 
servidor público que ingrese a la Superintendencia, de acuerdo con las normas 
de reclutamiento y selección establecidas en este Capítulo y en las normas 
adoptadas para poner en ejecución la Carrera, adquirirá la calidad de servidor 
público de Carrera tan pronto cumpla un periodo de prueba no menor de dos 
años continuos, con una evaluación satisfactoria.  
 Los procedimientos de selección se diseñarán, al menos, sobre la base 
de la competencia profesional, la preparación académica, la experiencia y la 
moral. Estos aspectos se comprobarán mediante instrumentos válidos de 
medición, previamente preparados y aprobados de acuerdo con lo establecido 
en este Capítulo.  
 Aquellas personas que al momento de la promulgación de esta Ley 
sean servidores públicos de la Intendencia de Supervisión y Regulación de 
Sujetos no Financieros y cuenten con un mínimo de tres años de laborar en 
dicha dirección serán acreditadas como miembros de Carrera, previa 
evaluación y verificación del cumplimiento de todos los requisitos y el perfil 
requerido para el cargo que ocupan.  
 
Artículo 27. Concursos internos. Todo servidor público de la 
Superintendencia tendrá la opción de participar en los concursos internos que 
se abran para llenar las vacantes que surjan en los cargos de Carrera. De no 
haber personal que cumpla con los requisitos de la posición se realizará un 
proceso de selección externa de personal. 
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Artículo 28. Derechos de los miembros de Carrera. Los servidores públicos 
de Carrera tienen los derechos establecidos en este Capítulo, en los 
reglamentos internos de la Superintendencia y, principalmente, pero no con 
exclusividad, los siguientes:  
1. Estabilidad en su cargo.  
2. Ascensos y traslados.  
3. Bono por antigüedad. 
4. Licencias con sueldo o sin sueldo.  
5. Indemnización por despido sin causa injustificada.  
 La estabilidad de los servidores públicos de Carrera está condicionada 
a su desempeño eficaz, productivo, honesto, ágil y responsables, así como a la 
atención igualitaria, imparcial y respetuosa a los usuarios y ciudadanos.  
 
Artículo 29. Bono por antigüedad. Los servidores públicos de Carrera al 
momento de cesar su relación laboral con la Superintendencia tendrán 
derecho a un bono por antigüedad, siempre que ello ocurra por renuncia, 
despido injustificado, reducción de fuerza o invalidez.  
 El monto del bono por antigüedad será lijado por la Junta Directiva 
en atención a los ingresos generados por la Superintendencia.  
 
Artículo 30. Manual de políticas y procedimientos. La Superintendencia 
deberá preparar, con sujeción a las normas adoptadas por la Junta Directiva 
un manual detallado que defina las acciones de recursos humanos y los 
procedimientos que deben seguirse para tramitarlas. 
 
Artículo 31. Descripción de cargos y clasificación de puestos. La 
Superintendencia elaborará un manual de descripción y clasificación de 
puestos, que contendrá la descripción específica de las tareas inherentes a 
cada cargo y los requisitos mínimos para ocuparlos. Las descripciones 
deberán ser revisadas y actualizadas periódicamente.  
 La clasificación de puestos tendrá su correspondiente nomenclatura, 
de acuerdo con la definición de los deberes, responsabilidades y requisitos 
mínimos. Cada puesto tendrá un grado asignado según su complejidad y 
jerarquía. 
 
Artículo 32. Determinación de la retribución y escala salarial. La 
Superintendencia diseñará una escala salarial que tome en cuenta la 
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clasificación, la realidad financiera de esta y las condiciones del mercado de 
trabajo.  
 La Superintendencia revisará, al menos cada dos años, la política de 
retribución, para garantizar al servidor público de Carrera una retribución que 
le permita mantener una condición de vida digna y decorosa, manteniendo el 
respeto al principio de igualdad de salario por igual trabajo. 
 
Artículo 33. Políticas y programas de motivación. La Superintendencia 
establecerá políticas o programas de motivación para los servidores públicos 
de Carrera, a efectos de incentivar su productividad, eficiencia y 
competitividad, así como de mejorar su desarrollo moral, social, cultural y su 
espíritu de trabajo. Estas políticas o programas motivacionales establecerán 
incentivos económicos, morales y socioculturales, basados estrictamente en el 
desempeño y cumplimiento de objetivos del servidor público. 
 
Artículo 34. Sistema de evaluación del desempeño. La Superintendencia 
establecerá un sistema de evaluación del desempeño y rendimiento que sirva 
de fundamento a los sistemas de retribución, incentivos, capacitación y 
destitución.  
 El sistema de evaluación del desempeño y rendimiento constituye un 
conjunto de normas y procedimientos para evaluar y calificar el rendimiento 
de los servidores públicos de la Superintendencia.  
 La evaluación y la calificación se basarán únicamente en el desempeño 
profesional y rendimiento, sin prejuicio de ninguna índole. Este sistema de 
evaluación será adoptado por la Junta Directiva.  
 
Artículo 35. Políticas de capacitación de servidores públicos. La 
Superintendencia establecerá las políticas de capacitación, procurando dar 
preferencia a los cursos de capacitación. A tal fin, la Superintendencia 
elaborará planes de adiestramiento basados en el cargo, las funciones y los 
años de servicio de los servidores públicos, considerando un número mínimo 
de horas de capacitación en materia de la prevención de los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. La participación obligatoria a 
los cursos que se mencionan en el presente artículo guarda estrecha relación 
con el sistema de evaluación del desempeño mencionado en el artículo que 
precede. 
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 Estas políticas de capacitación institucional están sujetas al 
compromiso por parte del servidor de Carrera de una permanencia mínima en 
la Superintendencia.  
 La Superintendencia en sus políticas y programas de capacitación 
actuará con plena autonomía y sin estar sometida a la aprobación de ninguna 
otra entidad. 
 
Artículo 36. Cesación de la relación de trabajo. La relación de trabajo de los 
servidores públicos de la Superintendencia terminará por las causales 
siguientes:  

1. Renuncia escrita, debidamente aceptada.  

2. Reducción de personal.  

3. Destitución.  

4. Invalidez declarada de conformidad con los servicios de salud pública.  

5. Desvinculación por efecto de evaluación del desempeño.  

6. Fallecimiento.  
 
Artículo 37. Aplicación de las normas en caso de contradicción. Para los 
efectos exclusivos de este Capítulo, en caso de contradicción entre las 
disposiciones que en él se establecen y desarrollan y otras normas, se aplicará 
lo establecido en este Capítulo y en las normas que precisen y fijen, en el 
ámbito administrativo, su interpretación y alcance.  
 La Ley 9 de 1994, que regula la Carrera Administrativa, se aplicará 
solo en forma supletoria. 
 
Artículo 38. Indemnización por destitución sin causa justificada. El derecho a 
la estabilidad que se reconoce en este Capítulo a favor del servidor público de 
Carrera podrá quedar sin efecto en cualquier momento y sin mediar causa 
justificada, siempre que se le cancele, sin perjuicio del pago del bono por 
antigüedad, una indemnización que será calculada a razón de una semana de 
salario por cada año de trabajo hasta un máximo equivalente a diez meses de 
salario. En caso de que el funcionario no complete el último año, el cálculo se 
hará en forma proporcional para dicho periodo. 
 Se tomará como base para el cálculo la última remuneración 
devengada.  
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Capítulo VI 
Supervisión de los Sujetos Obligados no Financieros 

 
Artículo 39. Competencia privativa. La Superintendencia tendrá como 
objetivo general la competencia privativa para regular y supervisar, en la vía 
administrativa, a los sujetos obligados no financieros, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 23 de 2015, sus reglamentaciones y modificaciones, en 
materia de prevención de los delitos de blanqueo de capitales, financiamiento 
del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva, velando por la efectiva aplicación de los mecanismos de prevención 
establecidos, de forma tal que se fortalezca la confianza pública e integridad 
del sector no financiero. 
 
Artículo 40. Sujetos obligados no financieros. Esta Ley está dirigida a la 
supervisión de los sujetos obligados no financieros, supervisados por la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros en materia de prevención de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva, que se definen a continuación: 
1. Empresas de la Zona Libre de Colón, empresas establecidas en la 

Agencia-Panamá Pacífico, Zona Franca de Barú y demás zonas francas 
establecidas en la República de Panamá. 

2. Casinos, juegos de suerte y azar y organización de sistemas apuestas y 
otros establecimientos físicos o telemáticos que desarrollan estos negocios 
a través de internet. 

3. Empresas promotoras, agentes inmobiliarios y corredores de bienes 
raíces, cuando estos se involucren en transacciones para sus clientes, 
concernientes a la compra y venta de bienes inmobiliarios. 

4. Empresas dedicadas a los ramos de la construcción, empresas contratistas 
generales y contratistas especializadas. 

5. Empresas dedicadas de transporte de valores. 
6. Casas de empeños. 
7. Empresas dedicadas a la comercialización de metales preciosos o a la 

comercialización de piedras preciosas, en cualquiera de sus formas, sea 
mediante la entrega física o compra de contratos a futuro, incluyendo las 
bolsas de diamantes. 

8. Lotería Nacional de Beneficencia. 
9. Correos y Telégrafos Nacionales de Panamá. 
10. Empresas dedicadas a la compra y venta de autos nuevos y usados. 
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11. Abogados cuando en ejercicio de su actividad profesional realicen en 
nombre de un cliente o por un cliente, alguna de las actividades sujetas a 
supervisión, tales como: 
a. Compraventa de inmuebles. 
b. Administración de dinero, valores bursátiles y otros activos del 

cliente. 
c. Administración de cuentas bancarias, de ahorro o valores. 
d. Organización de aportes o contribuciones para la creación, operación 

o administración de personas jurídicas. 
e. Creación, operación o administración de personas jurídicas o 

estructuras jurídicas, como fundaciones de interés privado, sociedades 
anónimas, fideicomisos y demás. 

f. Compraventa de personas jurídicas o estructuras jurídicas. 
g. Actuación o arreglo para que una persona actúe como director o 

apoderado de una persona jurídica o una posición similar, en relación 
con otras personas jurídicas. 

h. Proveer de un domicilio registrado, domicilio comercial o espacio 
físico, domicilio postal o administrativo a una persona jurídica o 
estructura jurídica que no sea de su propiedad. 

i. Actuación o arreglo para que una persona actúe como accionista para 
una persona jurídica. 

j. J. Actuación o arreglo para que una persona actúe como participante 
de un fideicomiso expreso o que desempeñe la función equivalente 
para otra forma de estructura jurídica. 

k. Cuando prestan los servicios y actividades propias del agente 
residente de personas jurídicas constituidas o registradas de 
conformidad con las leyes de la República de Panamá. 

12. Contadores públicos autorizados, cuando en ejercicio de su actividad 
profesional realicen en nombre de un cliente o por un cliente, alguna de 
las actividades sujetas a supervisión, como: 
a. Compraventa de inmuebles. 
b. Administración de dinero, valores bursátiles y otros activos del 

cliente. 
c. Administración de cuentas bancarias, de ahorro o valores. 
d. Organización de aportes o contribuciones para la creación, operación 

o administración de personas jurídicas. 
e. Operación o administración de personas jurídicas o estructuras 

jurídicas como fundaciones de interés privado, sociedades anónimas, 
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fideicomisos y demás. 
f. Compraventa de personas jurídicas o estructuras jurídicas. 
g. Actuación o arreglo para que una persona actúe como director o 

apoderado de una persona jurídica o una posición similar, en relación 
con otras personas jurídicas. 

h. Proveer de un domicilio registrado, domicilio comercial o espacio 
físico, domicilio postal o administrativo a una persona jurídica o 
estructura jurídica que no sea de su propiedad. 

i. Actuación o arreglo para que una persona actúe como accionista para 
una persona jurídica. 

j. Actuación o arreglo para que una persona actúe como participante de 
un fideicomiso expreso o que desempeñe la función equivalente para 
otra forma de estructura jurídica. 

13. Los notarios públicos y las notarías. 
14. Cualquier otro sector que por ley se encuentre sujeto a la competencia de 

la Superintendencia, así como otras actividades y entidades que se 
incluyan por ley y que, atendiendo a la naturaleza de sus operaciones, 
puedan ser utilizadas para la comisión de los delitos de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo o financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva o aquellas que surjan del 
Plan Nacional de Evaluaciones de Riesgos para la Prevención de los 
Delitos de Blanqueo de Capitales, Financiamiento del Terrorismo y 
Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva22. 

 
Artículo 41. Supervisión de los sujetos obligados no financieros. Todos los 
sujetos obligados no financieros estarán sujetos a la supervisión y regulación 
de la Superintendencia, para constatar el cumplimiento de las disposiciones 
legales vigentes en materia de prevención de blanqueo de capitales, el 
financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas 
de destrucción masiva23. 
 
Artículo 42. Supervisión. La Superintendencia ejercerá privativamente la 
supervisión de las actividades reguladas bajo la presente Ley y su Junta 
Directiva reglamentará las tasas o montos de las sumas a pagar por los sujetos 
obligados no financieros, con motivo de la realización de la supervisión. La 
Junta Directiva reglamentará el procedimiento de las supervisiones.  

                                                           
22 Artículo modificado por el artículo 26 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
23 Artículo modificado por el artículo 27 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Capítulo VII 
Solicitud de Información y Registro 

 
Artículo 43. Facultad de solicitar información a los sujetos obligados no 
financieros. La Superintendencia está facultada para solicitar a los sujetos 
obligados no financieros la información y documentación de sustento 
referente a sus operaciones, actividades, clientes, productos, servicios, 
manuales de prevención, entre otros documentos y/o información que 
considere necesarios para la consecución de las supervisiones o que sean 
pertinentes en la adopción de medidas de prevención de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación 
de armas de destrucción masiva, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 23 de 
2015, sus reglamentaciones, modificaciones y cualquier otra ley, así como 
solicitar cualquier información para efectos de cooperación internacional. 
 En los casos en que la Superintendencia de Sujetos no Financieros sea 
designada como autoridad competente por disposiciones especiales, estará 
facultada para requerir toda la información y documentación necesaria para el 
ejercicio de su función24. 
 
Artículo 44. Registro. Los sujetos obligados no financieros deberán 
registrarse ante la Superintendencia de acuerdo con el procedimiento que esta 
establezca para tal fin. La Superintendencia podrá reglamentar los requisitos 
para obtener y mantener dichos registros, atendiendo a los criterios que 
considere necesarios para el adecuado cumplimiento de los objetivos de la 
presente Ley. De igual manera, la Superintendencia tendrá la facultad de 
suspender o dar por terminados dichos registros, con la consecuente 
suspensión y terminación. 
 En el caso de las empresas de cumplimiento establecidas en la Ley 23 
de 2015, la Junta Directiva de la Superintendencia emitirá las 
reglamentaciones correspondientes para las tarifas o tasas que correspondan 
para su registro y autorización.  
 
Artículo 45. Publicación de los sujetos obligados no financieros. La 
Superintendencia podrá publicar la lista de los sujetos obligados no 
financieros que están registrados ante esta, a través de su página web. 
 

                                                           
24 Artículo modificado por el artículo 28 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Artículo 46. Confidencialidad y reserva de la información. La información 
recabada por la Superintendencia en el ámbito de sus funciones referentes a la 
prevención de los delitos de blanqueo de capitales, financiamiento de 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva se mantendrá bajo estricta confidencialidad y será considerada de 
acceso restringido para los efectos de la Ley 6 de 2002. Únicamente podrá ser 
revelada al Ministerio Público, a los agentes con funciones de investigación 
penal, a la Unidad de Análisis Financiero, a las autoridades jurisdiccionales y 
homólogos extranjeros, de conformidad con los canales para el requerimiento 
de información establecidos por decreto ejecutivo. En los casos de 
información contenida en el Sistema Privado y Único de Registro de 
Beneficiarios Finales de Personas Jurídicas, esta se regirá por lo dispuesto en 
la Ley 129 de 2020 y sus reglamentaciones. 
 Los servidores públicos de la Superintendencia que en ejercicio de sus 
funciones reciban, requieran por escrito o tengan conocimiento de 
información confidencial de un sujeto obligado no financiero por razón de lo 
establecido en esta Ley deberán mantenerla en estricta reserva y 
confidencialidad. 
 Quienes, directa o indirectamente, revelen, divulguen o hagan uso 
personal indebido de tal información, a través de cualquier medio o forma, 
incumpliendo con su deber, responsabilidad y obligación de reserva y estricta 
confidencialidad serán sancionados según lo dispuesto por el Código Penal, 
sin perjuicio de la responsabilidad civil y administrativa que les corresponda. 
 Los servidores públicos de la Superintendencia que con motivo de los 
cargos que desempeñan tengan acceso a la información de que trata este 
artículo quedarán obligados a guardar la debida confidencialidad, aun cuando 
cesen de sus funciones. 
 Todo servidor público está en la obligación de denunciar a las 
autoridades competentes cualquier contravención y/o desviación a las 
disposiciones contenidas en el presente artículo25. 
 
Artículo 47. Protección del secreto profesional. Los abogados y contadores 
públicos autorizados que en el ejercicio de su actividad profesional sean 
considerados sujetos obligados no financieros de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 40 de la presente Ley, encontrándose sujetos a la supervisión de 
la Superintendencia, no tienen que reportar transacciones sospechosas si la 
información pertinente se obtuvo en circunstancias en las que estén sujetos al 

                                                           
25 Artículo modificado por el artículo 29 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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secreto profesional o privilegio profesional legal en la defensa de su cliente o 
la confesión que su cliente realice para su debida defensa.  
 El secreto profesional propio de la relación del abogado con su cliente 
no lo exime de cumplir con sus obligaciones bajo la presente Ley. Sin 
embargo, el abogado no tendrá la obligación de poner a disposición de la 
autoridad competente ninguna información o documento adicional que 
repose en su expediente sobre el cual tenga un legítimo derecho de reserva del 
secreto profesional.  
 Para los agentes residentes de entidades jurídicas constituidas o 
registradas en la República de Panamá, la información suministrada por los 
clientes, en virtud de los requerimientos de esta Ley, deberá mantenerse en 
estricta reserva y solo podrá ser suministrada a las autoridades competentes 
en estricto cumplimiento de los procedimientos y formalidades para tales 
fines. 
 El derecho a requerir información por la autoridad competente 
deberá ejercerse con atención a las salvaguardas pertinentes para no poner en 
peligro la información privada de otros clientes del proveedor de servicio al 
cual se le requiere la información, particularmente la información de aquellos 
terceros sobre los que exista un legítimo derecho de reserva del secreto 
profesional.  
 

Capítulo VIII 
Sanciones 

 
Artículo 48. Criterio para la imposición de sanciones. El superintendente 
impondrá las sanciones administrativas que procedan por el incumplimiento 
de las disposiciones legales vigentes en materia de prevención de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación 
de armas de destrucción masiva, de acuerdo con lo establecido en la Ley 23 
de 2015, sus reglamentaciones y modificaciones.  
 
Artículo 49. Sanciones. El incumplimiento de las disposiciones establecidas 
en esta Ley o de las dictadas para su aplicación por la Superintendencia se 
regirá de acuerdo con lo establecido en la Ley 23 de 2015, sus 
reglamentaciones y modificaciones.  
 
Artículo 50. Publicidad de las sanciones. Las sanciones impuestas por la 
Superintendencia serán objeto de publicación a través de su página web, con 
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indicación del nombre del sujeto sancionado y el tipo y monto de la sanción; 
de ser esta última de carácter pecuniario, una vez la sanción haya quedado en 
firme o cuando quede agotada la vía gubernativa. 
 
Artículo 51. Cobro de sanciones. Las sanciones cuyo cobro no se pueda 
hacer efectivo por razones imputables al sujeto sancionado serán cobradas de 
acuerdo con lo que sea reglamentado por la Junta Directiva.  
 

Capítulo IX 
Disposiciones Adicionales 

 
Artículo 52. El artículo 19 de la Ley 23 de 2015 queda así:  

Artículo 19. Organismos de supervisión. Son organismos de 
supervisión de conformidad con esta Ley:  

1. La Superintendencia de Bancos de Panamá.  

2. La Superintendencia de Seguros y Reaseguros de Panamá.  

3. La Superintendencia del Mercado de Valores  

4. La Superintendencia de Sujetos no Financieros.  

5. El Instituto Panameño Autónomo Cooperativo.  

6. Cualquier otra institución pública que se determine por ley, a fin 
de garantizar la supervisión de otras actividades descritas en esta 
Ley o cuyo perfil de riesgo así lo requiera. 

 
Artículo 53. Se deroga el Decreto Ejecutivo 361 de 12 de agosto de 2015.  
 

Capítulo X 
Disposiciones Finales 

 
Artículo 54. La Intendencia de Supervisión y Regulación de Sujetos no 
Financieros. A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, la 
Intendencia de Supervisión y Regulación de Sujetos no Financieros será 
sustituida, para todos los efectos legales, por la Superintendencia de Sujetos 
no Financieros. En consecuencia, en toda norma legal o documento o 
proceso en curso en que se mencione o forme parte de la Intendencia de 
Supervisión y Regulación de Sujetos no Financieros se entenderá a la referida 
Superintendencia.  
 La actual estructura administrativa que tiene la Intendencia de 
Supervisión y Regulación de Sujetos no Financieros se mantendrá con todas 
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sus funciones, facultades y prerrogativas por un período de transición y de 
adaptación de doce meses, contado a partir de la entrada en vigencia de la 
presente Ley, dentro del cual la Superintendencia de Sujetos no Financieros 
deberá actualizar la nueva estructura.  
 
Artículo 55. Patrimonio. Los bienes muebles e inmuebles, así como el 
personal y los recursos presupuestarios y financieros, incluyendo los activos 
que al momento de la entrada en vigencia de esta Ley que se encuentren a 
disposición, en posesión o asignados en propiedad a la Intendencia de 
Supervisión y Regulación de Sujetos no Financieros, pasarán a formar parte 
de los activos de la Superintendencia. 
 
Artículo 56. Indicativo. La presente Ley modifica el artículo 19 y deroga los 
artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18, 23, 24 y 25 de la Ley 23 de 27 de abril de 2015, 
y deroga el Decreto Ejecutivo 361 de 12 de agosto de 2015.  
 
Artículo 57. Vigencia. Esta Ley comenzará a regir desde su promulgación.  
 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
Proyecto 56 de 2019 aprobado en tercer debate en el Palacio Justo 
Arosemena, ciudad de Panamá, a los tres días del mes de diciembre del año 
dos mil diecinueve.  
 
El Presidente. 
Marcos E. Castillero Barahona 
 
El Secretario General, 
Quibián T. Panay G.  





57 

Ley 2126 
De 10 de mayo de 2017 

 
Que establece las normas para la regulación y supervisión de los fiduciarios y 

del negocio de fideicomiso y dicta otras disposiciones 
 

LA ASAMBLEA NACIONAL 
 

DECRETA: 
 

Título I 
Normas Generales 

 

Capítulo I 
Disposiciones Preliminares 

 
Artículo 1. Competencia. La Superintendencia de Bancos tendrá competencia 
privativa para regular y supervisar a los fiduciarios titulares de licencia 
fiduciaria o autorizados por ley para ejercer el negocio de fideicomiso, de 
acuerdo con lo establecido en la ley y las normas que la desarrollan, así como 
velar por el adecuado funcionamiento del negocio de fideicomiso. 
Además, la Superintendencia de Bancos tendrá facultad para desarrollar las 
disposiciones del Régimen Fiduciario en materia de supervisión y regulación. 
 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. Las normas de regulación y supervisión 
contenidas en esta Ley y las normas que la desarrollan son de orden público y 
se aplicarán a todos los fiduciarios titulares de licencia fiduciaria o autorizados 
por ley para ejercer el negocio de fideicomiso. 
 

                                                           
26 Publicada en la Gaceta Oficial n.º 28277 de 12 de mayo de 2017. 
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Artículo 3. Fiduciarios. Podrán actuar como fiduciarios únicamente las 
personas que hayan obtenido licencia fiduciaria y las demás personas 
autorizadas por ley. 

Capítulo II 
Superintendencia de Bancos 

 
Artículo 4. Función de la Superintendencia de Bancos. Corresponderá a la 
Superintendencia de Bancos de acuerdo con las disposiciones legales que la 
rigen: 
1. Supervisar y regular a los fiduciarios de conformidad con la presente Ley 

y las normas que la desarrollen. 
2. Fortalecer y fomentar condiciones propicias para el desarrollo del negocio 

de fideicomiso en la República de Panamá como Centro Fiduciario 
Internacional. 

3. Promover la confianza pública en el Sistema Fiduciario y velar por que los 
fiduciarios que lo integran mantengan niveles apropiados de 
profesionalismo, especialización, capacidad técnica, financiera, jurídica, 
administrativa y operativa. 

4. Velar por que solo ejerzan la actividad fiduciaria los fiduciarios que hayan 
obtenido licencia y las demás personas autorizadas por ley. 

5. Velar por que los fiduciarios tengan procedimientos adecuados que 
permitan la supervisión y control de sus actividades a escala nacional e 
internacional, en estrecha colaboración con los Entes Supervisores 
Extranjeros, si fuera el caso. 

6. Autorizar el objeto de las personas jurídicas que solicitan licencia 
fiduciaria. 

7. Desarrollar las disposiciones de esta Ley. Cuando dicha función la ejerza 
la Junta Directiva, se hará mediante acuerdo y resoluciones generales, 
cuando la ejerza el superintendente de Bancos, mediante resolución. 

8. Sancionar las violaciones a lo establecido en esta Ley, en sus reglamentos 
o en cualquier otra norma en materia fiduciaria o en otros aspectos que la 
desarrollen. 

9. Establecer vínculos de cooperación con los Entes Supervisores 
Extranjeros para fortalecer los mecanismos de supervisión, actualizar las 
regulaciones preventivas e intercambiar información de utilidad para el 
ejercicio de la función supervisora. 
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Artículo 5. Atribuciones de la Junta Directiva. Corresponderá a la Junta 
Directiva de la Superintendencia de Bancos, en relación con los fideicomisos 
y los fiduciarios, el ejercicio de las atribuciones siguientes: 
1. Fijar, en el ámbito administrativo, la interpretación y el alcance de las 

disposiciones legales o reglamentarias en materia fiduciaria. 
2. Determinar los documentos que permitan acreditar el cumplimiento de 

los requisitos establecidos en esta Ley para obtener la licencia fiduciaria. 
3. Establecer las reglas conforme a las cuales deberán practicarse las 

inspecciones prescritas por esta Ley. 
4. Resolver las apelaciones promovidas contra las resoluciones del 

superintendente. 
5. Fijar requisitos de carácter contable en relación con la información 

financiera que deben suministrar los fiduciarios. 
6. Establecer las reglas a las cuales deberán sujetarse los fiduciarios en 

relación con: 
a. Gobierno Corporativo y Control Interno. 
b. Normas prudenciales. 
c. Evaluación y calificación de riesgos. 
d. Valoración de fideicomisos. 
e. Conflicto de interés. 

7. Fijar y modificar la tasa de regulación y supervisión fiduciaria, tanto en su 
componente fo corno variable, así corno los derechos de inspección. 

8. Fijar y modificar una tasa de supervisión a los otros sujetos obligados 
financieros, tanto en su componente fo corno variable. 

9. Asesorar al Gobierno de la República de Panamá en todas aquellas 
materias que guarden relación con el desarrollo del negocio de 
fideicomiso. 

10. Desarrollar y dictar las normas de aplicación general sobre las 
disposiciones de esta Ley, tendientes a facilitar el adecuado desarrollo del 
negocio de fideicomiso. 

11. Modificar el monto de la garantía fiduciaria y/o el capital mínimo 
requerido a los fiduciarios. 

12. Dictar las demás normas que, dentro del ámbito de las actividades que les 
permite la ley, deberán observar los fiduciarios para que sus actividades se 
desarrollen dentro de niveles adecuados de riesgo. 

13. Ejercer las demás atribuciones que señale esta Ley. 
 
Artículo 6. Atribuciones del superintendente. Corresponderá al 
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superintendente de Bancos el ejercicio de las atribuciones siguientes: 
1. Autorizar o denegar el otorgamiento de licencias fiduciarias dentro del 

marco establecido por esta Ley y las normas que la desarrollen. 
2. Supervisar que los fiduciarios cumplan con lo establecido en esta Ley y las 

normas que la desarrollen. 
3. Fijar y modificar los derechos de inspección y los importes por derechos a 

otros servicios especiales. 
4. Establecer las reglas a las cuales deberán sujetarse los fiduciarios, en los 

aspectos siguientes: 
a. Programas publicitarios. 
b. Cierre y traslado de oficinas. 
c. Deberes de información. 
d. Hechos relevantes. 
e. Otros aspectos relacionados con el desarrollo del negocio fiduciario y 

con el adecuado cumplimiento de lo establecido en esta Ley y en la 
regulación fiduciaria. 

5. Absolver consultas en aspectos relacionados con el régimen fiduciario. 
6. Autorizar la cancelación voluntaria de licencias fiduciarias. 
7. Ordenar la toma de control, reorganización o liquidación forzosa de 

fiduciarios. 
8. Autorizar la fusión, consolidación y escisión de fiduciarios. 
9. Autorizar el traspaso de acciones de fiduciarios, cuando el adquiriente u 

otras personas vinculadas a este pasen a ser propietarios totales o 
mayoritarios o a tener el control según lo defina la Superintendencia de 
Bancos. 

10. Expedir certificaciones relacionadas con la existencia y actividades de los 
fiduciarios, con base en la información que conste en la Superintendencia 
de Bancos. 

11. Ordenar y ejecutar las inspecciones a los fiduciarios. 
12. Designar administradores, reorganizadores o liquidadores para los 

fiduciarios, según lo dispone la presente Ley. 
13. Imponer las sanciones que correspondan por la violación o 

incumplimiento de las normas o reglamentos que rigen la materia. 
14. Autorizar cambio de nombre y modificaciones al pacto social de los 

fiduciarios. 
15. Adoptar medidas preventivas y/o correctivas con ocasión de la 

ocurrencia de irregularidades o faltas en las actividades de los fiduciarios. 
16. Autorizar otras actividades que puedan desarrollar los fiduciarios. 
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17. Resolver todo aquello relacionado con el tema fiduciario, que no estuviera 
expresamente reservado a la Junta Directiva o a otra autoridad. 

18. Velar por que las fiduciarias suministren a sus clientes información que 
asegure la mayor transparencia en sus operaciones. 

19. Ejercer las demás atribuciones que señale esta Ley. 
 
Artículo 7. Conflicto de intereses de directores. Cuando en las reuniones de 
la Junta Directiva de la Superintendencia de Bancos se traten temas sobre los 
cuales algún director o el superintendente pudieran tener conflictos de 
intereses, dicho director o el superintendente deberá abstenerse de participar 
en la reunión. A falta de abstención voluntaria, la Junta Directiva podrá 
solicitar formalmente al director o al superintendente, según el caso, que se 
abstenga de participar en la reunión y, por ende, en la decisión. 
 
Artículo 8. Presunción de legalidad. La actuación de los miembros de la Junta 
Directiva, del superintendente y los delegados de este último, en el ejercicio 
de sus funciones y atribuciones, goza de presunción de legalidad, de diligencia 
y de buena fe. Ninguna demanda en contra de estos, por su actuación, 
acarreará la separación de su cargo hasta que no se decida la causa. 
 
Artículo 9. Amparo institucional. Los miembros de la Junta Directiva, el 
superintendente y los delegados de este, así corno cualquier otro funcionario 
que autorice la Junta Directiva, mediante resolución motivada, tendrán 
derecho a que la Superintendencia de Bancos cubra los gastos y costas que 
sean necesarios para su defensa, cuando sean objeto de acciones, procesos, 
juicios o demandas, derivados de actos y decisiones adoptados de 
conformidad con esta Ley y en el ejercicio de sus atribuciones, funciones u 
obligaciones. 
 El amparo institucional a que se refiere este artículo se aplicará a 
dichos funcionarios por actos realizados en el ejercicio de sus cargos, aun 
después de haber cesado en sus funciones. 
 En caso de que el funcionario resulte responsable del acto o hecho 
que se le imputa, deberá reembolsar a la Superintendencia de Bancos todos 
los gastos en que esta incurrió para su defensa. 
 La Superintendencia de Bancos se subrogará en los derechos del 
demandado o denunciado para la recuperación de los gastos y costas. 
 La Junta Directiva establecerá y proveerá lo necesario para el fiel 
cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo. 
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Artículo 10. Tasa de regulación y supervisión fiduciaria. Se crea la tasa de 
regulación y supervisión fiduciaria a favor de la Superintendencia de Bancos. 
En consecuencia, las empresas fiduciarias estarán sujetas al pago anual de 
regulación y supervisión fiduciaria de la manera siguiente: 

1. La suma fija de quince mil balboas (B/.15 000.00), más 

2. La suma variable adicional de diez balboas (B/.10.00) por cada millón de 
balboas (B/.1 000 000.00) o fracción de activos fideicomitidos que 
excedan cien millones de balboas (B/.100 000 000.00) en activos 
fideicomitidos. Esta suma variable hasta un monto máximo de treinta mil 
balboas (B/.30 000.00). 

 El monto de la tasa deberá guardar estricta relación con los costos en 
que deba incurrir la Superintendencia de Bancos para cumplir sus funciones 
en forma racional y eficiente conforme a su presupuesto. Para tal fin, la 
Superintendencia podrá, a su discreción, aumentar o reducir el monto de la 
tasa aplicable. 
 No obstante lo anterior, si al finalizar un ejercicio presupuestario 
existieran saldos provenientes del pago de la tasa, el superintendente 
transferirá dichos saldos a una cuenta especial, los cuales deberán ser 
destinados a la cobertura de los gastos correspondientes a ejercicios 
posteriores. Si existieran saldos durante dos periodos presupuestarios 
consecutivos, la Superintendencia deberá reducir la tasa en la forma que 
estime pertinente, a fin de que en los ejercicios subsiguientes no se causen 
dichos saldos. 
 En el caso de personas naturales la tasa fija a pagar será la suma de 
cinco mil balboas (B/.5000.00) anuales. 
 
Artículo 11. Derechos de inspección. Los fiduciarios estarán sujetos al pago 
de los derechos de inspección que fe la Superintendencia de Bancos por todas 
las actividades autorizadas por esta Ley. 

 
Título II 

Régimen Fiduciario 
 

Capítulo I 
Licencia Fiduciaria 

 
Artículo 12. Licencia fiduciaria. Podrán obtener licencia fiduciaria, previo el 
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cumplimiento de los requisitos establecidos en esta Ley: 
1. Los bancos, para actuar como fiduciarios a través de departamentos o 

secciones fiduciarias especializadas. 
2. Las personas naturales. 
3. Las personas jurídicas cuyo objeto será autorizado por el superintendente. 
 Las personas jurídicas que se dediquen a actividades comerciales 
distintas a las establecidas en el artículo 20 de esta Ley o a otras autorizadas 
por la Superintendencia de Bancos y que deseen obtener una licencia 
fiduciaria deberán solicitar dicha licencia a través de otra persona jurídica; no 
obstante, el superintendente, previa evaluación del caso, podrá permitir 
excepciones. 
 No requieren licencia fiduciaria: 

a. Los bancos oficiales que ejerzan el negocio de fideicomiso. 
b. Las sociedades cuyas acciones sean de propiedad 100 % del Estado. 
c. Las centrales de valores y las administradoras de los fondos de 

pensiones y cesantías para actuar como fiduciarios en los fideicomisos 
que ejecuten por mandato de ley, cuya supervisión corresponde al 
regulador respectivo. 

d. Las demás personas autorizadas por ley para actuar como fiduciarios. 
 Los bancos oficiales y las sociedades cuyas acciones sean de 
propiedad 100 % del Estado podrán ejercer el negocio de fideicomiso sin 
necesidad de obtener licencia fiduciaria ni otorgar la garantía a que se refiere 
el artículo 27. 
 
Artículo 13. Requisitos para obtener una licencia fiduciaria. Para la obtención 
de una licencia fiduciaria, el solicitante deberá acreditar ante la 
Superintendencia de Bancos, que cuenta con niveles apropiados de 
profesionalismo, especialización, capacidad técnica, financiera, jurídica, 
administrativa y operativa para desarrollar el negocio fiduciario. 
 Asimismo, los bancos que soliciten una licencia fiduciaria deberán 
acreditar los anteriores requisitos de tal forma que se permita identificar 
claramente la separación de la actividad fiduciaria y de los fideicomisos que 
administren, con respecto a las demás actividades del banco. 
  
Artículo 14. Solicitud de licencia. Quien se proponga ejercer como fiduciario 
deberá presentar una solicitud de licencia fiduciaria ante la Superintendencia 
de Bancos, por intermedio de abogado o firma de abogados. Esta solicitud 
deberá estar acompañada de los documentos que permitan acreditar el 
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cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo anterior, según lo 
determine la Superintendencia de Bancos mediante Acuerdo. 
 
Artículo 15. Procedimiento para el otorgamiento de licencia. Presentada la 
solicitud de licencia fiduciaria en debida forma y una vez analizados los 
documentos a que se refiere el artículo anterior, el superintendente de Bancos 
ordenará que se realicen las investigaciones que estime necesarias y solicitará 
la información adicional que considere conveniente, con el fin de verificar los 
antecedentes de los solicitantes y comprobar el cumplimiento de los 
requisitos señalados en el artículo 13 y las normas que desarrollen esta Ley. 
 De toda solicitud de licencia fiduciaria se informará al público 
mediante aviso que será publicado por el solicitante durante tres días 
consecutivos en un diario de amplia circulación nacional. Copia del aviso se 
fijará por tres días consecutivos en las oficinas de la Superintendencia de 
Bancos en lugar accesible al público. 
 
Artículo 16. Objeción al otorgamiento de la licencia. Las personas que tengan 
razones fundadas para oponerse al otorgamiento de la licencia solicitada 
podrán exponerlas por escrito a la Superintendencia de Bancos y presentarla 
documentación que las sustenten, si la hubiera, dentro de los quince días 
calendario siguientes a la fecha de la última publicación de que trata el artículo 
anterior. Se considerarán razones fundadas aquellas que versen sobre la 
capacidad económica y solvencia moral del peticionario, de la entidad que 
aspira a obtener la licencia fiduciaria, de los directores, dignatarios y 
funcionarios ejecutivos mencionados en el aviso y, en general, aquellas 
circunstancias comprobables que hagan inconveniente el establecimiento del 
fiduciario en la República de Panamá. 
 Presentadas las objeciones, la Superintendencia de Bancos las pondrá 
en conocimiento al peticionario, quien podrá refutarlas dentro del término de 
quince días calendario siguientes al conocimiento de estas. En ningún caso, la 
Superintendencia de Bancos estará obligada a pronunciarse sobre dichas 
oposiciones y objeciones. 
 Quedará a discreción de la Superintendencia de Bancos otorgar o no 
la licencia respectiva, mediante resolución motivada, en atención al análisis de 
la documentación proporcionada por el peticionario y las investigaciones que 
lleve a cabo la Superintendencia de Bancos. 
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Artículo 17. Aprobación o denegación de licencias fiduciarias. La 
Superintendencia de Bancos evaluará la solicitud y la documentación que la 
acompañe, y la aprobará o denegará dentro de los noventa días calendario 
siguientes a la fecha en que toda la documentación requerida por la 
Superintendencia de Bancos haya sido presentada. 
 El término de que trata este artículo podrá ser prorrogado si, a 
discreción de la Superintendencia de Bancos, ello fuera necesario para la 
mejor evaluación de la solicitud. 
 Cuando se trate de sociedades por constituirse, el superintendente de 
Bancos autorizará protocolizar ante notaría y registrar en el Registro Público 
los documentos de constitución y solicitará acreditar la constitución de la 
garantía exigida en el artículo 27. Cumplido lo anterior, se otorgará la licencia. 
 
Artículo 18. Causales de cancelación de la licencia fiduciaria. Se podrá 
cancelar la licencia fiduciaria a solicitud del fiduciario o cuando la 
Superintendencia de Bancos así lo decida por alguna de las causales 
siguientes: 

1. Cuando el fiduciario no inicie operaciones dentro del año siguiente a la 
concesión de la licencia, salvo que el superintendente autorice una 
extensión de este plazo, con base en justificaciones comprobadas. 

2. Cuando el fiduciario deje de ejercer por un año el negocio de fideicomiso. 

3. Cuando el fiduciario sea inhabilitado para ejercer el comercio. 

4. Haberse disuelto la sociedad o por muerte del fiduciario. 

5. Toma de control o liquidación forzosa. 

6. Violación grave o incumplimiento reiterado de cualquiera de las 
disposiciones o prohibiciones establecidas en la presente Ley y las normas 
que la desarrollen. 

7. Cuando el fiduciario no pague la tasa de regulación y supervisión 
fiduciaria dentro del término que establezca la Superintendencia de 
Bancos, así como las multas impuestas por la Superintendencia de 
Bancos. 

8. Cuando la Superintendencia de Bancos determine que no se cumplen con 
los niveles apropiados de profesionalismo, especialización, capacidad 
técnica, financiera, jurídica, administrativa y operativa para continuar 
desarrollando la actividad fiduciaria. 

9. Violaciones graves de las disposiciones contenidas en el Capítulo XI del 
Título 11 de esta Ley y demás normas de prevención del delito de 
blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
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financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva y 
delitos relacionados. 

 
Artículo 19. Procedimiento para la cancelación de la licencia fiduciaria. La 
cancelación de la licencia fiduciaria deberá hacerse mediante resolución 
motivada adoptada por el superintendente de Bancos. Esta decisión solo 
admitirá recurso de apelación, el cual agotará la vía gubernativa. 
 La resolución de cancelación de la licencia fiduciaria se informará al 
público mediante aviso elaborado por la Superintendencia de Bancos, que 
será publicado por tres días consecutivos en un diario de amplia circulación 
nacional, con cargo al fiduciario. Copia del aviso se hará por tres días 
consecutivos en las oficinas de la Superintendencia de Bancos en lugar 
accesible al público. 
 

Capítulo II 
Actividad Fiduciaria 

 
Artículo 20. Actividades autorizadas. Los fiduciarios con licencia fiduciaria o 
aquellos autorizados por ley podrán: 

1. Constituir y administrar fideicomisos de acuerdo con lo establecido en 
esta Ley. 

2. Manejar cuentas bancarias y cuentas en plica (escrow account). 

3. Prestar servicios de consultoría financiera. 

4. Actuar como representante con derecho a votar en reuniones de junta de 
accionistas o socios y actuar como representantes de tenedores de bonos 
y otros títulos valores. 

5. Participar o intermediar en la constitución y/o administración de 
estructuras corporativas, fiduciarias y fundacionales. 

6. Actuar como custodios de acciones, documentos y valores. 

7. Ejercer cualquier otra actividad complementaria a la actividad fiduciaria 
que autorice el superintendente de Bancos de forma general o individual. 

 
Artículo 21. Uso de la palabra “fideicomiso”. “fiduciario” o sus derivados. 
Solo los fiduciarios a los que la Superintendencia de Bancos les haya otorgado 
licencia fiduciaria y aquellos autorizados por ley para ejercer el negocio de 
fideicomiso podrán utilizar la palabra “fideicomiso”, “fiduciario” o sus 
derivados en cualquier otro idioma, o cualquier otra expresión que dé a 
entender que se dedica a ejercer el negocio de fideicomiso en su nombre, 
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pacto social, razón social, descripción de objetivos o la denominación en 
membretes de facturas, papel de cartas, avisos, anuncios o por cualquier 
medio, incluyendo electrónico, que indique que ejerce el negocio de 
fideicomiso. 
 
Artículo 22. Ejercicio del negocio de fideicomiso sin licencia. Siempre que se 
tenga conocimiento o razones fundadas para creer que una persona natural o 
jurídica está ejerciendo el negocio de fideicomiso sin haber obtenido licencia 
fiduciaria, estando obligada a ello, la Superintendencia de Bancos estará 
facultada para examinar sus libros, cuentas y documentos, a fin de determinar 
si ha infringido o está infringiendo lo previsto en esta Ley. Toda negativa a 
suministrar información se considerará como presunción del hecho de ejercer 
el negocio de fideicomiso sin autorización. 
 Toda persona que realice operaciones manifestando o insinuando la 
existencia de vínculos de cualquier índole con un fiduciario sin que medie el 
consentimiento de este último podrá ser sancionada con multa. 
 La Superintendencia de Bancos quedará facultada para solicitar al 
director del Registro Público que se anote una marginal en la inscripción de la 
sociedad que se le compruebe lo establecido en este artículo e imponer las 
sanciones a que haya lugar. 
 
Artículo 23. Notarios y Registro Público. Se prohíbe a los notarios la 
autorización de escrituras o copias de estas, actos, declaraciones o 
instrumentos peculiares a su oficio y las autenticaciones de firmas que 
contravengan disposiciones de esta Ley. Igual prohibición se hace al Registro 
Público en cuanto a sus inscripciones. 
 El director general del Registro Público deberá remitir un informe a la 
Superintendencia de Bancos sobre la existencia de inscripciones que puedan 
estar violando las disposiciones de esta Ley. El superintendente de Bancos 
deberá evaluar el informe y ordenar la anotación de una marginal en la 
inscripción de cada sociedad que no haya cumplido con lo antes dispuesto, a 
fin de que esta, luego de transcurridos sesenta días calendario desde la 
correspondiente anotación, quede disuelta de pleno derecho o que su 
habilitación para efectuar negocios en la República de Panamá ha sido 
cancelada, según se trate de una sociedad panameña o extranjera. 
 
Artículo 24. Publicación de órdenes. En todos los casos en que la 
Superintendencia de Bancos ordene al director general del Registro Público 
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que se anote la marginal a que se refieren los artículos 22 y 23, la 
Superintendencia de Bancos publicará tal orden en un diario de amplia 
circulación en la República de Panamá durante tres días consecutivos, sin 
perjuicio de publicarlo adicionalmente en cualquier otro medio. 
 

Capítulo III 
Capital y Garantía 

 
Artículo 25. Composición del capital. Las sociedades que sean autorizadas 
para actuar como fiduciarios emitirán las acciones que representen su capital 
social exclusivamente en forma nominativa. 
 
Artículo 26. Capital mínimo pagado o asignado. El monto mínimo de capital 
social pagado, o asignado en caso de sucursales, neto de pérdidas, requerido 
para solicitar y mantener una licencia fiduciaria es de ciento cincuenta mil 
balboas (B/.150 000.00). El fiduciario no podrá, en ningún momento, sufrir la 
reducción de su capital por debajo del monto mínimo requerido. 
Tratándose de personas naturales, la Superintendencia de Bancos determinará 
mediante Acuerdo la forma en que debe acreditarse el monto establecido en 
este artículo. 
La Superintendencia de Bancos tiene la facultad de modificar mediante 
Acuerdo el monto del capital mínimo pagado o asignado. 
 
Artículo 27. Garantía. Todo fiduciario deberá mantener, en todo momento, 
en la República de Panamá una garantía a favor de la Superintendencia de 
Bancos por la suma de doscientos cincuenta mil balboas (B/.250 000.00) para 
atender el debido cumplimiento de sus obligaciones fiduciarias o resarcir 
daños ocasionados por deficiencias en su gestión. 
 La Superintendencia de Bancos, mediante Acuerdo, podrá ajustar 
periódicamente el monto de esta garantía con base en la tasa de inflación para 
mantener su valor real. 
 Sin perjuicio de lo anterior, esta garantía podrá constituirse en 
depósitos en efectivo, instrumentos financieros respaldados por el Estado 
panameño, pólizas de seguros, garantía bancaria o en cheques librados o 
certificados por bancos locales. Estas garantías no podrán ser otorgadas por 
afiliadas al fiduciario. La Superintendencia de Bancos, mediante Acuerdo, 
regulará los requisitos que deberán cumplir los bancos y las aseguradoras que 
otorguen garantías fiduciarias. 
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 La garantía en efectivo que utilice el fiduciario deberá estar 
consignada en bancos oficiales. 
 La Superintendencia de Bancos tiene facultades para autorizar otros 
tipos de instrumentos financieros que, a su juicio, puedan servir de garantía. 
 Los bancos oficiales podrán actuar como fiduciarios sin otorgar las 
garantías a que se refiere este artículo. 
 En los casos de cancelación de la licencia fiduciaria, la 
Superintendencia de Bancos devolverá al fiduciario la garantía a que se refiere 
este artículo, transcurrido un año después de la fecha de expedición de la 
resolución de cancelación correspondiente. 
 

Capítulo IV 
Contabilidad, Información e Inspección 

 
Artículo 28. Estados financieros auditados de la fiduciaria. Dentro de los tres 
meses siguientes al cierre de cada ejercicio fiscal, el fiduciario presentará a la 
Superintendencia de Bancos su estado financiero auditado. 
 Los fiduciarios deberán presentar a la Superintendencia de Bancos su 
estado financiero no auditado, dentro de los treinta días siguientes al cierre de 
cada trimestre del año. 
 Los estados financieros a que se refiere este artículo deberán cumplir 
con las normas de contabilidad, técnicas y prudenciales que la 
Superintendencia de Bancos establezca para el efecto. 
 
Artículo 29. Contabilidad separada por cada fideicomiso. La empresa 
fiduciaria deberá llevar contabilidad separada por cada patrimonio 
fideicomitido. La información contable de cada uno de los fideicomisos, que 
incluya los activos o bienes que lo conforman, sus obligaciones financieras o 
acreencias, ingresos y egresos, deberá mantenerse actualizada y deberá 
acompañarse de documentación de respaldo, como contratos, facturas, 
recibos y cualquier otra documentación necesaria para sustentar las 
transacciones de cada patrimonio fideicomitido. 
 Dentro de los tres meses siguientes al cierre de cada ejercicio fiscal, el 
fiduciario presentará a la Superintendencia de Bancos un estado financiero 
auditado de los fideicomisos administrados, que incluya a todos los 
fideicomisos administrados por la fiduciaria. 
 El estado financiero a que se refiere este artículo deberá cumplir con 
las normas de contabilidad, técnicas y prudenciales que la Superintendencia de 
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Bancos establezca para el efecto. 
 La información a que se refiere el primer párrafo de este artículo 
deberá mantenerse y estar disponible por un periodo no menor a cinco años, 
contado a partir del último día del año calendario dentro del cual las 
transacciones para las que aplican estos registros fueron completadas. 
 
Artículo 30. Requerimiento de información. La Superintendencia de Bancos 
está facultada para solicitar al fiduciario los documentos e informes acerca de 
sus operaciones, actividades y de todos los fideicomisos en que actúe como 
tal, aun cuando se trate de fideicomisos que se hayan sujetado en su ejecución 
a una ley extranjera. 
 Adicionalmente, la Superintendencia de Bancos podrá solicitar al 
fiduciario información respecto a operaciones y actividades que este haya 
celebrado con entidades relacionadas en los casos en que afecten al fiduciario 
o a algún fideicomiso. 
 La información señalada en este artículo deberá remitirse a la 
Superintendencia de Bancos en el plazo y en la forma que esta prescriba. 
 
Artículo 31. Inspecciones fiduciarias. La Superintendencia de Bancos deberá 
realizar una inspección en cada empresa fiduciaria para determinar su 
situación financiera y si en el curso de sus operaciones han cumplido con las 
disposiciones de esta Ley, de las normas que la desarrollan y de la Ley 1 de 
1984. La fiduciaria mantendrá y entregará en todo momento a disposición de 
la Superintendencia de Bancos los contratos, documentos e información del 
fiduciario y de los fideicomisos que le sean requeridos. Tales inspecciones 
comprenderán a la fiduciaria y podrán extenderse a las empresas afiliadas que 
realicen operaciones con esta. El costo total de la inspección y sus gastos 
incidentales serán pagados por la fiduciaria. 
 La Superintendencia podrá realizar las inspecciones con su propio 
personal o contratar auditores externos independientes o personal 
especializado calificado para ello, en cuyo caso, el informe que rindan deberá 
ser evaluado por personal idóneo de la Superintendencia. 
 Toda negativa de la fiduciaria a someterse a la inspección de que trata 
este artículo, será sancionada de conformidad con lo establecido en esta Ley, 
sin perjuicio de la sanción penal correspondiente. 
 
Artículo 32. Auditores externos. Los auditores externos de los fiduciarios 
tendrán la responsabilidad de emitir su opinión independiente sobre los 
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estados financieros de conformidad con las normas internacionales de 
auditoría vigentes. En este sentido, harán constar en su informe de auditoría, 
si a su juicio los estados financieros revelan el estado verdadero y razonable 
de la situación financiera, el desempeño financiero y los flujos de efectivo del 
fiduciario. También deberán constatar que los estados financieros se ajustan a 
las normas de contabilidad, técnicas y prudenciales establecidas por la 
Superintendencia de Bancos, asumiendo plena responsabilidad por los 
informes que emitan. 
 
Artículo 33. Incompatibilidades de los contadores. Ningún contador público 
autorizado o firma de contadores públicos autorizados en que alguno de sus 
socios o funcionarios sea empleado, director o dignatario de un fiduciario, o 
tenga o adquiera calidad de accionista o socio de un fiduciario, podrá actuar 
como auditor externo de este. 
 Lo anterior se aplica igualmente a los auditores externos que se 
contraten para efectuar inspecciones fiduciarias de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 31. 
 

Capítulo V 
Deberes, Prohibiciones y Conflictos de Interés 

 
Artículo 34. Registro numerado. El fiduciario deberá mantener un registro 
numerado, en forma secuencial, de cada uno de los fideicomisos que 
administre. 
 De igual forma, los contratos de fideicomiso y los expedientes físicos 
o electrónicos, deberán estar identificados con el mismo número asignado en 
el registro. 
 Para efecto del registro de los bienes que forman parte del patrimonio 
fideicomitido, estos podrán identificarse de la manera siguiente: 
1. Con el nombre del fiduciario, seguido de la palabra fideicomiso o la 

abreviatura FID y el nombre o número del fideicomiso en el título valor, 
cuentas bancarias, escritura pública u otro documento con el cual se 
instrumente la propiedad traspasada en fideicomiso. 

2. Bajo el nombre del propio fideicomiso indicándose el nombre del 
fiduciario claramente en alguna referencia del título valor, documento o 
escritura pública donde se instrumente la propiedad traspasada en 
fideicomiso. 

3. Bajo la secuencia numérica que utilice el fiduciario agregándole la palabra 
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“fideicomiso” o “trust” inmediatamente y se indique el nombre del 
fiduciario claramente en alguna referencia del título valor, documento o 
escritura pública donde se instrumente la propiedad traspasada en 
fideicomiso. 

 
Artículo 35. Deberes de los fiduciarios. El fiduciario tendrá los deberes 
siguientes: 
1. Proteger, con recursos del fideicomiso, los bienes que conforman el 

patrimonio separado del fideicomiso de actos de terceros, del beneficiario 
y aun del mismo fideicomitente. Para tal efecto, ejercerá los derechos y 
acciones que le correspondan y actuará en nombre del fideicomiso en 
procesos de carácter administrativo o judicial. 

2. Mantener los bienes fideicomitidos separados de los suyos. 
3. Respetar y salvaguardar el interés del fideicomitente y el beneficiario, 

absteniéndose de desarrollar actos que le ocasionen daño o lesionen sus 
intereses por incurrir en situaciones de conflicto de interés. 

4. Advertir en los contratos de fideicomiso que sus obligaciones son de 
medio y no de resultado y que no puede garantizar que la finalidad del 
fideicomiso se cumpla. También deberá advertir que el alcance de sus 
obligaciones está enmarcado en actuar de manera diligente y profesional, 
con el fin de procurar el cumplimiento de la finalidad del fideicomiso. 

5. Identificar y verificar adecuadamente la procedencia de los bienes 
fideicomitidos. 

6. Solicitar al fideicomitente la información necesaria para cumplir con la 
obligación de conocer debidamente al cliente y/o beneficiario final y 
prevenir el uso indebido de los servicios fiduciarios. 

7. Conservar y mantener en la República de Panamá, a disposición de la 
Superintendencia de Bancos, los originales o copias o permitir acceso de 
los documentos siguientes: 
a. Los contratos de fideicomiso, sus enmiendas y sus documentos 

accesorios. 
b. Los archivos ordenados y actualizados de todas las operaciones y de 

las instrucciones recibidas de sus clientes. 
c. Los registros contables independientes de cada fideicomiso. 
d. Los informes de rendición de cuentas y hechos relevantes en los 

términos establecidos en esta Ley. 
e. Los manuales con las políticas y procedimientos del fiduciario. 
f. Las políticas apropiadas de conservación de documentos del negocio 
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de fideicomiso. 
g. Cualquier otro documento que requiera la Superintendencia de 

Bancos, según lo determine mediante Acuerdo de la Junta Directiva. 
8. Adoptar las medidas conducentes para que los empleados del fiduciario 

cuenten con la experiencia apropiada y con las licencias necesarias, en 
caso de ser aplicables, y mantengan una capacitación continua sobre las 
sanas prácticas del ejercicio del negocio de fideicomiso. 

9. Establecer sistemas eficientes para suministrar información oportuna y 
veraz a las autoridades que correspondan.  

10. Cumplir con las normas de Gobierno Corporativo que establezca la 
Superintendencia de Bancos. 

11. Cumplir cualquier otro deber que establezca la Superintendencia de 
Bancos mediante Acuerdos. 

 
Artículo 36. Prohibiciones. Los fiduciarios no pueden: 
1. Utilizar los conocimientos o informaciones de su función para procurar 

beneficios directos e indirectos para sí o para otros en perjuicio del 
fideicomitente o del beneficiario. 

2. Realizar operaciones, actos o contratos con los bienes del fideicomiso en 
beneficio del propio fiduciario, sus dignatarios, directores, accionistas, 
empleados, auditores externos o empresas vinculadas al mismo grupo 
económico. 

3. Adquirir para los fideicomisos administrados títulos de capital o títulos de 
deuda o bienes del fiduciario o de empresas subsidiarias, afiliadas o 
relacionadas o en las que sus directores o dignatarios sean socios, 
directores, dignatarios, asesores o consejeros, a menos que se encuentre 
expresamente autorizado en el contrato de fideicomiso y documento 
complementario para realizar la respectiva transacción. 

4. Adquirir, por sí mismo o por interpuesta persona, los bienes dados en 
fideicomiso. 

5. Contratar como director o dignatario, o permitir la participación en la 
administración del fiduciario, a persona alguna que haya sido director o 
dignatario de un fiduciario al momento de su liquidación forzosa, o que 
haya participado en su gestión gerencial y sea responsable de actos que 
hayan llevado a su liquidación forzosa. 

6. Realizar negocios fiduciarios en los cuales no cuente con los recursos 
físicos, tecnológicos y humanos necesarios para el desarrollo de tales 
negocios. 



LEY 21 DE 10 DE MAYO DE 2017 
 

74 

7. Incluir en los contratos de fideicomiso cláusulas en las cuales se exima de 
la responsabilidad asignada por ley o le concedan facultades para 
modificar unilateralmente el contenido del contrato. 

8. Incluir en los contratos de fideicomiso cláusulas en las cuales se le asigne 
directa o indirectamente la calidad de beneficiario. 

 Las prohibiciones señaladas en los numerales 2, 4 y 8 de este artículo 
no aplicarán en aquellos contratos de fideicomiso que cumplan con lo 
dispuesto en el artículo 9 de la Ley 1 de 1984. 
 
Artículo 37. Conflictos de interés. Los dignatarios, directores, accionistas, 
empleados y auditores externos del fiduciario deberán abstenerse de realizar 
cualquier operación que dé lugar a conflictos de interés entre el fiduciario y 
sus fideicomitentes o beneficiarios de los fideicomisos administrados por él. 
 Cuando el fiduciario prevea que al realizar una operación podría 
generarse una situación de conflicto de interés, deberá previamente 
informarla a la Superintendencia de Bancos, que determinará la existencia del 
conflicto de interés y podrá autorizar u ordenar la adopción de mecanismos a 
través de los cuales se subsane tal situación. 
 
Artículo 38. Cese de funciones e inhabilitación de los directores o gerentes de 
los fiduciarios. Sin perjuicio de lo dispuesto en el Código de Comercio y otras 
leyes vigentes, toda persona que desempeñe el cargo de director o dignatario 
o que desempeñe gestiones gerenciales para un fiduciario cesará en sus 
funciones y quedará inhabilitada para desempeñar tal cargo o función en 
fiduciario alguno, cuando se produzca alguna de las causales siguientes: 
1. Si fuera declarada en quiebra o sometida al proceso concursal de 

liquidación o al de reorganización, mientras mantenga esta condición. 
2. Si fuera condenada por cualquier delito contra el orden económico, el 

orden patrimonial o la fe pública. 
3. Por faltas graves en el manejo fiduciario, según lo determine el 

superintendente de Bancos. Esta inhabilitación permanecerá vigente hasta 
que dicha persona sea rehabilitada por el superintendente de Bancos. 

 La Superintendencia de Bancos podrá remover a alguno de los 
directores, dignatarios o funcionarios ejecutivos si, a su juicio, estuvieran en 
peligro los intereses de los fideicomitentes o beneficiarios de los fideicomisos 
administrados por el fiduciario. 
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Capítulo VI 
Confidencialidad Fiduciaria 

 
Artículo 39. Confidencialidad fiduciaria. El fiduciario y sus representantes, así 
como las personas que intervengan en actividades fiduciarias por razón de su 
profesión u oficio, siempre deberán guardar confidencialidad sobre estas y 
cumplir con las disposiciones legales vigentes sobre el particular en la 
República de Panamá, salvo en los casos siguientes: 
1. Cuando en el contrato de fideicomiso se establezca el levantamiento de la 

confidencialidad fiduciaria. 
2. Cuando el fideicomitente lo autorice expresamente. 
3. Cuando sea indispensable para cumplir con la finalidad del fideicomiso. 
4. Cuando la información le fuera requerida por autoridad competente de 

conformidad con la ley. 
5. Cuando deban proporcionarla en el cumplimiento de leyes relacionadas 

con la prevención de los delitos de blanqueo de capitales, el 
financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva y delitos relacionados. 

6. A agencias u oficinas procesadoras de datos para fines contables u 
operativos de la fiduciaria o de los fideicomisos, en cuyo caso se 
trasladará de pleno derecho la obligación de mantener la confidencialidad 
de la información suministrada. 

 La obligación de guardar la confidencialidad fiduciaria se mantiene 
aunque termine el fideicomiso, la relación profesional o laboral o se haya 
cancelado la licencia fiduciaria. 
 
Artículo 40. Confidencialidad administrativa. La información obtenida por la 
Superintendencia de Bancos en el ejercicio de sus funciones con respecto a 
los fiduciarios, sus clientes y/o beneficiario final y sus actividades siempre 
deberá mantenerse bajo estricta confidencialidad y solo podrá ser revelada 
cuando fuera requerida por autoridad competente, conforme a las 
disposiciones legales vigentes, dentro del curso de un proceso penal. 
 La Superintendencia de Bancos, incluyendo a todo su personal y a los 
auditores externos, asesores, interventores o liquidadores designados por ella, 
deberá guardar la debida confidencialidad sobre toda la información que haya 
sido obtenida o le haya sido suministrada. En consecuencia, no podrán 
revelarla a terceras personas, salvo que le fuera requerida por autoridad 
competente conforme a lo dispuesto en este artículo. Se exceptúan de esta 
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disposición aquellos informes o documentos que de conformidad con esta 
Ley y por su naturaleza tienen carácter público y aquellos que deba 
suministrar en cumplimiento de leyes sobre prevención de los delitos de 
blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva y delitos relacionados. 
 Los servidores públicos que con motivo de los cargos que 
desempeñen tengan acceso a la información de que trata este artículo siempre 
quedarán obligados a guardar la debida confidencialidad, aun cuando cesen en 
sus funciones. 
 
Artículo 41. Confidencialidad de las autoridades competentes. Las 
autoridades competentes siempre deberán mantener en estricta 
confidencialidad la información que obtengan, cuando esta no sea 
conducente al cumplimiento de las exigencias legales correspondientes. 
 En aquellos casos en que la autoridad competente requiera a la 
Superintendencia de Bancos información obtenida en el ejercicio de sus 
funciones y que la misma incluya información relativa a clientes ajenos a la 
investigación o al proceso, esta remitirá solo la información pertinente, 
mediante informe. 
 

Capítulo VII 
Reformas al Pacto Social, Fusión, Consolidación, Escisión, Traspaso 

de Acciones y Transferencia de Fideicomisos 
 
Artículo 42. Cambio de nombre y reforma al pacto social. Todo cambio de 
nombre o razón social y cualquier modificación o reforma al pacto social del 
fiduciario requerirá de la aprobación previa de la Superintendencia de Bancos. 
 
Artículo 43. Fusión, consolidación y escisión. Todo fiduciario que desee 
fusionarse, consolidarse o escindirse requerirá de la autorización previa de la 
Superintendencia de Bancos. 
 La solicitud formal de autorización para tales propósitos deberá estar 
acompañada de los documentos que determine la Superintendencia de 
Bancos. 
 
Artículo 44. Traspaso de acciones. Los traspasos de acciones en los cuales el 
adquirente u otras personas vinculadas a ellos pasen a ser sus propietarios 
totales o mayoritarios o a tener el control del fiduciario, según lo defina la 
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Superintendencia de Bancos, requerirán de la aprobación previa de la 
Superintendencia. 
 La solicitud de autorización deberá estar acompañada de los 
documentos que determine la Superintendencia de Bancos. 
 
Artículo 45. Análisis de la solicitud. Una vez presentada la solicitud de 
autorización de fusión, consolidación, escisión o traspaso de acciones con la 
documentación antes señalada, la Superintendencia de Bancos procederá a 
realizar las evaluaciones pertinentes y la aprobará o denegará mediante 
resolución motivada en un término no mayor de sesenta días calendario, salvo 
que la Superintendencia de Bancos decida extenderlo por un plazo adicional 
no mayor de treinta días calendario. 
 El plazo establecido en el presente artículo comenzará a regir una vez 
la solicitud haya sido presentada en debida forma. 
 
Artículo 46. Transferencia de fideicomisos. Los fiduciarios podrán transferir 
fideicomisos a otro fiduciario con licencia, sin requerir autorización por parte 
de la Superintendencia de Bancos. 
 Todo fiduciario que decida transferir fideicomisos deberá contar con 
el consentimiento expreso de los fideicomitentes o de los terceros designados 
en el contrato de fideicomiso para los efectos de la sustitución fiduciaria. Esta 
operación debe ser notificada previamente a su ejecución a la 
Superintendencia, con la identificación del nuevo fiduciario. 
 En los casos en que el fideicomitente haya fallecido y no exista un 
tercero designado para los efectos de la sustitución fiduciaria, el fiduciario 
podrá solicitar a la Superintendencia de Bancos que autorice la transferencia 
del fideicomiso. 
 La Superintendencia de Bancos podrá desarrollar lo establecido en 
este artículo. 
  

Capítulo VIII 
Liquidación Voluntaria del Negocio Fiduciario 

 
Artículo 47. Solicitud de liquidación voluntaria del negocio fiduciario. Todo 
fiduciario que decida dejar de ejercer el negocio de fideicomiso deberá contar 
previamente con la autorización de la Superintendencia de Bancos. Para tal 
efecto, deberá presentar una solicitud de liquidación de las actividades 
fiduciarias por intermedio de abogado o firma de abogados, acompañada de 
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los documentos y cumplidos los requisitos que determine la Superintendencia 
de Bancos mediante Acuerdo. 
 Previamente a la cancelación de la licencia, el fiduciario deberá 
acreditar a la Superintendencia de Bancos que ha transferido sus fideicomisos 
a otro fiduciario con licencia fiduciaria. 
 
Artículo 48. Requisitos de liquidación voluntaria. El fiduciario que solicite a 
la Superintendencia de Bancos autorización para la liquidación voluntaria del 
negocio fiduciario deberá aportar los documentos siguientes: 
1. La resolución del órgano o autoridad social competente que aprueba la 

liquidación del negocio fiduciario, debidamente traducida y legalizada, 
según sea el caso. 

2. El plan de liquidación. 
3. Los estados financieros auditados por auditor independiente 

correspondientes al último periodo fiscal o al periodo que la 
Superintendencia de Bancos determine. 

4. Los demás documentos que la Superintendencia de Bancos determine. 
 
Artículo 49. Publicación. Autorizada la liquidación, el fiduciario deberá 
publicar la resolución emitida por la Superintendencia de Bancos en un diario 
de circulación nacional por cinco días hábiles consecutivos. Las publicaciones 
deberán hacerse dentro de los quince días siguientes a la fecha en que se 
notifique la resolución al fiduciario. Adicionalmente y dentro de los treinta 
días siguientes a la fecha en que se notifique de la resolución, el fiduciario 
deberá remitir aviso sobre la liquidación a cada cliente fideicomitente, 
beneficiario si los hay, acreedor o persona interesada. 
 
Artículo 50. Cese de operaciones. Concedida la autorización para su 
liquidación voluntaria, el liquidador no gestionará nuevos fideicomisos, pero 
deberá gestionar los que están bajo su administración hasta culminar con los 
objetivos del fideicomiso, devolver el patrimonio al fideicomitente o al 
beneficiario, según proceda, o gestionar su traspaso a otro fiduciario. 
 Las facultades del liquidador quedarán limitadas a las estrictamente 
necesarias para llevar a cabo la liquidación del negocio fiduciario. 
 El liquidador deberá gestionar la cesión a otra entidad fiduciaria de los 
fideicomisos de aquellos clientes que así lo soliciten, en las mismas 
condiciones en que fueron contratados. 
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Artículo 51. Designación del liquidador. El fiduciario, previa aprobación del 
superintendente de Bancos, designará a su liquidador o liquidadores, quienes 
podrán ser los propios administradores del fiduciario. El liquidador o 
liquidadores nombrados deberán tener un mínimo de cinco años de 
experiencia administrativa en el sector financiero. 
 Durante el curso de la liquidación voluntaria, el liquidador o los 
liquidadores estarán obligados a suministrar a la Superintendencia de Bancos, 
con la periodicidad que esta determine, los informes que ella solicite acerca de 
la liquidación. 
 
Artículo 52. Prohibición sobre distribución de activos. El fiduciario que 
decida liquidar voluntariamente el negocio fiduciario no podrá hacer ninguna 
distribución del activo entre sus accionistas sin que, previamente, haya 
cumplido sus obligaciones frente a todos los clientes y demás acreedores, 
siguiendo el plan de liquidación aprobado por la Superintendencia de Bancos. 
En caso de créditos sujetos a controversia, el liquidador consignará la suma 
sujeta a litigio ante el juez que conoce del proceso, con el propósito de que 
sea entregada de acuerdo con lo que se resuelva en sentencia ejecutoriada. 
 Tratándose de litigios en que el fiduciario sea parte demandada, el 
liquidador consignará ante el tribunal correspondiente la suma sujeta a litigio 
en dinero en efectivo, hipotecas, fianzas de compañías de seguros, cartas de 
garantía bancaria, títulos de deuda pública del Estado, incluidos, pero no 
limitados, a bonos del Estado, ante el juez del proceso para garantizar el 
resultado de este. Si el fiduciario fuera absuelto o si por cualquier 
circunstancia quedaran saldos a favor del fiduciario, los fondos 
correspondientes se devolverán al fiduciario. 
 
Artículo 53. Obligaciones del liquidador. Durante el periodo de liquidación 
voluntaria el liquidador o los liquidadores estarán obligados a: 
1. Informar a la Superintendencia de Bancos sobre el curso de la liquidación 

con la periodicidad que esta determine. 
2. Notificar a la Superintendencia de Bancos si determina que se ha 

concretado alguna causal que dé lugar a la toma de control administrativo 
y operativo del negocio fiduciario. 

 
Artículo 54. Bienes y valores no reclamados. Los bienes y valores no 
reclamados se liquidarán y venderán en bolsa o subasta privada, según 
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corresponda, una vez transcurrido el primer año, debiéndose depositar el 
fruto de la venta en el Banco Nacional de Panamá a nombre del titular. 
 Asimismo, si al terminar la liquidación existieran créditos o fondos no 
reclamados, el liquidador los depositará en el Banco Nacional de Panamá a 
nombre de su titular. 
 Si el proceso de liquidación hubiera concluido y no fuera posible 
devolver los fondos al fiduciario o a sus accionistas, se notificará a la 
Superintendencia de Bancos de la existencia de dichos fondos, los cuales se 
depositarán en el Banco Nacional de Panamá. 
 Tratándose de bienes o dineros de fideicomitentes o beneficiarios, se 
cumplirá el mismo procedimiento. 
 En todos los casos anteriores, el Banco Nacional de Panamá estará 
obligado a restituir a sus dueños los fondos correspondientes, siempre que 
sean reclamados dentro de los diez años siguientes a la fecha en que fueron 
traspasados, pero la restitución se hará sin intereses. Una vez transcurrido 
dicho plazo, los fondos serán traspasados al Tesoro Nacional. 
 
Artículo 55. Fin de la liquidación voluntaria. Culminado el proceso de 
liquidación, de acuerdo con el plan de liquidación aprobado por la 
Superintendencia de Bancos, el liquidador presentará una declaración jurada 
en la cual exprese que se ha cumplido con los contratos de fideicomiso, ya sea 
porque se han extinguido o bien porque se ha sustituido el fiduciario. En 
ambos casos deberá presentar constancia del finiquito. Cumplido lo anterior, 
se cancelará la licencia fiduciaria respectiva. 
 De quedar fideicomisos pendientes, el liquidador deberá gestionar la 
cesión a otra entidad fiduciaria de los fideicomisos, en las mismas condiciones 
en que fueron contratados. De no lograr la cesión de los fideicomisos 
pendientes en las mismas condiciones que fueron contratados y que no sea 
posible localizar al fideicomitente, podrá traspasarlos a otra entidad fiduciaria, 
variando en lo necesario las condiciones. No obstante, deberá presentar ante 
la Superintendencia de Bancos las constancias de sus gestiones. 
 Una vez notificada la resolución mediante la cual se cancela la licencia, 
la Superintendencia de Bancos procederá de inmediato a remitir copia de la 
resolución al director general del Registro Público, a fin de que se anote la 
marginal sobre la cancelación de la licencia fiduciaria y el liquidador procederá 
a publicar la resolución en un diario de circulación nacional por tres días 
hábiles consecutivos. 
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Capítulo IX 
Toma de Control Administrativo y Operativo, Reorganización y 

Liquidación Forzosa 
 
Artículo 56. Toma de control administrativo y operativo del fiduciario y del 
negocio fiduciario. Si con base en la información que obra en su poder, el 
superintendente de Bancos determina que existe un deterioro o debilidad 
operativa, administrativa o financiera del negocio fiduciario, a su criterio, 
podrá asumir el control administrativo y operativo del fiduciario y del negocio 
fiduciario, mediante resolución motivada, incluyendo la posesión de los 
bienes de la empresa fiduciaria y el ejercicio de su administración, de 
conformidad con las causales establecidas en el artículo siguiente, para la 
mejor defensa de los intereses de los clientes y acreedores. 
 El administrador designado ejercerá la representación legal de la 
fiduciaria. 
 En los casos en que la Superintendencia de Bancos no tome el control 
administrativo y operativo de la empresa fiduciaria, los reclamos contra esta 
se someterán a lo dispuesto en el Código de Comercio, ante la jurisdicción 
ordinaria. 
 
Artículo 57. Causales de toma de control administrativo y operativo de la 
empresa fiduciaria y del negocio fiduciario. La Superintendencia de Bancos, 
mediante resolución motivada, podrá intervenir a un fiduciario, tomando 
posesión de sus bienes y/o asumiendo su administración, en todo o en parte 
y en los términos que la Superintendencia de Bancos determine, en cualquiera 
de los casos siguientes: 
1. Si el fiduciario lleva a cabo sus actividades de modo ilegal, negligente o 

fraudulento. 
2. Si el fiduciario obstaculiza de algún modo su inspección o supervisión por 

parte de la Superintendencia de Bancos. 
3. Si el fiduciario no puede continuar sus actividades fiduciarias sin que 

corran peligro los intereses de sus clientes. 
4. Si la Superintendencia de Bancos considera que el fiduciario está 

ejerciendo el negocio de fideicomiso en forma perjudicial para el interés 
público o de sus clientes. 

5. A solicitud fundada del propio fiduciario. 
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6. Cualquier otra que a juicio de la Superintendencia de Bancos lesione los 
intereses de los fideicomitentes o beneficiarios de los fideicomisos 
administrados por el fiduciario. 

 
Artículo 58. Terminación del control administrativo y operativo. Al 
vencimiento del periodo de control administrativo y operativo, el 
superintendente de Bancos decidirá si procede la reorganización del 
fiduciario, su liquidación forzosa o la devolución del control administrativo a 
sus directores o representantes legales del fiduciario, según sea el caso. 
 
Artículo 59. Reorganización del fiduciario. El superintendente de Bancos 
decidirá la reorganización de un fiduciario, con el propósito de que se tomen 
las medidas y se adopten los cambios que sean necesarios para proteger los 
mejores intereses de los fideicomitentes, beneficiarios y acreedores de los 
fideicomisos bajo su administración. El reorganizador o la junta de 
reorganización que se designe ejercerá la representación legal de la fiduciaria. 
 
Artículo 60. Liquidación forzosa del fiduciario. Si el superintendente estima 
necesaria la liquidación forzosa del fiduciario, dictará una resolución motivada 
en la que ordenará su liquidación, designará a uno o más liquidadores que 
deberán tener un mínimo de cinco años de experiencia administrativa en el 
sector financiero y determinará las funciones del liquidador o la junta de 
liquidación. 
 El liquidador ejercerá la representación legal de la fiduciaria en 
liquidación. 
  
Artículo 61. Masa de la liquidación. Integran la masa de la liquidación todos 
los bienes y derechos presentes y futuros del fiduciario en liquidación. 
No forman parte de la masa de la liquidación: 
1. Los patrimonios fideicomitidos. 
2. Los títulos que se hayan entregado al fiduciario para su cobranza y los que 

haya adquirido por cuenta de otro, siempre que estén emitidos o 
endosados directamente a favor del fideicomitente. 

3. Los dineros o bienes remitidos al fiduciario en desarrollo de una 
comisión, mandato o fideicomiso, siempre que haya prueba escrita sobre 
la existencia del contrato a la fecha en que se decretó la liquidación. 
Quedan comprendidos en este numeral, los fondos de cesantía, los 
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fondos de pensión y jubilación y demás dineros que el fiduciario 
administre. 

4. En general, las especies identificables que, aunque encontrándose en 
poder del fiduciario, pertenezcan a otra persona, lo que se deberá 
acreditar con pruebas suficientes. 

5. Las sumas que el fiduciario deba devolver por razón de haberlas recibido 
como precio por los valores y demás bienes ajenos que el liquidador 
hubiera enajenado. 

6. Los bienes muebles o valores que mantenga el fiduciario en calidad de 
depositario o custodio. 

 El liquidador o la junta de liquidación deberán devolver a sus titulares 
o dueños los bienes y activos financieros que no forman parte de la masa tan 
pronto sea razonablemente posible, una vez identificados. El liquidador 
devolverá los bienes de conformidad con los registros del fiduciario o podrá 
transferirlos a otro fiduciario. 
 
Artículo 62. Deudas de la masa. Se consideran deudas de la masa: 
1. Las que provengan de gastos judiciales u operaciones extrajudiciales 

incurridos en el interés común de los acreedores para la comprobación y 
liquidación del activo y pasivo de la liquidación, para la administración, 
conservación y realización de los bienes del fiduciario y para la 
distribución del precio que produzcan, incluyendo los honorarios del 
liquidador o de la junta de liquidación y el fiduciario, los salarios del 
personal que preste sus servicios en la liquidación y los gastos operativos 
del fiduciario. 

2. Las que resulten de actos o contratos legalmente ejecutados o celebrados 
por el liquidador o la junta de liquidación. 

3. Los impuestos nacionales y municipales corrientes. 
 Las deudas de la masa deberán ser pagadas con prelación a toda otra 
obligación del fiduciario, salvo las obligaciones del fiduciario garantizadas con 
prenda, hipoteca u otros derechos reales y el faltante de activos financieros de 
los fideicomisos. 
 
Artículo 63. Terminación de contratos. Desde la fecha en que quede 
ejecutoriada la resolución mediante la cual se ordena la liquidación forzosa, el 
liquidador o la junta de liquidación podrá dar por terminado los contratos de 
arrendamiento, de servicios, administrativos y operativos, incluyendo las 
cláusulas compromisorias o arbitrales contenidas en dichos contratos. A 
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partir de la ejecutoria de la resolución, no podrá demandarse al fiduciario en 
liquidación por el incumplimiento de dichos contratos y no aplicarán las 
cláusulas de penalidad pactadas en estos. 
 
Artículo 64. Medidas de secuestros, embargos u otras medidas cautelares. 
Los bienes de un fiduciario, mientras dure su toma de control administrativo, 
bajo reorganización o al ordenarse su liquidación forzosa, no son susceptibles 
de secuestros, embargos ni de otras medidas cautelares, salvo que estuvieran 
fundadas en un derecho real. Las ya practicadas se levantarán en beneficio del 
fiduciario en liquidación. 
 
Artículo 65. Suspensión de términos. Mientras la Superintendencia de Bancos 
mantenga a un fiduciario bajo control administrativo y operativo o bajo 
reorganización, se entenderán suspendidos los términos de prescripción de 
todo derecho o acción de que sea titular el fiduciario y los términos en los 
procesos en los que el fiduciario sea parte, en ambos casos, ya sea que este 
actúe a título personal o en su calidad de fiduciario. Dichos términos se 
mantendrán suspendidos hasta que termine el periodo de control 
administrativo y operativo o de reorganización. En los casos que se ordene la 
liquidación forzosa se entenderán suspendidos los términos hasta por seis 
meses, contados a partir de la declaración de la liquidación. El fiduciario 
podrá renunciar a este derecho en aquellos casos en que lo considere 
ventajoso para la liquidación. 
 
Artículo 66. Inhibición de procesos. Una vez ejecutoriada la resolución que 
ordena la liquidación forzosa de un fiduciario, este no podrá ser demandado o 
llamado a ser parte en un proceso arbitral. 
 
Artículo 67. Resolución sobre objeciones. El liquidador o la junta de 
liquidación dictarán las resoluciones motivadas que estime necesarias, en las 
que resolverá las objeciones formuladas y dispondrá lo siguiente: 
1. Identificación de los bienes que integran la masa de la liquidación. 
2. Inventario de los depósitos y demás obligaciones del fiduciario que serán 

pagadas. 
3. El orden de prelación con que las obligaciones del fiduciario serán 

pagadas. 
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 De igual forma, en cuaderno separado, el liquidador o la junta de 
liquidación dictarán una resolución que contendrá la lista de los bienes 
excluidos de la masa de la liquidación. 
 Cada una de las resoluciones de que trata este artículo deberá ser 
publicada en un diario de circulación nacional por cinco días hábiles y podrá 
ser impugnada por la vía incidental ante la Sala Tercera de la Corte Suprema 
de Justicia, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la última publicación. 
La sustanciación se surtirá ante el liquidador o la junta de liquidación, que, a 
su prudente arbitrio, podrá ordenar la acumulación de los incidentes que 
tengan causa, partes o pretensión común. 
 Surtido el trámite, el liquidador o la junta de liquidación enviarán a la 
Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia los distintos cuadernos, junto 
con un informe explicativo de su resolución, con el propósito de que los 
incidentes sean decididos. En consideración al carácter de interés social que 
debe tener la liquidación forzosa administrativa, las impugnaciones remitidas 
por el liquidador o la junta de liquidación a la Sala Tercera deberán ser 
resueltas con prelación a cualquier otro proceso contencioso administrativo. 
 
Artículo 68. Medios de impugnación. Las resoluciones del superintendente 
de Bancos que ordenan la toma de control administrativo y operativo, la 
reorganización y la liquidación forzosa podrán ser impugnadas mediante 
demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción ante la Sala Tercera 
de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad con la ley. 
 Contra las resoluciones del superintendente de Bancos que ordenan la 
toma de control administrativo y operativo, la reorganización y la liquidación 
forzosa del fiduciario no procede la suspensión del acto administrativo, en 
virtud de que protege un interés social. 
 En la acción de amparo de garantías constitucionales interpuesta 
contra las resoluciones del superintendente de Bancos que ordenan la toma 
de control administrativo y operativo, la reorganización y la liquidación del 
fiduciario no procede la suspensión del acto por el interés social que se 
protege. 
 
Artículo 69. Disolución del fiduciario. Concluida la liquidación, el liquidador 
o la junta de liquidación, según sea el caso, deberá presentar, para la 
aprobación de la Superintendencia de Bancos, en los términos establecidos 
por esta, el informe final de liquidación. Una vez aprobado dicho informe, en 
caso de que la liquidación recaiga sobre el propio fiduciario, la 
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Superintendencia de Bancos ordenará la disolución del fiduciario y enviará el 
oficio correspondiente al Registro Público. 
 En caso de una sucursal de fiduciario extranjero, se procederá a anular 
la inscripción correspondiente en el Registro Público. 
 De quedar fideicomisos pendientes, el liquidador o la junta de 
liquidación fiduciaria deberán gestionar la cesión a otra entidad fiduciaria de 
los fideicomisos, procurando las mismas condiciones en que fueron 
contratados. De no lograr la cesión de los fideicomisos pendientes en las 
mismas condiciones que fueron contratados y que no sea posible localizar al 
fideicomitente, podrá traspasarlos a otra entidad fiduciaria, variando en lo 
necesario las condiciones; no obstante, deberá presentar ante la 
Superintendencia de Bancos las constancias de sus gestiones. 
 
Artículo 70. Normas legales aplicables. Los fiduciarios que se encuentren en 
proceso de liquidación al entrar en vigencia la presente Ley se regirán por el 
procedimiento establecido en el régimen vigente al momento en que se 
ordenó. 
Artículo 71. Procedimiento. La Superintendencia de Bancos desarrollará los 
procedimientos para la toma de control administrativo y operativo, de 
reorganización y de liquidación forzosa de los fiduciarios. Estos estarán 
fundados en los principios de celeridad del proceso, informalidad y 
transparencia en el trámite. 
 Los vacíos de esta Ley serán llenados con las disposiciones del 
Régimen Bancario. 
 

Capítulo X 
Sanciones 

 
Artículo 72. Criterio para imposición de sanciones. El superintendente de 
Bancos impondrá las sanciones administrativas que procedan por los actos 
violatorios de las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos, según la 
gravedad de la falta, su reincidencia y los daños que se causen a terceros. 
 La Superintendencia de Bancos establecerá la gradación de las 
sanciones a seguirse en cumplimiento de lo establecido en la presente Ley, las 
normas que la desarrollan y en otras leyes especiales. 
 
Artículo 73. Multas. Se establecen las sanciones siguientes: 
1. Multa de hasta un millón de balboas (B/.1 000 000.00) a las personas 
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naturales o jurídicas que ejerzan el negocio de fideicomiso sin haber 
obtenido la licencia, según lo establecido en esta Ley. 

2. Multa de hasta trescientos mil balboas (B/.300 000.00) por violación de 
las disposiciones contenidas en el Capítulo V del Título II de esta Ley. 

3. Multa de hasta doscientos mil balboas (B/.200 000.00): 
a. Por la negativa del fiduciario de someterse a una inspección ordenada 

por la Superintendencia de Bancos. 
b. Por violación de las disposiciones contenidas en el Capítulo VI del 

Título II de esta Ley. 
 
Artículo 74. Sanciones genéricas. Los actos violatorios de esta Ley y las 
normas que la desarrollen para los cuales no se establezca una sanción 
específica serán sancionados por el superintendente de Bancos, a su 
discreción y sin perjuicio de la acción penal o civil que pueda corresponder, 
mediante cualquiera de las sanciones siguientes: 
1. Amonestación. 
2. Multa de hasta cien mil balboas (B/.100 000.00). 
  
Artículo 75. Multas progresivas y sucesivas. En todos los casos en que la 
comisión de actos violatorios de las disposiciones de la presente Ley o de las 
normas que la desarrollan perdure en el tiempo, la Superintendencia de 
Bancos podrá imponer multas progresivas, incrementándose paulatinamente 
la sanción impuesta hasta que se subsane la violación cometida. Igualmente, la 
Superintendencia de Bancos podrá imponer multas sucesivas en aquellos 
casos que el incumplimiento es continuado. 
 
Artículo 76. Sujetos de sanción. Las sanciones especiales y genéricas 
establecidas en esta Ley podrán ser impuestas por el superintendente de 
Bancos al fiduciario, sus directores, dignatarios, gerentes, funcionarios y 
demás personas que hayan participado en la violación de las disposiciones de 
la presente Ley. En el caso de los funcionarios o directivos, el fiduciario será 
solidariamente responsable por la multa que se imponga a dichas personas. 
 Las multas y sanciones impuestas por el superintendente de Bancos 
son independientes y sin perjuicio de otras multas o sanciones que procedan 
por actos violatorios de cualesquiera otras normas o leyes aplicables y de las 
acciones civiles o penales que puedan corresponder. 
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 En caso de reincidencia, el superintendente de Bancos está facultado 
para solicitar, por intermedio del Ministerio Público, la inhabilitación del 
infractor para el ejercicio de comercio. 
 
Artículo 77. Publicidad de las sanciones. El superintendente de Bancos podrá 
hacer de conocimiento público la sanción impuesta, ya sea por medios 
impresos o electrónicos, quedando a su criterio que dicha publicación sea de 
la resolución completa o un extracto de ella. 
 
Artículo 78. Procedimiento administrativo. De considerar el superintendente 
de Bancos que existe violación de esta Ley y de las normas que la desarrollen, 
lo notificará al fiduciario o persona que corresponda, para que presente sus 
descargos y aporte o aduzca las pruebas pertinentes. 
 El procedimiento para la imposición de sanciones será establecido por 
la Superintendencia de Bancos mediante Acuerdo. Los vacíos en materia de 
procedimiento serán llenados por la Ley de Procedimiento Administrativo 
General y, en su defecto, por el Código Judicial. 
 

Capítulo XI 
Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales, Financiamiento del 

Terrorismo, Financiamiento de la Proliferación de Armas de 
Destrucción Masivas y Delitos Relacionados 

 
Artículo 79. Prevención de delitos. Los fiduciarios tendrán la obligación de 
establecer las políticas y procedimientos y las estructuras de controles 
internos para prevenir que sus servicios sean utilizados en forma indebida 
para el delito de blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo, el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masivas y demás 
delitos relacionados o de similar naturaleza u origen. 
 La Superintendencia de Bancos establecerá el marco para el alcance, 
funciones y procedimientos de dicha estructura de cumplimiento. 
 
Artículo 80. Suministro de información. Los fiduciarios suministrarán la 
información que les requieran las leyes, decretos y demás regulaciones para la 
prevención de los delitos de blanqueo de capitales, el financiamiento del 
terrorismo, el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masivas y demás delitos relacionados o de similar naturaleza u origen, 
vigentes en la República de Panamá. Igualmente, deberán suministrar la 
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información antes señalada a la Superintendencia de Bancos cuando esta así 
lo requiera. 
 
Artículo 81. Política de conocer a su cliente y a su empleado. Los fiduciarios 
adoptarán políticas, prácticas y procedimientos que les permitan conocer e 
identificar a sus clientes y/o beneficiarios finales y a sus empleados con la 
mayor certeza posible, como parte del proceso de prevención a que se refiere 
el presente Capítulo y las normas que lo desarrollen. 
 La Superintendencia de Bancos tendrá la facultad de desarrollar las 
normas pertinentes, de manera que se ajusten a las políticas y normas vigentes 
en el país. 
 Adicionalmente, los fiduciarios deberán adoptar políticas, prácticas y 
procedimientos que les permitan conocer e identificar a sus clientes y/o 
beneficiarios finales en todas las actividades que lleven a cabo, ya sea 
cualquiera de las descritas en el artículo 20, así como cualquier otra actividad 
complementaria autorizada por la Superintendencia de Bancos. 
 
Artículo 82. Inspecciones a otros sujetos obligados financieros. La 
Superintendencia deberá realizar una inspección en cada sujeto obligado 
financiero, asignados a esta Superintendencia para su supervisión por 
disposición de la Ley 23 de 2015, con el objeto de verificar si en el curso de 
sus operaciones han cumplido con dichas disposiciones. El costo total de la 
inspección y sus gastos incidentales serán pagados por esos sujetos obligados. 
 Los costos de dichas inspecciones, así como la frecuencia de estas, 
serán determinados por la Superintendencia de Bancos. 
 Los otros sujetos obligados financieros estarán sujetos al pago de los 
importes por derechos a otros servicios especiales que fije la Superintendencia 
de Bancos para la prestación específica de un servicio especial desempeñado 
por esta, a solicitud y a favor de estos. 
 

Capítulo XII 
Disposiciones Varias 

 
Artículo 83. Fideicomisos públicos y privados. De acuerdo con la 
procedencia de los fondos fideicomitidos, la finalidad para la cual fue creado y 
la naturaleza jurídica del fideicomitente, los fideicomisos pueden ser públicos 
o privados. 
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Artículo 84. Fiscalización de fondos. Corresponderá a la Contraloría General 
de la República fiscalizar, siempre que lo considere necesario, el manejo 
operativo y financiero de los fideicomisos públicos, cuyo fideicomitente es el 
Estado, representado por cualquier entidad o institución del sector público, 
independientemente de que el administrador de este sea una entidad bancaria 
estatal, privada o los entes autorizados por la presente Ley, salvo que existan 
disposiciones legales que establezcan lo contrario. 
 El Ministerio de Economía y Finanzas podrá solicitar a las 
instituciones bancarias públicas y/o privadas, y entidades reguladas por la 
presente Ley para ejercer el negocio de fideicomiso, información financiera 
sobre los fideicomisos públicos bajo su administración. 
 Dichas entidades, deberán suministrar la información a más tardar a 
los treinta días calendario a partir de la solicitud; de lo contrario, podrán ser 
sujetos de sanción por parte de la Superintendencia de Bancos. 
 Los fideicomisos públicos serán de conocimiento del Ministerio de 
Economía y Finanzas, el cual mantendrá el registro actualizado de estos. 
 Todas las instituciones y entidades públicas deberán contar con la 
aprobación del Consejo de Gabinete para la constitución de fideicomisos, 
siempre que su normativa no lo establezca, previo conocimiento del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 
 
Artículo 85. Idioma. Todo contrato de fideicomiso y documentos que lo 
soporten, que se encuentren redactados en otro idioma diferente al español, 
deberán estar acompañados de su correspondiente traducción al español 
hecha por un traductor público autorizado en la República de Panamá, 
cuando la Superintendencia de Bancos así lo solicite en ejercicio de su labor 
de supervisión. 
 
Artículo 86. Notificación de procesos judiciales a la Superintendencia de 
Bancos. Los fiduciarios deberán notificar a la Superintendencia de Bancos de 
todo proceso que se inicie contra ellos o contra sus directores o funcionarios, 
que guarde relación con el ejercicio de la actividad fiduciaria o que verse sobre 
la comisión de delitos dolosos. Cuando se trate de un proceso iniciado contra 
el fiduciario, esta notificación se efectuará en un término no mayor de quince 
días calendario, contado a partir de la notificación de dicho proceso. Cuando 
se trate de un proceso iniciado contra sus directores o funcionarios, la 
notificación se efectuará en un término no mayor de quince días calendario, 
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contado a partir de la fecha en que la fiduciaria tenga conocimiento de dicho 
proceso. 
 
Artículo 87. Improcedencia de la quiebra. No se podrá solicitar la 
declaratoria de quiebra de los fiduciarios. 
 
Artículo 88. Recursos. Las decisiones emitidas por el superintendente de 
Bancos admitirán recurso de reconsideración ante el Superintendente de 
Bancos y de apelación ante la Junta Directiva de la Superintendencia de 
Bancos. Para anunciar y sustentar cualquiera de estos recursos, el afectado 
dispondrá de cinco días hábiles, contado a partir de la notificación de la 
resolución respectiva. La decisión que resuelva el recurso de apelación agotará 
la vía gubernativa. 
 
Artículo 89. Generales del fiduciario. Todo fiduciario que realice cambio de 
gerente, directores, dignatarios, auditores externos, dirección domiciliaria o 
cualquier otro evento que modifique las generales del fiduciario deberá 
notificarlo a la Superintendencia de Bancos a más tardar el quinto día hábil 
siguiente a aquel en que se haya efectuado dicho cambio. 
 
Artículo 90. Supervisiones a sujetos obligados no financieros. La Intendencia 
de Supervisión y Regulación de Sujetos no Financieros tiene a su cargo en la 
vía administrativa la supervisión y regulación de los sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión, 
por disposición de la Ley 23 de 2015, a fin de velar por el cumplimiento de las 
disposiciones legales que rigen esta materia. 
 A tal efecto, los costos y gastos incidentales generados de la 
supervisión serán sufragados por el sujeto obligado no financiero, por lo cual 
la Junta Directiva de la Intendencia de Supervisión y Regulación de Sujetos 
no Financieros reglamentará lo referente a los factores que serán tomados en 
consideración, con el objeto de definir las tarifas que deberán ser asumidas 
por los sujetos obligados no financieros. 
 
Artículo 91. Sistema de Atención de Reclamos. Las entidades fiduciarias 
contarán con un conjunto de reglas y procedimientos que contribuyan a la 
solución de reclamos, que se denominará Servicio de Atención de Reclamos, 
adecuado a la organización, estructura y complejidad de sus operaciones, para 
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atender, conocer y resolver los reclamos, quejas y controversias que surjan de 
la relación con sus clientes. 
  
Artículo 92. Solución de reclamos. La Superintendencia de Bancos conocerá 
de los reclamos de los clientes de las fiduciarias, en virtud de contratos de 
fideicomiso, que tengan por finalidad garantizar el cumplimiento de una 
obligación por un crédito de consumo. La cuantía de los reclamos que 
conocerá la Superintendencia de Bancos será fada por su Junta Directiva, 
tomando en cuenta, entre otros criterios, el índice de precios al consumidor. 
Igualmente, la Junta Directiva tendrá la facultad de desarrollar el 
procedimiento para la atención de dichos reclamos mediante Acuerdo. 
 
Artículo 93. Excepciones a la competencia. La Superintendencia de Bancos 
no conocerá de reclamos sobre aquellas materias establecidas en la Ley 6 de 
1987, en lo referente a los beneficios de los jubilados, pensionados, de la 
tercera y cuarta edad; la Ley 24 de 2002, sobre referencias de crédito, y la Ley 
45 de 2007, en lo referente a veracidad en la publicidad. 
 

Título III 
Disposiciones Adicionales 

 
Artículo 94. Se restablece la vigencia del numeral 1 del artículo 709 del 
Código Fiscal, así: 

Artículo 709. … 
1. Los intereses que se paguen por razón de fideicomisos sobre 

bienes inmuebles que se constituyan con la finalidad de garantizar 
el repago de un préstamo para la adquisición, construcción, 
edificación o mejoras de la vivienda principal de uso propio del 
contribuyente persona natural, siempre que el contribuyente sea el 
deudor solidario de la obligación garantizada y el monto anual a 
deducir no exceda de quince mil balboas (B/.15 000.00). 

En estos casos, el acreedor financiero emitirá la respectiva 
certificación acreditando los intereses pagados, así como que tales 
intereses son pagados bajo el régimen de fideicomiso en garantía 
sobre bienes inmuebles que se constituyen con la finalidad de 
garantizar el repago de un préstamo para la adquisición, 
construcción, edificación o mejoras de la vivienda principal de uso 
propio del contribuyente persona natural. 
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La falsedad en el contenido de esta certificación, será 
sancionada de acuerdo con el artículo 752 de este Código. 

… 
 
Artículo 95. Se adiciona el numeral 15 al artículo 752 del Código Fiscal, así: 
[Derogado]27 
 
Artículo 96. El artículo 1 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 1. El fideicomiso es un acto jurídico en virtud del cual una 
persona llamada fideicomitente transfiere bienes o derechos a una 
persona llamada fiduciario, quien se obliga a administrarlos o a 
disponer de ellos para cumplir una finalidad determinada por el 
fideicomitente. Esta finalidad podrá ser en favor de un beneficiario, 
que puede ser el propio fideicomitente, o a favor del cumplimiento de 
un propósito determinado por el fideicomitente. 
 Cuando un tercero distinto del fideicomitente se adhiere y 
acepta las disposiciones previstas en un contrato de fideicomiso, se 
denomina fideicomitente adherente. Solo es posible la adhesión 
cuando esté estipulada expresamente en el contrato de fideicomiso. 
 Las entidades de Derecho Público podrán retener bienes 
propios en fideicomiso y actuar como fiduciarios de estos para el 
desarrollo de sus fines, mediante declaración hecha con las 
formalidades de esta Ley. 
 Los bancos oficiales podrán ejercer el negocio de fideicomiso 
sin necesidad de obtener licencia fiduciaria ni otorgar garantías. Las 
garantías que se exijan a las personas naturales o jurídicas que se 
dediquen al negocio de fideicomiso deberán ser puestas a disposición 
de la Superintendencia de Bancos de Panamá y depositadas en los 
bancos oficiales de la República de Panamá. 

 
Artículo 97. El artículo 4 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 4. El contrato o acto jurídico de fideicomiso debe constar 
siempre por escrito. En consecuencia, serán nulos de pleno derecho 
los fideicomisos verbales, presuntos o implícitos. 

 

                                                           
27 El artículo 752 del Código Fiscal fue derogado por el artículo 6 de la Ley 70 de 31 de enero 
de 2019. 
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Artículo 98. El artículo 9 de la Ley 1 de 1984 queda así: 
Artículo 9. El contrato o instrumento de fideicomiso deberá contener 
por lo menos: 
1. La identificación del fideicomitente y el fiduciario. 
2. Salvo para los fideicomisos de propósito determinado, la 

designación del beneficiario y sus sustitutos, si es el caso. Cuando 
se trate de beneficiarios futuros o de clases de beneficiarios, 
deberán indicarse los elementos suficientes que permitan 
determinar su identificación. 

3. La finalidad del fideicomiso y la declaración expresa de la 
voluntad del fideicomitente de constituir el fideicomiso. 

4. La descripción de los bienes y derechos sobre los cuales se 
constituye el fideicomiso. 

5. Las facultades y obligaciones del fiduciario. 
6. Los derechos y obligaciones del fideicomitente y del beneficiario, 

si los hay. 
7. Las prohibiciones y limitaciones que se impongan al fiduciario en 

el ejercicio del fideicomiso, si hay lugar a ello. 
8. Las condiciones generales o específicas para la administración, 

entrega de los bienes y rendimientos, si es el caso, y liquidación 
del fideicomiso. 

9. La designación de un agente residente en la República de Panamá 
que deberá ser un abogado o firma de abogados, que deberá 
refrendar el contrato de fideicomiso. 

10. El domicilio del fideicomiso en la República de Panamá. 
11. El lugar y fecha en que se constituye el fideicomiso. 
12. La declaración expresa de que el fideicomiso se constituye de 

acuerdo con las leyes de la República de Panamá. 
13. La advertencia de que la responsabilidad del fiduciario no implica 

garantía sobre el resultado del fideicomiso. 
14. En aquellos contratos de fideicomiso que tienen como finalidad 

garantizar el cumplimiento de una obligación que acceden o 
dependen de otro contrato, la ejecución podrá atender a lo 
dispuesto en dicho contrato. 

15. El mecanismo para liquidar los bienes en aquellos casos que se 
haga necesario traspasar el valor líquido de los bienes 
fideicomitidos al Banco Nacional de Panamá. 
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 El contrato o instrumento de fideicomiso podrá contener, 
además, las cláusulas que el fideicomitente o el fiduciario tengan a 
bien incluir, que no sean contrarias a las leyes o al orden público. 
Cuando el fideicomiso se constituya por documento privado, las 
firmas del fideicomitente y del fiduciario o sus apoderados para su 
constitución deberán ser autenticadas por notario o quien haga sus 
veces. 
Parágrafo: No obstante lo anterior, en los contratos de fideicomiso 
que tengan como finalidad garantizar el cumplimiento de una 
obligación en virtud de un crédito deberá dejarse al fideicomitente la 
elección del fiduciario que administrará la garantía. Dicho fiduciario 
deberá ser aceptable para el beneficiario del fideicomiso y este podrá 
ser el propio beneficiario o una empresa que forme parte del grupo 
económico del beneficiario, siempre que esto se le notifique y sea 
aceptado expresamente por el propio fideicomitente. 
 Únicamente en los casos en que se trate de fideicomiso de 
garantía, que se acepte que el fiduciario sea a su vez el beneficiario o 
una empresa que forme parte del mismo grupo económico del 
beneficiario, se deberá agregar, además de lo previsto en los 
numerales 1 al 15 del presente artículo, en el contrato de fideicomiso 
lo siguiente: 
1. Las causales de incumplimiento del contrato, los términos y 

condiciones para dirimir posibles conflictos y los medios de 
notificación al fideicomitente. 

2. La obligación del beneficiario de identificar y notificar al fiduciario 
el evento de incumplimiento previsto en el contrato de crédito 
que da lugar al inicio del procedimiento de ejecución. 

3. La obligación del fiduciario de evaluar y definir, si con motivo del 
evento identificado por el beneficiario, corresponde dar inicio al 
procedimiento de ejecución. 

4. El derecho del fideicomitente de oponerse a la ejecución 
acreditando el cumplimiento de la obligación o a subsanar 
cualquier incumplimiento dentro de un plazo de quince días 
calendario, contado desde la notificación de incumplimiento que 
haga el fiduciario. 

5. El procedimiento de ejecución y venta del bien que constituye la 
garantía, el cual debe incluir: 
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a. Que el fideicomitente podrá oponerse a la ejecución si exhibe 
el importe adeudado, si acredita el cumplimiento de la 
obligación o si presenta un documento de prórroga del plazo 
de novación de la obligación; o subsana el cumplimiento 
dentro del plazo indicado en el numeral 4 de este parágrafo. 

b. De proceder la venta del bien, que se requerirá de un avalúo 
escrito practicado por dos peritos idóneos e independientes. 

c. Que la ejecución del bien se hará en pública subasta, la cual 
debe ser anunciada mediante la publicación de no menos de 
dos avisos, en dos días distintos y alternados en un diario de 
circulación nacional, el último de los cuales se hará con una 
anticipación no menor de diez días calendario de la fecha del 
remate, contados a partir de la fecha de publicación del último 
anuncio, si se trata de bienes muebles, ni antes de treinta días, 
si se trata de bienes inmuebles. El anuncio o aviso expresará el 
día del remate, los bienes que hayan de venderse, el monto de 
los avalúos que no podrán tener una antigüedad mayor de 
cuarenta y cinco días de la fecha del primer aviso. En dicha 
publicación deberá indicarse la base del remate, que no será 
inferior al valor promedio de los avalúos. En los casos en que 
la venta no se lleve a cabo en fecha señalada, se fijará una 
segunda fecha en un plazo no menor de sesenta días. 

  
Artículo 99. El artículo 10 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 10. El fideicomiso entre vivos puede ser constituido por 
instrumento público o privado. 
 El fideicomiso que haya de producir efecto después de la 
muerte del fideicomitente deberá ser constituido por medio de un 
testamento. Podrá también constituirse por medio de un instrumento 
privado, sin las formalidades del testamento, en el caso en que el 
fiduciario sea una de las personas con licencia fiduciaria otorgada por 
la Superintendencia de Bancos o autorizados por ley para ejercer el 
negocio de fideicomiso. 

 
Artículo 100. El artículo 12 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 12. Será nulo el fideicomiso que carezca de objeto o causa o 
que adolezca de objeto o causa ilícita. 
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 Igualmente, será nulo el fideicomiso que se constituya sin las 
demás formalidades establecidas en los artículos 4, 9 y 10. 
 La nulidad de una o más cláusulas del contrato de fideicomiso 
no dejará sin efecto el fideicomiso, salvo que por consecuencia de 
dicha nulidad se haga imposible su cumplimiento. 
Parágrafo: En cualquier caso, un fideicomiso debidamente 
constituido y sujeto a las leyes de la República de Panamá no podrá 
ser invalidado o declarado nulo por razones distintas a las que esta 
Ley establezca. 
 Cualquier disposición relativa a la capacidad del fideicomitente 
para suscribir el contrato o instrumento de fideicomiso, el traspaso o 
transmisión de activos de cualquier naturaleza se sujetará a la ley 
panameña y en ningún caso serán invalidadas, nulas, anulables o la 
capacidad del fideicomitente será cuestionada, si la legislación del 
domicilio, residencia o ubicación de las personas o bienes, prohíbe de 
alguna forma o no reconoce el concepto de fideicomiso. 
 En cuanto a la capacidad de las personas para consentir o 
suscribir un contrato o instrumento de fideicomiso, será aplicable 
únicamente aquella vigente en la República de Panamá en 
concordancia con lo que dispone esta Ley. 

 
Artículo 101. El artículo 13 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 13. El fideicomiso producirá efectos respecto de terceros 
desde el momento en que las firmas del fideicomitente y el fiduciario 
o del apoderado de estos hayan sido autenticadas por notario o quien 
haga sus veces o, en caso de que se haya constituido mediante 
escritura pública, desde la fecha de la escritura correspondiente. 
 El fideicomiso sobre bienes inmuebles situados en la 
República de Panamá tendrá efectos frente a terceros en cuanto a 
dichos bienes desde la fecha de inscripción en el Registro Público del 
traspaso de estos a favor del fideicomiso. En estos casos, la escritura 
de traspaso podrá ser inscrita con información parcial del instrumento 
o contrato de fideicomiso relativo al inmueble; sin embargo, no podrá 
omitir las generalidades de los contratantes ni los fines del fideicomiso 
que se relacionen con dicho inmueble. 

 
Artículo 102. El artículo 14 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 14. La tradición de los bienes sujetos a registro que se hayan 



LEY 21 DE 10 DE MAYO DE 2017 
 

98 

dado en fideicomiso se hará mediante su inscripción en el registro 
respectivo a nombre del fiduciario, con indicación del fideicomiso al 
cual corresponde. 
 Cuando un fiduciario reciba en garantía fiduciaria un vehículo 
a motor de los que se encuentran definidos o regulados en el 
Reglamento de Tránsito Vehicular de la República de Panamá, el 
fiduciario no será responsable de los daños a personas y bienes que 
dicho vehículo cause a su conductor, a sus pasajeros y a terceros en 
general, recayendo esta responsabilidad exclusivamente en el 
conductor y el fideicomitente en forma solidaria, salvo pacto en 
contrario. Esto sin perjuicio del contrato de seguros que asegure el 
vehículo. 
 Las entidades registradoras deberán adecuar sus reglamentos 
internos y procedimientos para cumplir con los requerimientos 
exigidos en esta Ley. Mientras se reglamente lo relativo a dicho 
procedimiento, podrán mantenerse los mecanismos utilizados a la 
fecha. 

 
Artículo 103. El artículo 15 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 15. Los bienes del fideicomiso constituyen un patrimonio 
separado sujeto a la finalidad estipulada en el contrato o acto jurídico 
de fideicomiso y no podrán ser secuestrados ni embargados, salvo por 
obligaciones incurridas o por daños causados con ocasión de la 
ejecución del fideicomiso, o por virtud de gravámenes constituidos 
sobre dichos bienes, o por terceros cuando se hubieran traspasado o 
retenido los bienes con fraude y en perjuicio de sus derechos. 
 La acción para impugnar el traspaso de los bienes prescribe a 
los tres años, contados a partir de la fecha en la cual se realizó la 
transferencia de los bienes al fideicomiso. 
 Este patrimonio separado es independiente del patrimonio del 
fideicomitente, del fiduciario y del beneficiario. En consecuencia, para 
todos los efectos legales, los bienes fideicomitidos deberán 
mantenerse separados del resto del activo del fiduciario y de los que 
correspondan a otros negocios fiduciarios. 
 Cada fideicomiso como patrimonio separado estará integrado 
por los bienes, derechos, créditos, obligaciones y contingencias que 
sean transferidos en fideicomiso o que sean consecuencia del 
cumplimiento de la finalidad establecida por el fideicomitente. Por lo 
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tanto, con el patrimonio del fideicomiso se deben satisfacer las 
obligaciones que el fiduciario contraiga por cuenta del fideicomiso 
para el cumplimiento de las finalidades previstas en el contrato de 
fideicomiso. 
 Salvo pacto en contrario, el fideicomitente será responsable de 
cubrir los costos y gastos del fideicomiso, ya sean estos cubiertos por 
los frutos que generen los bienes fideicomitidos, o por él mismo en el 
evento de que ellos no sean suficientes. 
Parágrafo: De la misma forma, los bienes del fiduciario constituyen 
un patrimonio separado de los que administra en fideicomiso y 
aquellos no podrán ser secuestrados ni embargados por obligaciones 
incurridas por cualquiera de los fideicomisos que administre, salvo 
por obligaciones debidamente contraídas por los fiduciarios en el 
ejercicio de su actividad. Los jueces y tribunales se abstendrán de 
acceder a realizar acciones de secuestro o embargo de los bienes de un 
fiduciario cuando tuvieran conocimiento antes o durante la diligencia 
de práctica de cualquiera de estas medidas, de que se trate de una 
acción encaminada en contra de algún fideicomiso administrado por 
dicho fiduciario. 

 
Artículo 104. El artículo 16 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 16. El beneficiario es la persona o personas en cuyo favor se 
constituye el fideicomiso. Su designación corresponde al 
fideicomitente en el contrato de fideicomiso o en un acto posterior. 
En los fideicomisos de propósito determinado, los beneficiarios 
podrán ser designados por el fiduciario o por un tercero, conforme 
con lo estipulado en el contrato de fideicomiso. 
 Cuando se designen varios beneficiarios, se podrán establecer 
niveles de prelación entre ellos y nombrar sustitutos al beneficiario, 
sean o no sucesivos. 
 En los fideicomisos revocables, el beneficiario podrá ser 
reemplazado o podrán nombrarse nuevos beneficiarios, en cualquier 
tiempo, por el fideicomitente o por una persona a quien este haya 
autorizado para hacer el reemplazo o el nombramiento, de acuerdo 
con lo estipulado en el contrato de fideicomiso. 
 El beneficiario o el fideicomitente podrán ceder parcial o 
totalmente sus derechos sobre un fideicomiso, siempre que este sea 
irrevocable y el contrato de fideicomiso así lo autorice. 
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 En los fideicomisos, incluyendo los de propósito 
determinado, el contrato de fideicomiso podrá prever la existencia de 
un protector, cuyos derechos, obligaciones y responsabilidades serán 
los que se le asignen en el contrato de fideicomiso. El protector podrá 
ser una persona natural o jurídica o una junta o consejo designado 
para este efecto que funcionará de acuerdo con lo estipulado en el 
contrato de fideicomiso. 

 
Artículo 105. El artículo 27 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 27. El fiduciario será responsable de las pérdidas o 
deterioros de los bienes del fideicomiso que se produzcan por no 
haber utilizado en la ejecución de este el cuidado de un buen padre de 
familia. 
 El contrato de fideicomiso podrá establecer limitaciones a la 
responsabilidad del fiduciario, pero en ningún caso tales limitaciones 
eximirán al fiduciario de la responsabilidad por las pérdidas o daños 
causados por culpa grave o dolo. 
 En caso de haber varios fiduciarios, estos serán solidariamente 
responsables de la ejecución del fideicomiso, salvo que las funciones a 
cargo de cada uno se hayan cumplido de manera individual e 
independiente en todo momento. 
 Se establece como norma de orden público que las 
responsabilidades asignadas al fiduciario en esta Ley son indelegables 
y se tendrá por no puesta cualquier cláusula del contrato de 
fideicomiso en la cual se exima al fiduciario de tales responsabilidades, 
salvo para fines específicos o en virtud de instrucción expresa del 
fideicomitente o las limitaciones establecidas en el contrato de 
fideicomiso. No obstante, en cumplimiento de su gestión el fiduciario 
podrá encargar a terceros el desarrollo de determinadas funciones, 
pero en ningún caso podrá delegar su responsabilidad. 

 
Artículo 106. El artículo 28 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 28. El fiduciario deberá rendir cuenta de su gestión, según lo 
establezca el instrumento o contrato de fideicomiso, y si este nada 
dispone al efecto, al fideicomitente o a los beneficiarios con derecho a 
ello, por lo menos una vez al año. 
En caso de extinguirse el fideicomiso o cuando se sustituya el 
fiduciario, la rendición de cuenta deberá efectuarse dentro de los 



MARCO NORMATIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE SUJETOS NO FINANCIEROS 
  

101 

quince días hábiles siguientes a la fecha de corte que se está 
informando. 
 El informe de rendición de cuentas debe incluir un reporte 
detallado de la gestión del fiduciario en el cual se indique la situación 
económica, jurídica, administrativa y contable del fideicomiso, así 
como sobre la ocurrencia de cualquier hecho que afecte el desarrollo 
del fideicomiso o la labor encomendada, señalando los correctivos o 
ajustes adoptados. 
 El informe de rendición de cuentas debe presentarse, salvo 
que el contrato de fideicomiso estipule algo diferente, al 
fideicomitente o al beneficiario con derecho a ello. Si no se objetara el 
informe de rendición de cuentas en el plazo establecido en el contrato 
de fideicomiso y a falta de este, dentro de un plazo de noventa días 
desde su recibo, la cuenta se tendrá como tácitamente aprobada. 
 Aprobada la cuenta en forma expresa o tácita, el fiduciario 
quedará libre de toda responsabilidad frente al fideicomitente y los 
beneficiarios presentes o futuros por todos los actos ocurridos 
durante el periodo de la cuenta que resulten claramente de un examen 
comparativo de la cuenta y el contrato de fideicomiso. Sin embargo, 
tal aprobación no eximirá al fiduciario de responsabilidad por daños 
causados por su culpa o dolo en la administración del fideicomiso. 
 En los casos en que el fiduciario deba someter una cuenta 
final a la aprobación del juez competente, este deberá remitir a la 
Superintendencia de Bancos la resolución final. 
 Los contratos de fideicomiso vigentes a la fecha de entrada en 
vigencia de esta norma se mantendrán conforme a lo pactado y se 
regirán por la ley vigente al momento de su celebración. 

 
Artículo 107. El artículo 29 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 29. Las obligaciones del fiduciario son de medio y no de 
resultado. Por lo tanto, el fiduciario no puede garantizar que la 
finalidad del fideicomiso se cumpla. En consecuencia, el alcance de 
sus obligaciones está enmarcado en actuar de manera diligente y 
profesional, con el fin de procurar el cumplimiento de la finalidad del 
fideicomiso. 

 
Artículo 108. El artículo 32 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 32. En caso de que el fiduciario deba ser reemplazado por 
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un sustituto, los bienes del fideicomiso deberán ser transferidos al 
sustituto por el fiduciario saliente, o, en defecto, de dicha 
transferencia, mediante resolución del juez, quien resolverá de plano y 
sin necesidad de reparto, una vez presentados los documentos 
comprobatorios de las circunstancias correspondientes. 
 Igual procedimiento se aplicará en caso de disolución de la 
persona jurídica que actuaba como fiduciario. 
 Para efectos registrales, no se considerará como transferencia 
la sustitución de un fiduciario por otro, siempre que se trate del 
mismo fideicomiso. 

 
Artículo 109. El artículo 33 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 33. El fideicomiso se extingue por: 
1. Cumplimiento de los fines para los cuales fue constituido. 
2. Hacerse imposible su cumplimiento. 
3. Renuncia o muerte del beneficiario sin tener sustituto. 
4. Pérdida o extinción total de los bienes del fideicomiso. 
5. Confundirse en una sola persona la calidad de beneficiario y 

fiduciario, salvo la excepción prevista en el artículo 9. 
6. Declaración de nulidad del contrato de fideicomiso. 
7. Mutuo acuerdo entre el fideicomitente, el fiduciario y el 

beneficiario, respetando los derechos de terceros de buena fe. 
8. Decisión del fideicomitente de revocar el fideicomiso, cuando este 

sea revocable. 
9. Cualquier causa establecida en el contrato de fideicomiso o en esta 

Ley. 
 En aquellos casos en los que el fiduciario haya perdido 
contacto con el fideicomitente o los beneficiarios por un periodo 
mayor a cinco años, y la Superintendencia compruebe este hecho, 
ordenará que el valor líquido de los bienes fideicomitidos sea 
traspasado al Banco Nacional de Panamá. El procedimiento será 
desarrollado mediante Acuerdo. 
 El Banco Nacional de Panamá estará obligado a restituir a sus 
dueños los fondos correspondientes, siempre que sean reclamados 
dentro de los diez años siguientes a la fecha en que fueron 
traspasados, pero la restitución se hará sin intereses. Una vez 
transcurrido dicho plazo los fondos serán traspasados al Tesoro 
Nacional. 
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Artículo 110. Se deroga el artículo 36 de la Ley 1 de 1984. 
 
Artículo 111. Se deroga el artículo 37 de la Ley 1 de 1984. 
 
Artículo 112. El artículo 41 de la Ley 1 de 1984 queda así: 

Artículo 41. El fiduciario podrá intervenir con todos los derechos y 
atribuciones que le correspondan al fideicomiso como sujeto procesal, 
ya sea de manera activa o pasiva, ante las autoridades competentes en 
toda clase de procesos, trámites y actuaciones administrativas o 
judiciales que deban realizarse para la protección de los bienes que lo 
integran, así como para exigir el pago de los créditos a favor del 
fideicomiso y para el logro de su finalidad. 
 Toda controversia que no tenga señalada en esta Ley u otra 
ley un procedimiento especial será resuelta por los trámites del 
proceso sumario. 
 Podrá establecerse en el contrato de fideicomiso que cualquier 
controversia que surja del fideicomiso será resuelta mediante arbitraje 
o arbitramento, así como el procedimiento a que ellos deban sujetarse. 
En caso de que no se hubiera establecido tal procedimiento, se 
aplicarán las normas que al respecto contengan las leyes aplicables. 

 
Artículo 113. Se adiciona el artículo 41-A a la Ley 1 de 1984, así: 

Artículo 41-A. Los fideicomisos constituidos antes de la vigencia de 
esta norma se regirán por las normas vigentes al tiempo de su 
constitución, pero podrán acogerse a las modificaciones de que trata 
esta Ley en cualquier tiempo, mediante declaración escrita del 
fideicomitente y el fiduciario. En todos los casos les serán aplicables 
aquellas normas de orden público. 

 
Artículo 114. Se adiciona el artículo 41-B a la Ley 1 de 1984, así: 

Artículo 41-B. Sin perjuicio de la obligación de rendición de cuentas, 
cuando por su importancia resulte necesario o cuando se establezca 
esta obligación en el contrato de fideicomiso, el fiduciario deberá 
remitir al fideicomitente un reporte sobre los hechos relevantes que 
afecten al fideicomiso y, si es el caso, las actividades realizadas frente a 
estos. 
 Dicho reporte deberá ser remitido al beneficiario, salvo que en 
el contrato de fideicomiso se estipule algo diferente. Este reporte se 
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deberá remitir a más tardar el quinto día hábil siguiente a aquel en que 
el fiduciario tuvo conocimiento del hecho. 
 Los contratos de fideicomiso vigentes a la fecha de entrada en 
vigencia de esta norma se mantendrán conforme a lo pactado y se 
regirán por la ley vigente al momento de su celebración. En caso de 
que dichos contratos no hayan estipulado esta obligación, el fiduciario 
deberá remitir al fideicomitente un informe sobre los hechos 
relevantes que afecten al fideicomiso, al menos una vez al año. 
 

Artículo 115. Se adiciona el artículo 41-C a la Ley 1 de 1984, así: 
Artículo 41-C. En los contratos de fideicomiso, quedarán exonerados 
de todo tipo de impuesto la transferencia de bienes en fideicomiso, así 
como la devolución de dichos bienes originalmente aportados o sus 
porciones residuales si son restituidas a la misma persona que los 
aportó inicialmente, ya sea el fideicomitente, fideicomitente adherente 
o tercero respectivo en cada caso. 
 Las transferencias a beneficiarios o a terceras personas 
distintas de las antes señaladas sí estarán gravadas con todos aquellos 
impuestos que correspondan por la transferencias de estos. 
 

Artículo 116. Se adiciona el artículo 41-D a la Ley 1 de 1984, así: 
Artículo 41-D. Para los efectos de esta Ley, los términos siguientes se 
entenderán así: 
1. Beneficiario. Persona natural o jurídica en cuyo favor se constituye 

el fideicomiso y que debe recibir los beneficios derivados del 
cumplimiento de este. 

2. Conflicto de interés. Aquellas situaciones o circunstancias en las que a 
juicio de un fiduciario, en lo relacionado a un interés primario 
para él y la integridad de sus acciones, tienden o pueden estar 
indebidamente influenciadas para actuar en beneficio propio o de 
un tercero. 

3. Consultor financiero. Consejero profesional en cuestiones de dinero, 
bienes crédito, cambio y operaciones bancarias y fiduciarias. 

4. Crédito de consumo. Aquel financiamiento obtenido para adquirir 
bienes de consumo o servicios no destinados a la producción ni 
comercialización de estos. Se incluyen dentro de estos aquellos 
destinados para la adquisición de vehículos, viviendas u otros 
bienes para uso personal. 
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5. Cuenta en plica o escrow account. Depósito que se utiliza para 
garantizar la entrega de los bienes transferidos o depositados 
contra el cumplimiento de ciertas condiciones. 

6. Efecto material adverso. Circunstancia económica, legal, política o 
financiera que pueda ocasionar la pérdida total o parcial de los 
bienes que conforman el patrimonio fideicomitido. 

7. Estados financieros auditados de la fiduciaria. Información financiera de 
la fiduciaria certificada por contadores públicos autorizados o 
firma de contadores públicos autorizados, al cierre de cada 
ejercicio fiscal. 

8. Estado financiero no auditado de la fiduciaria. Información financiera 
de la fiduciaria a una fecha o periodo determinado, cumpliendo 
con las normas de contabilidad, técnicas y prudenciales que la 
Superintendencia de Bancos establezca para el efecto. 

9. Estado financiero auditado de los fideicomisos administrados. Información 
financiera que incluye a todos los fideicomisos administrados por 
la fiduciaria, certificada por contadores públicos autorizados o 
firma de contadores públicos autorizados, al cierre de cada 
ejercicio fiscal de la fiduciaria. 

10. Fideicomitente. Persona natural o jurídica que constituye el 
fideicomiso. 

11. Fideicomitente adherente. Persona natural o jurídica que, sin haber 
suscrito el contrato de fideicomiso original, se adhiere a este 
mediante la suscripción con posterioridad aceptando los términos 
y condiciones establecidos en el contrato original. Al igual que el 
fideicomitente inicial su condición de fideicomitente está 
determinada por tres factores fundamentales: suscribir el contrato 
de adhesión; realizar el aporte correspondiente al fideicomiso y 
tener un interés directo en el cumplimiento de los fines del 
fideicomiso. Esta adhesión deberá estar prevista en el contrato de 
fideicomiso. 

12. Fideicomiso. Acto jurídico en virtud del cual una persona llamada 
fideicomitente transfiere bienes o derechos a una persona llamada 
fiduciario para que los administre o disponga de ellos en favor de 
un fideicomisario o beneficiario, que puede ser el propio 
fideicomitente. 

13. Fideicomiso de propósito determinado. Aquel fideicomiso que se 
constituye por la manifestación exteriorizada por escrito de la 
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voluntad de una persona llamada fideicomitente para el 
cumplimiento de un fin determinado y que cuenta con la 
aceptación de otra persona llamada fiduciario. 

14. Fideicomiso público. Acto jurídico en virtud del cual el Estado, 
representado por cualquier entidad o institución del sector 
público, en calidad de fideicomitente, transfiere bienes a empresas 
100 % del Estado, a instituciones bancarias o entidades reguladas 
por la presente Ley, que actúan en calidad de fiduciarios, las cuales 
se obligan a administrarlos o a disponer de ellos, para cumplir una 
finalidad determinada por el fideicomitente, en favor de un 
fideicomisario o beneficiario, que puede ser el propio 
fideicomitente o quien este disponga. 

15. Fideicomiso privado. Aquel que se constituye sobre bienes de 
propiedad particular y en beneficio de personas particulares, 
pueden ir dirigidos a toda clase de personas, tanto físicas como 
morales, con los fines más variados. 

16. Fiduciario. Persona natural o jurídica a quien se transfieren los 
bienes para que ejecute la voluntad del fideicomitente. 

17. Grupo económico. Conjunto de personas naturales o jurídicas, de 
cualquier nacionalidad o jurisdicción, cuyos intereses se 
encuentran en tal forma relacionados entre sí y que, a juicio de la 
Superintendencia de Bancos, para fines de supervisión, deben 
considerarse como si fueran una sola persona. 

18. Hecho relevante. Actos o circunstancias que, aun cuando no sean de 
conocimiento público y que de ser divulgados, es de esperarse que 
el fideicomitente le daría importancia para la toma de decisiones 
relacionadas con dicho fideicomiso, ya que pueden tener un 
efecto material adverso sobre los bienes que conforman el 
patrimonio fideicomitido. 

19. Protector. Persona natural o jurídica de confianza designada en el 
contrato de fideicomiso para supervisar y proteger a un 
fideicomiso. 

20. Superintendencia. La Superintendencia de Bancos de Panamá. 
21. Días. Días calendario, salvo disposición expresa en contrario. 
 

Artículo 117. El artículo 18 de la Ley 69 de 2007 queda así: 
Artículo 18. Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, la 
Dirección de Investigación Judicial expedirá un Certificado de 
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Información de Antecedentes Personales, sin costo alguno, que 
contendrá, si la hubiera, la descripción detallada de las resoluciones 
registradas en el Gabinete de Archivo e Identificación Personal. En 
caso de que no exista información de antecedentes registrada, así se 
expresará en el Certificado. 
 Cuando el Certificado de Información de Antecedentes 
Personales se expida para fines laborales solo consignará información 
registrada en el Gabinete de Archivo e Identificación Personal 
referente a sentencias condenatorias por delitos que hayan sido 
registradas dentro de los diez años anteriores a la expedición del 
Certificado. 
 La información recogida por las personas naturales o jurídicas 
no podrá ser suministrada a tercera personas, salvo que medie 
autorización del titular. 
 La Dirección reglamentará la forma en que será solicitado 
dicho Certificado. 

 
Artículo 118. El artículo 11 de la Ley 47 de 2013 queda así: 

Artículo 11. Obligaciones del custodio extranjero autorizado. El 
custodio extranjero autorizado deberá: 
1. Mantener toda la documentación relacionada a la prestación del 

servicio de custodia en la dirección física que este haya 
proporcionado al agente residente de la sociedad emisora al 
momento de notificarle su condición de custodio, según lo 
previsto en el artículo 17. Los registros relacionados a la 
prestación del servicio de custodia deberán ser mantenidos por un 
periodo de cinco años, luego de concluida la prestación de este. 

2. Mantener la custodia física de los certificados de acciones emitidas 
al portador mientras dure el ejercicio de su función como 
custodio autorizado en la dirección física que este haya 
proporcionado al agente residente de la sociedad emisora al 
momento de notificarle su condición de custodio, según lo 
previsto en el artículo 17. 

3. Mantener en estricta reserva la información recibida de acuerdo 
con las disposiciones de esta Ley. 

4. Proporcionar al agente residente de la sociedad emisora, junto con 
la notificación de su designación, el nombre completo, 
nacionalidad o país de incorporación, número de cédula o número 
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de pasaporte vigente o datos de incorporación, dirección física, 
número de teléfono y dirección de correo electrónico o número 
de fax de los propietarios de las acciones emitidas al portador 
cuyos certificados mantenga en custodia. El suministro de la 
información al agente residente no se considerará como 
incumplimiento de su obligación de mantener la información en 
estricta reserva ni como una violación al deber de confidencialidad 
o al derecho a la privacidad. 

5. Emitir certificaciones en las que conste la identidad del 
propietario de las acciones emitidas al portador cuando sean 
requeridas, mediante orden judicial, por el propietario o el 
acreedor prendario de estas. 

 
Artículo 119. El numeral 11 del artículo 4 de la Ley 23 de 2015, queda así: 

Artículo 4. Definiciones. Para los efectos de esta Ley, los términos 
siguientes se entenderán así: 
… 
11. Empresas de cumplimiento. Aquellas que, debidamente registradas 

ante la Intendencia de Supervisión y Regulación de Sujetos No 
Financieros, se dedican a ofrecer el servicio de apoyo a la debida 
diligencia a sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión que los 
contraten para cumplir con los objetivos de esta Ley. 

… 
 

Artículo 120. El artículo 8 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 8. Funciones de la Comisión. La Comisión Nacional contra 
el Blanqueo de Capitales, Financiamiento del Terrorismo y 
Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva 
tendrá las funciones siguientes: 
1. Aprobar las estrategias nacionales de riesgos de los delitos de 

blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva, a fin de tomar las medidas necesarias para mitigar los 
riesgos nacionales, gestionar eficazmente los recursos disponibles 
y adoptar las decisiones de aplicación a los sujetos obligados 
financieros, sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión, previa la 
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convocatoria de los sectores afectados para el logro de una 
adecuada participación ciudadana. 

2. Dar seguimiento al Plan Nacional de Evaluación de Riesgos para 
la Prevención de los Delitos de Blanqueo de Capitales, 
Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la 
Proliferación de Armas de Destrucción Masiva. 

3. Establecer las políticas para la prevención de los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva. 

4. Asegurar la coordinación de la representación de la República de 
Panamá en foros internacionales relacionados con las políticas del 
país contra los delitos de blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva. 

5. Presentar informes al Consejo de Gabinete sobre las medidas y 
acciones que se ejecuten basadas en la evaluación de riesgos para 
la prevención del blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva. 

6. Variar las sumas de dinero en efectivo y cuasiefectivo sobre las 
cuales se establece la obligación de declarar. 

7. Presentar un resumen anual al Órgano Ejecutivo de las acciones y 
gestiones realizadas, tanto nacional e internacionalmente, en la 
prevención del blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y la proliferación de armas de destrucción masiva, 
junto con las estadísticas pertinentes. 

8. Preparar un informe anual listando los Estados, países o 
jurisdicciones que presenten un alto riesgos a la República de 
Panamá de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
la proliferación de armas de destrucción masiva. 

 
Artículo 121. El artículo 12 de la Ley 23 de 2015 queda así: 

Artículo 12. Enlace. Los sujetos obligados financieros, sujetos 
obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales 
sujetas a supervisión deberán designar una persona o unidad 
responsable de servir como enlace con la Unidad de Análisis 
Financiero para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y 
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Financiamiento del Terrorismo y el respectivo organismo de 
supervisión para fines de la aplicación de las medidas de prevención 
del blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva 
establecidas en esta Ley. Hasta que dicha persona o unidad de enlace 
no sea nombrada formalmente ante su organismo de supervisión o la 
Unidad de Análisis Financiero, el representante legal o la persona 
natural que ejerce la profesión desempeñará la función de enlace. Para 
los sujetos obligados financieros, cada organismo de supervisión 
establecerá los requisitos y demás calificaciones en cuanto a la 
autoridad, independencia y jerarquía interna con la que deba contar la 
persona o unidad responsable. 
 

Artículo 122. El numeral 5 del artículo 20 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 20. Atribuciones de los organismos de supervisión. Son 
atribuciones de los organismos de supervisión los siguientes: 
… 
5. Imponer las sanciones correspondientes por el incumplimiento de 

la presente Ley de blanqueo de capitales, de financiamiento del 
terrorismo y de financiamiento para la proliferación de armas de 
destrucción masiva. Las sanciones impuestas en atención a esta 
función serán objeto de publicación en el sitio web de cada 
organismo de supervisión, indicando el nombre del sujeto 
sancionado, el tipo y monto de la sanción de ser esta última de 
carácter pecuniario. 

… 
 

Artículo 123. Se adicionan los literales h, i, j, k y l y un Parágrafo Transitorio 
al numeral 1 del artículo 22 de la Ley 23 de 2015, así: 

Artículo 22. Sujetos obligados financieros: … 
1. Supervisados por la Superintendencia de Bancos de Panamá para 

la prevención del blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masivas: 
… 
h. Empresas de remesas de dinero, sea o no actividad principal. 
i. Casas de cambio, en cualquiera de sus formas, ya sea mediante 

la entrega física o compra de contratos a futuro, sea o no su 
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actividad principal. 
j. Banco de Desarrollo Agropecuario. 
k. Banco Hipotecario Nacional. 
l. Sociedades anónimas de ahorros y préstamos para la vivienda. 
Parágrafo Transitorio: Los procesos de supervisión y los 
procesos sancionatorios administrativos iniciados por la 
Intendencia de Supervisión y Regulación de Sujetos No 
Financieros, antes de la entrada en vigencia de esta disposición, se 
continuarán tramitando ante esta instancia hasta su culminación, 
según lo dispone la presente Ley. 

… 
 

Artículo 124. El artículo 23 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 23. Sujetos obligados no financieros. Son sujetos obligados 
no financieros supervisados por la Intendencia de Supervisión y 
Regulación de Sujetos no Financieros del Ministerio de Economía y 
Finanzas los siguientes: 
1. Empresas de la Zona Libre de Colón, empresas establecidas en la 

Agencia Panamá- Pacífico, Zona Franca de Barú, la Bolsa de 
Diamante de Panamá y zonas francas. 

2. Casinos, juegos de suerte y azar y organización de sistemas de 
apuestas y otros establecimientos físicos o telemáticos que 
desarrollan estos negocios a través de Internet. 

3. Empresas promotoras, agente inmobiliario y corredoras de bienes 
raíces, cuando estos se involucren en transacciones para sus 
clientes concernientes a la compra y venta de bienes inmobiliarios. 

4. Empresas dedicadas al ramo de la construcción: empresas 
contratistas generales y contratistas especializadas. 

5. Empresas de transporte de valores. 
6. Casas de empeño. 
7. Empresas dedicadas a la comercialización de metales preciosos y 

empresas dedicadas a la comercialización de piedras preciosas, en 
cualquiera de sus formas, sea mediante la entrega física o compra 
de contratos a futuro. 

8. Lotería Nacional de Beneficencia. 
9. Correo y Telégrafos Nacionales de Panamá. 
10. Empresas dedicadas a la compra y venta de autos nuevos y 

usados. 
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11. Aquellas actividades realizadas por profesionales, según lo 
previsto en el artículo 24. 

 Otras entidades y actividades, que se incluyan por ley, que 
atendiendo a la naturaleza de sus operaciones puedan ser utilizadas 
para la comisión del delito de blanqueo de capitales, financiamiento 
del terrorismo o financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva o aquellas que surjan del plan nacional de 
evaluación de riesgos para la prevención de los delitos de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. 
 

Artículo 125. El artículo 35 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 35. Aplicación por terceros de las medidas de diligencia 
debida. Para la aplicación de las medidas de diligencia debida, los 
sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetas a supervisión podrán recurrir a empresas de 
cumplimiento para que los asistan en los procedimientos de 
identificación del cliente, identificación del beneficiario final y 
comprensión de la naturaleza comercial o transaccional del cliente. 
 Los sujetos obligados no financieros y actividades realizadas 
por profesionales sujetas a supervisión son responsables con respecto 
de las medidas desarrolladas por el tercero en los procedimientos de 
identificación del cliente, identificación del beneficiario final y 
comprensión de la naturaleza comercial o transaccional del cliente. 
 Reglamentariamente, se deberán determinar los criterios que 
deben comprender este tipo de medidas. 
 

Artículo 126. El artículo 37 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 37. Dependencia de terceros. Los sujetos obligados 
financieros, los sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetos a supervisión podrán, a su 
discreción, apoyarse de la debida diligencia realizada por un tercero 
que pertenezca a su mismo grupo económico, que, a su vez, es un 
sujeto obligado. 
 

Artículo 127. El artículo 66 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 66. Procedimiento ordinario. En la determinación de las 
infracciones y la aplicación de las sanciones previstas en esta Ley, sin 
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perjuicio que exista un procedimiento especial, se observará 
supletoriamente lo establecido en la Ley de Procedimiento 
Administrativo General. 
 Los organismos de supervisión podrán aceptar, por parte de 
los sujetos obligados, el reconocimiento del incumplimiento de las 
disposiciones legales y reglamentarias establecidas y según su 
respectivo procedimiento sancionatorio, con la finalidad de hacerlo 
más expedito, lo que se considerará como una atenuante a la sanción 
que corresponda. Los organismos de supervisión desarrollarán los 
criterios y el procedimiento para la aceptación de este 
reconocimiento. 
 

Título IV 
Disposiciones Finales 

 
Artículo 128. Entendimientos con Entes Supervisores Extranjeros. La 
Superintendencia de Bancos celebrará entendimientos con Entes 
Supervisores Extranjeros, ya sea de forma bilateral o multilateral, que 
permitan y faciliten la regulación y supervisión de los fiduciarios y la 
evaluación global de las empresas subsidiarias, afiliadas o relacionadas a 
dichos fiduciarios de acuerdo con la presente Ley. Estos acuerdos 
especificarán, entre otros, los criterios aplicables a las inspecciones y al 
intercambio de información y cooperación entre Entes. 
 La cooperación con Entes Supervisores Extranjeros se fundamentará 
en principio de reciprocidad y confidencialidad debiéndose ceñirse, 
estrictamente, a fines de supervisión fiduciaria. 
 
Artículo 129. Acuerdos, resoluciones y circulares. Se reconoce la validez de 
los acuerdos, resoluciones y circulares dictados por la Superintendencia de 
Bancos que apliquen al negocio fiduciario que se encuentren vigentes a la 
entrada en vigencia de esta Ley, siempre que no contradigan su letra y 
espíritu.  

 
Artículo 130. Ajuste de los fiduciarios sin licencia a esta Ley. Quienes al 
momento de la entrada en vigencia de esta Ley se encuentren actuando como 
fiduciarios sin licencia fiduciaria, estando obligados a tenerla de acuerdo con 
esta Ley, deberán solicitar a la Superintendencia de Bancos la respectiva 
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licencia fiduciaria en los términos y condiciones establecidos en la presente 
Ley. 
 Esta solicitud deberá presentarse dentro de los seis meses, contados a 
partir de la fecha de entrada en vigencia de esta Ley. 
 
Artículo 131. Periodo de adecuación. Quienes cuenten con licencia fiduciaria 
al momento de entrada en vigencia de esta Ley deberán acreditar ante la 
Superintendencia de Bancos el cumplimiento de los nuevos requisitos 
establecidos en esta Ley, para poder seguir actuando como fiduciarios. Para 
estos efectos, la Superintendencia de Bancos establecerá, mediante Acuerdo, 
los documentos requeridos para el mencionado proceso de acreditación. 
 El fiduciario deberá iniciar el proceso de acreditación dentro de los 
seis meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta Ley. Vencido 
este plazo sin haber iniciado dicho proceso, la Superintendencia de Bancos 
podrá cancelar la licencia fiduciaria o podrá extender el plazo para la 
acreditación con base a razón justificada. 
 Cumplida la acreditación, la Superintendencia de Bancos procederá a 
expedir un certificado de adecuación. 
 
Artículo 132. Indicativo. La presente Ley modifica los artículos 1,4, 9, 10, 12, 
13, 14, 15, 16, 27, 28, 29, 32, 33 y 41, adiciona los artículos 41-A, 41-B, 41-C y 
41-D y deroga los artículos 36 y 37 de la Ley 1 de 5 de enero de 1984, así 
como el Decreto Ejecutivo 16 de 3 de octubre de 1984. 
 Modifica el artículo 18 de la Ley 69 de 27 de diciembre de 2007; el 
artículo 11 de la Ley 47 de 6 de agosto de 2013; el numeral 11 del artículo 4, 
los artículos 8 y 12, el numeral 5 del artículo 20, los artículos 23, 35, 37 y 66 y 
adiciona los literales h, i, j, k y 1 y un parágrafo transitorio al numeral 1 del 
artículo 22 de la Ley 23 de 27 de abril de 2015; restablece la vigencia del 
numeral 1 del artículo 709 y adiciona el numeral 15 al artículo 752 del Código 
Fiscal. 
 
Artículo 133. Vigencia. Esta Ley comenzará a regir el día siguiente al de su 
promulgación. 
 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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Proyecto 412 de 2017 aprobado en tercer debate en el Palacio Justo 
Arosemena, ciudad de Panamá, a los veinticuatro días del mes de abril del año 
dos mil diecisiete. 
 
El Presidente, 
Rubén De León Sánchez 
 
El Secretario General, 
Franz O. Wever Z. 
 
ÓRGANO EJECUTIVO NACIONAL. PRESIDENCIA DE LA 
REPÚBLICA PANAMÁ, REPÚBLICA DE PANAMÁ, 10 DE MAYO DE 
2017. 
 
JUAN CARLOS VARELA R. 
Presidente de la República 
 
DULCIDIO DE LA GUARDIA 
Ministro de Economía y Finanzas 
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Ley 2328 
De 27 de abril de 2015 

 
Que adopta medidas para prevenir el blanqueo de capitales, el financiamiento 
del terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 

masiva, y dicta otras disposiciones 
 

LA ASAMBLEA NACIONAL 
 

DECRETA: 
 

Título I 
Disposiciones Generales 

 
Artículo 1. Objeto. Esta Ley es el marco regulatorio para que los diferentes 
organismos de supervisión, así como las entidades, personas naturales y 
jurídicas sujetas a esta supervisión, establezcan: 
1. Las medidas para identificar, evaluar y entender los riesgos y 

consecuencias del blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 

2. Los controles apropiados para su mitigación, con el objeto de proteger la 
integridad del sistema financiero y de otros sectores de la economía del 
país. 

3. Las medidas para facilitar la cooperación internacional. 
 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. Esta Ley aplica a: 
1. La Comisión Nacional contra el Blanqueo de Capitales, Financiamiento 

del Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de Armas de 
Destrucción Masiva. 

2. La Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del Blanqueo de 

                                                           
28 Publicada en la Gaceta Oficial n.º 27768-B de 27 de abril de 2015. 
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Capitales y Financiamiento del Terrorismo. 
3. Los organismos de supervisión. 
4. Los sujetos obligados no financieros, actividades realizadas por 

profesionales sujetas a supervisión, así como sujetos obligados 
financieros, sus sucursales, subsidiarias y filiales de propiedad mayoritaria 
del grupo financiero. 

 
Artículo 3. Fines. Son fines de la presente Ley: 
1. Prevenir el blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 

financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, 
mediante la supervisión de los sujetos obligados financieros, los sujetos 
obligados no financieros y las actividades realizadas por profesionales 
sujetas a supervisión. 

2. Crear la coordinación nacional en temas de prevención del blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. 

3. Introducir la metodología base de prevención del blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva, con un enfoque basado en el riesgo, que 
permita adoptar medidas y asignar recursos de forma proporcional a la 
exposición de los riesgos identificados para su administración. 

4. Ordenar los principios y deberes que en materia de prevención del 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva están obligados a seguir 
los organismos de supervisión y los sujetos obligados financieros, sujetos 
obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas 
a supervisión, así corno la institución responsable del análisis de 
inteligencia financiera. 

5. Fortalecer las funciones de prevención y mitigación de los organismos de 
supervisión. 

6. Establecer los mecanismos de recolección, recepción y análisis de 
información de inteligencia financiera. 

7. Introducir los criterios y las recomendaciones para la imposición de 
sanciones por incumplimiento de la presente Ley. 

8. Ordenar la representación de la República de Panamá ante organismos 
internacionales vinculados al combate del blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva, para los fines de cooperación internacional 
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al cumplimiento de compromisos internacionales adquiridos por el país 
en esta materia. 

Artículo 4. Definiciones. Para los efectos de esta Ley, los términos siguientes 
se entenderán así: 
1. Análisis de inteligencia financiera. Proceso que conlleva la evaluación de la 

información obtenida con el fin de agregar valor a esta para prevenir y 
detectar operaciones o actividades del blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva. 

2. Administración del riesgo de blanqueo de capitales, de financiamiento del terrorismo y 
de financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. Procesos y 
herramientas tecnológicas que permitan identificar, clasificar, medir, 
controlar, mitigar y prevenir el riesgo relacionado con el blanqueo de 
capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. 

3. Estrecho colaborador. Persona conocida por su íntima relación con respecto 
a la persona expuesta políticamente, esto incluye a quienes están en 
posición de realizar transacciones financieras, comerciales o de cualquier 
naturaleza, ya sean locales e internacionales, en nombre de la persona 
expuesta políticamente. 

4. Beneficiario final. Persona o personas naturales que finalmente, directa o 
indirectamente, poseen, controlan y/o ejercen influencia significativa 
sobre el cliente o la relación de cuenta o la relación contractual y/o de 
negocio, o la persona o personas naturales en cuyo nombre o beneficio se 
realiza una transacción. Incluye a la persona o personas naturales que 
ejercen control efectivo final sobre una persona jurídica o estructura 
jurídica. 

El Órgano Ejecutivo reglamentará el criterio para determinar la 
posesión, control Influencia significativa29. 

5. Blanqueo de capitales. Delito tipificado en el Código Penal de la República 
de Panamá 

6. Cliente. Persona natural o jurídica, según sea definida por las disposiciones 
legales que rigen para cada actividad económica o profesional indicada en 
esta Ley, con la cual los sujetos obligados financieros, sujetos obligados 
no financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a 
supervisión establecen, mantienen o han mantenido, de forma habitual u 
ocasional, una relación contractual, profesional o de negocios para el 

                                                           
29 Numeral modificado por el artículo 1 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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suministro de cualquier producto o servicio propio de su actividad. 
7. Cuasi efectivo. Cheques de gerencia, de viajeros y órdenes de pago librados 

al portador, con múltiples endosos, con endoso en blanco y demás 
documentos negociables que se incorporen mediante reglamentación de 
los diferentes organismos de supervisión. 

8. Debida diligencia. Conjunto de normas, de políticas, de procedimientos, de 
procesos y de gestiones que permitan un conocimiento razonable de los 
aspectos cualitativos y cuantitativos del diente y del beneficiario final, con 
especial atención del perfil financiero y transaccional del cliente, el origen 
de su patrimonio y el seguimiento continuo de sus transacciones u 
operaciones, cuando aplique, conforme a la reglamentación de esta Ley, 
por parte de cada organismo de supervisión. 

9. Debida diligencia ampliada o reforzada. Conjunto de normas, de políticas, de 
procedimientos, de procesos y de gestiones más exigentes y 
razonablemente diseñadas para que el conocimiento del cliente se 
intensifique en función de los resultados de la identificación, evaluación y 
diagnóstico de los riesgos que aplica la entidad para prevenirlos delitos del 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y el financiamiento 
de la proliferación de armas de destrucción masiva. 

10. Debida diligencia simplificada. Conjunto de normas, de políticas, de 
procedimientos, de procesos y de gestiones básicas definidas en esta Ley, 
que en función de los resultados de la identificación, evaluación y 
diagnóstico de los riesgos aplicará la entidad para prevenir los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y el financiamiento 
de la proliferación de armas de destrucción masiva. 

11. Empresas de cumplimiento. Aquellas que, debidamente registradas ante la 
Intendencia de Supervisión y Regulación de Sujetos No Financieros, se 
dedican a ofrecer el servicio de apoyo a la debida diligencia a sujetos 
obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas 
a supervisión que los contraten para cumplir con los objetivos de esta 
Ley30. 

12. Enfoque basado en riesgo. Proceso mediante el cual los sujetos obligados 
financieros, los sujetos obligados no financieros y los organismos de 
supervisión, según su comprensión de los riesgos, adoptan medidas de 
prevención y supervisión acordes con la naturaleza de estos riesgos a fin 
de focalizar sus esfuerzos de manera más efectiva. Es decir, entre mayores 
son los riesgos se deberán aplicar medidas ampliadas o reforzadas para 

                                                           
30 Numeral modificado por el artículo 119 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
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administrarlos, mitigarlos y, cuando se trate de riesgos menores, deberán 
ser permitidas las medidas simplificadas. 

13. Familiares cercanos. Únicamente, el cónyuge, los padres, los hermanos y los 
hijos de la persona expuesta políticamente. 

14. Financiamiento del terrorismo. Delito tipificado en el Código Penal de la 
República de Panamá. 

15. Mitigadores de riesgo. Controles internos que se establecen para minimizar o 
reducir la exposición de los riesgos identificados y cuantificados, de tal 
forma que se puedan administrar adecuadamente. 

16. Operación Inusual. Aquella operación que no es cónsona con el perfil 
financiero o transaccional del cliente declarado y confirmado 
razonablemente por la entidad en el momento del inicio de la relación 
contractual, o que se excede de los parámetros fados por la entidad en el 
proceso de debida diligencia realizado al cliente y que, por consiguiente, 
debe ser justificada debidamente. 

17. Operación sospechosa. Aquella operación que no puede ser justificada o 
sustentada contra el perfil financiero o transaccional del cliente, o aquella 
operación que pudiera estar relacionada con el blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo o financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva. 

18. Personas expuestas políticamente. Personas nacionales o extranjeras que 
cumplen funciones públicas destacadas de alto nivel o con mando y 
jurisdicción en un Estado, como (pero sin limitarse) los jefes de Estados o 
de un gobierno, los políticos de alto perfil, los funcionarios 
gubernamentales, judiciales o militares de alta jerarquía, los altos 
ejecutivos de empresas o corporaciones estatales, los funcionarios 
públicos que ocupen cargos de elección popular, entre otros que ejerzan 
la toma de decisiones en las entidades públicas; personas que cumplen o a 
quienes se les han confiado funciones importantes por una organización 
internacional, como los miembros de la alta gerencia, es decir, directores, 
subdirectores y miembros de la junta directiva o funciones equivalentes. 

19. Riesgo. Posibilidad de la ocurrencia de un hecho, una acción o una omisión 
que podría afectar adversamente la capacidad de una organización de 
lograr sus objetivos de negocio y ejecutar sus estrategias con éxito; evento 
o acción que pueda afectar en forma adversa a una institución u 
organización. Además, el riesgo puede percibirse como una función de 
tres factores: amenaza, vulnerabilidad e impacto. 

20. Transferencia electrónica. Toda transacción u operación llevada a cabo en 
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nombre de un ordenante por medios electrónicos con la finalidad de 
poner a disposición de una persona beneficiaria un monto de fondo en 
una institución financiera beneficiaria, independientemente de si el 
ordenante y el beneficiario son la misma persona. Esta definición se aplica 
a las transferencias electrónicas internacionales y a las transferencias 
electrónicas nacionales. 

21. Estructura jurídica. Se refiere a un fideicomiso u otras relaciones legales 
donde exista una separación entre la propiedad legal y el beneficiario final 
o beneficiarios finales31. 

 
Título II 

Coordinación Nacional para la Prevención del Blanqueo de Capitales, 
Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de 

Armas de Destrucción Masa 
 
Artículo 5. Conformación del sistema de coordinación nacional. El sistema 
de coordinación nacional para la prevención del blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas 
de destrucción masiva estará conformado por: 
1. La Comisión Nacional contra el Blanqueo de Capitales, Financiamiento 

del Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de Armas de 
Destrucción Masiva. 

2. La Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del Delito de 
Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo. 

3. Los organismos de supervisión. 
 
Artículo 6. Conformación de la Comisión Nacional. La Comisión Nacional 
contra el Blanqueo de Capitales, Financiamiento del Terrorismo y 
Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva estará 
conformada por: 
1. El ministro de Economía y Finanzas, o quien este designe, quien actuará 

como presidente. 
2. El ministro de Relaciones Exteriores o quien este designe. 
3. El ministro de la Presidencia o quien este designe. 
4. El ministro de Comercio e Industrias o quien este designe. 
5. El superintendente de Bancos de Panamá en su calidad de presidente del 

Consejo de Coordinación Financiera o quien este designe. 

                                                           
31 Numeral adicionado por el artículo 1 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 



MARCO NORMATIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE SUJETOS NO FINANCIEROS 
  

123 

6. El superintendente de Sujetos no Financieros o quien este designe. 
7. El procurador general de la nación en representación del Ministerio 

Público o quien este designe. 
8. El director de la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del 

Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo o quien 
este designe. 

9. El presidente de la Comisión de Economía y Finanzas de la Asamblea 
Nacional. 

 El secretario ejecutivo del Consejo de Seguridad participará en las 
reuniones de la Comisión Nacional contra el Blanqueo de Capitales, 
Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de 
Armas de Destrucción Masiva con derecho a voz en las sesiones respectivas. 
 La Comisión Nacional, con carácter consultivo, podrá invitar a sus 
reuniones, cuando así lo considere su presidente, a otras instituciones del 
sector público, a las asociaciones o gremios legalmente constituidos que 
representen a los sujetos obligados financieros y sujetos obligados no 
financieros. 
 La Comisión contará con una secretaría técnica, adscrita al despacho 
del ministro de Economía y Finanzas, que tendrá funciones técnicas y 
administrativas y podrá participar en las reuniones de la Comisión Nacional 
con derecho a voz32. 
 
Artículo 7. Quorum y decisiones de la Comisión Nacional. La Comisión 
Nacional contra el Blanqueo de Capitales, Financiamiento del Terrorismo y 
Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva se 
reunirá, cuantas veces sea precisa su convocatoria, a solicitud de su 
presidente, con una frecuencia mínima de cuatro veces al año. 
 Para constituir quorum en las reuniones de la Comisión Nacional se 
requiere la presencia de, por lo menos, cinco de sus miembros. 
 Las decisiones de la Comisión Nacional serán adoptadas-por el voto 
afirmativo de, por lo menos, cinco de sus miembros33. 
 
Artículo 8. Funciones de la Comisión. La Comisión Nacional contra el 
Blanqueo de Capitales, Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la 
Proliferación de Armas de Destrucción Masiva tendrá las funciones 
siguientes: 

                                                           
32 Artículo modificado por el artículo 2 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
33 Artículo modificado por el artículo 3 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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1. Aprobar las estrategias nacionales de riesgos de los delitos de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva, a fin de tomar las medidas 
necesarias para mitigar los riesgos nacionales, gestionar eficazmente los 
recursos disponibles y adoptar las decisiones de aplicación a los sujetos 
obligados financieros, sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión, previa la convocatoria 
de los sectores afectados para el logro de una adecuada participación 
ciudadana. 

2. Dar seguimiento al Plan Nacional de Evaluación de Riesgos para la 
Prevención de los Delitos de Blanqueo de Capitales, Financiamiento del 
Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de Armas de 
Destrucción Masiva. 

3. Establecer las políticas para la prevención de los delitos de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. 

4. Asegurar la coordinación de la representación de la República de Panamá 
en foros internacionales relacionados con las políticas del país contra los 
delitos de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 

5. Presentar informes al Consejo de Gabinete sobre las medidas y acciones 
que se ejecuten basadas en la evaluación de riesgos para la prevención del 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva. 

6. Variar las sumas de dinero en efectivo y cuasiefectivo sobre las cuales se 
establece la obligación de declarar. 

7. Presentar un resumen anual al Órgano Ejecutivo de las acciones y 
gestiones realizadas, tanto nacional e internacionalmente, en la prevención 
del blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y la proliferación 
de armas de destrucción masiva, junto con las estadísticas pertinentes. 

8. Preparar un informe anual listando los Estados, países o jurisdicciones 
que presenten un alto riesgos a la República de Panamá de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y la proliferación de armas de 
destrucción masiva34. 

 
Artículo 9. Unidad de Análisis Financiero. La Unidad de Análisis Financiero 
para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 

                                                           
34 Artículo modificado por el artículo 120 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
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Terrorismo es el centro nacional para la recopilación y análisis de información 
financiera relacionada con los delitos de blanqueo de capitales, financiamiento 
del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva, así como para la comunicación de los resultados de ese análisis a las 
autoridades de investigación y represión del país. 
 
Artículo 10. Independencia operacional de la Unidad. La Unidad de Análisis 
Financiero para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y 
Financiamiento del Terrorismo contará con los recursos financieros, 
humanos y técnicos que garanticen su independencia operacional en el 
desempeño de sus funciones de análisis y manejo de información de 
inteligencia. 
 
Artículo 11. Facultades. La Unidad de Análisis Financiero para la Prevención 
del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo tendrá 
las facultades siguientes: 
1. Centralizar a nivel nacional los reportes de operaciones sospechosas, 

efectivo y cuasi efectivo que generen o emitan los sujetos obligados 
financieros, sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetas a supervisión, definidos en la presente Ley y en las 
normas que la reglamenten, con estándares de confidencialidad y 
responsabilidad de su custodia y archivo para prevenir los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva. 

2. Recibir de los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión 
toda la información relacionada con las operaciones sospechosas que 
pudieran estar vinculadas al blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva. 

3. Podrá requerir por escrito a los sujetos obligados financieros, sujetos 
obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas 
a supervisión cualquier información relacionada a casos de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva, que considere necesaria, 
para efectuar su análisis apropiadamente. 

4. Analizar la información obtenida a fin de comunicar los resultados de su 
análisis y los documentos que lo sustentan al Ministerio Público, a la 
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Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas, a 
los agentes con funciones de investigación penal, a las autoridades 
jurisdiccionales y a los organismos de supervisión, cuando hubiera 
motivos para sospechar que se han o están desarrollando actividades 
relacionadas con el blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva35. 

5. Efectuar el análisis operativo utilizando la información y documentación 
disponible, con el objetivo de identificar y seguir el rastro de actividades o 
transacciones con posibles vínculos entre una actividad y los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento de terrorismo y financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva. 

6. Efectuar el análisis estratégico utilizando la información y documentación 
disponible incluyendo datos que pudieran suministrar otras autoridades 
competentes para identificar la tendencia y los patrones relacionados con 
los delitos de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 

7. Elaborar y mantener los registros hasta un mínimo de cinco años y las 
estadísticas necesarias para el desarrollo de sus funciones. 

8. Intercambiar con entidades homólogas de otros países información de 
inteligencia financiera para el análisis de la que pueda estar relacionada 
con el blanqueo decapitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, previa 
la firma con dichas entidades de memorando de entendimiento u otros 
acuerdos de cooperación. 

9. Intercambiar información de inteligencia financiera que pueda estar 
relacionada con blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva con 
jurisdicciones con las que no se haya suscrito acuerdo alguno, siempre 
que sean del Grupo Egmont y por reciprocidad. 

10. Facilitar cooperación cuando la información sea relevante al 
cumplimiento de la Resolución 1373 del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas. 

11. Proveer al Ministerio Público, a los organismos de supervisión, a la 
Autoridad Nacional de Aduanas, a la Dirección General de Ingresos del 
Ministerio de Economía y Finanzas y a los diferentes órganos de 
inteligencia y seguridad del Estado de cualquier asistencia técnica 
requerida que pueda ayudar en las investigaciones penales o 

                                                           
35 Numeral modificado por el artículo 4 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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administrativas de los actos y delitos relacionados con el blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva36. 

12. Obtener información financiera adicional relacionada a los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva de los sujetos obligados 
financieros, sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetas a supervisión, cuando los análisis de inteligencia 
financiera que se deriven de los diferentes reportes recibidos y otras 
declaraciones así lo ameriten. 

13. Establecer directrices y ofrecer retroalimentación que ayude a los sujetos 
obligados financieros, sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión en la aplicación de las 
medidas contenidas en esta Ley y en particular en la detección y reporte 
de operaciones sospechosas. 

14. Mantener estadísticas actualizadas sobre los asuntos relevantes a la 
implementación de esta ley, incluyendo los reportes de operaciones 
sospechosas recibidos y los informes diseminados a las autoridades 
competentes. 

15. Ejercer otras que se deriven de la presente Ley u otras disposiciones 
legales y convenios internacionales suscritos y ratificados por la República 
de Panamá. 

 
Artículo 12. Enlace. Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión 
deberán designar una persona o unidad responsable de servir como enlace 
con la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del Delito de 
Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo y el respectivo 
organismo de supervisión para fines de la aplicación de las medidas de 
prevención del blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva 
establecidas en esta Ley. Hasta que dicha persona o unidad de enlace no sea 
nombrada formalmente ante su organismo de supervisión o la Unidad de 
Análisis Financiero, el representante legal o la persona natural que ejerce la 
profesión desempeñará la función de enlace. Para los sujetos obligados 
financieros, cada organismo de supervisión establecerá los requisitos y demás 

                                                           
36 Numeral modificado por el artículo 4 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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calificaciones en cuanto a la autoridad, independencia y jerarquía interna con 
la que deba contar la persona o unidad responsable37. 
 

Título III 
Organismos de Supervisión 

 
Artículo 13. [Derogado]38 
 
Artículo 14. [Derogado]39 
 
Artículo 15. [Derogado]40 
 
Artículo 16. [Derogado]41 
  
Artículo 17. [Derogado]42 
 
Artículo 18. [Derogado]43 
 
Artículo 19. Organismos de supervisión. Son organismos de supervisión de 
conformidad con esta Ley:  
1. La Superintendencia de Bancos de Panamá.  
2. La Superintendencia de Seguros y Reaseguros de Panamá.  
3. La Superintendencia del Mercado de Valores  
4. La Superintendencia de Sujetos no Financieros.  
5. El Instituto Panameño Autónomo Cooperativo.  
6. Cualquier otra institución pública que se determine por ley, a fin de 

garantizar la supervisión de otras actividades descritas en esta Ley o cuyo 
perfil de riesgo así lo requiera44. 

 
Artículo 20. Atribuciones de los organismos de supervisión. Son atribuciones 
de los organismos de supervisión las siguientes: 

                                                           
37 Artículo modificado por el artículo 121 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
38 Artículo derogado por el artículo 56 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
39 Artículo derogado por el artículo 56 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
40 Artículo derogado por el artículo 56 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
41 Artículo derogado por el artículo 56 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
42 Artículo derogado por el artículo 56 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
43 Artículo derogado por el artículo 56 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
44 Artículo modificado por el artículo 52 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
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1. Supervisar que los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión 
cuenten con políticas, mecanismos y procedimientos de control interno 
de cada una de las personas naturales o jurídicas sujetas a su supervisión, a 
fin de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones establecidas 
en la presente Ley y sus reglamentos. 

2. Elaborar el Manual para la Supervisión del Blanqueo de Capitales, 
Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de 
Armas de Destrucción Masiva con un enfoque basado en riesgo. 

3. Adoptar un enfoque de supervisión basado en riesgos que le permita al 
supervisor tener un entendimiento claro de los riesgos de los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva, presentes en el país. 

4. Tener acceso a información financiera relacionada con el delito de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva asociados a los clientes, a 
los productos y a los servicios de los sujetos obligados financieros, sujetos 
obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas 
a supervisión. 

5. Imponer las sanciones correspondientes por el incumplimiento de la 
presente Ley de blanqueo de capitales, de financiamiento del terrorismo y 
de financiamiento para la proliferación de armas de destrucción masiva. 
Las sanciones impuestas en atención a esta función serán objeto de 
publicación en el sitio web de cada organismo de supervisión, indicando 
el nombre del sujeto sancionado, el tipo y monto de la sanción de ser esta 
última de carácter pecuniario45. 

6. Notificar a la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del Delito 
de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo las sanciones 
impuestas de conformidad con lo establecido en esta Ley y sus 
reglamentos. 

7. Emitir normas de orientación y retroalimentación a los sujetos obligados 
financieros, sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetas a supervisión para su aplicación, al igual que los 
procedimientos para la identificación de los beneficiarios finales, de las 
personas jurídicas y otras estructuras jurídicas. 

8. Asegurar que los sujetos obligados financieros y sujetos obligados no 
financieros cuenten con la información básica sobre el originador y el 

                                                           
45 Numeral modificado por el artículo 122 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
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beneficiario de las transferencias electrónicas y que esté disponible al 
organismo de supervisión y a la Unidad de Análisis Financiero para la 
Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo y autoridad competente. 

9. Dictar las directrices para la aplicación de esta Ley, que sean pertinentes, 
con respecto a las sucursales, subsidiarias y filiales de los sujetos obligados 
financieros. 

10. Mantener actualizadas las estadísticas sobre asuntos relevantes a la 
efectividad e implementación de esta Ley, incluyendo las supervisiones y 
sanciones aplicadas a los sujetos obligados financieros, sujetos obligados 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a 
supervisión. 

11. Aplicar las medidas y sanciones necesarias para que los sujetos obligados 
financieros, sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetas a supervisión cumplan con lo dispuesto en esta Ley 
y sus reglamentos. 

12. Suscribir acuerdos de cooperación con entidades del Estado y homólogas 
extranjeras que faciliten la función de supervisión. 

 
Artículo 21. Guía y retroalimentación. Los organismos de supervisión 
emitirán guías y directrices que coadyuven en la gestión integral de los riesgos 
a los cuales están expuestos los sujetos obligados financieros, sujetos 
obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a 
supervisión en la administración integral de los riesgos a los cuales están 
expuestos. 
 

Título IV 
Sujetos Obligados y Actividades Realizadas por Profesionales Sujetas a 

Supervisión 
 

Capítulo I 
Sujetos Obligados Financieros 

 
Artículo 22. Sujetos obligados financieros. Son sujetos obligados financieros: 
1. Supervisados por la Superintendencia de Bancos de Panamá para la 

prevención del blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masivas: 
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a. Bancos y los grupos bancarios según sean definidos estos por la 
Superintendencia de Bancos. 

b. Empresas fiduciarias, incluyendo cualquier otra actividad que estas 
realicen. 

c. Empresas financieras. 
d. Empresas de arrendamiento financiero o leasing. 
e. Empresas de factoring. 
f. Emisores o procesadores de tarjetas de débito, crédito y prepagadas, 

sean estos personas naturales o jurídicas, incluyendo a aquellos que 
emitan y operan sus propias tarjetas. 

g. Las entidades emisoras de medios de pago y dinero electrónico. 
h. Empresas de remesas de dinero, sea o no actividad principal46. 
i. Casas de cambio, en cualquiera de sus formas, ya sea mediante la 

entrega física o compra de contratos a futuro, sea o no su actividad 
principal47. 

j. Banco de Desarrollo Agropecuario48. 
k. Banco Hipotecario Nacional49. 
l. Sociedades anónimas de ahorros y préstamos para la vivienda50. 
Parágrafo Transitorio: Los procesos de supervisión y los procesos 
sancionatorios administrativos iniciados por la Intendencia de Supervisión 
y Regulación de Sujetos No Financieros, antes de la entrada en vigencia 
de esta disposición, se continuarán tramitando ante esta instancia hasta su 
culminación, según lo dispone la presente Ley51. 

La Superintendencia de Bancos podrá solicitar la identidad de los 
depositantes que sea necesaria para el debido cumplimiento de las normas 
de prevención de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. La 
información que se requiera de las entidades debe ser parte únicamente de 
la supervisión que en materia de prevención de blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva lleve a cabo la Superintendencia a todos sus 
regulados. 

                                                           
46 Literal adicionado por el artículo 123 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
47 Literal adicionado por el artículo 123 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
48 Literal adicionado por el artículo 123 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
49 Literal adicionado por el artículo 123 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
50 Literal adicionado por el artículo 123 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
51 Parágrafo adicionado por el artículo 123 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
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2. Supervisados por la Superintendencia del Mercado de Valores: 
organizaciones autorreguladas, casa de valores, administradores de 
inversión, administradoras de fondos de pensiones y administradoras de 
fondos de cesantía; sociedades de inversión autoadministradas; asesores 
de inversión; proveedor del servicio administrativo del mercado de 
valores52. 

3. Supervisados por la Superintendencia de Seguros y Reaseguros de 
Panamá: 
a. Compañías de seguros y reaseguros. 
b. Corredores de seguros (persona natural y persona jurídica), corredores 

de reaseguros (persona natural y persona jurídica), ajustadores de 
seguros o inspectores de averías, agentes de seguros (persona natural 
y persona jurídica), ejecutivos de cuentas o de ventas de seguros, 
canales de comercialización administradores de empresas 
aseguradoras, aseguradoras cautivas, administración de aseguradoras 
cautivas, administradoras de corredores de seguros. 

4. Supervisados por el Instituto Panameño Autónomo Cooperativo: 
cooperativas de ahorro y crédito, cooperativas de servicios múltiples o 
integrales que desarrollen la actividad de ahorro y crédito y cualquier otra 
organización cooperativa que realice la actividad de intermediación 
financiera. 

 
Capítulo II 

Sujetos Obligados No Financieros 
 
Artículo 23. Los sujetos obligados no financieros. Son sujetos obligados no 
financieros los supervisados por la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros definidos en el artículo 40 de la Ley 124 de 2020. 
 Cualquier referencia a sujetos obligados no financieros y a actividades 
profesionales sujetas a supervisión deberán entenderse como sujetos 
obligados no financieros como se define en el artículo 40 de la Ley 124 de 
202053. 
 

                                                           
52 Artículo modificado por el artículo 2 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
53 Artículo restablecido en su vigencia por el artículo 6 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 
2021. 
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Capítulo III 
Actividades Realizadas por Profesionales Sujetas a Supervisión 

 
Artículo 24. [Derogado]54 
 
Artículo 25. [Derogado]55 
 

Título V 
Mecanismos de Prevención y Control del Riesgo del Blanqueo de 

Capitales, el Financiamiento del Terrorismo y el Financiamiento de la 
Proliferación de Armas de Destrucción Masiva 

 
Capítulo I 

Debida Diligencia 
 
Artículo 26. Evaluación de riesgo. Los sujetos obligados financieros y los 
sujetos obligados no financieros deberán tomar las medidas necesarias para 
identificar, evaluar y comprender sus riesgos de Blanqueo de Capitales, 
Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de 
Armas de Destrucción Masiva relacionados con clientes, países o áreas 
geográficas, y productos, servicios, transacciones o canales de distribución o 
comercialización. 
 Los sujetos obligados financieros y los sujetos obligados no 
financieros deberán: 
1. Documentar sus evaluaciones de riesgo. 
2. Considerar todos los factores de riesgo relevantes antes de determinar el 

nivel promedio del riesgo, el nivel apropiado y el tipo de mitigadores 
aplicables. 

3. Mantener actualizadas estas evaluaciones de riesgo. 
4. Tener los mecanismos apropiados para proveer la información sobre las 

evaluaciones de riesgo, a sus respectivos supervisores. 
 Los respectivos organismos de supervisión reglamentarán esta 
materia56. 
 

                                                           
54 Artículo derogado por el artículo 56 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
55 Artículo derogado por el artículo 56 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
56 Artículo subrogado por el artículo 7 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Artículo 27. Medidas básicas de debida diligencia del cliente en caso de 
persona natural. Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión 
deberán tomar las siguientes medidas básicas de debida diligencia del cliente, 
cuando se trate de persona natural: 
1. Identificar y verificar la identidad del cliente solicitado y consultando 

documentos, datos o información confiable de fuentes independientes, 
debida referencias o recomendaciones, así como información confiable 
del perfil financiero y perfil transaccional del cliente. 

2. Los sujetos obligados no financieros identificarán y verificarán la 
identidad del cliente, solicitando y consultando documentos, datos o 
información confiable de fuentes oficiales e independientes. 

3. Verificar que la persona que está actuando en nombre de otra está 
autorizada, con el propósito de que el sujeto obligado proceda a 
identificar y verificar la identidad de esta persona. 

4. Identificar el beneficiario final y tomar las medidas razonables para 
verificar la información y documentación que se obtenga de cada una de 
las personas naturales que se identifiquen como el beneficiario final. 

5. Entender y, según corresponda, obtener información sobre el propósito y 
carácter que se pretende dar a la relación comercial o profesional. 

6. Establecer un perfil financiero, tomando las medidas razonables que 
sustenten el origen de los fondos, frecuencia de los movimientos y si el 
cliente depositará en efectivo, cuasi efectivo, cheques o transferencias 
electrónicas, con el propósito de establecer en la apertura de la cuenta o 
contrato el comportamiento usual que el cliente mantendrá con el sujeto 
obligado financiero. 

7. Toda nueva relación de cuenta o de contrato debe cumplir con una 
evaluación del perfil financiero y perfil transaccional del cliente, a fin de 
medir el riesgo de los productos o servicios ofrecidos. 

 En el caso de los sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión, las medidas básicas de 
debida diligencia del cliente persona natural se limitarán a los numerales 2, 3, 
y 4 atendiendo la importancia relativa y al riesgo identificado. 
 
Artículo 26-A. Identificación adecuada, verificación razonable y 
documentación. Los sujetos obligados financieros y los sujetos obligados no 
financieros deberán mantener en sus operaciones la debida diligencia y el 
cuidado conducente a prevenir razonablemente que dichas operaciones se 
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lleven a cabo con fondos o sobre fondos provenientes de actividades 
relacionadas con los delitos de blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva. 
 Los mecanismos de identificación del cliente y del beneficiario final, 
así como la verificación de la información y documentación, dependerán del 
perfil de riesgo de los sujetos obligados financieros y los sujetos obligados no 
financieros, considerando los tipos de clientes, productos y servicios que 
ofrece, los canales de distribución o comercialización que utilice y la 
ubicación geográfica de sus instalaciones, la de sus clientes y beneficiarios 
finales. Estas variables, ya sean por separado o en combinación, pueden 
aumentar o disminuir el riesgo potencial que representan, impactando así el 
nivel de las medidas de debida diligencia. En ese sentido, hay circunstancias 
en las que el riesgo de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo o 
el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva es mayor 
y hay que tomar medidas más estrictas, y en las circunstancias en las que el 
riesgo puede ser menor, siempre que medie un análisis adecuado del riesgo, 
podrán autorizarse medidas de debida diligencia simplificadas. 
 Los sujetos obligados financieros y los sujetos obligados no 
financieros deberán asegurar que los documentos, datos o información 
recopilada dentro del proceso de debida diligencia se mantengan actualizados, 
con mayor frecuencia para las categorías de clientes de mayor riesgo. 
 Los respectivos organismos de supervisión reglamentarán esta 
materia57. 
 
Artículo 26-B. Perfil financiero y transaccional. Los sujetos obligados no 
financieros deberán obtener información y documentación relacionada con el 
perfil financiero y transaccional de sus clientes, conforme al riesgo 
identificado. 
 El Órgano Ejecutivo reglamentará esta materia y la Superintendencia 
de Sujetos no Financieros regulará esta materia58. 
 
Artículo 28. Medidas básicas de debida diligencia del cliente en caso de 
persona jurídica. Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión 

                                                           
57 Artículo adicionado por el artículo 8 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
58 Artículo adicionado por el artículo 9 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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deberán tomar las siguientes medidas básicas de debida diligencia del cliente, 
cuando se trate de personas jurídicas y otras estructuras jurídicas: 
1. Solicitar las certificaciones correspondientes que evidencien la 

incorporación y vigencia de las personas jurídicas, lo mismo que la 
identificación de dignatarios, directores, apoderados, firmantes y 
representantes legales de dichas personas jurídicas, al igual que su 
identificación, verificación y domicilio. 

2. Identificar y tomar medidas razonables para verificar el beneficiario final 
usando información relevante obtenida de fuentes confiables. 

3. Cuando el beneficiario final sea una persona jurídica, la debida diligencia 
se extenderá hasta conocer a la persona natural que es el propietario o 
controlador. 

4. Entender la naturaleza del negocio del cliente y su estructura accionaria y 
de control. 

5. Los sujetos obligados financieros, en general, deberán tomar medidas 
para prevenir el uso indebido de los productos y servicios que ofrecen por 
parte de las personas jurídicas para el blanqueo de capitales, el 
financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva. 

6. Los sujetos obligados que tengan clientes personas jurídicas con registro 
de acciones al portador o certificados de acciones al portador deberán 
tomar medidas eficaces para asegurar que identificaron al beneficiario 
final o quién es el propietario efectivo y aplicar una debida diligencia 
transaccional para que estas personas jurídicas no sean utilizadas 
indebidamente para , el blanqueo de capitales, el financiamiento del 
terrorismo y el financiamiento, de la proliferación de armas de 
destrucción masiva. 

7. Cuando el sujeto obligado financiero no haya podido identificar al 
beneficiario final, se abstendrá de iniciar o continuar la relación de 
negocio o efectuar la transacción en caso de que persista la duda sobre la 
identidad del cliente o del beneficiario final. 

8. Conducir la debida diligencia que corresponda para las personas naturales, 
que actúen en calidad de administradores, representantes, apoderados, 
beneficiarios y firmantes de la persona jurídica. 

 En el caso de los sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión, las medidas básicas de 
debida diligencia del cliente persona jurídica se limitarán a los numerales 1, 2, 
3 y 8 atendiendo la importancia relativa, al riesgo identificado y especialmente 
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cuando estos se involucran en alguna transacción en efectivo con un cliente 
por un monto igual o mayor al monto establecido por el organismo de 
supervisión. 
 Los sujetos obligados financieros deberán tomar medidas para 
prevenir el uso indebido de otras estructuras jurídicas, entre estas las 
fundaciones de interés privado, asegurándose que exista información 
adecuada, precisa y oportuna, incluyendo información sobre el beneficiario 
final, consejo fundacional y del fundador. 
 Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y 
actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión aplicarán 
medidas simplificadas de debida diligencia para el caso de aquellas personas 
jurídicas que estén listadas en una bolsa de valores reconocida por la 
Superintendencia del Mercado de Valores. 
 
Artículo 29. Actualización de registros y su resguardo. Los sujetos obligados 
financieros, los sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetas a supervisión deberán mantener actualizados todos los 
registros de la información y documentación de debida diligencia que se lleve 
a cabo para la identificación y verificación de la persona natural y del 
beneficiario final de las personas jurídicas u otras estructuras jurídicas. 
 En los casos de aquellos clientes identificados como de alto riesgo, 
atendiendo a los resultados de la evaluación de riesgo realizada por los sujetos 
obligados financieros, los sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión, la actualización de todos los 
registros de la información y documentación de debida diligencia deberá 
realizarse como mínimo una vez al año. 
 Igualmente, resguardarán la información, documentación de la debida 
diligencia del cliente y del beneficiario final, así como los registros de las 
operaciones realizadas, por un periodo mínimo de cinco años, contado a 
partir de la terminación de la relación profesional, que hagan posible el 
conocimiento de este y la reconstrucción de sus operaciones59. 
 
Artículo 30. Obligación de políticas y procedimientos a las empresas 
fiduciarias. Las empresas fiduciarias tendrán la obligación de establecer las 
políticas y procedimientos y las estructuras de controles internos para 
prevenir que sus servicios sean utilizados en forma indebida para el delito de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 

                                                           
59 Artículo modificado por el artículo 3 de la Ley 70 de 31 de enero de 2019. 
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proliferación de armas de destrucción masiva. La Superintendencia de Bancos 
establecerá el marco para el alcance, funciones y procedimientos de dicha 
estructura de cumplimiento. 
 
Artículo 31. Medidas de debida diligencia para fideicomisos. Los sujetos 
obligados financieros deberán tomar medidas de debida diligencia para 
prevenir que las actividades que realiza una empresa fiduciaria sean utilizadas 
indebidamente para el blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 
 La empresa fiduciaria deberá asegurarse de conocer, identificar y 
verificar la identidad del fideicomitente y del beneficiario final de un 
fideicomiso. La debida diligencia se extenderá hasta conocer la persona 
natural que es el beneficiario final. 
 Adicionalmente, las empresas fiduciarias deberán aplicar la debida 
diligencia sobre los clientes de otras actividades distintas al negocio fiduciario 
que esta realice. 
 El cumplimiento de estas medidas de debida diligencia será 
supervisado por el respectivo organismo de supervisión, de conformidad a los 
lineamientos establecidos en la presente Ley. 
 
Artículo 32. Suministro de información por las empresas fiduciarias. Las 
empresas fiduciarias suministrarán la información que les requieran las leyes, 
decretos y demás regulaciones para la prevención de los delitos de blanqueo 
de capitales, de financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. Igualmente, estarán obligadas a 
suministrar la información antes señalada a la Superintendencia de Bancos, 
cuando esta así lo requiera. 
 
Artículo 33. Servicios de corresponsalía. Los sujetos obligados financieros 
deberán ejecutar las siguientes medidas básicas de debida diligencia a las 
entidades financieras que reciban u ofrezcan el servicio de corresponsalía, así 
como también aquellas que ofrezcan o reciban los servicios de cuentas 
empleadas para pagos: 
1. Reunir información suficiente sobre la entidad financiera que les permitan 

comprender la naturaleza de sus negocios y determinar, a partir de la 
información disponible, la reputación de la institución y la calidad de la 
supervisión, incluyendo si ha sido objeto o no a una investigación sobre 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de 
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armas de destrucción masiva o a una acción regulatoria del país de origen 
o de los países donde mantenga presencia física o actividad financiera. 

2. Evaluar los controles de la entidad financiera corresponsal y que esta 
entienda sus responsabilidades en materia de prevención del blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de armas de 
destrucción masiva de la entidad financiera. 

3. Rechazar una relación de banca corresponsal con bancos sin presencia 
física y sin regulador de origen. 

4. Validar que las entidades financieras que reciben el servicio de 
corresponsalía no permitan que sus cuentas sean utilizadas por entidades 
sin presencia física y sin regulador de origen. 

5. Obtener la aprobación de la alta gerencia antes de establecer nuevas 
relaciones de corresponsalía. 

 Toda operación o transacción que surja como resultado de una 
relación de corresponsalía estará sometida a las medidas de debida diligencia, 
acordes al nivel del riesgo que represente y al tenor de las normativas 
específicas que regulen cada actividad y a la supervisión del respectivo ente al 
que reporten por ley. 
 
Artículo 34. Conocimiento ampliado de clientes bajo la clasificación personas 
expuestas políticamente. Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados 
no financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión 
deberán adoptar una debida diligencia ampliada o reforzada del cliente para 
los individuos que se encuentren bajo la categoría de persona expuesta 
políticamente extranjero y persona expuesta políticamente nacional (ya sea un 
cliente o beneficiario final), por considerar este perfil de cliente de alto riesgo, 
de conformidad con la definición que establece el numeral 18 del artículo 4 de 
la presente Ley, de manera que se establezcan sistemas apropiados de manejo 
del riesgo y llevar a cabo una debida diligencia más profunda que incluirá 
entre otros aspectos: 
1. Contar con herramientas que permitan efectuar diligencias pertinentes 

para determinar si el cliente o el beneficiario final es una persona con 
exposición política. 

2. Para los sujetos obligados financieros, obtener la aprobación de la alta 
gerencia para establecer (o continuar, en el caso de los clientes existentes) 
relaciones de negocios con esos dientes, y en los casos que aplique para 
los sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetos a supervisión. 
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3. Para los sujetos obligados financieros, identificar el perfil financiero y 
transaccional de personas expuestas políticamente en cuanto a la fuente 
de su patrimonio y la fuente de los fondos, y en los casos que aplique para 
los sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetos a supervisión. 

4. Efectuar el seguimiento continuo intensificado de las operaciones durante 
toda la relación comercial. 

 Adicionalmente, en el caso de los sujetos obligados financieros, 
sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales 
sujetas a supervisión deberán contar con sistemas que permitan determinar si 
el cliente o el beneficiario final es persona expuesta políticamente de 
organismo internacional o familiar cercano o estrecho colaborador de 
cualquier categoría de persona expuesta políticamente (extranjero, nacional o 
de organismo internacional); y en los casos en que la relación comercial o 
transacción sea de mayor riesgo, según un análisis de riesgo, se aplicarán las 
medidas ampliadas de debida diligencia aplicables a personas expuestas 
políticamente extranjeros y nacionales. 
 Los sujetos obligados no podrán tener tratos discriminatorios para 
con las personas que se califican como personas expuestas políticamente, 
siempre que estos cumplan con los requerimientos de la debida diligencia 
ampliada que requiera el sujeto obligado. 
 No serán considerados como personas políticamente expuestas 
aquellos individuos que ocupen cargos medios o subalternos de las categorías 
previstas en el numeral 18 del artículo 4 de la presente Ley. 
 El plazo durante el cual una persona se considerará persona 
políticamente expuesta será desde el momento de su nombramiento hasta su 
separación del cargo y por un periodo posterior no mayor de dos años desde 
el momento que cesa de ejercer las funciones y obligaciones por la cual fue 
calificado persona políticamente expuesta en un inicio. 
 
Artículo 35. Aplicación por terceros de las medidas de diligencia debida. Para 
la aplicación de las medidas de diligencia debida, los sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión 
podrán recurrir a empresas de cumplimiento para que los asistan en los 
procedimientos de identificación del cliente, identificación del beneficiario 
final y comprensión de la naturaleza comercial o transaccional del cliente. 
 Los sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetas a supervisión son responsables con respecto de las 
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medidas desarrolladas por el tercero en los procedimientos de identificación 
del cliente, identificación del beneficiario final y comprensión de la naturaleza 
comercial o transaccional del cliente. 
 Reglamentariamente, se deberán determinar los criterios que deben 
comprender este tipo de medidas60. 
 
Artículo 36. Prohibición de establecer una relación o realizar una transacción. 
Cuando el cliente no facilita el cumplimiento de las medidas pertinentes de 
debida diligencia, los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión no 
deberán crear la cuenta o comenzar la relación comercial o no deberá realizar 
la transacción, y podrán hacer un reporte de operación sospechosa. 
 
Artículo 37. Dependencia de terceros. Los sujetos obligados financieros, los 
sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales 
sujetos a supervisión podrán, a su discreción, apoyarse de la debida diligencia 
realizada por un tercero que pertenezca a su mismo grupo económico, que, a 
su vez, es un sujeto obligado61. 
 

Capítulo II 
Seguimiento del Negocio del Cliente 

 
Artículo 38. Conocer la naturaleza del negocio del cliente. Los sujetos 
obligados financieros y los sujetos obligados no financieros deberán: 
1. Recabar de sus clientes información a fin de conocer la naturaleza de su 

actividad profesional o empresarial. La actividad declarada por el cliente 
será registrada por el sujeto obligado al inicio de la relación de negocios. 

2. Comprobar las actividades declaradas de sus clientes conforme se 
establezcan en los reglamentos de esta Ley y, en todo caso, cuando 
concurran las circunstancias que determinen el examen especial de 
operaciones que establece el artículo 41 de la presente Ley, cuando las 
operaciones del cliente no correspondan con su actividad declarada, perfil 
financiero, perfil transaccional o sus antecedentes. 

3. Identificar y saber quién es el beneficiario final o beneficiarios finales en 
su base de datos, con el firme propósito de conocer la naturaleza de sus 

                                                           
60 Artículo modificado por el artículo 125 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
61 Artículo modificado por el artículo 126 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
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actividades, comportamiento financiero y relación con otras cuentas o 
contratos. 

 Los respectivos organismos de supervisión regularán esta materia, 
tomando en consideración el tipo de actividad que realiza el sujeto obligado62. 
 
Artículo 39. Seguimiento continuado de la relación de negocios. Los sujetos 
obligados financieros y los sujetos obligados no financieros deberán: 
1. Monitorear las operaciones llevadas a cabo a través de la relación de 

negocios a fin de asegurar que ellas coincidan con el perfil profesional o 
actividad .de negocio, perfil financiero y transaccional del cliente. Los 
sujetos obligados financieros y los sujetos obligados no financieros 
deberán incrementar el monitoreo cuando se observen señales de alerta o 
conductas por encima del promedio del riesgo, por disposiciones 
regulatorias o en virtud de la evaluación de riesgo del sujeto obligado. 

2. Realizar procesos de revisión periódicamente a fin de asegurar que los 
documentos, la data y la información obtenida como resultado de la 
aplicación de las medidas de la debida diligencia están actualizadas y están 
conforme a la realidad de las operaciones del cliente. 

3. Prestar especial atención al perfil financiero y transaccional contra la 
realidad de los movimientos en efectivo, cuasiefectivo, cheques o 
transferencias electrónicas. 

 El monitoreo será integral y deberá incorporar todos los productos y 
servicios del cliente, firmante, apoderado, representante, asociado, cotitular y 
beneficiario final o beneficiarios finales, que mantenga la relación de cuenta, 
contrato o relación con el sujeto obligado financiero y el sujeto obligado no 
financiero y, cuando aplique, con otras compañías del grupo, así como con 
los relacionados. 
 El Manual de Prevención determinará, en función del riesgo, la 
periodicidad de los procesos de revisión documental y del perfil financiero y 
transaccional que para los clientes de alto riesgo sean requeridos o por el tipo 
de movimiento que realiza el cliente. 
 Lo dispuesto en este artículo será regulado por el respectivo 
organismo de supervisión, tomando en consideración el tipo de actividad que 
realiza el sujeto obligado63. 
 

                                                           
62 Artículo modificado por el artículo 10 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
63 Artículo modificado por el artículo 11 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Capítulo III 
Criterios Esenciales 

 
Artículo 40. Diseño de controles para la aplicación de medidas preventivas 
con un enfoque basado en riesgo. Los sujetos obligados financieros y los 
sujetos obligados no financieros deberán aplicar un enfoque basado en 
riesgos, lo cual implica una evaluación de los productos y servicios que 
ofrecen y que ofrecerán a los clientes, así como de la ubicación geográfica en 
la que el sujeto obligado presta, ofrece y promueve sus servicios y productos. 
El propósito de este tipo de evaluación es sensibilizar los hechos que deberán 
ser controlados y la forma de cómo hacerlo. En este sentido, los sujetos 
obligados deberán: 
1. Diseñar controles conforme al grado de complejidad de sus actividades, 

las cuales podrán contemplar distintas categorías de riesgos de clientes 
para el logro de una adecuada segmentación, establecidos sobre la base 
del riesgo potencial de actividad ilícita asociada a las cuentas, contratos y 
transacciones de los clientes. 

2. Realizar un análisis predictivo para sensibilizar los riesgos que puedan 
afectar sus productos y servicios, considerando la probabilidad e impacto 
de las etapas del blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de armas de destrucción masiva, al igual que de los delitos 
predicados a este y con base a este análisis diseñar los controles 
adecuados que permitan mitigar los riesgos observados. 

3. Contemplar herramientas tecnológicas que permitan agregar efectividad a 
las funciones de prevención del delito de blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva. En tal sentido, los sujetos obligados en 
concordancia con su tamaño, nivel de activos, cantidad de clientes, zonas 
geográficas donde tengan presencia, productos, servicios y canales de 
distribución dotarán sus áreas de control con aplicativos tecnológicos que 
faciliten: 
a. El seguimiento transaccional, análisis e investigación de clientes con 

fines de detección y reporte de operaciones sospechosas. 
b. La verificación contra listas de riesgos locales e internacionales. 
c. La segmentación en términos cuantitativos y cualitativos de sus 

clientes con un enfoque basado en riesgo. 
d. La planificación estratégica situacional. 
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e. Otras áreas y funcionalidades de interés que fortalezcan el accionar 
del sujeto obligado en la administración de sus riesgos del delito de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y del 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 

 Lo dispuesto en este artículo será evaluado y reglamentado por el 
respectivo organismo de supervisión. 
 
Artículo 41. Examen especial. Los sujetos obligados financieros, sujetos 
obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a 
supervisión deberán examinar con especial atención cualquier hecho, 
operación o transacción, con independencia de su cuantía, que se considere 
inusual, según lo establecido en la presente Ley. Para tal efecto, deberán entre 
otros aspectos: 
1. Examinar los antecedentes y propósitos de tales transacciones y 

documentar los hallazgos por escrito. 
2. Aplicar una debida diligencia ampliada o reforzada a las relaciones de 

negocios o transacciones con personas naturales y jurídicas e instituciones 
financieras, procedentes de países que de acuerdo al Grupo de Acción 
Financiera no aplican medidas suficientes para los delitos de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. 

3. Consultar documentación y listas especiales y de referencia sobre riesgo 
de clientes para la apertura de cuentas o la prestación de servicios. 

 
Artículo 42. Política de conocimiento del empleado. Los sujetos obligados 
financieros y sujetos obligados no financieros deberán seleccionar 
adecuadamente y supervisar la conducta de sus empleados, en especial la de 
aquellos que desempeñan cargos relacionados con el manejo y análisis de 
clientes, recepción de dinero, control de información y controles claves. 
Además, se deberá establecer un perfil del empleado, el cual será actualizado 
mientras dure la relación laboral. 
 Los empleados deberán ser capacitados para entender los riesgos a los 
que están expuestos, los controles que mitigan tales riesgos y el impacto 
personal e institucional por sus acciones. 
 
Artículo 43. Posibilidades de intercambiar información. Los sujetos obligados 
financieros designarán una persona idónea en cada una de las instituciones 
que conforman el grupo financiero, grupo económico o conglomerado 
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empresarial para que puedan intercambiar información entre ellos con 
domicilio en Panamá. Los términos y condiciones para que pueda llevarse a 
cabo el intercambio de información se establecerán en los reglamentos de esta 
Ley. 
 
Artículo 44. Medidas de control para las zonas francas. Las empresas de la 
Zona Libre de Colón, empresas establecidas en la Agencia Panamá-Pacífico, 
empresas en la Zona Franca de Barú, empresas en la Bolsa de Diamante de 
Panamá y empresas en zonas francas deberán diseñar controles que les 
permitan asegurar la razonabilidad de sus operaciones en cuanto a conocer la 
identidad de sus contrapartes de la cadena del comercial o actividades que 
desarrollan, entendiendo los riesgos de los delitos relacionados al blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la proliferación 
de armas de destrucción masiva. 
 Para el cumplimiento del presente artículo, todas las operaciones 
deberán contar con el detalle comercial que indique el exportador, el país del 
exportador, el puerto de embarque, el importador, el país del importador, el 
puerto de desembarque y la razonabilidad de que los participantes guardan 
relación con el producto comercializado, así como el verdadero origen del 
producto y del beneficiario final. La falsificación de los documentos de 
exportación será considerada como un agravante en caso de una condena por 
la comisión de uno de los delitos de blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva. 
 Las empresas señaladas en este artículo deberán de abstenerse de 
hacer operaciones con contrapartes que .están relacionadas con el blanqueo 
de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. 
 En adición, las empresas señaladas en este artículo deberán identificar 
la procedencia de los pagos que reciben en efectivo y en formato que el 
organismo de supervisión defina junto con la Unidad de Análisis Financiero 
para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo, identificar al cliente o a la tercera persona que realiza el pago de 
los productos vendidos o que abona o cancela la cuenta por cobrar, 
indistintamente de que sea a través de facilidades de créditos de descuento. 
En ese sentido, las empresas señaladas en este artículo deberán reportar a la 
Unidad de Análisis Financiero cualquier sospecha de blanqueo de capitales, 
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de financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de 
armas de destrucción masiva. 
 
Artículo 45. Evaluación independiente. Las evaluaciones independientes de la 
efectividad de los controles podrán ser efectuadas por auditores externos u 
otros especialistas independientes con experiencia sobre el tema. Como 
práctica responsable, los sujetos obligados financieros deberán contar con 
procedimientos continuados de auditoría interna que garanticen la efectividad 
del sistema de control interno para la prevención y detección de los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. Para ello, deberán dotar de 
presupuesto al área de auditoría interna para que, como tercera línea de 
defensa, pueda ejercer su rol con independencia y efectividad, dentro del 
sistema de prevención. 
 El programa de las evaluaciones independientes deberá enfocarse en 
el riesgo determinado para cada área y sus programas variarán, según el 
tamaño del sujeto obligado, su complejidad, el alcance de sus actividades, su 
perfil de riesgo, la calidad de sus funciones de control, su diversidad 
geográfica, cantidad de productos y servicios, clientes, canales de distribución, 
el volumen de operaciones y el uso que hace de la tecnología. La frecuencia y 
alcance de cada evaluación independiente variará según la valoración de los 
riesgos. Los resultados obtenidos deberán ayudar a la Junta Directiva y a sus 
organismos de supervisión a identificar las áreas que presentan debilidades y 
requieren controles más estrictos. 
 Las evaluaciones independientes deberán producirse con base en los 
riesgos detectados para cada área y deberán ser puestas a disposición del 
organismo de supervisión correspondiente. Los auditores externos u otros 
especialistas independientes con experiencia sobre el terna deberán rotar de 
acuerdo con lo que establece su organismo de supervisión. 
 El personal que efectúa las evaluaciones independientes en los sujetos 
obligados financieros deberá ser especialista en el tema y deberá contar con 
experiencia comprobada de cinco años en el dominio de las leyes locales e 
internacionales para la prevención del blanqueo de capitales, financiamiento 
del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masivas, así como en la operativa de negocios que les permitan entender los 
riesgos a los que están expuestos los sujetos obligados financieros. 
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 En el caso de los sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión, las evaluaciones 
independientes deberán ser reglamentadas por el organismo de supervisión. 
 
Artículo 46. Transferencias electrónicas. Los sujetos obligados financieros 
deberán asegurar que la información de las transferencias electrónicas 
incluyan los datos siguientes: 
1. El nombre del originador. 
2. El nombre del beneficiario. 
3. Un número de cuenta para cada uno o un único número de referencia de 

la transacción. 
4. Cualquier otra información que se requiera sobre el originador y del 

beneficiario y que sea precisa. 
 Dicha información deberá permanecer a lo largo de toda la cadena de 
pago y deberá estar disponible para las autoridades competentes judiciales, los 
organismos de supervisión y la Unidad de Análisis Financiero para la 
Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo, a fin de ayudarlas en la detección, investigación y procesamiento 
de terroristas u otros criminales. 
 
Artículo 47. Obligación de capacitar. Los sujetos obligados financieros, 
sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales 
sujetas a supervisión deberán brindar capacitación continua y específica a los 
empleados que desempeñan cargos relacionados con el trato, comunicación y 
el manejo de relaciones con clientes y proveedores, recepción de dinero, 
procesamiento de transacciones, diseño de productos y servicios y demás 
personal que labora en las áreas sensibles, como cumplimiento, riesgos, 
recursos humanos, tecnología y auditoría interna, que les permita estar 
actualizados sobre las diferentes tipologías, casos y regulaciones de blanqueo 
de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva.  
 Los organismos de supervisión deberán informar a la Comisión 
Nacional contra el Blanqueo de Capitales, Financiamiento del Terrorismo y 
Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva sobre las 
guías orientadas a la capacitación anual de los sujetos obligados, que 
consideren apropiados. 
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Artículo 48. Otras medidas. Los sujetos obligados financieros deberán 
adoptar normas de autoevaluación del grado de riesgo y otras buenas 
prácticas para la prevención del blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva, en la medida de que tales prácticas no constituyan una violación de 
normas legales, reglamentarias, de uso y costumbres consagradas o derechos 
de los clientes. 
 

Título VI 
Congelamiento Preventivo64 

 
Artículo 49. Congelamiento preventivo. Los sujetos obligados deberán 
proceder de inmediato a efectuar un congelamiento preventivo sobre los 
fondos, bienes o activos, una vez recibidas las listas que para tal fin emite el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de conformidad con lo 
establecido en las Resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas, números S/RES/1267, S/RES/1988, S/RES/1373, S/RES/1718, 
S/RES/1737 y todas las sucesoras, u otras resoluciones que se emitan sobre 
esta materia, a fin de prevenir el uso de sus productos y servicios para la 
comisión de actos de terrorismo, su financiamiento, así como el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 
 Una vez recibidas las referidas listas de parte del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención 
del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo 
procederá a distribuirlas a los sujetos obligados, quienes una vez encontrada 
alguna coincidencia entre la lista y algún cliente procederán a suspender toda 
transacción con este y a congelar preventivamente los fondos que posea. 
 Los sujetos obligados deberán notificar de inmediato a la Unidad de 
Análisis Financiero que han efectuado un congelamiento preventivo sobre los 
fondos, bienes o activos; y esta, a su vez, le comunicará al Ministerio Público 
para que de inmediato someta el congelamiento al control de la autoridad 
judicial competente. 
 Los sujetos obligados no descongelarán los bienes y activos hasta no 
recibir notificación judicial al respecto. 
 
Artículo 50. Ratificación de la medida. Una vez sometido el congelamiento 
preventivo al control judicial, la Sala Segunda de lo Penal de la Corte Suprema 

                                                           
64 Este título fue reglamentado por medio del Decreto Ejecutivo 587 de 4 de agosto de 2015. 



MARCO NORMATIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE SUJETOS NO FINANCIEROS 
  

149 

de Justicia, sin dilación, tratándose de casos originados bajo los parámetros de 
las Resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, números 
S/RES/1267, S/RES/1988, S/RES/1718, S/RES/1737, y todas las 
sucesoras u otras resoluciones que se emitan sobre esta materia, a fin de 
prevenir el uso de sus productos y servicios para la comisión de actos de 
terrorismo, su financiamiento, así como el financiamiento de la proliferación 
de armas de destrucción masiva, procederá a verificar si existe coincidencia 
entre la lista con relación a la persona física o jurídica que es dueña, posee o 
controla los bienes y activos sujetos a congelamiento para efectos de ratificar 
la medida. 
 
Artículo 51. Procedimiento por solicitudes S/RES/1373. Una vez sometido 
el congelamiento preventivo al control judicial, la Sala Segunda de lo Penal de 
la Corte Suprema de Justicia, sin dilación, tratándose de casos originados por 
solicitudes fundamentadas en la Resolución 1373, procederá a verificar si la 
solicitud que designa a la persona como terrorista está fundamentada por 
elementos razonables para determinar que el designado propuesto satisface 
los parámetros establecidos en la Resolución 1373 para efectos de ratificar la 
medida. 
 La Sala Segunda de lo Penal de la Corte Suprema revisará la 
información suministrada por el país solicitante; este último deberá 
suministrar la mayor cantidad de detalles que sean posibles sobre: el nombre 
contenido en la solicitud, suficiente información de identificación para 
posibilitar la identificación de personas naturales y jurídicas e información 
específica que fundamente que la persona satisface los parámetros 
establecidos en la Resolución 1373. 
 
Artículo 52. Autorización judicial. Para efectos de los artículos de este Título, 
la Sala Segunda de lo Penal de la Corte Suprema, previa notificación vía el 
Ministerio de Relaciones Exteriores al Comité del Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas establecido en virtud de la Resolución 1267 de 1999, 
podrá autorizar el acceso a fondos o activos congelados preventivamente, 
cuando estos sean necesarios para sufragar gastos básicos que puede incluir: 
costos o gastos por servicios u otros gastos extraordinarios, intereses, pagos 
vencidos por contratos, acuerdos u obligaciones y otros en virtud de las 
Resoluciones del Consejo de Seguridad 1452, 1963, 1718, 1737 y sucesoras 
relativas a la materia. 
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 En caso de homonimia, el juez deberá verificar que la persona 
afectada no se corresponde con la listada. 
 

Título VII 
Reportes a la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del 
Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo 

 
Artículo 53. Reporte de transacciones. Los sujetos obligados financieros y 
sujetos obligados no financieros que apliquen, dentro del periodo que los 
reglamentos establezcan, deberán reportar las declaraciones que las siguientes 
transacciones u operaciones, sean estas efectuadas en o desde la República de 
Panamá, así como cualquiera información adicional relacionada con tales 
transacciones u operaciones para el adecuado análisis de estas: 
1. Depósitos o retiros de dinero en efectivo o cuasi efectivo realizados en 

cuentas de personas naturales o jurídicas por un monto de diez mil 
Balboas (B/.10 000.00) o más, a través de transacciones sucesivas que, 
aunque individualmente, sean por sumas inferiores a diez mil balboas 
(B/.10 000.00), que al finalizar el día o la semana sumen en total diez mil 
balboas (B/.10 000.00) o más. Operaciones en moneda extranjera deben 
reportarse por el equivalente al cambio. 

2. Cambios de dinero en efectivo de denominaciones bajas por otros de 
denominaciones altas o viceversa, por un monto de diez mil balboas 
(B/.10 000.00) o más, o a través de transacciones sucesivas que, aunque 
individualmente, sean por montos inferiores a diez mil balboas (B/.10 
000.00), que al finalizar el día o la semana sumen en total diez mil balboas 
(B/.10 000.00) o más. 

3. Cambio de cheques de gerencia, de viajeros, órdenes de pago, librados al 
portador, con endoso en blanco y expedidos en una misma fecha o fechas 
cercanas por un mismo librador o por libradores de la misma plaza. 

4. Compra y venta de moneda diferente a la de curso legal en la República 
de Panamá, equivalente a diez mil balboas (B/.10 000.00) o más o la suma 
de esta cifra en una semana, o a través de transacciones sucesivas que, 
aunque individualmente, sean por montos inferiores a diez mil balboas 
(B/.10 000.00), que al finalizar el día o la semana sumen en total diez mil 
balboas (B/.10 000.00) o más, deben reportarse por el equivalente al 
cambio. 

5. Pagos o cobros de dinero en efectivo o cuasi efectivo por un monto de 
diez mil balboas (B/.10 000.00) o más o la suma de esta cifra en una 
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semana por parte de un mismo cliente o de un tercero que actúe en 
representación del cliente. 

 
Artículo 54. Obligación de reportar una operación sospechosa. Los sujetos 
obligados financieros, los sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión deberán comunicar 
directamente a la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del Delito 
de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo cualquier hecho, 
transacción u operación que se haya realizado, incluyendo tentativas de 
realizar operaciones, en las que se sospeche pudieran estar relacionadas con 
los delitos de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, con 
independencia del monto, que no puedan ser justificadas o sustentadas. 
 Los reportes deberán ser remitidos a la Unidad de Análisis Financiero 
inmediatamente, a partir de la detección del hecho, operación sospechosa, de 
la ejecución la transacción u operación o tentativa de operación. 
 En los casos en que la recolección de toda la información enviada 
inicialmente sea compleja o requiera aclaratorias para ser precisa o verídica, 
los sujetos obligados financieros, los sujetos obligados no financieros y 
actividades realizadas por profesionales sujetos a supervisión deberán 
complementar de forma expedita la información enviada inicialmente a la 
Unidad de Análisis Financiero mediante un reporte de operación sospechosa 
complementario. 
 Los informes de inteligencia financiera no tendrán valor probatorio y 
no podrán ser incorporados directamente a las diligencias judiciales o 
administrativas65. 
 

Título VIII 
Confidencialidad 

 
Artículo 55. Confidencialidad y reserva de la información. La información 
obtenida por un organismo de supervisión y la Unidad de Análisis Financiero 
para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo en el ejercicio de sus funciones deberá mantenerse bajo estricta 
confidencialidad y solo podrá ser revelada al Ministerio Público, a los agentes 
con funciones de investigación penal y a las autoridades jurisdiccionales 
conforme a las disposiciones legales vigentes. 

                                                           
65 Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 70 de 31 de enero de 2019. 
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 Los funcionarios de los organismos de supervisión y de la Unidad de 
Análisis Financiero para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y 
Financiamiento del Terrorismo que reciban y requieran por escrito a los 
sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión, o tengan conocimiento de 
información por razón de lo establecido en esta Ley, deberán mantenerla en 
estricta reserva, confidencialidad y solamente podrá ser revelada al Ministerio 
Público, a los agentes con funciones de investigación penal y a las autoridades 
jurisdiccionales conforme a las disposiciones legales vigentes. Los 
funcionarios de los organismos de supervisión y de la Unidad de Análisis 
Financiero que, directa o indirectamente, revelen, divulguen o hagan uso 
personal indebido a través de cualquier medio o forma de la información 
confidencial incumpliendo con su deber, responsabilidad y obligación de 
reserva y estricta confidencialidad, sin perjuicio de la responsabilidad civil y 
administrativa, serán sancionados según lo dispuesto en el Código Penal. 
 Los funcionarios públicos que, con motivos de los cargos que 
desempeñan, tengan acceso a la información de que trata este artículo 
quedarán obligados a guardar la debida confidencialidad, aun cuando cesen en 
sus funciones. 
 Todo funcionario público está en la obligación de denunciar a las 
autoridades competentes cualquier contravención y/o desviación a la 
disposición contenida en el presente artículo. 
 
Artículo 56. Exención de responsabilidad penal y civil. Los sujetos obligados 
financieros, sujetos obligados no financieros y actividades realizadas por 
profesionales sujetas a supervisión, que apliquen, sus directores, funcionarios 
y empleados no serán sujetos a responsabilidad penal y civil por presentar 
reportes de operaciones sospechosas o información relacionada en 
cumplimiento de la presente Ley. 
 Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y 
actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión no podrán hacer 
de conocimiento del cliente o de terceros que una información le ha sido 
solicitada o ha sido proporcionada, incluyendo el envío de reportes de 
operaciones sospechosas a la de Análisis Financiero para la Prevención del 
Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo en 
cumplimiento de esta Ley y demás normas vigentes. El incumplimiento 
conlleva la aplicación de las sanciones establecidas en esta Ley y sus 
reglamentaciones. 
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Artículo 57. Protección e idoneidad de empleados, directivos y agentes. Los 
sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión adoptarán las medidas 
adecuadas para mantener la confidencialidad sobre la identidad de los 
empleados, directivos o agentes que hayan realizado una comunicación o 
reporte a los órganos internos de prevención del sujeto obligado. 
 Las autoridades adoptarán las medidas apropiadas a fin de proteger 
frente a cualquier amenaza a los empleados, directivos o agentes de los 
sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y actividades 
realizadas por profesionales sujetas a supervisión, que comuniquen sospechas 
de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. 
 
Artículo 58. Amparo legal. El director general de la Unidad de Análisis 
Financiero para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y 
Financiamiento del Terrorismo y sus respectivos funcionarios, así como los 
funcionarios de los organismos de supervisión y la persona o unidad 
responsable de servir como enlace con la Unidad de Análisis Financiero y el 
respectivo organismo de supervisión, tendrán derecho a que su respectiva 
institución o empleador les cubra los gastos y costos que sean necesarios para 
su defensa, cuando sean objeto de acciones, procesos, juicios o demandas 
derivados de actos y decisiones adoptados de conformidad con esta Ley y en 
el ejercicio adecuado y de buena fe de sus atribuciones, funciones u 
obligaciones. 
 El amparo legal a que se refiere este artículo se aplicará a dichos 
funcionarios por actos realizados en el ejercicio de sus cargos, aun después de 
haber cesado en sus funciones. 
 En caso de que el funcionario sea condenado y que sea demostrada la 
mala fe y dolo de su parte, deberá reembolsar a su institución los gastos en 
que incurrió para su defensa. 
 

Título IX 
Sanciones 

 
Artículo 59. Criterio para la imposición de sanciones. Los organismos de 
supervisión impondrán las sanciones administrativas que procedan por la 
violación de las disposiciones de la presente Ley y sus reglamentaciones, 
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tomando en consideración la gravedad de la falta, la reincidencia y la 
magnitud del daño y los perjuicios causados a terceros. 
 Los organismos de supervisión establecerán la gradación de las 
sanciones, una progresión de sanciones disciplinarías y financieras, la potestad 
para retirar, restringir, suspender la licencia del sujeto obligado, así como el 
procedimiento sancionatorio a seguirse en cumplimiento con lo establecido 
en la presente Ley y en las leyes especiales. No obstante, la potestad de 
cancelar, retirar, restringir, remover o suspender la licencia, certificado de 
idoneidad y otras autorizaciones para el ejercicio de actividades u operaciones 
llevadas a cabo por sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión le 
corresponderá al organismo regulador correspondiente que se la otorgó a 
solicitud del organismo de supervisión respectivo, en materia de prevención 
del blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva, quien estará facultado por 
esta Ley para solicitar a la autoridad que otorgó dicha licencia o permiso la 
cancelación de esta por la violación grave reiterada de las disposiciones de la 
presente Ley. 
  
Artículo 60. Sanciones. El incumplimiento de las disposiciones establecidas 
en esta Ley o de las dictadas para su aplicación por parte de los respectivos 
organismos de supervisión de cada actividad, para las cuales no se establezca 
una sanción específica, será sancionado por ese solo hecho con multas de 
cinco mil balboas (B/.5000.00) hasta cinco millones de balboas (B/.5 000 
000.00). La imposición de sanciones a los sujetos obligados se hará según la 
gravedad de la falta, el grado de reincidencia, la magnitud del daño y el 
tamaño del sujeto obligado, que serán impuestas por los organismos de 
supervisión de cada actividad o a solicitud de la Unidad de Análisis Financiero 
para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo por cualquier incumplimiento del envío tardío o incorrecto de los 
reportes. 
 El Órgano Ejecutivo deberá reglamentar esta materia y los 
organismos de supervisión deberán regular la aplicación de sanciones a las 
personas naturales o jurídicas que incumplan con los requerimientos 
establecidos en la presente Ley, su reglamentación y regulaciones respectivas, 
de conformidad con las facultades sancionatorias otorgadas por sus 
respectivas leyes constitutivas o las que los crean66. 

                                                           
66 Artículo modificado por el artículo 12 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Artículo 61. Otras sanciones. Las sanciones deberán ser aplicables no solo a 
los sujetos obligados, sino también a quienes permitan o autoricen el 
incumplimiento de las disposiciones establecidas en esta Ley o de las dictadas 
para su aplicación por parte del organismo de supervisión de cada actividad. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros ordenará al Registro 
Público de Panamá la suspensión de los derechos corporativos de la persona 
jurídica que esté relacionada con el incumplimiento del agente residente de 
alguna de las obligaciones establecidas mediante esta Ley, su reglamentación y 
sus regulaciones. Esta orden de suspensión se hará de conformidad con lo 
establecido en las disposiciones del artículo 318-A del Código Fiscal. La 
suspensión de los derechos corporativos de la persona jurídica se hará sin 
perjuicio de que esta cumpla con las obligaciones establecidas en esta Ley, su 
reglamento y sus regulaciones. 
 Consecuentemente, mientras persista la suspensión no podrá 
inscribirse ningún acto, documento y/o acuerdo ni podrán expedirse 
certificaciones relativas a tal persona jurídica, salvo las ordenadas por 
autoridad competente o las solicitadas por terceros con el objeto específico de 
hacer valer sus derechos, en cuyo caso la certificación se expedirá en un 
formato distinto para esos efectos, indicando que la persona jurídica ha 
cumplido con su obligación de registro o actualización establecidas por esta 
Ley. 
 Las disposiciones del artículo 318-A del Código Fiscal se aplicarán a la 
reactivación, expiración del término y disolución de las personas jurídicas 
suspendidas. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros está facultada para 
ordenar al Registro Público de Panamá la liquidación forzosa administrativa 
de la persona jurídica, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 318-A del 
Código Fiscal67. 
 
Artículo 62. Multas progresivas. En todos los casos en que la comisión de 
actos violatorios de las disposiciones de la presente Ley y las normas que la 
desarrollan perdure en el tiempo, el organismo de supervisión podrá imponer 
multas progresivas hasta que se subsane la violación cometida. 
 
Artículo 63. Responsabilidad corporativa. Para los efectos exclusivos de las 
sanciones y la reglamentación que se adopte en su desarrollo, los actos y 
conductas del personal directivo, dignatario, ejecutivo, administrativo o de 

                                                           
67 Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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operaciones de los sujetos obligados son imputables al sujeto obligado y a las 
personas que ejercen las actividades por cuya cuenta actúan. 
 Por su parte, las personas naturales autoras de tales actos y conductas 
quedan sujetas a las responsabilidades civiles y penales en los términos 
previstos en esta Ley y el Código Penal. 
 
Artículo 64. Cobro de las sanciones. Las sanciones cuyo cobro no se haya 
podido hacer efectivo por razones imputables al sujeto sancionado serán 
cobradas a través de la jurisdicción coactiva de cada organismo de 
supervisión. En los casos que no cuenten con esta función, la Dirección 
General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas será la que 
proceda a hacerla efectiva mediante los trámites del proceso por cobro 
coactivo. Los resultados del proceso de ejecución serán informados por la 
Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas a la 
Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del Delito de Blanqueo de 
Capitales y Financiamiento del Terrorismo. 
 
Artículo 65. Destino del monto de la sanción. El monto de la sanción 
impuesta por los organismos de supervisión será remitido a una cuenta 
especial del Ministerio de Economía y Finanzas para los propósitos de 
entrenamiento, capacitación, adquisición de equipos, herramientas de 
información y otros recursos para combatir el blanqueo de capitales, 
financiamiento de terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva. 
 
Artículo 66. Procedimiento ordinario. En la determinación de las 
infracciones y la aplicación de las sanciones previstas en esta Ley, sin perjuicio 
que exista un procedimiento especial, se observará supletoriamente lo 
establecido en la Ley de Procedimiento Administrativo General. 
 Los organismos de supervisión podrán aceptar, por parte de los 
sujetos obligados, el reconocimiento del incumplimiento de las disposiciones 
legales y reglamentarias establecidas y según su respectivo procedimiento 
sancionatorio, con la finalidad de hacerlo más expedito, lo que se considerará 
como una atenuante a la sanción que corresponda. Los organismos de 
supervisión desarrollarán los criterios y el procedimiento para la aceptación de 
este reconocimiento68. 
 

                                                           
68 Artículo modificado por el artículo 127 de la Ley 21 de 10 de mayo de 2017. 
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Título X 
Representación ante Organismos Internacionales 

 
Artículo 67. Representación Internacional. La República de Panamá como 
sujeto de Derecho Internacional participará activamente en los organismos 
regionales e internacionales especializados en el combate de los delitos de 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. 
 El Órgano Ejecutivo designará a los representantes del Gobierno ante 
los organismos vinculados al combate del blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas 
de destrucción masiva tomando en cuenta la naturaleza y funciones de los 
organismos y de la institución del Gobierno de la República de Panamá en los 
esfuerzos en esta materia. 
 En los casos en que la representación sea asumida por una institución 
gubernamental diferente a la Unidad de Análisis Financiero para la 
Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo, esta última podrá brindar su apoyo técnico como ente 
especializado en la materia. 
 La representación ante el Grupo Egmont será ejercida por la Unidad 
de Análisis Financiero para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales 
y Financiamiento del Terrorismo. 
 Los representantes del Gobierno de la República de Panamá ante los 
organismos vinculados al combate del blanqueo de capitales, financiamiento 
del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva deberán presentar a fines de cada trimestre un informe sobre los 
asuntos tratados con esos organismos al Ministerio de Economía y Finanzas, 
en su condición de órgano de coordinación de la Comisión de Alto Nivel 
contra el Blanqueo de Capitales, Financiamiento del Terrorismo y 
Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva. En el 
caso de misiones oficiales y actos efectuados en el extranjero, dicho informe 
deberá presentarse a más tardar treinta días calendario, después determinada 
la misión. 
 
Artículo 68. Pago de contribución anual. La Unidad de Análisis Financiero 
para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo asumirá el pago de las contribuciones anuales derivadas de la 
membrecía de la República de Panamá al Grupo de Acción Financiera de 
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Latinoamérica (GAFILAT) u organismo equivalente que apruebe el Órgano 
Ejecutivo. 
 

Título XI 
Disposiciones Adicionales 

 
Artículo 69. El artículo 14 del texto único que comprende el Título II de la 
Ley 67 de 2011 queda así: 

Artículo 14. Atribuciones del superintendente. Son atribuciones del 
superintendente: 

1. Resolver las solicitudes de registro de valores para ofertas 
públicas y cualesquiera otras que se presenten a la 
Superintendencia con arreglo a la Ley del Mercado de Valores. 

2. Cancelar de oficio o a petición de parte los registros de 
valores que consten en la Superintendencia. 

3. Suspender las ofertas públicas que violen disposiciones de la 
Ley del Mercado de Valores o cuando así lo disponga la ley. 

4. Expedir, suspender, revocar, cancelar y negar las licencias 
cuyo otorgamiento está a cargo de la Superintendencia con 
arreglo a lo dispuesto en la Ley del Mercado de Valores. 

5. Recibir las notificaciones en los casos de la apertura de 
sucursales o subsidiarias en Panamá y en el exterior de 
entidades con licencia expedida por la Superintendencia. 

6. Examinar, supervisar y fiscalizar las actividades de las 
entidades con licencia expedida por la Superintendencia, así 
como de sus ejecutivos principales, corredores de valores y 
analistas dentro de las funciones inherentes a sus licencias, 
según sea el caso. 

7. Examinar, supervisar y fiscalizar las actividades de las 
sociedades de inversión. 

8. Supervisar y fiscalizar a sucursales en el extranjero de 
entidades con licencia expedida por la Superintendencia, 
conforme los procedimientos que sean establecidos mediante 
acuerdo. 

9. Expedir, cancelar o negar el registro de las entidades 
calificadoras de riesgo y de las entidades proveedoras de 
precios según los procedimientos establecidos mediante 
acuerdo. 
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10. Realizar las inspecciones, las investigaciones y las diligencias 
previstas en la Ley del Mercado de Valores, con sujeción al 
procedimiento de investigación y sancionatorio de la 
Superintendencia. 

11. Imponer las sanciones que establece la Ley del Mercado de 
Valores. 

12. Autorizar el proyecto de pacto social y las reformas vinculadas 
a la actividad del mercado de valores, cuando se trate de 
cambio de razón social, fusión, liquidación y reducción del 
capital social cuando implique reembolso efectivo de aportes 
de las entidades con licencia expedida por la Superintendencia. 

13. Establecer vínculos de cooperación bilateral o multilateral con 
entes o autoridades supervisoras extranjeras del mercado de 
valores con el objeto de facilitar la supervisión efectiva e 
investigación internacional. 

14. Establecer vinculas de cooperación con instituciones públicas 
o instituciones privadas de carácter gremial o educativo. 

15. Expedir certificaciones relacionadas con la existencia y 
actividades de las entidades con licencia expedida por la 
Superintendencia o por la Comisión Nacional de Valores con 
base en la información que conste en la Superintendencia. 

16. Expedir certificaciones relativas al registro de valores en la 
Superintendencia. 

17. Iniciar procesos colectivos de clase, mediando decisión de la 
Junta Directiva de la Superintendencia y hacer uso de aquellas 
otras acciones y medidas a su alcance para hacer cumplir la 
Ley del Mercado de Valores. 

18. Emitir opiniones que expresen la posición administrativa de la 
Superintendencia en cuanto a la aplicación de la Ley del 
Mercado de Valores. 

19. Dictar las circulares necesarias sobre instrucciones para el 
cumplimiento de la Ley del Mercado de Valores y las normas 
que lo desarrollan. 

20. Adquirir los bienes y contratar los servicios que sean 
necesarios para el buen funcionamiento de la 
Superintendencia y para ejecutar o efectuar las funciones que 
le han sido encomendadas por la Ley del Mercado de Valores. 

21. Preparar el anteproyecto de presupuesto anual, el informe 
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anual de las actividades y proyectos de la Superintendencia y 
someterlos a la consideración de la Junta Directiva. 

22. Fijar los sueldos y demás emolumentos, así como seleccionar, 
nombrar, trasladar, ascender, conceder licencias con o sin 
sueldo y destituir a los empleados y funcionarios de la 
Superintendencia y aplicarles las sanciones disciplinarias que 
correspondan. 

23. Velar por la ejecución y eficiente administración del 
presupuesto anual de la Superintendencia. 

24. Aprobar las contrataciones mediante procedimiento 
excepcional de contratación que requiera la Superintendencia 
por sumas inferiores a treinta mil balboas (B/.30 000.00), 
conforme a los supuestos previstos en la Ley de 
Contrataciones Públicas y su reglamentación sobre dicho 
procedimiento. 

25. Presentar a la Junta Directiva la documentación siguiente: 
a. Los estados financieros no auditados de la 

Superintendencia. Los informes trimestrales se 
presentarán dentro de los dos meses siguientes al cierre de 
cada trimestre de cada año fiscal y el informe anual a los 
dos meses siguientes al cierre. 

b. El informe anual y trimestral de labores en las mismas 
fechas en que se presenten los informes financieros. 

c. La ejecución presupuestaria mensual. 
26. Resolver todo aquello de carácter administrativo que no 

estuviera expresamente reservado a la Junta Directiva o a otra 
autoridad. 

27. Autorizar, modificar y revocar excepciones al uso de 
denominaciones que guardan relación con el mercado de 
valores, así como las comunicaciones y actuaciones a las que 
hace referencia el artículo 332 del Decreto­Ley 1 de 1999. 

28. Requerir de cualquier persona, natural o jurídica, la remisión 
de información o documentación necesaria para los 
propósitos de supervisión efectiva, investigación o con el 
objeto de compartirla con autoridades o entes extranjeros 
supervisores del mercado de valores con los que la 
Superintendencia del Mercado de Valores tenga firmados 
convenios de cooperación recíproca o sean parte de 
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memorandos multilaterales de entendimiento. 
 En los casos en que la Superintendencia del Mercado 
de Valores requiera información bancaria, esta será solicitada a 
través de la Superintendencia de Bancos. La Superintendencia 
de Bancos estará facultada para solicitar a las entidades 
bancarias información de pasivos e identidad de los 
depositantes. Dicho intercambio de información será 
realizado conforme a un memorando de entendimiento 
suscrito entre ambos entes reguladores para tales efectos. 

29. Citar y tomar declaraciones de cualquier persona que pueda 
contribuir o aportar con el éxito en las investigaciones que 
adelante la Superintendencia u otro organismo o ente 
supervisor del mercado de valores del extranjero que forme 
parte de un memorando multilateral de entendimiento 
suscrito con la Superintendencia. 
 La Superintendencia podrá utilizar cualquier medio 
técnico y legal para obtener el registro íntegro, completo y 
fidedigno de las declaraciones, debiendo cumplir con la 
formalidad de ser transcritas y firmadas por los declarantes. 

30. Establecer vínculos de cooperación bilateral o multilateral con 
autoridades locales supervisoras de actividades financieras con 
el objeto de fortalecer los mecanismos de supervisión efectiva 
local, así como para actualizar las regulaciones preventivas, 
intercambiando y suministrando para ello información de 
utilidad para el ejercicio de la función supervisora de las 
autoridades locales. 

31. Ejercer las demás atribuciones que la Ley del Mercado de 
Valores y otros ordenamientos le señalen. 

 El superintendente podrá delegar funciones, con sujeción a las 
decisiones y directrices de la Junta Directiva, en funcionarios de la 
Superintendencia, con excepción de la adopción o modificación. 

 
Artículo 70. El artículo 30 del texto único que comprende el Título II de la 
Ley 67 de 2011queda así: 

Artículo 30. Entendimientos con entes supervisores extranjeros. La 
Superintendencia celebrará en forma bilateral o multilateral acuerdos 
de entendimiento y cooperación con autoridades o entes supervisores 
extranjeros del mercado de valores, con el objeto de facilitar la 
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supervisión efectiva e investigación internacional, solicitando, 
intercambiando o suministrando para ello la información necesaria 
para el mejor desarrollo de las funciones supervisoras e investigativas 
sobre agentes del mercado de valores. 
 La cooperación entre la Superintendencia y entes supervisores 
en el extranjero se fundamentará en principios de bilateralidad y 
reciprocidad, cooperación mutua, confidencial idad de la información, 
pertinencia del requerimiento de información para fines específicos de 
supervisión efectiva e investigación sobre agentes y participantes del 
mercado de valores que podrían incluir un procedimiento de 
investigación o sanción en el ámbito administrativo, civil o penal 
siempre que sean conductas derivadas de infracciones al mercado de 
valores, así como cualquier otro principio estimado conveniente para 
los fines de supervisión efectiva de los mercados de valores. 
 La Superintendencia podrá dictar normas, procedimientos y 
requisitos que deban cumplirse con respecto a la aplicación de este 
artículo. 

 
Artículo 71. El artículo 331 del texto único que comprende el Decreto-Ley 1 
de 1999 queda así: 

Artículo 331. Acceso a información y confidencialidad. Toda 
información y todo documento que se presenten a la 
Superintendencia, o que esta obtenga, serán de carácter público y 
podrán ser examinados por el público, a menos que: 

1. Se trate de secretos industriales o comerciales, como patentes, 
fórmulas u otros, o información del negocio o sus finanzas cuya 
confidencialidad esté protegida por ley y que no se requiera que se 
hagan públicos para cumplir con los fines de este Decreto-Ley. 

2. Hayan sido obtenidos por la Superintendencia en una 
investigación, inspección o negociación relativa a una violación de 
la Ley del Mercado de Valores. 

No obstante, la Superintendencia podrá presentar dicha 
información y dichos documentos ante tribunales de Justicia en 
un proceso colectivo de clase, al Ministerio Público en caso de 
que tenga razones fundadas para creer que se ha producido una 
violación de la ley penal o para dar cumplimiento a lo dispuesto 
en el artículo que regula la supervisión en la Ley del Mercado de 
Valores. 
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3. A solicitud de parte interesada, la Superintendencia haya acordado 
mantenerlo en reserva, porque existen razones justificadas para 
ello y porque la divulgación de dicha información o dicho 
documento no es esencial para proteger los intereses del público 
inversionista. 

4. Se trate de información obtenida a través de la Superintendencia 
de Bancos de conformidad con las facultades establecidas en el 
numeral 28 del artículo 14. La Superintendencia del Mercado de 
Valores solo podrá compartir dicha información con entes 
supervisores financieros extranjeros del mercado de valores, 
siempre que esta tenga firmado un memorando multilateral de 
entendimiento. 

5. Se trate de información o documentos que la Superintendencia 
mediante acuerdo dictamine que deban mantenerse bajo reserva. 

 La Superintendencia deberá revelar información que le sea 
requerida por una autoridad competente de la República de Panamá 
de conformidad con la ley. La Superintendencia no estará facultada 
para suministrar aquella información que haya sido obtenida por 
conducto de un ente supervisor financiero local o extranjero en virtud 
de un memorando multilateral de entendimiento. En dicho caso, la 
Superintendencia solicitará a la autoridad competente en la República 
de Panamá solicitar dicha información a la autoridad supervisora de 
origen, ya sea local o extranjera. 
 La Superintendencia tomará las medidas necesarias para 
preservar la confidencialidad de toda información y todo documento 
que deban ser mantenidos en reserva de conformidad con este 
artículo. 

 
Artículo 72. El artículo 2 de la Ley 2 de 2011 queda así: [Derogado]69 
 
Artículo 73. Se deroga la Ley 42 de 2000. 
 
Artículo 74. Se deroga el Decreto Ejecutivo 1 de 2001. 
 

                                                           
69 La Ley 2 de 1 de febrero de 2011 fue derogada por la Ley 254 de 11 de noviembre de 2021. 
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Título XII 
Disposiciones Finales 

 
Artículo 75. Remisión de las declaraciones de viajeros. La Autoridad 
Nacional de Aduanas remitirá un informe diario a la Unidad de Análisis 
Financiero para la Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y 
Financiamiento del Terrorismo de la información contenida en las 
declaraciones juradas de viajeros que completen los pasajeros que entren o 
salgan del territorio nacional y que declaren bajo la gravedad de juramento la 
introducción o salida de dinero o su equivalente en otras monedas, cheque de 
viajero, bonos, valores u otros documentos negociables o medios de pago que 
excedan el valor de diez mil balboas (B/.10 000.00). 
 La Autoridad Nacional de Aduanas igualmente remitirá un informe 
diario a la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del Delito de 
Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo relacionado con 
dinero o su equivalente en otras monedas, cheque de viajero, bonos, valores u 
otros documentos negociables o medios de pagos, que hayan sido 
decomisados por no ser declarados por los pasajeros que entren o salgan del 
territorio nacional. 
 
Artículo 76. Reglamentación. El Órgano Ejecutivo, mediante los organismos 
de supervisión, reglamentará esta Ley en un plazo de hasta ciento veinte días, 
contado a partir de su entrada en vigencia70. 
 
Artículo 77. Indicativo. La presente Ley modifica los artículos 14, 30 y 331 
del texto único que comprende el Decreto-Ley 1 de 1999 y el Titulo II de la 
Ley 67 de 2011; modifica el artículo 2 de la Ley 2 de 1 de febrero de 2011; y 
deroga la Ley 42 de 2 de octubre de 2000 y el Decreto Ejecutivo 1 de 3 de 
enero de 2001. 
 
Artículo 78. Vigencia. Esta Ley comenzará a regir el día siguiente al de su 
promulgación. 
 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

                                                           
70 La Ley 23 de 27 de abril de 2015 fue reglamentada mediante Decreto Ejecutivo 363 de 13 
de agosto de 2015. 
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Proyecto 167 de 2015 aprobado en tercer debate en el Palacio de Justicia, 
ciudad de Panamá, a los veintidós días del mes de abril del año dos mil 
quince. 
 
El Presidente, 
Adolfo T. Valderrama R. 
 
El Secretario General, 
Franz O. Wever Z. 
 
ÓRGANO EJECUTIVO NACIONAL, PRESIDENCIA DE LA 
REPÚBLICA PANAMÁ, REPÚBLICA DE PANAMÁ, 27 DE ABRIL DE 
2015. 
 
JUNA CARLOS VARELA R. 
Presidente de la República 
 
DULCIDIO DE LA GUARDIA 
Ministro de Economía y Finanzas 
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Ley 25471 
De 11 de noviembre de 2021 

 
Que introduce adecuaciones a la legislación en materia de transparencia fiscal 
internacional y de prevención de blanqueo de capitales, el financiamiento del 

terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva 

 
LA ASAMBLEA NACIONAL 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1. Se modifica el numeral 4 y se adiciona el numeral 21 al artículo 4 
de la Ley 23 de 
2015, así: 

Artículo 4. Definiciones. Para los efectos de esta Ley, los términos 
siguientes se entenderán así: 
… 
4. Beneficiario final. Persona o personas naturales que finalmente, 

directa o indirectamente, poseen, controlan y/o ejercen influencia 
significativa sobre el cliente o la relación...de cuenta o la relación 
contractual y/o de negocio, o la persona o personas naturales en 
cuyo nombre o beneficio se realiza una transacción. Incluye a la 
persona o personas naturales que ejercen control efectivo final 
sobre una persona jurídica o estructura jurídica. 

El Órgano Ejecutivo reglamentará el criterio para 
determinar la posesión, control Influencia significativa. 

… 
21. Estructura jurídica. Se refiere a un fideicomiso u otras relaciones 

legales donde exista una separación entre la propiedad legal y el 

                                                           
71 Publicada en la Gaceta Oficial n.º 29413-A de 11 de noviembre de 2011. 
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beneficiario final o beneficiarios finales. 
 
Artículo 2. El artículo 6 de la Ley 23 de 2015 queda así: 

Artículo 6. Conformación de la Comisión Nacional. La Comisión 
Nacional contra el Blanqueo de Capitales, Financiamiento del 
Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de Armas de 
Destrucción Masiva estará conformada por: 
1. El ministro de Economía y Finanzas, o quien este designe, quien 

actuará como presidente. 
2. El ministro de Relaciones Exteriores o quien este designe. 
3. El ministro de la Presidencia o quien este designe. 
4. El ministro de Comercio e Industrias o quien este designe. 
5. El superintendente de Bancos de Panamá en su calidad de 

presidente del Consejo de Coordinación Financiera o quien este 
designe. 

6. El superintendente de Sujetos no Financieros o quien este 
designe. 

7. El procurador general de la nación en representación del 
Ministerio Público o quien este designe. 

8. El director de la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención 
del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo o quien este designe. 

9. El presidente de la Comisión de Economía y Finanzas de la 
Asamblea Nacional. 

 El secretario ejecutivo del Consejo de Seguridad participará en 
las reuniones de la Comisión Nacional contra el Blanqueo de 
Capitales, Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la 
Proliferación de Armas de Destrucción Masiva con derecho a voz en 
las sesiones respectivas. 
 La Comisión Nacional, con carácter consultivo, podrá invitar 
a sus reuniones, cuando así lo considere su presidente, a otras 
instituciones del sector público, a las asociaciones o gremios 
legalmente constituidos que representen a los sujetos obligados 
financieros y sujetos obligados no financieros. 
 La Comisión contará con una secretaría técnica, adscrita al 
despacho del ministro de Economía y Finanzas, que tendrá funciones 
técnicas y administrativas y podrá participar en las reuniones de la 
Comisión Nacional con derecho a voz. 
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Artículo 3. El artículo 7 de la Ley 23 de 2015 queda así: 

Artículo 7. Quorum y decisiones de la Comisión Nacional. La 
Comisión Nacional contra el Blanqueo de Capitales, Financiamiento 
del Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de Armas de 
Destrucción Masiva se reunirá, cuantas veces sea precisa su 
convocatoria, a solicitud de su presidente, con una frecuencia mínima 
de cuatro veces al año. 
 Para constituir quorum en las reuniones de la Comisión 
Nacional se requiere la presencia de, por lo menos, cinco de sus 
miembros. 
 Las decisiones de la Comisión Nacional serán adoptadas-por 
el voto afirmativo de, por lo menos, cinco de sus miembros. 
 

Artículo 4. Los numerales 4 y 11 del artículo 11 de la Ley 23 de 2015 quedan 
así: 

Artículo 11. Facultades. La Unidad de Análisis Financiero para la 
Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo tendrá las facultades siguientes: 
… 
4. Analizar la información obtenida a fin de comunicar los 

resultados de su análisis y los documentos que lo sustentan al 
Ministerio Público, a la Dirección General de Ingresos del 
Ministerio de Economía y Finanzas, a los agentes con funciones 
de investigación penal, a las autoridades jurisdiccionales y a los 
organismos de supervisión, cuando hubiera motivos para 
sospechar que se han o están desarrollando actividades 
relacionadas con el blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva. 

… 
11. Proveer al Ministerio Público, a los organismos de supervisión, a 

la Autoridad Nacional de Aduanas, a la Dirección General de 
Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas y a los diferentes 
órganos de inteligencia y seguridad del Estado de cualquier 
asistencia técnica requerida que pueda ayudar en las 
investigaciones penales o administrativas de los actos y delitos 
relacionados con el blanqueo de capitales, financiamiento del 
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terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva. 

… 
 
Artículo 5. El numeral 2 del artículo 22 de la Ley 23 de 2015 queda así: 

Artículo 22. Sujetos obligados financieros. Son sujetos obligados 
financieros: 
… 
2. Supervisados por la Superintendencia del Mercado de Valores: 

organizaciones autorreguladas, casa de valores, administradores de 
inversión, administradoras de fondos de pensiones y 
administradoras de fondos de cesantía; sociedades de inversión 
autoadministradas; asesores de inversión; proveedor del servicio 
administrativo del mercado de valores. 

… 
 

Artículo 6. Se restablece la vigencia del artículo 23 de la Ley 23 de 2015, así: 
Artículo 23. Los sujetos obligados no financieros. Son sujetos 
obligados no financieros los supervisados por la Superintendencia de 
Sujetos no Financieros definidos en el artículo 40 de la Ley 124 de 
2020. 
 Cualquier referencia a sujetos obligados no financieros y a 
actividades profesionales sujetas a supervisión deberán entenderse 
como sujetos obligados no financieros como se define en el artículo 
40 de la Ley 124 de 2020. 
 

Artículo 7. Se subroga el artículo 26 de la Ley 23 de 2015, así: 
Artículo 26. Evaluación de riesgo. Los sujetos obligados financieros y 
los sujetos obligados no financieros deberán tomar las medidas 
necesarias para identificar, evaluar y comprender sus riesgos de 
Blanqueo de Capitales, Financiamiento del Terrorismo y 
Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva 
relacionados con clientes, países o áreas geográficas, y productos, 
servicios, transacciones o canales de distribución o comercialización. 
 Los sujetos obligados financieros y los sujetos obligados no 
financieros deberán: 
1. Documentar sus evaluaciones de riesgo. 
2. Considerar todos los factores de riesgo relevantes antes de 
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determinar el nivel promedio del riesgo, el nivel apropiado y el 
tipo de mitigadores aplicables. 

3. Mantener actualizadas estas evaluaciones de riesgo. 
4. Tener los mecanismos apropiados para proveer la información 

sobre las evaluaciones de riesgo, a sus respectivos supervisores. 
 Los respectivos organismos de supervisión reglamentarán esta 
materia. 
 

Artículo 8. Se adiciona el artículo 26-A a la Ley 23 de 2015, así: 
Artículo 26-A. Identificación adecuada, verificación razonable y 
documentación. Los sujetos obligados financieros y los sujetos 
obligados no financieros deberán mantener en sus operaciones la 
debida diligencia y el cuidado conducente a prevenir razonablemente 
que dichas operaciones se lleven a cabo con fondos o sobre fondos 
provenientes de actividades relacionadas con los delitos de blanqueo 
de capitales, financiamiento del terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva. 
 Los mecanismos de identificación del cliente y del beneficiario 
final, así como la verificación de la información y documentación, 
dependerán del perfil de riesgo de los sujetos obligados financieros y 
los sujetos obligados no financieros, considerando los tipos de 
clientes, productos y servicios que ofrece, los canales de distribución 
o comercialización que utilice y la ubicación geográfica de sus 
instalaciones, la de sus clientes y beneficiarios finales. Estas variables, 
ya sean por separado o en combinación, pueden aumentar o disminuir 
el riesgo potencial que representan, impactando así el nivel de las 
medidas de debida diligencia. En ese sentido, hay circunstancias en las 
que el riesgo de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo 
o el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva 
es mayor y hay que tomar medidas más estrictas, y en las 
circunstancias en las que el riesgo puede ser menor, siempre que 
medie un análisis adecuado del riesgo, podrán autorizarse medidas de 
debida diligencia simplificadas. 
 Los sujetos obligados financieros y los sujetos obligados no 
financieros deberán asegurar que los documentos, datos o 
información recopilada dentro del proceso de debida diligencia se 
mantengan actualizados, con mayor frecuencia para las categorías de 
clientes de mayor riesgo. 
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 Los respectivos organismos de supervisión reglamentarán esta 
materia. 

 
Artículo 9. Se adiciona el artículo 26-B a la Ley 23 de 2015, así: 

Artículo 26-B. Perfil financiero y transaccional. Los sujetos obligados 
no financieros deberán obtener información y documentación 
relacionada con el perfil financiero y transaccional de sus clientes, 
conforme al riesgo identificado. 
 El Órgano Ejecutivo reglamentará esta materia y la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros regulará esta materia. 
 

Artículo 10. El artículo 38 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 38. Conocer la naturaleza del negocio del cliente. Los sujetos 
obligados financieros y los sujetos obligados no financieros deberán: 
1. Recabar de sus clientes información a fin de conocer la naturaleza 

de su actividad profesional o empresarial. La actividad declarada 
por el cliente será registrada por el sujeto obligado al inicio de la 
relación de negocios. 

2. Comprobar las actividades declaradas de sus clientes conforme se 
establezcan en los reglamentos de esta Ley y, en todo caso, 
cuando concurran las circunstancias que determinen el examen 
especial de operaciones que establece el artículo 41 de la presente 
Ley, cuando las operaciones del cliente no correspondan con su 
actividad declarada, perfil financiero, perfil transaccional o sus 
antecedentes. 

3. Identificar y saber quién es el beneficiario final o beneficiarios 
finales en su base de datos, con el firme propósito de conocer la 
naturaleza de sus actividades, comportamiento financiero y 
relación con otras cuentas o contratos. 

 Los respectivos organismos de supervisión regularán esta 
materia, tomando en consideración el tipo de actividad que realiza el 
sujeto obligado. 

 
Artículo 11. El artículo 39 de la Ley 23 de 2015 queda así: 

Artículo 39. Seguimiento continuado de la relación de negocios. Los 
sujetos obligados financieros y los sujetos obligados no financieros 
deberán: 
1. Monitorear las operaciones llevadas a cabo a través de la relación 
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de negocios a fin de asegurar que ellas coincidan con el perfil 
profesional o actividad .de negocio, perfil financiero y 
transaccional del cliente. Los sujetos obligados financieros y los 
sujetos obligados no financieros deberán incrementar el 
monitoreo cuando se observen señales de alerta o conductas por 
encima del promedio del riesgo, por disposiciones regulatorias o 
en virtud de la evaluación de riesgo del sujeto obligado. 

2. Realizar procesos de revisión periódicamente a fin de asegurar que 
los documentos, la data y la información obtenida como resultado 
de la aplicación de las medidas de la debida diligencia están 
actualizadas y están conforme a la realidad de las operaciones del 
cliente. 

3. Prestar especial atención al perfil financiero y transaccional contra 
la realidad de los movimientos en efectivo, cuasiefectivo, cheques 
o transferencias electrónicas. 

 El monitoreo será integral y deberá incorporar todos los 
productos y servicios del cliente, firmante, apoderado, representante, 
asociado, cotitular y beneficiario final o beneficiarios finales, que 
mantenga la relación de cuenta, contrato o relación con el sujeto 
obligado financiero y el sujeto obligado no financiero y, cuando 
aplique, con otras compañías del grupo, así como con los 
relacionados. 
 El Manual de Prevención determinará, en función del riesgo, 
la periodicidad de los procesos de revisión documental y del perfil 
financiero y transaccional que para los clientes de alto riesgo sean 
requeridos o por el tipo de movimiento que realiza el cliente. 
 Lo dispuesto en este artículo será regulado por el respectivo 
organismo de supervisión, tomando en consideración el tipo de 
actividad que realiza el sujeto obligado. 
 

Artículo 12. El artículo 60 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 60. Sanciones. El incumplimiento de las disposiciones 
establecidas en esta Ley o de las dictadas para su aplicación por parte 
de los respectivos organismos de supervisión de cada actividad, para 
las cuales no se establezca una sanción específica, será sancionado por 
ese solo hecho con multas de cinco mil balboas (B/.5000.00) hasta 
cinco millones de balboas (B/.5 000 000.00). La imposición de 
sanciones a los sujetos obligados se hará según la gravedad de la falta, 
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el grado de reincidencia, la magnitud del daño y el tamaño del sujeto 
obligado, que serán impuestas por los organismos de supervisión de 
cada actividad o a solicitud de la Unidad de Análisis Financiero para la 
Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo por cualquier incumplimiento del envío tardío o 
incorrecto de los reportes. 
 El Órgano Ejecutivo deberá reglamentar esta materia y los 
organismos de supervisión deberán regular la aplicación de sanciones 
a las personas naturales o jurídicas que incumplan con los 
requerimientos establecidos en la presente Ley, su reglamentación y 
regulaciones respectivas, de conformidad con las facultades 
sancionatorias otorgadas por sus respectivas leyes constitutivas o las 
que los crean. 
 

Artículo 13. El artículo 61 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 61. Otras sanciones. Las sanciones deberán ser aplicables no 
solo a los sujetos obligados, sino también a quienes permitan o 
autoricen el incumplimiento de las disposiciones establecidas en esta 
Ley o de las dictadas para su aplicación por parte del organismo de 
supervisión de cada actividad. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros ordenará al 
Registro Público de Panamá la suspensión de los derechos 
corporativos de la persona jurídica que esté relacionada con el 
incumplimiento del agente residente de alguna de las obligaciones 
establecidas mediante esta Ley, su reglamentación y sus regulaciones. 
Esta orden de suspensión se hará de conformidad con lo establecido 
en las disposiciones del artículo 318-A del Código Fiscal. La 
suspensión de los derechos corporativos de la persona jurídica se hará 
sin perjuicio de que esta cumpla con las obligaciones establecidas en 
esta Ley, su reglamento y sus regulaciones. 
 Consecuentemente, mientras persista la suspensión no podrá 
inscribirse ningún acto, documento y/o acuerdo ni podrán expedirse 
certificaciones relativas a tal persona jurídica, salvo las ordenadas por 
autoridad competente o las solicitadas por terceros con el objeto 
específico de hacer valer sus derechos, en cuyo caso la certificación se 
expedirá en un formato distinto para esos efectos, indicando que la 
persona jurídica ha cumplido con su obligación de registro o 
actualización establecidas por esta Ley. 
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 Las disposiciones del artículo 318-A del Código Fiscal se 
aplicarán a la reactivación, expiración del término y disolución de las 
personas jurídicas suspendidas. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros está facultada 
para ordenar al Registro Público de Panamá la liquidación forzosa 
administrativa de la persona jurídica, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 318-A del Código Fiscal. 
 

Artículo 14. El numeral 4 del artículo 12 de la Ley 51 de 2016 queda así: 
Artículo 12. En todos los casos no previstos en el artículo anterior, 
con respecto a cada cuenta reportable, la institución financiera 
panameña sujeta a reportar estará obligada a reportar la información 
siguiente a la autoridad competente: 
… 
4. El balance o valor de la cuenta, incluyendo, en el caso de un 

contrato de seguros con valor en efectivo o un contrato de renta 
vitalicia, el valor en efectivo o el valor por cancelación al [mal del 
año calendario correspondiente o, si la cuenta fue cerrada durante 
dicho año, la cancelación de la cuenta. 

… 
 

Artículo 15. El artículo 22 de la Ley 51 de 2016 queda así: 
Artículo 22. La autoridad competente aplicará las sanciones siguientes 
a la fuente privada que no cumpla con entregar, dentro del plazo 
otorgado, la documentación e información que le sea solicitada 
mediante requerimiento de información, según lo dispuesto en esta 
Ley y sus reglamentos: 
1. Multa de cinco mil balboas (B/.5000.00) hasta cien mil balboas 

(B/.100 000.00), cuando la persona natural o persona jurídica 
incumpla con entregar toda la información y documentación 
requerida por causas imputables a esta dentro del plazo otorgado. 

2. Multa de quinientos balboas (B/.500.00) por cada día que 
transcurra, después de vencido el plazo otorgado para la entrega 
de la información o documentación requerida, cuando la persona 
natural o persona jurídica no cumpla con la entrega de toda la 
documentación e información solicitada. 

 En caso de que la autoridad competente de la República de 
Panamá requiera que la información o documentación entregada sea 
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aclarada o corregida, otorgará un plazo adicional para que la persona 
natural o persona jurídica requerida dé respuesta a la solicitud de 
aclaración o corrección. La solicitud de aclaración o corrección que 
trata este párrafo deberá ser tratada como un nuevo requerimiento de 
información para efectos de aplicar las sanciones correspondientes. 
 Igualmente, las sanciones establecidas en el presente artículo 
serán aplicables cuando en los procesos de supervisión realizados por 
la autoridad competente descrito en el artículo 4 de la presente Ley se 
detecte incumplimiento de las obligaciones establecidas y en los casos 
en que la fuente privada divulgue o comparta información 
confidencial con un tercero no vinculado. 

 
Artículo 16. El artículo 23 de la Ley 51 de 2016 queda así: 

Artículo 23. La autoridad competente aplicará las siguientes sanciones 
a las instituciones financieras que incumplan las obligaciones 
establecidas en esta Ley: 
1. Multa desde cinco mil balboas (B/.5000.00) hasta veinticinco mil 

balboas (B/.25 000.00), cuando la institución financiera panameña 
sujeta a reportar no haya establecido el conjunto de políticas, 
procedimientos y estructuras de controles internos, según lo 
dispuesto en el artículo 6 de la presente Ley y sus reglamentos. 

2. Multa desde cinco mil balboas (B/.5000.00) hasta cincuenta mil 
balboas (B/.50 000.00), cuando la institución financiera panameña 
sujeta a reportar no lleve a cabo el procedimiento de debida 
diligencia, según lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de la presente 
Ley y sus reglamentos. 

3. Multa desde diez mil balboas (B/.10 000.00) hasta cincuenta mil 
balboas (B/.50 000.00), cuando la institución financiera panameña 
sujeta a reportar, una vez llevado a cabo el procedimiento de 
debida diligencia, según lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de la 
presente Ley y sus reglamentos, detecte una cuenta reportable y 
omita realizar el reporte o incluya información falsa en su reporte. 

4. Multa desde cinco mil balboas (B/.5000.00) hasta veinticinco mil 
balboas (B/.25 000.00), cuando la institución financiera panameña 
sujeta a reportar no realice la presentación del reporte a que se 
refiere el artículo 10. 

5. Multa desde diez mil balboas (B/.10 000.00) hasta cincuenta mil 
balboas (B/.50 000.00), cuando la institución financiera panameña 
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sujeta a reportar no mantenga los registros de la información y 
documentación a que hace referencia el artículo 9 o incumpla el 
periodo mínimo de cinco años. 

 El cuentahabiente que proporcione a la institución financiera 
una autocertificación que contenga información falsa será sancionado 
con una multa desde cinco mil balboas 
(B/.5000.00) hasta cincuenta mil balboas (B/.50 000.00). 
 La autoridad competente reglamentará la forma en que se 
aplicarán las sanciones dispuestas en este artículo, sin perjuicio de la 
responsabilidad civil y penal que de ellos resulte. 

 
Artículo 17. El artículo 1 de la Ley 52 de 2016 queda así: 

Artículo 1. Las personas jurídicas que no realicen operaciones que se 
perfeccionen, consuman o surtan sus efectos dentro de la República 
de Panamá, así como aquellas que se dediquen exclusivamente a ser 
tenedoras de activos, dentro o fuera de territorio panameño, están 
obligadas a llevar registros contables y a mantener su documentación 
de respaldo. 
 Los registros contables y documentación de respaldo deberán 
ser mantenidos por un periodo mínimo de cinco años, contado a 
partir del último dia del año calendario en el cual fueron generadas las 
transacciones para las que aplican estos registros contables. 
 Los registros contables y documentación de respaldo podrán 
ser mantenidos en las oficinas del agente residente dentro de la 
República de Panamá o en cualquier otro lugar, dentro o fuera de la 
República de Panamá, según determinen los organismos de 
administración de la persona jurídica. 
 Las personas jurídicas estarán obligadas a proporcionar 
anualmente al agente residente, al 30 de abril, los registros contables o 
la copia de los registros contables relativos al periodo fiscal que haya 
culminado el 31 de diciembre del año inmediatamente anterior. En los 
casos en que los registros contables y documentación de respaldo 
sean mantenidos en cualquier otro lugar distinto a las oficinas del 
agente residente, dentro o fuera de la República de Panamá, las 
personas jurídicas estarán obligadas a informar, anualmente, por 
escrito, al agente residente el nombre y los datos de contacto de la 
persona que mantiene los registros contables y documentación de 
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respaldo bajo su custodia y la dirección física donde estos se 
mantienen. 
 De existir un cambio en la persona que mantiene los registros 
contables y documentación de respaldo bajo su custodia, la persona 
jurídica deberá informar, por escrito, al agente residente, de manera 
inmediata, el nombre y los datos de contacto de la nueva persona que 
mantiene los registros contables y documentación de respaldo bajo su 
custodia y la dirección física donde estos se mantienen. 
 De existir un requerimiento por parte de la autoridad 
competente, adicional a los registros contables o copias de los 
registros contables, las personas jurídicas estarán obligadas a 
proporcionar al agente residente la documentación de respaldo de los 
registros contables dentro del tiempo establecido por la autoridad 
competente, a fin de cumplir con el requerimiento. 
 Se exceptúan de la obligación de proporcionar anualmente al 
agente residente los registros contables originales o la copia de los 
registros contables a las personas jurídicas que estén listadas en una 
bolsa de valores local o internacional reconocida, o a las que sean 
propiedad de un organismo internacional, multilateral o de un Estado. 
También se exceptúan de esta obligación los armadores o fletadores 
de naves inscritas exclusivamente bajo servicio internacional de la 
Marina Mercante de la República de Panamá. 
 El agente residente está obligado a mantener copia de los 
certificados de acciones y registro de accionistas de aquellas 
sociedades anónimas para las que actúe como tal en sus oficinas 
dentro de la República de Panamá. 
 Para los efectos de esta Ley, se interpreta que los registros 
contables deberán ser proporcionados en la siguiente forma: 
1. Cuando se trate de personas jurídicas que no realicen actos de 

comercio según el artículo 2 del Código de Comercio de la 
República de Panamá y que se dediquen exclusivamente a ser 
tenedoras de activos, cualquiera sea su clase, deberán 
proporcionar información que demuestre el valor de los activos 
que se mantienen, los ingresos que se perciban de dichos activos y 
los pasivos relativos a aquellos activos. 

2. Cuando se trate de personas jurídic.as que realicen actos de 
comercio según los define el artículo 2 del Código de Comercio 
de la República de Panamá fuera de la República de Panamá y 
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cualquier otra persona jurídica no cubierta por el numeral 
anterior, deberán proporcionar un diario y un mayor. Se exceptúa 
de este requerimiento cuando se trate de actos de comercio 
incluidos en el numeral 2 del artículo 2 del Código de Comercio, 
en cuyo caso el estado de cuenta del custodio o balance general de 
la compañía suplirá el diario y el mayor. 

 No obstante, una vez recibidos los registros contables en la 
forma descrita en los párrafos anteriores, de existir requerimiento por 
parte de la autoridad competente, las personas jurídicas estarán 
obligadas a proporcionar cualquier documentación de respaldo e 
información adicional en el tiempo requerido por la autoridad 
competente. 
Parágrafo transitorio. En el caso de las personas jurídicas 
incorporadas antes de la entrada en vigor de la presente Ley, estas 
tendrán un plazo de seis meses, contado a partir de su entrada en 
vigor, para entregar al agente residente los registros contables o las 
copias de los registros contables, para ser mantenidos en las oficinas 
del agente residente dentro de la República de Panamá. 
 En los casos de las personas jurídicas incorporadas antes de la 
entrada en vigor de la presente Ley, de existir un requerimiento por 
parte de la autoridad competente posterior a los seis meses indicados 
en el párrafo anterior, adicional a los registros contables o copias de 
los registros contables, las personas jurídicas estarán obligadas a 
proporcionar al agente residente la documentación de respaldo de los 
registros contables dentro del tiempo establecido por la autoridad 
competente, a fin de cumplir con el requerimiento. 
 En los casos de las personas jurídicas que se encuentren 
suspendidas en el Registro Público de Panamá antes de la entrada en 
vigencia de la presente Ley, para ser reactivadas deberán suministrar a 
su agente residente los registros contables o las copias de los registros 
contables, para que sean mantenidos en las oficinas del agente 
residente dentro de la República de Panamá y, según haya sido la 
causal de suspensión, cumplir con el proceso de reactivación 
establecido en el artículo 318-A del Código Fiscal de la República de 
Panamá. 
 En los casos de las personas jurídicas que se encuentren 
suspendidas en el Registro Público antes de la entrada en vigor de la 
presente Ley, de existir un requerimiento por parte de la autoridad 
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competente, adicional a los registros contables o copias de los 
registros contables, las personas jurídicas estarán obligadas a 
proporcionar al agente residente la documentación de respaldo de los 
registros contables dentro del tiempo establecido por la autoridad 
competente, a fin de cumplir con el requerimiento. 
 En todos los casos, las personas jurídicas cuyos registros 
contables y documentación de respaldo sean mantenidos en cualquier 
otro lugar distinto a las oficinas del agente residente, dentro o fuera de 
la República de Panamá, deberán informar el nombre y los datos de 
contacto de la persona que mantiene los registros contables y 
documentación de respaldo bajo su custodia y la dirección física 
donde estos se mantienen. 
 En todos los casos en que la autoridad competente requiera la 
documentación de respaldo de los registros contables, la persona 
jurídica deberá proveer la documentación al agente residente dentro 
del tiempo establecido por la autoridad competente, conforme a la 
reglamentación de esta Ley. 
 Las personas jurídicas sujetas a cualesquiera de las 
excepciones a las que se refiere este artículo deberán mantener en su 
control el original de los registros contables y la documentación de 
respaldo. La persona jurídica que califique para una excepción estará 
obligada a entregar sus registros contables dentro de los veinte días 
hábiles contados a partir de la solicitud que le haga el agente 
residente-a razón de requerimiento hecho por autoridad competente. 
La persona jurídica que incumpla su obligación conforme lo establece 
este párrafo quedará sujeta a las sanciones que establece la presente 
Ley. 
 El Órgano Ejecutivo reglamentará lo correspondiente. 

 
Artículo 18. El artículo 2 de la Ley 52 de 2016 queda así: 

Artículo 2. En los casos de cambio de agente residente, la persona 
jurídica deberá proveer al nuevo agente residente, antes de la 
inscripción de su designación en el Registro Público de Panamá, los 
registros contables y documentación de respaldo o las copias de los 
registros contables y documentación de respaldo, cualquiera que sea el 
caso, los cuales deberán mantenerse en las oficinas del nuevo agente 
residente dentro de la República de Panamá. En los casos de las 
personas jurídicas cuyos registros contables y documentación de 



MARCO NORMATIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE SUJETOS NO FINANCIEROS 
  

181 

respaldo sean mantenidos en cualquier otro lugar distinto a las 
oficinas del agente residente, dentro o fuera de la República de 
Panamá, estas deberán informar el nombre y los datos de contacto de 
la persona que mantiene los registros contables y documentación de 
respaldo bajo su custodia y la dirección física donde estos se 
mantienen. El Registro Público de Panamá solo registrará las 
escrituras públicas que contengan la declaración expresa de 
cumplimiento con lo dispuesto en el presente artículo, por parte del 
nuevo agente residente. 
 En caso de disolución, los registros contables y 
documentación de respaldo o las copias de los registros contables y 
documentación de respaldo, cualquiera que sea el caso, respectivos a 
los cinco años anteriores a la inscripción de la disolución, deberán ser 
mantenidos y estar disponibles por el agente residente de la persona 
jurídica por un periodo mínimo de cinco años, contado a partir de la 
inscripción de la disolución en el Registro Público de Panamá. En este 
caso, el Registro Público de Panamá solo registrará la respectiva 
escritura pública de disolución que incluya la declaración expresa del 
agente residente indicando que mantiene en su posesión los registros 
contables y documentación de respaldo o las copias de los registros 
contables y documentación de respaldo, cualquiera que sea el caso, de 
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley. 
 

Artículo 19. El artículo 3 de la Ley 52 de 2016 queda así: 
Artículo 3. El agente residente deberá entregar a la Dirección General 
de Ingresos una declaración jurada, anualmente, al 15 de julio, que 
contenga una lista de las personas jurídicas para las cuales ejerce el 
servicio de agente residente, incluyendo el nombre y número de 
registro único de contribuyente, que contenga lo siguiente: 
1. Las personas jurídicas cuyos registros contables originales y 

documentación de respaldo son mantenidos en las oficinas del 
agente residente dentro de la República de Panamá. 

2. Las personás jurídicas cuyos registros contables originales y 
documentación de respaldo son mantenidos en cualquier otro 
lugar distinto a las oficinas del agente residente, dentro o fuera de 
la República de Panamá, y que cuenta con las copias de los 
registros contables y con el nombre y los datos de contacto de la 
persona que mantienen los registros contables originales y 
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documentación de respaldo bajo su custodia y la dirección física 
donde se mantienen, de conformidad con el artículo 1 de la 
presente Ley. 

3. Las personas jurídicas de las cuales no cuenta con la información 
establecidas en los numerales 1 y 2 del presente artículo. 

 La autoridad competente podrá aplicar sanciones a las 
personas jurídicas que el agente residente incluya en la declaración a 
que se refiere el numeral 3 de este artículo. 
 El Órgano Ejecutivo reglamentará el formato en que esta 
declaración deberá ser entregada, conforme a lo establecido en este 
artículo. 
Parágrafo transitorio. En el caso de las personas jurídicas 
incorporadas antes de la entrada en vigor de la presente Ley, el agente 
residente deberá remitir la primera declaración a que hace referencia el 
presente artículo, dentro de los treinta días calendario, contados a 
partir de la fecha de vencimiento del periodo al que hace referencia el 
primer párrafo del parágrafo transitorio del artículo 1 de la presente 
Ley. En caso de incumplimiento por parte del agente residente este 
estará sujeto a las sanciones establecidas en la presente Ley. 

 
Artículo 20. El artículo 4 de la Ley 52 de 2016 queda así: 

Artículo 4. La autoridad competente podrá requerir al agente 
residente los registros contables y documentación de respaldo o las 
copias de los registros contables y documentación de respaldo, 
cualquiera que sea el caso, en cualquier momento de acuerdo con lo 
establecido en la presente Ley, para el fiel cumplimiento de sus 
funciones. 
 La autoridad competente, para efectos de cooperación 
nacional e internacional, podrá solicitar cualquier información 
conforme a lo dispuesto en la presente Ley y sus reglamentaciones, 
sin que esto constituya una violación a la confidencialidad. 
 Toda información que se entregue a la autoridad competente 
en cumplimiento de la presente Ley o sus reglamentaciones, por parte 
de los agentes residentes o de sus dignatarios, directores, empleados o 
representantes, no constituirá violación al secreto profesional ni a las 
restricciones sobre revelación de información, derivadas de la 
confidencialidad impuesta por vía contractual o por cualquier 
disposición legal o reglamentaria, y no implicará responsabilidad 
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alguna para los agentes residentes ni para sus dignatarios, directores, 
empleados o representantes. 
 La información que reciba la autoridad competente del agente 
residente en virtud de la presente Ley deberá mantenerse en estricta 
reserva y solo podrá ser utilizada por la autoridad competente para el 
fiel cumplimiento de sus funciones, de conformidad con las 
respectivas leyes. El incumplimiento de esta obligación de 
confidencialidad por parte de un funcionario será sancionado como 
una falta administrativa grave siguiendo el procedimiento establecido 
en las leyes o reglamentos aplicables, sin perjuicio de la 
responsabilidad civil y penal que de ello resulte. 

 
Artículo 21. El artículo 5 de la Ley 52 de 2016 queda así: 

Artículo 5. El Órgano Ejecutivo reglamentará la forma y el tiempo en 
los que el agente residente, previo requerimiento de la autoridad 
competente, deberá remitir los registros contables y documentación 
de respaldo o las copias de los registros contables y documentación de 
respaldo, cualquiera que sea el caso. 

 
Artículo 22. El artículo 6 de la Ley 52 de 2016 queda así: 

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, los términos siguientes se 
entenderán así: 

1. Autoridad competente. El Ministerio de Economía y Finanzas o en 
quien este delegue, la Dirección General de Ingresos del 
Ministerio de Economía y Finanzas de la República de Panamá, el 
Ministerio Público y la Unidad de Análisis Financiero para la 
Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento 
del Terrorismo. 

2. Documentación de respaldo. Aquella que incluye los contratos, 
facturas, recibos y/o cualquier otra documentación necesaria para 
sustentar las transacciones realizadas por una persona jurídica. 

3. Organismos de administración. Directores, administradores, consejo 
fundacional o cualquier otro órgano que administre a una persona 
jurídica. 

4. Persona jurídica. Toda sociedad anónima, de responsabilidad 
limitada o de cualquier otro tipo, así como fundación de interés 
privado, constituida de acuerdo con las leyes de la República de 
Panamá. 
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5. Registros Contables. Aquellos que indiquen de forma clara y precisa 
las operaciones de la persona jurídica, sus activos, pasivos y 
patrimonio, así como que sirvan para determinar la situación 
financiera con exactitud razonable en todo momento y permitan 
la elaboración de estados financieros. 

6. Estados financieros. Aquellos compuestos por el Balance General, 
Estado de Resultados, Estado de cambios en el patrimonio y 
Estado de Flujo de Efectivo y las notas de los estados financieros. 

 
Artículo 23. El artículo 7 de la Ley 52 de 2016 queda así: 

Artículo 7. La Dirección General de Ingresos del Ministerio de 
Economía y Finanzas de la República de Panamá sancionará u las 
personas jurídicas que incumplan con las obligaciones establecidas en 
la presente Ley con multa desde cinco mil balboas (B/.5000.00) hasta 
un millón de balboas (B/.l 000 000.00), considerando la gravedad de 
la falta, la reincidencia y la magnitud del daño. 
 La Dirección General de Ingresos ordenará al Registro 
Público de Panamá la suspensión de los derechos corporativos de las 
personas jurídicas que incumplan con la entrega de la información 
requerida conforme a lo establecido en esta Ley, su reglamento y sus 
regulaciones, de acuerdo con lo establecido en las disposiciones del 
artículo 318-A del Código Fiscal. La suspensión de los derechos 
corporativos de la persona jurídica se hará sin perjuicio de que esta 
cumpla con las obligaciones establecidas en esta Ley, su reglamento y 
sus regulaciones. 
 Consecuentemente, mientras persista la suspensión no podrá 
inscribirse ningún acto, documento y/o acuerdo ni podrán expedirse 
certificaciones relativas a tal persona jurídica, salvo las ordenadas por 
autoridad competente o las solicitadas por terceros con el objeto 
específico de hacer valer sus derechos, en cuyo caso la certificación se 
expedirá en un formato distinto para esos efectos, indicando que la 
persona jurídica no ha cumplido con su obligación de remisión de 
registros contables establecida por esta Ley. 
 Las disposiciones del artículo 318-A del Código Fiscal se 
aplicarán a la reactivación, expiración del término y disolución de las 
personas jurídicas suspendidas. 
 La Dirección General de Ingresos está facultada para ordenar 
al Registro Público de Panamá la liquidación forzosa administrativa de 
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la persona jurídica, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 318-A 
del Código Fiscal. 
 Las sanciones impuestas en atención a los párrafos anteriores 
serán objeto de publicación en Gaceta Oficial y en la página web de la 
Dirección General de Ingresos, así como en cualquier otro medio de 
publicación de acuerdo con las regulaciones que el Órgano Ejecutivo 
establezca para tal efecto. 
 La Dirección General de Ingresos sancionará al agente 
residente que no cumpla con las obligaciones establecidas en la 
presente Ley con multas desde cinco mil balboas (B/.5000.00) hasta 
cien mil balboas (B/.100 000.00), considerando la gravedad de la falta, 
la reincidencia y la magnitud del daño. 
 Igualmente, las sanciones establecidas en el presente artículo 
serán aplicables por la Dirección General de Ingresos cuando en los 
procesos de supervisión se detecte incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en la presente Ley. 
 Contra las sanciones impuestas de conformidad a este artículo 
caben los recursos de reconsideración y de apelación, según lo 
dispuesto en el procedimiento fiscal ordinario. 
 El Órgano Ejecutivo reglamentará el procedimiento para la 
aplicación de sanciones establecidas en esta Ley. 
 

Artículo 24. Se adicionan los numerales 9, 10 y 11 al artículo 2 de la Ley 124 
de 2020, así: 

Artículo 2. Facultades. La Superintendencia tendrá las facultades 
siguientes: 
… 
9. Regular y supervisar el cumplimiento de los sujetos obligados no 

financieros conforme las disposiciones establecidas en la Ley 23 
de 2015, sus regulaciones y cualquier otra ley o regulación que 
imponga alguna obligación relacionada con la prevención del 
blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva 
a cualquier sujeto obligado no financiero, tal como lo establece-el 
artículo 41 de la presente Ley. 

10. Regular y supervisar el cumplimiento de los sujetos ob1igados no 
financieros en aquellos casos en los que ha sido designada como 
autoridad competente. En estos casos, el proceso sancionatorio se 
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aplicará de conformidad con lo establecido en la respectiva Ley, 
sus regulaciones o acuerdos suscritos entre autoridades. 

11. Ordenar la suspensión de los derechos corporativos de las 
personas jurídicas que estén relacionadas con el incumplimiento 
de las obligaciones del agente residente conforme a las normas 
legales en materia de prevención de los delitos de Blanqueo de 
Capitales, Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la 
Proliferación de Armas de Destrucción Masiva, de conformidad 
con lo establecido en las disposiciones del artículo 318-A del 
Código Fiscal. 

 
Artículo 25. El artículo 9 de la Ley 124 de 2020 queda así: 

Artículo. 9. Quorum y decisiones. Para constituir quorum válido en las 
reuniones de la Junta Directiva se requiere la presencia de, por lo 
menos, tres directores, de los cuales, en todo caso, dos de ellos 
deberán ser representantes el sector público. Una vez comprobado el 
quorum, las decisiones de la Junta Directiva serán adoptadas con el 
voto afirmativo de la mayoría simple de los directores presentes, salvo 
aquellos casos especialmente establecidos en esta Ley. 
 En caso de conflicto de intereses, solo se realizará la votación 
cuando la mayoría de los directores no impedidos sean del sector 
público. 
 

Artículo 26. El artículo 40 de la Ley 124 de 2020 queda así: 
Artículo 40. Sujetos obligados no financieros. Esta Ley está dirigida a 
la supervisión de los sujetos obligados no financieros, supervisados 
por la Superintendencia de Sujetos no Financieros en materia de 
prevención de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, 
que se definen a continuación: 
1. Empresas de la Zona Libre de Colón, empresas establecidas en la 

Agencia-Panamá Pacífico, Zona Franca de Barú y demás zonas 
francas establecidas en la República de Panamá. 

2. Casinos, juegos de suerte y azar y organización de sistemas 
apuestas y otros establecimientos físicos o telemáticos que 
desarrollan estos negocios a través de internet. 

3. Empresas promotoras, agentes inmobiliarios y corredores de 
bienes raíces, cuando estos se involucren en transacciones para 
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sus clientes, concernientes a la compra y venta de bienes 
inmobiliarios. 

4. Empresas dedicadas a los ramos de la construcción, empresas 
contratistas generales y contratistas especializadas. 

5. Empresas dedicadas de transporte de valores. 
6. Casas de empeños. 
7. Empresas dedicadas a la comercialización de metales preciosos o 

a la comercialización de piedras preciosas, en cualquiera de sus 
formas, sea mediante la entrega física o compra de contratos a 
futuro, incluyendo las bolsas de diamantes. 

8. Lotería Nacional de Beneficencia. 
9. Correos y Telégrafos Nacionales de Panamá. 
10. Empresas dedicadas a la compra y venta de autos nuevos y 

usados. 
11. Abogados cuando en ejercicio de su actividad profesional realicen 

en nombre de un cliente o por un cliente, alguna de las actividades 
sujetas a supervisión, tales como: 
a. Compraventa de inmuebles. 
b. Administración de dinero, valores bursátiles y otros activos 

del cliente. 
c. Administración de cuentas bancarias, de ahorro o valores. 
d. Organización de aportes o contribuciones para la creación, 

operación o administración de personas jurídicas. 
e. Creación, operación o administración de personas jurídicas o 

estructuras jurídicas, como fundaciones de interés privado, 
sociedades anónimas, fideicomisos y demás. 

f. Compraventa de personas jurídicas o estructuras jurídicas. 
g. Actuación o arreglo para que una persona actúe como director 

o apoderado de una persona jurídica o una posición similar, 
en relación con otras personas jurídicas. 

h. Proveer de un domicilio registrado, domicilio comercial o 
espacio físico, domicilio postal o administrativo a una persona 
jurídica o estructura jurídica que no sea de su propiedad. 

i. Actuación o arreglo para que una persona actúe como 
accionista para una persona jurídica. 

j. J. Actuación o arreglo para que una persona actúe como 
participante de un fideicomiso expreso o que desempeñe la 
función equivalente para otra forma de estructura jurídica. 
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k. Cuando prestan los servicios y actividades propias del agente 
residente de personas jurídicas constituidas o registradas de 
conformidad con las leyes de la República de Panamá. 

12. Contadores públicos autorizados, cuando en ejercicio de su 
actividad profesional realicen en nombre de un cliente o por un 
cliente, alguna de las actividades sujetas a supervisión, como: 
a. Compraventa de inmuebles. 
b. Administración de dinero, valores bursátiles y otros activos 

del cliente. 
c. Administración de cuentas bancarias, de ahorro o valores. 
d. Organización de aportes o contribuciones para la creación, 

operación o administración de personas jurídicas. 
e. Operación o administración de personas jurídicas o 

estructuras jurídicas como fundaciones de interés privado, 
sociedades anónimas, fideicomisos y demás. 

f. Compraventa de personas jurídicas o estructuras jurídicas. 
g. Actuación o arreglo para que una persona actúe como director 

o apoderado de una persona jurídica o una posición similar, 
en relación con otras personas jurídicas. 

h. Proveer de un domicilio registrado, domicilio comercial o 
espacio físico, domicilio postal o administrativo a una persona 
jurídica o estructura jurídica que no sea de su propiedad. 

i. Actuación o arreglo para que una persona actúe como 
accionista para una persona jurídica. 

j. Actuación o arreglo para que una persona actúe como 
participante de un fideicomiso expreso o que desempeñe la 
función equivalente para otra forma de estructura jurídica. 

13. Los notarios públicos y las notarías. 

14. Cualquier otro sector que por ley se encuentre sujeto a la 
competencia de la Superintendencia, así como otras actividades y 
entidades que se incluyan por ley y que, atendiendo a la naturaleza 
de sus operaciones, puedan ser utilizadas para la comisión de los 
delitos de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo o 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva 
o aquellas que surjan del Plan Nacional de Evaluaciones de 
Riesgos para la Prevención de los Delitos de Blanqueo de 
Capitales, Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la 
Proliferación de Armas de Destrucción Masiva. 
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Artículo 27. El artículo 41 de la Ley 124 de 2020 queda así: 
Artículo 41. Supervisión de los sujetos obligados no financieros. 
Todos los sujetos obligados no financieros estarán sujetos a la 
supervisión y regulación de la Superintendencia, para constatar el 
cumplimiento de las disposiciones legales vigentes en materia de 
prevención de blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo 
y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva. 
 

Artículo 28. El artículo 43 de la Ley 124 de 2020 queda así: 
Artículo 43. Facultad de solicitar información a los sujetos obligados 
no financieros. La Superintendencia está facultada para solicitar a los 
sujetos obligados no financieros la información y documentación de 
sustento referente a sus operaciones, actividades, clientes, productos, 
servicios, manuales de prevención, entre otros documentos y/o 
información que considere necesarios para la consecución de las 
supervisiones o que sean pertinentes en la adopción de medidas de 
prevención de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley 23 de 2015, sus reglamentaciones, 
modificaciones y cualquier otra ley, así como solicitar cualquier 
información para efectos de cooperación internacional. 
 En los casos en que la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros sea designada como autoridad competente por 
disposiciones especiales, estará facultada para requerir toda la 
información y documentación necesaria para el ejercicio de su 
función. 
 

Artículo 29. El artículo 46 de la Ley 124 de 2020 queda así: 
Artículo 46. Confidencialidad y reserva de la información. La 
información recabada por la Superintendencia en el ámbito de sus 
funciones referentes a la prevención de los delitos de blanqueo de 
capitales, financiamiento de terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva se mantendrá bajo 
estricta confidencialidad y será considerada de acceso restringido para 
los efectos de la Ley 6 de 2002. Únicamente podrá ser revelada al 
Ministerio Público, a los agentes con funciones de investigación penal, 
a la Unidad de Análisis Financiero, a las autoridades jurisdiccionales y 
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homólogos extranjeros, de conformidad con los canales para el 
requerimiento de información establecidos por decreto ejecutivo. En 
los casos de información contenida en el Sistema Privado y Único de 
Registro de Beneficiarios Finales de Personas Jurídicas, esta se regirá 
por lo dispuesto en la Ley 129 de 2020 y sus reglamentaciones. 
 Los servidores públicos de la Superintendencia que en 
ejercicio de sus funciones reciban, requieran por escrito o tengan 
conocimiento de información confidencial de un sujeto obligado no 
financiero por razón de lo establecido en esta Ley deberán mantenerla 
en estricta reserva y confidencialidad. 
 Quienes, directa o indirectamente, revelen, divulguen o hagan 
uso personal indebido de tal información, a través de cualquier medio 
o forma, incumpliendo con su deber, responsabilidad y obligación de 
reserva y estricta confidencialidad serán sancionados según lo 
dispuesto por el Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad civil 
y administrativa que les corresponda. 
 Los servidores públicos de la Superintendencia que con 
motivo de los cargos que desempeñan tengan acceso a la información 
de que trata este artículo quedarán obligados a guardar la debida 
confidencialidad, aun cuando cesen de sus funciones. 
 Todo servidor público está en la obligación de denunciar a las 
autoridades competentes cualquier contravención y/o desviación a las 
disposiciones contenidas en el presente artículo. 
 

Artículo 30. Los numerales 2 y 3 del artículo 2 de la Ley 129 de 2020 quedan 
así: 

Artículo 2. Definiciones. Para los efectos de la presente Ley, los 
términos siguientes se entenderán así: 
… 

2. Autoridad competente. La Superintendencia de Sujetos no 
Financieros, la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención 
del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo, el Ministerio Público, el Ministerio de Economía y 
Finanzas o quien este delegue, la Dirección General de Ingresos 
del Ministerio de Economía y Finanzas y cualquier otra institución 
o dependencia del Gobierno Nacional a la cual se le atribuya 
competencia en materia de prevención de blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación 
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de armas de destrucción masiva y sus delitos precedentes. 

3. Beneficiario final. La persona o personas naturales que finalmente, 
directa o indirectamente, poseen, controlan y/o ejercen influencia 
significativa sobre el cliente o la relación de cuenta o la relación 
contractual y/o de negocio, o la persona o personas naturales en 
cuyo nombre o beneficio se realiza una transacción. Incluye a la 
persona o personas naturales que ejercen control efectivo final 
sobre una persona jurídica. 

El criterio para determinar la posesión, controlo influencia 
significativa está definido en la Ley 23 de 2015, su reglamentación 
y sus regulaciones. 

… 
 

Artículo 31. El artículo 4 de la Ley 129 de 2020 queda así: 
Artículo 4. Datos de registro. El agente residente deberá suministrar a 
la Superintendencia de Sujetos no Financieros, los datos siguientes: 

1. Persona natural: 

a. Nombre completo. 

b. Cédula de identidad personal. 

c. Número de idoneidad. 

d. Dirección. 

e. Fecha de nacimiento. 

f. Datos de contacto. 

g. Código UAF. 

2. Sociedad civil: 

a. Nombre completo. 

b. Número de folio. 

c. Fecha de inscripción. 

d. Dirección. 

e. Datos de contacto. 

f. Código UAF. 
 El Sistema Único podrá ser ajustado para requerir 
información y documentación adicional establecida por las leyes de la 
República de Panamá y los acuerdos internacionales que se suscriban 
en materia de prevención de blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva. 
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Artículo 32. El artículo 9 de la Ley 129 de 2020 queda así: 
Artículo 9. Medidas de protección. La Superintendencia de Sujetos 
no Financieros, en su calidad de custodio y administrador de la 
información contenida en el Sistema Privado y Único de Registro de 
Beneficiarios Finales, no responderá por la veracidad ni exactitud de 
la información que cada agente residente aporte; por tanto, no podrá 
ser demandada ni objeto de secuestros, embargos ni acciones o 
medidas cautelares en relación con los datos contenidos en el Sistema 
Único. 
 Cualquier acción judicial, administrativa o de otra naturaleza, 
para acceso a la información en el Sistema Único por personas 
distintas a las autorizadas por la presente Ley será improcedente 
legalmente. 
 No obstante lo anterior, la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros, junto con la Autoridad Nacional para la Innovación 
Gubernamental, podrá establecer métodos tecnológicos alternativos 
para la implementación del sistema y almacenamiento de datos, así 
como de administración y custodia de datos según su conveniencia, a 
fin de cumplir con los fines establecidos, y se reglamentarán los 
procedimientos acordes a estos. 

 
Artículo 33. El artículo 10 de la Ley 129 de 2020 queda así: 

Artículo 10. Datos de Registro. El Sistema Único requerirá que el 
agente residente suministre la siguiente información de cada persona 
jurídica para la cual preste sus servicios como tal: 
1. Respecto a la persona jurídica objeto de registro: 

a. Nombre completo. 
b. Número de folio. 
c. Fecha de inscripción. 
d. Dirección. 
e. Actividad principal. 
f. Jurisdicción donde opera, en caso de ser comercial. 

2. Respecto al beneficiario final: 
a. Nombre completo. 
b. Número de cédula, pasaporte o documento de identidad 

personal. 
c. Fecha de nacimiento. 
d. Nacionalidad. 
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e. Dirección. 
f. Fecha en la que se adquiere la condición de beneficiario de la 

persona jurídica. 
3. Excepcionalmente, en aquellos casos en que la persona jurídica 

sujeta a registro tenga en su estructura de control a empresas con 
acciones comunes listada en una bolsa de valores local o 
internacional o de propiedad de una entidad estatal o multilateral 
o de un Estado deberá suministrar la información siguiente: 
3.1 Respecto a la persona jurídica listada en una bolsa de valores: 

a. Nombre completo. 
b. Dirección. 
c. País de constitución. 
d. Nombre y jurisdicción de la bolsa de valores en que se 

encuentra listada la persona jurídica. 
3.2 Respecto al beneficiario final de una entidad estatal o 
multilateral: 

a. Nombre completo de la entidad. 
b. Dirección. 
c. País y/o sede. 
d. Nombre completo del representante legal o su 

equivalente. 
3.3 Respecto al beneficiario final de la persona jurídica propiedad 
de un Estado: 

a. Nombre completo del país. 
b. Fecha de constitución. 

 En los demás casos, en estricto apego a lo dispuesto en la Ley 
23 de 2015, se deberá identificar a la persona natural que cumple con 
la definición final bajo los términos de la presente Ley. 
 El Sistema Único podrá ser ajustado para requerir la 
información y documentación adicional con el propósito de cumplir 
con las leyes de la República de Panamá que permitan que el agente 
residente tenga una comprensión de la naturaleza de control e 
influencia que ejerce el beneficiario final sobre la entidad jurídica, y 
que permitan que el Sistema Único cuente con información de 
beneficiario final que sea cierta, correcta, validable, verificable, 
actualizada y de acceso inmediato para las autoridades. 
 El Órgano Ejecutivo reglamentará esta materia. 
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Artículo 34. El artículo 11 de la Ley 129 de 2020 queda así: 
Artículo. 11. Término de registro. El registro de los datos de la 
persona jurídica y del beneficiario final o beneficiarios finales por 
parte de los agentes residentes deberá perfeccionarse dentro de un 
término máximo de quince días hábiles siguientes a la fecha de 
constitución o inscripción de la persona jurídica o de la designación 
de un nuevo agente residente ante el Registro Público de Panamá. 
 

Artículo 35. El artículo 12 de la Ley 129 de 2020 queda así: 
Artículo 12. Término de actualizaciones. El agente residente deberá 
mantener actualizada toda la información requerida en el artículo 10 
de las personas jurídicas que haya registrado en el Sistema Único. 
Toda persona jurídica está obligada a proveer a su agente residente la 
información requerida por este para identificar al beneficiario final o 
beneficiarios finales, así como notificar a su agente residente de 
cualquier cambio en la información de beneficiario final o 
beneficiarios finales, en un término máximo de quince días hábiles 
siguientes a la fecha del cambio, de manera que el agente residente 
efectúe la debida actualización en un término máximo de cinco días 
hábiles siguientes a la fecha en que recibió la información. 
 

Artículo 36. El artículo 14 de la Ley 129 de 2020 queda así: 
Artículo 14. Accesos. El acceso al Sistema Único quedará 
estrictamente limitado al agente residente de la persona jurídica o de 
las personas jurídicas a las cuales preste su servicio como tal y a dos 
funcionarios designados por la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros, a quienes con base en un análisis de riesgo se les asignará 
el tipo de acceso y sus respectivos roles. 
 El funcionario o los funcionarios designados por el 
superintendente podrán acceder al Sistema Único para fines 
exclusivos de poner en disposición la información requerida por la 
autoridad competente de acuerdo con el artículo 2 de la presente Ley, 
a fin de realizar sus funciones de conformidad con las leyes de la 
República Panamá que sean aplicables. Adicionalmente, para los 
propósitos de cooperación nacional e internacional, la autoridad 
competente podrá solicitar cualquier información provista por esta 
Ley y sus regulaciones sin considerarse una violación a la 
confidencialidad. 
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 El Sistema Único deberá contar con todos los controles de 
seguridad informática que permitan identificar en todo momento 
quien tuvo acceso y desde qué interfaz o protocolo de internet 
(dirección IP) se hizo el ingreso, así como cualquier otra medida de 
protección que garantice que la información custodiada no será 
vulnerada u obtenida para un uso distinto a lo dispuesto en esta Ley. 
 

Artículo 37. El artículo 16 de la Ley 129 de 2020 queda así: 
Artículo 16. Reserva de la información. Los datos suministrados al 
Sistema Único deberán mantenerse en estricta reserva y solo podrán 
ser suministrados a las autoridades competentes de forma inmediata, 
en estricto cumplimiento de los procedimientos, requisitos y 
formalidades establecidos en la presente Ley y su reglamentación. 

 
Artículo 38. Se adiciona el artículo 16-A a la Ley 129 de 2020, así: 

Artículo 16-A. Datos estadísticos. El Sistema Único podrá generar 
datos estadísticos respecto a la información de los agentes residentes, 
las personas jurídicas y del beneficiario final o beneficiarios finales, a 
fin de asistir a la Superintendencia de Sujetos no Financieros en el 
desarrollo de los análisis de riesgo del sector de abogados y 
corporativo, sin que esto represente una violación al acceso 
restringido de la información de beneficiario final o beneficiarios 
finales. 

 
Artículo 39. El artículo 20 de la Ley 129 de 2020 queda así: 

Artículo 20. Renuncias o nuevas designaciones. En caso de renuncia 
de un agente residente, este deberá notificar a la Superintendencia de 
Sujetos no Financieros dentro de un término máximo de diez días 
hábiles siguientes a la fecha de inscripción de la renuncia ante el 
Registro Público de Panamá, a fin de ser desvinculado de la respectiva 
persona jurídica y, consecuentemente, bloqueará su acceso a la 
información provista. Ello sin perjuicio que la información 
permanezca en el Sistema Único para acceso de la autoridad 
competente. 
 De la misma manera, en caso de designación de un nuevo 
agente residente, este deberá notificar tal hecho a la Superintendencia 
de Sujetos no Financieros dentro de un término máximo de quince 
días hábiles siguientes a la fecha de designación del nuevo agente 
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residente ante el Registro Público de Panamá, quien lo vinculará a su 
correspondiente código, a efectos de que ingrese toda la información 
requerida de la persona jurídica de quien ha asumido tal función. En 
ningún caso, el nuevo agente residente tendrá acceso a la información 
previamente registrada por otro agente residente. 
 Lo anterior es sin perjuicio que la información permanezca en 
el sistema para acceso de la autoridad competente y para la emisión de 
certificaciones que permitan a las autoridades y a los agentes 
residentes validar la información del beneficiario final; de manera que 
se garantice la continuidad y la consistencia de la información 
registrada, cuando una entidad jurídica ha tenido uno o varios 
cambios de agente residente a lo largo de su existencia. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros reglamentará 
el procedimiento para la emisión de las certificaciones. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros, junto co el 
Registro Público de Panamá, adoptará las medidas necesarias para el 
fiel cumplimiento de estas disposiciones. 
 

Artículo 40. El artículo 22 de la Ley 129 de 2020 queda así: 
Artículo 22. Aplicación de sanciones. Cuando la Superintendencia de 
Sujetos no Financieros tenga conocimiento del incumplimiento o 
violación por parte de un agente residente, de una persona jurídica o 
de un funcionario asignado por el superintendente de las obligaciones 
que impone esta Ley, sus modificaciones o reglamentaciones, 
impondrá las sanciones administrativas establecidas en esta Ley 
tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 23. 
 Contra tales sanciones caben ante la Superintendencia de 
Sujetos no Financieros los recursos de reconsideración y de apelación 
establecidos en las regulaciones aplicables. 
 

Artículo 41. El artículo 23 de la Ley 129 de 2020 queda así: 
Artículo 23. Sanciones. Los agentes residentes serán sancionados con 
multas desde mil balboas (B/.1000.00) hasta cincuenta mil balboas 
(B/.50 000.00), por cada persona jurídica cuya información no sea 
registrada o actualizada de acuerdo con lo dispuesto en la presente 
Ley. Las sanciones se impondrán considerando la gravedad de la falta, 
el grado de reincidencia, la magnitud del daño y el tamaño del agente 
residente, cuando la información no sea registrada o actualizada de 
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acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley. 
 Adicionalmente, la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros podrá imponer multas progresivas diarias, cuyo monto 
será equivalente a quinientos balboas (B/.500.00), hasta que se 
subsane el incumplimiento por un término máximo de seis meses. Las 
multas progresivas serán efectivas a partir del día siguiente de la 
notificación de la resolución motivada que la fija. 
 Lo anterior es sin perjuicio de la obligación del agente 
residente de suministrar la información del beneficiario final o 
beneficiarios finales a requerimiento de la autoridad competente. 
 El monto de las sanciones impuestas por la Superintendencia 
de Sujetos no Financieros establecidas en la presente Ley será 
destinado para propósitos de capacitación a los agentes residentes 
para el cumplimiento de sus obligaciones en materia de prevención 
del blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, así 
como de capacitaciones dirigidas a los funcionarios de la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros. 

 
Artículo 42. El artículo 24 de la Ley 129 de 2020 queda así: 

Artículo 24. Sanciones específicas. La Superintendencia de Sujetos no 
Financieros ordenará al Registro Público de Panamá la suspensión de 
los derechos corporativos de las personas jurídicas que no hayan sido 
registradas o actualizadas en el Sistema Único por su agente residente, 
de conformidad con lo establecido en las disposiciones del artículo 
318-A del Código Fiscal. Lo anterior es sin perjuicio de la obligación 
del agente residente de suministrar la información del beneficiario 
final o beneficiarios finales a requerimiento de la autoridad 
competente. 
 Consecuentemente, mientras persista la suspensión no podrá 
inscribirse ningún acto, documento y/o acuerdo ni podrán expedirse 
certificaciones relativas a tal persona jurídica, salvo las ordenadas por 
autoridad competente o las solicitadas por terceros con el objeto 
específico de hacer valer sus derechos, en cuyo caso la certificación se 
expedirá en un formato distinto para esos efectos, indicando que la 
persona jurídica no ha cumplido con su obligación de registro o 
actualización establecidas por esta Ley. 
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 Las disposiciones del artículo 318-A del Código Fiscal se 
aplicarán a la reactivación, expiración del término y disolución de las 
personas jurídicas suspendidas. 
 La Superintendencia de Sujetos no Financieros está facultada 
para ordenar al Registro Público de Panamá la liquidación forzosa 
administrativa de la persona jurídica, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 318-A. 

 
Artículo 43. El artículo 28 de la Ley 129 de 2020 queda así: 

Artículo 28. Registro y captura de información. A partir de la 
creación del Sistema Único, los agentes residentes deberán proceder 
con su registro en calidad de sujetos registrantes, así como con la 
captura de la información detallada en el artículo 10, para cada 
persona jurídica constituida o registrada vigente, de conformidad con 
las leyes de la República de Panamá, para las cuales presta sus 
servicios de agente residente. 

 
Artículo 44. Los parágrafos 2, 4, 5 y 6 del artículo 318-A del Código Fiscal 
quedan así: 

Artículo 318-A. … 
… 
PARÁGRAFO 2. De conformidad con las leyes y reglamentos 
aplicables, el Registro Público de Panamá suspenderá los derechos 
corporativos a la persona jurídica que: 
1. Permanezca sin designar un agente residente por un periodo 

mayor de noventa días calendario luego de la renuncia, remoción 
o terminación de la existencia de su agente residente anterior. 

2. Incurra en morosidad en el pago de su tasa única por un periodo 
de tres años consecutivos, previa orden de la Dirección General 
de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas de la 
República de Panamá. Para estos efectos, la Dirección General de 
Ingresos remitirá reportes semestrales al Registro Público de 
Panamá informando sobre aquellas personas jurídicas que se 
encuentren morosas por tres años consecutivos. 

3. Incumpla con obligaciones de acuerdo con lo dispuesto en las 
leyes que establezcan como sanción la suspensión de derechos 
corporativos de personas jurídicas. La renuencia al cumplimiento 
de las obligaciones de la persona jurídica durante los tres meses 
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posteriores al vencimiento del plazo para cumplirlas, conllevará a 
que la autoridad competente ordene la liquidación forzosa 
administrativa. 

 El Órgano Ejecutivo reglamentará esta-materia. 
… 
PARÁGRAFO 4. Una vez inscrita la suspensión de la persona 
jurídica en el Registro Público de Panamá, la persona jurídica contará 
con un plazo de un año para ser reactivada. 
 Durante ese periodo, para los efectos de todos los casos, la 
subsanación respectiva y la solicitud de reactivación ante la autoridad 
competente tendrá que realizarse por parte de cualquier organismo de 
administración, accionista, socio o cualquier tercero interesado, a 
través del agente residente de la persona jurídica. 
 Una vez reactivada, la persona jurídica recuperará su plena 
capacidad y podrá reanudar sus actividades. 
 El Órgano Ejecutivo reglamentará el procedimiento aplicable 
a la solicitud de reactivación. 
PARÁGRAFO 5. Para poder solicitar su reactivación, el organismo 
de administración, accionista, socio, agente residente o cualquier 
tercero interesado deberá pagar una multa por reactivación de mil 
balboas (B/. 1000.00) a la autoridad competente que dictó la orden de 
suspensión y subsanar las causales que dieron origen a dicha 
suspensión. 
PARÁGRAFO 6. Expirado el plazo de suspensión de los derechos 
corporativos de acuerdo con el Parágrafo 4, sin que se haya producido 
la reactivación de la persona jurídica, el Registro Público de Panamá 
notificará a la autoridad competente que ordenó la suspensión, a fin 
de que ordene su disolución. Ordenada la disolución por la autoridad 
competente, el Registro Público de Panamá procederá con su 
disolución con todos los efectos jurídicos que ello conlleva. 
 El Órgano Ejecutivo reglamentará esta materia. 

 
Artículo 45. El artículo 756 del Código Fiscal queda así: 

Artículo 756. Serán sancionados todos los funcionarios públicos lo 
mismo que las personas particulares naturales o jurídicas a quienes la 
autoridad fiscal competente requiera la presentación de informes o 
documentos de cualquier índole relacionados con la aplicación de este 
impuesto y no los rinda o presente dentro del plazo razonable que les 
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señale. Sin perjuicio de las otras sanciones que correspondan, quien 
incumpla alguna de las obligaciones descritas será sancionado con una 
multa de mil balboas (B/.1000.00) a cinco mil balboas (B/.5000.00) la 
primera vez, y con multas de cinco mil balboas (B/.5 000.00) a diez 
mil balboas (B/. 10 000.00) en caso de reincidencia. Además, la 
Administración Provincial de Ingresos respectiva deberá decretar el 
cierre del establecimiento por dos días, la primera vez, y hasta diez 
días en caso de reincidencia. Si persiste el incumplimiento, se 
establecerá la sanción de clausura por quince días del establecimiento 
de que se trate. 
 Los funcionarios o los particulares que infrinjan cualquiera de 
las disposiciones referentes a la expedición de paz y salvo incurrirán 
en multa de mil balboas (B/.1000.00) a cinco mil balboas (B/.5 
000.00) y las sanciones penales que correspondan. 
 La entidad obligada a presentar anualmente el Reporte País 
por País relacionado con los grupos de empresas multinacionales con 
ingresos consolidados superiores a setecientos cincuenta millones de 
euros (750 000 000.00) o su equivalente en balboas en un periodo 
fiscal y que resida para efectos fiscales en Panamá, que incumpla con 
la obligación antes mencionada en un periodo fiscal será sancionada 
con una multa de cien mil balboas (B/. 100 000.00). Se aplicará multa 
progresiva adicional a la multa originalmente impuesta, por la suma de 
cinco mil balboas (B/. 5000.00) diarios hasta que se subsane el 
incumplimiento. En los casos en que la información proporcionada 
por la entidad obligada en el Reporte País por País sea inconsistente o 
errónea será sancionada con una multa de veinticinco mil balboas 
(B/.25 000.00). Si la autoridad competente comprueba que la 
información proporcionada en el Reporte País por País fue alterada 
de manera intencional, la entidad obligada será sancionada con una 
multa hasta quinientos mil balboas (B/.500 000.00). 

 
Artículo 46. Se deroga la Ley 2 de 2011. 
 
Artículo 47. La presente Ley modifica el numeral 4 del artículo 4, los 
artículos 6 y 7, los numerales 4 y 11 del artículo 11, el numeral 2 del artículo 
22, los artículos 38, 39, 60 y 61; adiciona el numeral 21 al artículo 4 y los 
artículos 26-A y 26-B; restablece la vigencia del artículo 23 y subroga el 
artículo 26 de la Ley 23 de 27 de abril de 2015. 
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 Modifica el numeral 4 del artículo 12 y los artículos 22 y 23 de la Ley 
51 de 27 de octubre de 2016, así como los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 7 de la 
Ley 52 de 27 de octubre de 2016. 
 Modifica los artículos 9, 40, 41, 43 y 46, y adiciona los numerales 9, 10 
y 11 al artículo 2 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
 Modifica los numerales 2 y 3 del artículo 2, los artículos 4, 9, 10, 11, 
12, 14, 16, 20, 22, 23, 24, 28 y adiciona el artículo 16-A a la Ley 129 de 17 de 
marzo de 2020. 
 Modifica los parágrafos 2, 4, 5 y 6 del artículo 318-A y el artículo 756 
del Código Fiscal y deroga la Ley 2 de 1 de febrero de 2011. 
 
Artículo 48. Esta Ley comenzará a regir el día siguiente al de su 
promulgación. 
 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
Proyecto 624 de 2021 aprobado en tercer debate en el Palacio Justo 
Arosemena, ciudad de Panamá, a los veintiséis días del mes de octubre del 
año dos mil veintiuno. 
 
El Presidente, 
Cipriano Adames Navarro 
 
El Secretario General, 
Quibián T. Panay G. 
 
ÓRGANO EJECUTIVO NACIONAL. PRESIDENCIA DE LA 
REPÚLBICA PANAMÁ. REPÚBLICA DE PANAMÁ, 11 DE 
NOVIEMBRE DE 2021. 
 
LAURENTINO CORTIZO COHEN 
Presidente de la República 
 
HÉCTOR E. ALEXANCDER H. 
Ministro de Economía y Finanzas
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Ley 7072 
De 31 de enero de 2019 

 
Que reforma el Código Penal dicta otras disposiciones 

 
LA ASAMBLEA NACIONAL 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1. Se adiciona el artículo 254-A al Código Penal, así: 

Artículo 254-A. Quien, personalmente o por interpuesta persona, 
reciba, posea, deposite, negocie, transfiera o convierta dineros, títulos, 
valores, bienes y otros recursos financieros, a sabiendas que 
provienen de delitos contra el Tesoro Nacional, establecidos en este 
Código, con el objeto de ocultar, encubrir o disimular su origen ilícito, 
o ayude a evadir las consecuencias jurídicas de tal hecho punible, será 
sancionado con pena de dos a cuatro años de prisión. 
 Si se determinara que el delito previsto en este artículo ha sido 
cometido, a través de una o más personas jurídicas, la pena será 
impuesta a la persona jurídica en cuestión y será una multa de una 
hasta tres veces el importe del tributo defraudado. 

 
Artículo 2. Se adiciona el Capítulo XII al Título VII del Libro Segundo del 
Código Penal, que comprende los artículos 288-G, 288-H, 288-I y 288-J, así: 
 

Capítulo XII 
Delitos contra el Tesoro Nacional 

 
Artículo 288-G. Quien con beneficio propio o de un tercero y con 
intención incurra en defraudación fiscal contra el Tesoro Nacional de 

                                                           
72 Publicada en la Gaceta Oficial n.º  28705-A de 1 de febrero de 2019. 
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la República de Panamá y afecte la correcta determinación de una 
obligación tributaria para dejar de pagar, en todo o en parte, los 
tributos correspondientes, será sancionado con prisión de dos a 
cuatro años. 
 La pena prevista en el presente artículo solo será aplicable 
cuando el monto defraudado del tributo en un periodo fiscal sea igual 
o superior a trescientos mil balboas (B/.300 000.00), sin incluir 
multas, recargos e intereses en el cálculo de la suma. 
 En los casos inferiores a trescientos mil balboas (B/.300 
000.00), la competencia será de la autoridad tributaria. 
 La conducta penal incluida en este artículo se aplicará tal 
como está definida en el Código de Procedimiento Tributario. 

 
Artículo 288-H. Quien obtenga fraudulentamente una exoneración, 
devolución, disfrute o aprovechamiento de beneficios fiscales 
indebidos será sancionado con prisión de dos a cuatro años y con 
multa de uno a tres veces el importe del tributo defraudado. 
 La pena prevista en el presente artículo solo será aplicable 
cuando el monto defraudado del tributo en un periodo fiscal sea igual 
o superior a trescientos mil balboas (B/.300 000.00), sin incluir 
multas, recargos e intereses en el cálculo de la suma. 
 En los casos inferiores a trescientos mil balboas (B/.300 
000.00), la competencia será de la autoridad competente. 
 
Artículo 288-I. Cuando una persona jurídica sea utilizada en algunas 
de las conductas descritas en el presente Capitulo o sea beneficiada 
por estas, será sancionada con mulla no menor del importe del tributo 
defraudado ni mayor del doble del importe del tributo defraudado. 
 La pena prevista en el presente artículo solo será aplicable 
cuando el monto defraudado del tributo en un periodo fiscal sea igual 
o superior a trescientos mil balboas (B/.300 000.00), sin incluir 
multas, recargos e intereses en el cálculo de la suma. 
 En los casos inferiores a trescientos mil balboas (B/.300 
000.00), la competencia será de la autoridad competente.  
 
Artículo 288-J. En los casos previstos en este Capítulo, se eximirá de 
pena a quien pague el monto de la obligación tributaria defraudada y 
sus accesorios formales, en forma incondicional y total, antes de la 
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sentencia de primera instancia. 
 En caso de que el pago se realice durante la fase de 
investigación, no se ejercerá ninguna acción penal dimanante de 
cualquier delito de defraudación fiscal contra las personas investigadas 
por los montos de la defraudación fiscal cancelada. 
 

Artículo 3. El artículo 29 de la Ley 23 de 2015 queda así: 
Artículo 29. Actualización de registros y su resguardo. Los sujetos 
obligados financieros, los sujetos obligados no financieros y 
actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión deberán 
mantener actualizados todos los registros de la información y 
documentación de debida diligencia que se lleve a cabo para la 
identificación y verificación de la persona natural y del beneficiario 
final de las personas jurídicas u otras estructuras jurídicas. 
 En los casos de aquellos clientes identificados como de alto 
riesgo, atendiendo a los resultados de la evaluación de riesgo realizada 
por los sujetos obligados financieros, los sujetos obligados no 
financieros y actividades realizadas por profesionales sujetas a 
supervisión, la actualización de todos los registros de la información y 
documentación de debida diligencia deberá realizarse como mínimo 
una vez al año. 
 Igualmente, resguardarán la información, documentación de la 
debida diligencia del cliente y del beneficiario final, así como los 
registros de las operaciones realizadas, por un periodo mínimo de 
cinco años, contado a partir de la terminación de la relación 
profesional, que hagan posible el conocimiento de este y la 
reconstrucción de sus operaciones. 

 
Artículo 4. El artículo 54 de la Ley 23 de 2015 queda así: 

Artículo 54. Obligación de reportar una operación sospechosa. Los 
sujetos obligados financieros, los sujetos obligados no financieros y 
actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión deberán 
comunicar directamente a la Unidad de Análisis Financiero para la 
Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo cualquier hecho, transacción u operación que se haya 
realizado, incluyendo tentativas de realizar operaciones, en las que se 
sospeche pudieran estar relacionadas con los delitos de blanqueo de 
capitales, financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la 
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proliferación de armas de destrucción masiva, con independencia del 
monto, que no puedan ser justificadas o sustentadas. 
 Los reportes deberán ser remitidos a la Unidad de Análisis 
Financiero inmediatamente, a partir de la detección del hecho, 
operación sospechosa, de la ejecución la transacción u operación o 
tentativa de operación. 
 En los casos en que la recolección de toda la información 
enviada inicialmente sea compleja o requiera aclaratorias para ser 
precisa o verídica, los sujetos obligados financieros, los sujetos 
obligados no financieros y actividades realizadas por profesionales 
sujetos a supervisión deberán complementar de forma expedita la 
información enviada inicialmente a la Unidad de Análisis Financiero 
mediante un reporte de operación sospechosa complementario. 
 Los informes de inteligencia financiera no tendrán valor 
probatorio y no podrán ser incorporados directamente a las 
diligencias judiciales o administrativas. 

 
Artículo 5. Se derogan los artículos 752 y 797, el parágrafo 20 del artículo 
1057-V y las penas de prisión establecidas en el artículo 986 del Código 
Fiscal. 
 
Artículo 6. La presente Ley adiciona el artículo 254-A y el Capitulo XII al 
Título VII del Libro Segundo del Texto Único del Código Penal, que 
comprende los artículos 288-G, 288-H, 288-I y 288-J; modifica los artículos 
29 y 54 de la Ley 23 de 27 de abril de 2015 y deroga los artículos 752 y 797, el 
parágrafo 20 del artículo 1057-V y las penas de prisión establecidas en el 
artículo 986 del Código Fiscal. 
 
Artículo 7. Esta Ley comenzará o regir a los treinta días de su promulgación. 
 
COMUNIQUESE Y CÚMPLASE. 
 
Proyecto 591 de 2018 aprobado en tercer debate en el Palacio Justo 
Arosemena, ciudad de Panamá, a los veintinueve días del mes de enero del 
año dos mil diecinueve. 
 
La Presidenta,  
Yanibel Ábrego S.  



MARCO NORMATIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE SUJETOS NO FINANCIEROS 
  

207 

El Secretario General  
Franz O. Wever Z. 
 
ÓRGANO EJECUTIVO NACIONAL. PRESIDENCIA DE LA 
REPÚBLICA PANAMÁ. REPÚBLICA DE PANAMÁ, 31 DE ENERO 
DE 2019. 
 
JUAN CARLOS VARELA R. 
Presidente de la República 
 
CARLOS RUBIO 
Ministro de Gobierno 
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Decreto Ejecutivo 36373 
De 13 de agosto de 2015 

 
Que reglamenta la Ley 23 del 27 de abril de 2015 que adopta medidas para 

prevenir el blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva y dicta 

otras disposiciones 
 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que conforme a lo que consagra el numeral 14 del Artículo 184 de la 
Constitución Política, es Facultad del Presidente de la República, reglamentar 
las leyes que lo requieran, para su mejor cumplimiento, sin apartarse de su 
texto ni de su espíritu, con la participación del Ministro respectivo; 
 
Que la Ley 23 de 27 de abril de 2015, que adopta medidas para prevenir el 
blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva y dicta otras disposiciones, 
dispone entre sus objetivos el prevenir los riesgos que se derivan de la 
posibilidad que los productos y servicios ofrecidos por los sujetos obligados 
descritos en la precitada excerta legal, sean utilizados como mecanismos o 
vehículos para el blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 
 
Que a través del artículo 76 de la precitada Ley se ordena su reglamentación, a 
fin de desarrollar los lineamientos generales del marco regulatorio que deben 

                                                           
73 Publicado en la Gaceta Oficial n.º 27845-B de 13 de agosto de 2015. 
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aplicar los diferentes organismos de supervisión y todos los sujetos obligados 
en materia de prevención del blanqueo de capitales, el financiamiento del 
terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva; 
 
Que en virtud de lo antes expuesto es imprescindible el desarrollo de las 
disposiciones con miras a lograr el entendimiento e implementación de estas 
normas a fin de cumplir con los fines establecidos en la Ley 23 del 27 de abril 
de 2015. 
 

DECRETA: 
  
Artículo 1. Definiciones: A efectos de la presente reglamentación, los 
siguientes términos se entenderán de la siguiente manera: 
1. Blanqueo de Capitales: es aquella conducta realizada, ya sea personalmente o 

por interpuesta persona, que consiste en recibir, depositar, negociar, 
transferir o convertir dineros, títulos, valores, bienes u otros recursos 
financieros, previendo razonablemente que proceden de actividades 
relacionadas con el soborno internacional, los delitos contra el Derecho 
de Autor y Derechos Conexos, delitos contra los Derechos de la 
propiedad industrial, Tráfico ilícito de Migrantes, Trata de Personas, 
Tráfico de órganos, Delitos contra el ambiente, Delitos de explotación 
sexual comercial, Delitos contra la Personalidad Jurídica del Estado, 
Delitos contra la Seguridad Jurídica de los Medios Electrónicos, Estafa 
calificada, Robo, Delitos Financieros, Secuestro, Extorsión, Homicidio 
por precio o recompensa, Peculado, Corrupción de Servidores Públicos, 
Enriquecimiento Injustificado, Pornografía y Corrupción de Personas 
Menores de Edad, Robo o tráfico internacional de vehículos, sus piezas y 
componentes, Falsificación de documentos en General, Omisión o 
falsedad de la declaración aduanera del viajero respecto a dineros, valores 
o documentos negociables, Falsificación de monedas y otros valores, 
delitos de monedas y otros valores, delitos contra el patrimonio histórico 
de la Nación, Delitos contra la seguridad colectiva, Terrorismo y 
Financiamiento del Terrorismo, delitos relacionados con Drogas, 
Piratería, Delincuencia Organizada, Asociación Ilícita, Pandillerismo, 
Posesión y Tráfico de Armas y Explosivos y Apropiación y Sustracción 
Violenta de Material Ilícito, tráfico y recepción de cosas provenientes del 
delito, delitos de contrabando defraudación aduanera con el objeto de 
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ocultar, encubrir o disimular su origen ilícito, o ayude a eludir las 
consecuencias jurídicas de tales hechos punibles. 

2. Financiamiento del Terrorismo: Es aquella conducta que se lleva a cabo de 
forma individual o colectiva, de manera directa o indirecta, con el ánimo 
de proporcionar, organizar o recolectar fondos o activos, de origen licito 
o ilícito, con la intención de que se utilicen para financiar, en todo o en 
parte, la comisión de actos de terrorismo o cualquier otro acto destinado 
a causar la muerte o lesiones corporales graves a la población, cuando el 
propósito de dicho acto por su naturaleza o contexto, sean perturbar la 
paz pública o intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una 
organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo o la 
existencia de terroristas individuales, grupos u organizaciones terroristas o 
de cualquier forma los beneficie. 
La definición incluye el proporcionar, organizar, recolectar o poner 
recursos, fondos o activos, bienes muebles o inmuebles a disposición del 
terrorista individual u organización o asociación terrorista, 
independientemente de que estos se vayan a utilizar en la efectiva 
comisión de uno de los delitos tipificados en el Capítulo I del Título IX 
del Libro Segundo del Código Penal sobre Terrorismo y Financiamiento 
del Terrorismo. 

3. Medidas pertinentes de Debida Diligencia: Comprende la verificación de la 
debida diligencia que se establece en el artículo 9 del presente Decreto 
Ejecutivo. 

 
Artículo 2. Introducción. Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados 
no financieros y aquellos profesionales que realicen actividades sujetas a 
supervisión deberán implementar procesos para la adecuada gestión de riesgo 
de blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento 
de la proliferación de armas de destrucción masiva, que prevean la aplicación 
de medidas de debida diligencia sobre sus clientes, sus transacciones y sus 
empleados, según su nivel de riesgo, de manera tal que puedan identificar 
operaciones vinculadas a dichos delitos, en atención a la Ley y las normas que 
la reglamentan. 
 Cada organismo de supervisión en el ámbito de su competencia y el 
cumplimiento de sus atribuciones, podrá establecer criterios adecuados a su 
sector de regulación. 
 
Artículo 3. Enfoque basado en riesgos. Los sujetos obligados financieros, 
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sujetos obligados no financieros y aquellos profesionales que realicen 
actividades sujetas a supervisión, deberán, de acuerdo a su tamaño y grado de 
complejidad de sus actividades, implementar el enfoque basado en riesgo a fin 
de identificar, evaluar, monitorear, administrar y mitigar los riesgos asociados 
al blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento 
de la proliferación de armas de destrucción masiva; a tales efectos 
implementarán procesos y medidas de debida diligencia básicas, simplificadas 
o ampliadas dependiendo de los niveles de riesgos a los que pueden estar 
expuestos. 
  
Artículo 4. Medidas de debida diligencia. Los sujetos obligados financieros, 
sujetos obligados no financieros y aquellos profesionales que realicen 
actividades sujetas a supervisión deben adoptar medidas de debida diligencia 
cuando: 
1. Establezcan relaciones contractuales o de negocios con su cliente; 
2. Realicen transacciones ocasionales, por encima del monto que establezca 

su respectivo organismo de supervisión, incluso en situaciones en que la 
transacción se lleve a cabo en una sola operación o en varias operaciones, 
que presuntamente pudieran estar ligadas; 

3. Realicen transacciones ocasionales mediante transferencias electrónicas en 
las circunstancias que establezca el respectivo organismo de supervisión; 

4. Existan operaciones inusuales que puedan estar relacionadas con el 
blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, o la 
posible comisión de los delitos procedentes del blanqueo de capitales y el 
financiamiento del terrorismo; 

5. Existan dudas sobre la veracidad o precisión de los datos de identificación 
del cliente obtenidos anteriormente, se deberá actualizar la información y 
documentación respectiva. 

 
Artículo 5. Perfil financiero y perfil transaccional. Los sujetos obligados 
financieros deberán considerar para la determinación del perfil financiero y 
perfil transaccional, los siguientes criterios: 
1. Perfil financiero: Debería contener como mínimo lo concerniente a los 

Ingresos Fijos y Variables del cliente; la frecuencia en que dichos ingresos 
de reciben durante un período base mensual; la forma en que dichos 
ingresos son recibidos por el cliente (Efectivo, Cuasi- efectivo, Cheques o 
Transferencia); el origen de los fondos, es decir la procedencia de dichos 
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ingresos, así como la ubicación de dicha procedencia (local o extranjero). 
Igualmente, es necesario determinar el perfil financiero de salida de 
dinero. 

2. El perfil transaccional: Deberá estar vinculado al tipo de producto o 
servicio que utilizará el cliente; el análisis de los productos y servicios 
debe definir el comportamiento usual esperado. 

 Los sujetos obligados no financieros analizarán el perfil financiero y 
transaccional atendiendo a la importancia relativa y al riesgo identificado o de 
acuerdo a lo que la Intendencia de Supervisión y Regulación de Sujetos no 
Financieros determine en función del Análisis Nacional de Riesgo. 
 
Artículo 6. Medidas básicas de debida diligencia del cliente en caso de 
persona natural. Sin perjuicio de los requisitos dispuestos por la Ley y 
aquellos que el organismo de supervisión respectivo requiera, sujetos 
obligados financieros, sujetos obligados no financieros y aquellos 
profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión deberán mantener 
los registros de la información y documentación de la debida diligencia que se 
lleva a cabo para la identificación y verificación de la identidad de la persona 
natural (cliente habitual u ocasional), que deberán contener, como mínimo: 
1. Nombre completo; 
2. Cédula de identidad o pasaporte cuando se trate de un extranjero; 
3. Dirección física; 
4. Profesión u ocupación; y 
5. Lo que dictamine adicionalmente los organismos de supervisión. 
 
Artículo 7. Medidas básicas de debida diligencia del cliente en caso de 
persona jurídica. Sin perjuicio de los requisitos dispuestos por la Ley y 
aquellos que el organismo de supervisión respectivo establezcan, los sujetos 
obligados financieros, sujetos obligados no financieros y aquellos 
profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión deberán mantener 
los registros de la información y documentación de debida diligencia que se 
lleve a cabo para la identificación y verificación de la persona jurídica y otras 
estructuras jurídicas que deberán contener, como mínimo: 
1. Nombre completo y tipo de la persona jurídica o estructura jurídica; 
2. Jurisdicción y datos de incorporación o inscripción; 
3. Número de identificación o su equivalente de la persona jurídica o 

estructura jurídica; 
4. Identificación y verificación de beneficiario final; 
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5. Dirección; 
6. Dirección para correspondencia, si aplica; 
7. Nombre de su representante legal y de la persona apoderada para 

contratar en nombre de la persona jurídica; 
8. Actividad principal a la que se dedica; y 
9. Lo que determine adicionalmente los organismos de supervisión. 
 
Artículo 8. Identificación y verificación del beneficiario final. En el proceso 
de la identificación y verificación de la identidad del beneficiario final, en el 
caso de personas jurídicas y otras estructuras jurídicas, se tomarán las medidas 
razonables por los organismos de supervisión que establezca para el 
cumplimiento de estos deberes, en su ámbito de competencia, las cuales será, 
el diez por ciento (10 %) o más de participación de la propiedad para los 
sujetos obligados financieros y el veinticinco (25 %) o más de participación de 
la propiedad para los sujetos obligados no financieros y aquellos profesionales 
que realicen actividades sujetas a supervisión. 
  En el caso de personas jurídicas nacionales o extranjeras, 
fideicomisos, fundaciones de interés privado, organizaciones no 
gubernamentales, instituciones de beneficencia o sin fines de lucro, cuyos 
beneficiarios finales no puedan ser identificados mediante la participación 
accionaria, se deberá obtener un acta, certificación o declaración jurada 
debidamente suscrita por los representantes o personas autorizadas, donde se 
detalle el o los beneficiarios finales. 
 La determinación del beneficiario final, en caso de los sujetos 
obligados no financieros aplicará atendiendo la importancia relativa, el riesgo 
identificado y especialmente cuando estos se involucran en alguna transacción 
en efectivo con un cliente por un monto igual o mayor al monto establecido 
por el organismo de supervisión. 
 Los sujetos obligados no financieros podrán aplicar medidas de 
debida diligencia simplificada en la verificación de la identidad del cliente y 
del beneficiario final cuando el nivel del riesgo es menor y en situaciones en 
las que la transacción se lleva a cabo en una sola operación. No obstante, las 
medidas de debida diligencia simplificada no son aceptables siempre que 
exista una sospecha de blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo 
y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, así 
como transacciones ocasionales que sean en efectivo por encima del umbral 
designado por el organismo de supervisión y regulación, cuasi efectivo o que 
sea realizado por una persona que se califique como persona expuesta 
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políticamente. 
Artículo 9. Verificación de la debida diligencia. Se considerará que se han 
cumplido las medidas pertinentes de debida diligencia cuando se haya 
obtenido y verificado los requisitos mínimos que se indican en los artículos 6 
y 7 del presente Decreto Ejecutivo. 
 Los sujetos obligados no financieros y aquellos profesionales que 
realicen actividades sujetas a supervisión adoptarán procedimientos de 
manejo de riesgo para las condiciones bajo las cuales se permite completar la 
verificación después de establecida la relación comercial o profesional, 
siempre y cuando se cumpla con lo siguiente: 
1. Que la verificación ocurra lo antes y razonablemente posible; 
2. Que sea esencial no interrumpir el desarrollo normal de la operación; y 
3. Que los riesgos de blanqueo de capitales, financiamiento del terrorismo y 

financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, estén 
efectivamente bajo control. 

 Cada organismo de supervisión en el ámbito de su competencia y el 
cumplimiento de sus atribuciones, podrá establecer criterios adecuados a su 
sector de regulación. 
 
Artículo 10. Medidas de debida diligencia simplificada. Las posibles medidas 
de debida diligencia simplificada que podrán aplicar los sujetos obligados 
financieros, sujetos obligados no financieros y aquellos profesionales que 
realicen actividades sujetas a supervisión, son las siguientes, a saber: 
1. Reducir el proceso de revisión documental; 
2. Reducir la frecuencia de actualizaciones de la identificación del cliente; 
3. Reducir el seguimiento de la relación de negocios y el escrutinio de las 

operaciones que no superan el monto mínimo establecido por el 
organismo de supervisión; 

 En el caso de los sujetos obligados no financieros y profesionales que 
se dediquen a las actividades sujetas a supervisión podrán no recabar 
información sobre la actividad profesional o empresarial del cliente, cuando el 
propósito y naturaleza por el tipo de operaciones o relación de negocios sean 
claramente conocidos. 
 Las medidas simplificadas de debida diligencia deberán ser 
congruentes con la exposición al riesgo identificado. No podrán aplicarse 
debida diligencia simplificada o la aplicación de estas medidas cuando 
concurran o surjan operaciones inusuales que puedan estas relacionadas al 
blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento de 
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la proliferación de armas de destrucción masiva o riesgos superiores al 
promedio. 
 Sin perjuicio de lo establecido en el presente artículo, corresponderá a 
los sujetos obligados, evaluar durante el seguimiento continuo de la relación 
contractual o de negocios, el comportamiento transaccional o financiero del 
cliente, con la finalidad de verificar si las medidas de debida diligencia 
simplificadas deben ser reforzadas. 
 Cada organismo de supervisión en el ámbito de su competencia y el 
cumplimiento de sus atribuciones, podrá establecer criterios adecuados a su 
sector de regulación. 
 
Artículo 11. Medidas de debida diligencia ampliada o reforzada. Las posibles 
medidas de debida diligencia ampliada o reforzada, que podrán aplicar los 
sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y aquellos 
profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión, cuando aplique, 
son las siguientes: 
1. Obtención de información adicional sobre el cliente y beneficiario final; 
2. Obtención de información adicional sobre el carácter que se pretende dar 

a la relación comercial o profesional; 
3. Obtención de información sobre la fuente de los fondos o la fuente de 

riqueza del cliente; 
4. Obtención de información sobre las razones de las transacciones 

pretendidas o efectuadas. 
5. Obtención de la aprobación de la alta gerencia para comenzar o continuar 

la relación comercial. 
6. Monitoreo más intenso de la relación comercial, incrementando la 

cantidad y la duración de los controles aplicados, y selección de los 
patrones de transacciones que necesitan un mayor examen. 

 
Artículo 12. Aplicación de debida diligencia ampliada o reforzada. Los sujetos 
obligados financieros, sujetos obligados no financieros y aquellos 
profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión aplicarán, además 
de las medidas básicas de debida diligencia, medidas ampliadas o reforzadas 
en las áreas de negocio, sus actividades, productos, servicios, canales de 
distribución o comercialización, relaciones de negocio y operaciones que 
presenten un riesgo más elevado de blanqueo de capitales, el financiamiento 
del terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva. 
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 Sin perjuicio de los clientes que según la evaluación de riesgo del 
sujeto obligado, sean considerados de alto riesgo, se incluirán en esta 
categoría a: 
1. Personas Expuestas Políticamente; 
2. Negocios con un alto volumen de operaciones en efectivo; 
3. Personas jurídicas y otras estructuras jurídicas extranjeras con registros de 

acciones al portador, así como las personas jurídicas y otras estructuras 
jurídicas panameñas cuyo beneficiario final no sea verificable; 

4. Relaciones de negocio y operaciones con clientes de países, territorios o 
jurisdicciones de riesgo, o que supongan transferencia de fondos desde o 
hacia tales países (jurisdicciones de riesgos), territorios o jurisdicciones, 
incluyendo en todo caso, aquellos países para los que el Grupo de Acción 
Financiera Internacional (GAFI) exija la aplicación de medidas de 
diligencia ampliada o reforzada; y 

5. Aquellas que surjan del plan nacional de evaluación de riesgos para la 
prevención de los delitos de blanqueo de capitales, el financiamiento del 
terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva. 

 Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, los sujetos obligados 
determinarán en los procedimientos de control interno, otras situaciones que, 
conforme a su análisis de riesgo, requieran la aplicación de medidas ampliada 
o reforzada de debida diligencia. 
 
Artículo 13. Aplicación por terceros de las medidas de debida diligencia. Los 
sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y aquellos 
profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión, sólo podrán 
recurrir a empresas de cumplimiento para que los asistan en los 
procedimientos de identificación del cliente, identificación del beneficiario 
final y comprensión de la naturaleza comercial o transaccional del cliente, 
siempre que el organismo de supervisión respectivo lo autorice y lo haya 
registrado debidamente a dicha empresa de cumplimiento. Estas deben estar 
domiciliadas y con presencia física en la República de Panamá. Para el debido 
registro, el organismo de supervisión deberá solicitarles como mínimo la 
siguiente documentación, a saber: 
1. Certificación del Registro Público, Aviso de Operación y Número de 

identificación de la persona jurídica o su equivalente; 
2. Certificado de vigencia del Registro Público; 
3. Paz y Salvo de la Dirección General de Ingresos, cuando aplique; 
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4. Copia autenticada de la cédula de identidad personal o pasaporte de sus 
directores, dignatarios, representante legal y apoderado legal si lo hubiere; 

5. Presentar la documentación, currículum, programas y credenciales de sus 
accionistas, directores, dignatarios, representante legal y apoderado legal si 
lo hubiere, técnicos y trabajadores, que acrediten la experiencia y 
experticia en el área o sector al cual pretendan prestar sus servicios como 
empresas de cumplimiento, especialmente en el ámbito de blanqueo de 
capitales y particularmente de debida diligencia. 

6. Certificaciones ya sean nacionales o internacionales que acrediten la 
experiencia en materia de blanqueo de capitales, el financiamiento del 
terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva de sus directivos, técnicos y trabajadores. 

7. Constancias que demuestren que el personal idóneo y profesionales 
especializados que forman parte de la empresa de cumplimiento, ha 
recibido o facilitado en calidad de instructor, un mínimo de ciento sesenta 
(160) horas de capacitación especializada anualmente en materia de 
prevención del blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva; y 

8. Otros requisitos que establezcan los organismos de supervisión. 
 La empresa de cumplimiento asistirá en las medidas de debida 
diligencia, en nombre del sujeto obligado financiero, sujeto obligado no 
financiero y profesional que realice actividades realizadas sujetas a 
supervisión, siempre y cuando aplique los procedimientos definidos por este y 
se encuentre bajo el control de la implementación eficaz de los 
procedimientos que estos establezcan. 
 Los sujetos obligados financiero, sujeto obligado no financiero y 
profesionales que realicen actividades realizadas sujetas a supervisión son 
responsables por el reporte final que le desarrolle la empresa de 
cumplimiento. 
 El organismo de supervisión respectivo regulará los criterios 
adicionales que considere razonable conforme al riesgo de sus sujetos 
obligados; igualmente podrá revocar de sus listados a las empresas de 
cumplimiento que no cumplan con los estándares internacionales, ética, 
transparencia, idoneidad o especialización requerida en la materia de 
prevención del blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 
 Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y 
profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión, deberán mantener 
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todos los registros que permitan a las autoridades competentes y a los 
organismos de supervisión la reconstrucción de cualquier hecho o 
transacciones individuales, incluyendo los montos, de manera tal que se 
ofrezca evidencia, de ser necesario, para el procesamiento de una actividad 
criminal o necesidad de constatar los controles adecuados para ofrecer el 
servicio. 
 
Artículo 14. Dependencia en terceros. Los sujetos obligados no financieros y 
profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión, sin perjuicio a lo 
que determine el respectivo organismo de supervisión, podrá apoyarse en la 
debida diligencia realizada por un sujeto obligado, siempre que: 
1. Establezca previamente mecanismos que aseguren que el sujeto obligado 

suministrará a requerimiento, copia de los datos de identificación y demás 
documentación pertinente relativa a los requisitos sobre la debida 
diligencia del cliente; y 

2. Se asegure que el sujeto obligado ha implementado medidas para cumplir 
con los requisitos de debida diligencia del cliente y de mantenimiento de 
registros. 

 Los sujetos obligados no financieros y profesionales que realicen 
actividades sujetas a supervisión, son responsables con respecto de la 
identificación del cliente, identificación del beneficiario final y comprensión 
de la naturaleza comercial o transaccional del cliente. 
 
Artículo 15. Reporte de transacciones en efectivo y cuasi efectivo. Los sujetos 
obligados financieros, sujetos obligados no financieros y aquellos 
profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión deberán utilizar 
los formularios destinados para el cumplimiento del reporte de transacciones 
en efectivo y cuasi efectivo provistos por la Unidad de Análisis Financiero 
para la prevención de Blanqueo de Capitales y el Financiamiento del 
Terrorismo. 
  La Unidad de Análisis Financiero para la prevención de Blanqueo de 
Capitales y el Financiamiento del Terrorismo emitirá la Guía que permita 
reconocer el uso apropiado de estos formularios, los cuales deberán 
diligenciarse para cada operación que califique y los mismos deberán ser 
enviados directamente a la Unidad de Análisis Financiero para la prevención 
de Blanqueo de Capitales y el Financiamiento del Terrorismo, dentro de los 
diez (10) primeros días hábiles de cada mes, a través de los medios que ésta 
señale. 
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 En los casos en que los sujetos obligados financieros, sujetos 
obligados no financieros y profesional que realice actividades sujetas a 
supervisión, por su tipo de actividad, no realicen transacciones en efectivo y 
cuasi efectivo, deberán comunicar a la Unidad de Análisis Financiero para la 
prevención de Blanqueo de Capitales y el Financiamiento del Terrorismo la 
no realización de estas transacciones a través de la declaración jurada que se 
defina para ello, por una sola vez, y sujeto a la aprobación de la Unidad de 
Análisis Financiero para la prevención de Blanqueo de Capitales y el 
Financiamiento del Terrorismo. 
 En los casos de sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros y profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión que 
ocasionalmente efectúen operaciones en efectivo o cuasi efectivo, deberán 
reportar a la Unidad de Análisis Financiero para la prevención de Blanqueo 
de Capitales y el Financiamiento del Terrorismo en el periodo en que ocurran. 
Cuando no existan este tipo de transacciones se deberá comunicar la no 
realización de las mismas a través de la declaración jurada que se defina para 
ello, cada seis (6) meses, dentro de los diez (10) primeros días calendario del 
mes siguiente, entendiéndose que la fecha de corte semestral será los 30 de 
junio y 31 de diciembre. 
 Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y 
actividades realizadas por profesionales sujetas a supervisión, conservarán 
cada formulario diligenciado y los documentos que sustentan cada operación 
por un plazo no menor de cinco (5) años, contados a partir de la fecha del 
respectivo formulario o documento, según el caso. 
 
Artículo 16. Operación inusual. Los sujetos obligados financieros y sujetos 
obligados no financieros, cuando aplique, deben contar con medidas que les 
permita la detección oportuna de las operaciones inusuales, las cuales deben 
ser analizadas con el fin de obtener información adicional para corroborar o 
descartar la inusualidad. Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, se 
considerarán operaciones inusuales aquellas transacciones que cumplen, 
cuando menos las siguientes características: 
1. No guardan relación con la actividad económica del cliente; 
2. No es cónsona con el perfil financiero o perfil transaccional del cliente; 
3. No coincidan con los parámetros adicionales previamente establecidos 

por el sujeto obligado al inicio de la relación contractual o cuenta; y 
4. No se obtiene una explicación o justificación que se considere razonable. 
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 Los sujetos obligados financieros y sujetos obligados no financieros 
deben dejar constancia de cada una de las operaciones inusuales detectadas, 
del responsable o responsables de su análisis, así como la determinación de 
reportarla o no como operación sospechosa. 
 Las operaciones inusuales en las que se sospeche puedan estar 
relacionadas al delito de blanqueo de capitales, el financiamiento del 
terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva, podrán ser reportadas inmediatamente como una operación 
sospechosa. 
 
Artículo 17. Obligación de reportar operaciones sospechosas. Los sujetos 
obligados financieros, sujetos obligados no financieros y profesionales que 
realicen actividades sujetas a supervisión, deberán llevar un registro de las 
operaciones sospechosas vinculadas con el blanqueo de capitales, el 
financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas 
de destrucción masiva. 
 Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no financieros y 
profesionales que realicen actividades sujetas a supervisión, deberán cumplir 
con las diligencias que se establecen a continuación cuando, en el curso de sus 
actividades, tengan conocimiento de operaciones llevadas a cabo en sus 
establecimientos que califiquen como operaciones sospechosas: 
1. Crear un registro con la información sobre la operación. La información 

contendrá los datos de la(s) cuenta(s) o transacción(es) que originan la 
operación, la(s) fecha(s), el(los) monto(s) y el(los) tipo(s) de operación; 
este registro debe incluir, de manera sucinta, las observaciones del 
funcionario que definió que la operación se consideró sospechosa. 

2. Notificar de inmediato la operación sospechosa a la Unidad de Análisis 
Financiero para la Prevención de Blanqueo de Capitales, el 
Financiamiento del Terrorismo y el Financiamiento de la Proliferación de 
Armas de Destrucción Masiva en los formularios diseñados para tal 
efecto, dentro del período establecido por la Ley 23 del 27 de abril de 
2015. 

3. En los casos de operaciones sospechosas, deberán actualizar el expediente 
respectivo. 

  
Artículo 18. Enlace. Los sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros y aquellos profesionales que realicen actividades sujetas a 
supervisión deberán designar una persona o unidad responsable de servir 
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como enlace con la Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del 
delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del Terrorismo y el 
respectivo organismo de supervisión. 
 Cada organismo se supervisión establecerá las actividades que deben 
ser gestionadas por el enlace. 
 
Artículo 19. Actualización de registro y su resguardo. Los sujetos obligados 
financieros, sujetos obligados no financieros y profesionales que realicen 
actividades sujetas a supervisión, deberán mantener los registros sobre las 
transacciones e información actualizada de sus clientes obtenida mediante 
medidas de debida diligencia, ya sean personas naturales o jurídicas u otras 
estructuras jurídicas, nacionales o extranjeras, utilizando para ello medios 
físicos, electrónico, o cualquier otro medio autorizado por el Organismo de 
Supervisión respectivo. La obligación de registro de información y 
documentación se mantendrá por un período mínimo de cinco (5) años 
contados a partir de la terminación de la relación con cada cliente en 
específico. 
 
Artículo 20. Facultades de los organismos de supervisión. Sin perjuicio de lo 
que dispone la Ley, los organismos de supervisión están autorizados a 
verificar el debido cumplimiento de los mecanismos de prevención y control 
del riesgo de blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, adoptando 
para ello un enfoque de supervisión basado en riesgos que le permita al 
supervisor tener una entendimiento claro de los riesgos a los que está 
expuesto el sujeto obligado financiero, sujeto obligado no financiero y 
aquellas actividades de profesionales que realicen actividades sujetas a 
supervisión. 
 Para efecto de evaluar el cumplimiento de las medidas pertinentes de 
debida diligencia, por parte de los sujetos obligados, los organismos de 
supervisión tendrán acceso a la información pertinente y relevante ya sea en 
casos individuales o muestras estadísticamente representativas del portafolio 
adecuadas para medir la efectividad de los controles aplicados conforme al 
riesgo del blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva. 
 Considerando el grado de discreción de la identidad de depositantes y 
pasivos de bancos, tenedores de cuentas de custodia de casas de valores y 
beneficiarios de fideicomisos, las solicitudes de producción de información 
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pertinente al monitoreo del cumplimiento de los requisitos contra el blanqueo 
de capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva, sólo se realizarán dentro de la 
propia entidad supervisada y bajo medidas de control que permitan preservar 
la confidencialidad de toda la información y documentación, salvo en los 
casos de una relación específica en que la Superintendencia del Mercado de 
Valores requiera información bancaria y esta sea solicitada a través de la 
Superintendencia de Bancos para los propósitos establecidos en la Ley o en 
que el organismos de supervisión realice una diligencia asociada a una 
investigación específica de lavado de dinero, asegurando la confidencialidad 
en el uso de la información recabada. 
 La intensidad y alcance de la supervisión in-situ y extra-situ podrá 
aplicarse conforme al perfil de riesgos del sujeto obligado financiero, sujeto 
obligado no financiero y aquellos profesionales que realicen actividades 
sujetas a supervisión. 
 
Artículo 21. Sanciones administrativas. Las sanciones administrativas serán 
aplicadas por el respectivo Organismo de Supervisión, sin perjuicio de las 
demás sanciones establecidas por Ley y la responsabilidad civil o penal a que 
hubiere lugar. Cada Organismo de Supervisión aplicará el procedimiento 
administrativo especial y en su defecto el procedimiento administrativo 
general. 
 Las sanciones deberán imponerse mediante resolución administrativa 
expresa y fundamentada mencionando la persona o personas naturales o 
jurídicas sancionadas. 
 La imposición de una sanción administrativa deberá regirse por los 
principios de derecho administrativo, en especial por el debido proceso, y en 
atención a los criterios de valoración de la conducta del sujeto obligado. 
 
Artículo 22. Criterios para imposición de sanciones. Para imponer las 
sanciones previstas en esta reglamentación, los organismos de supervisión 
tomarán en consideración como mínimo los siguientes criterios de valoración: 
1. La gravedad de la infracción; 
2. La amenaza o magnitud del daño; 
3. Perjuicios causados a terceros; 
4. Los indicios de dolo; y 
5. La reincidencia del infractor. 
 



DECRETO EJECUTIVO 363 DE 13 DE AGOSTO DE 2015 
 

224 

Artículo 23. Clasificación de las sanciones. Las sanciones administrativas de 
acuerdo al incumplimiento de lo establecido en la Ley 23 del 27 de abril de 
2015 se clasificarán conforme a los siguientes criterios de gravedad: 
1. Gravedad máxima. Se considera gravedad máxima cuando los sujetos 

obligados financieros, sujetos obligados no financieros y profesionales 
que realicen actividades sujetas a supervisión incurran en la infracción por 
acción u omisión, no sea enmendable o subsanable, sea resultado de culpa 
o dolo, en cualquiera de los siguientes casos: 
a. Alterar o manipular información solicitada por las autoridades 

respectivas, establecidas por la Ley 23 de 27 de abril de 2015; 
b. El incumplimiento del deber de reportar a la autoridad respectiva, lo 

establecido en los artículos 53 y 54 de la Ley 23 del 27 de abril de 
2015, cuando la persona responsable, empleado o algún Directivo del 
sujeto obligado hubiera puesto de manifiesto internamente la 
existencia de indicios o la certeza de que un hecho u operación estaba 
relacionada con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo; 

c. La recurrencia de no proporcionar información que haya sido 
solicitada por las respectivas autoridades reguladoras del sujeto 
obligado; 

d. La renuencia de proporcionar información a la Unidad de Análisis 
Financiero para la prevención de Blanqueo de Capitales y el 
Financiamiento del Terrorismo y a la Autoridad competente; 

e. El incumplimiento del deber de congelamiento preventivo establecido 
en la Ley 23 de 27 de abril de 2015. 

f. La resistencia, obstrucción o el incumplimiento de la obligación de 
colaborar cuando medien requerimientos por escrito de los 
Organismos de Supervisión de acuerdo a lo establecido en la Ley 23 
de 27 de abril de 2015. 

g. La comisión de una infracción grave cuando durante los cinco (5) 
años anteriores hubiera sido impuesta al Sujeto Obligado sanción en 
la vía administrativa por el mismo tipo de infracción; 

h. El incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas 
correctoras comunicadas por requerimiento del Organismo de 
Supervisión, según lo dispuesto en la Ley 23 de 27 de abril de 2015; y 

i. Crear la cuenta o comenzar la relación comercial o profesional con 
aquellos clientes que no faciliten el cumplimiento de las medidas 
pertinentes de debida diligencia. 



MARCO NORMATIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE SUJETOS NO FINANCIEROS 
  

225 

j. Conforme a la gravedad que determine el respectivo organismo de 
supervisión. 

2. Gravedad media. Se considerará gravedad media cuando los sujetos 
obligados financieros, sujetos obligados no financieros y profesionales 
que realicen actividades sujetas a supervisión incurran en infracción, por 
acción u omisión, causada por negligencia o culpa, en los siguientes casos: 
a. El incumplimiento de obligaciones de atender la debida diligencia de 

acuerdo a los términos establecidos en la Ley 23 del 27 de abril de 
2015. 

b. El incumplimiento de la obligación de identificar a los individuos que 
se encuentren bajo la categoría de persona expuesta políticamente 
(PEP) nacional o extranjera (ya sea cliente o beneficiario final), por 
considerar este perfil de cliente de alto riesgo, de acuerdo a lo que 
establece la Ley 23 del 27 de abril de 2015. 

c. Cuando el sujeto obligado financiero y sujeto obligado no financiero, 
cuando corresponda, no cumple con el diseño de controles para la 
aplicación de medidas preventivas con un enfoque basado en riesgo, 
como lo estipula la Ley 23 de 27 de abril de 2015. 

d. Cuando el sujeto obligado financiero y sujeto obligado no financiero 
no cumple con el examen especial de operación o transacción que se 
considere inusual como lo establece de la Ley 23 del 27 de abril de 
2015. 

e. La omisión voluntaria o involuntaria del sujeto obligado financiero, 
sujeto obligado no financiero y profesional que realice actividades 
sujetas a supervisión, de cumplir con la política de conocimiento del 
empleado para su selección, creación de su perfil y su capacitación, 
con el objeto que se entiendan los riesgos a los que está expuesto de 
conformidad a la Ley 23 del 27 de abril de 2015. 

f. Conforme a la gravedad que determine el respectivo organismo de 
supervisión. 

3. Gravedad leve. Se considera gravedad leve cuando los sujetos obligados 
financieros, sujetos obligados no financieros y profesionales que realicen 
actividades sujetas a supervisión incurra en la infracción por acción u 
omisión hayan sido cometidas por negligencia o imprudencia del 
infractor, por el atraso en el envío de información o documentación 
solicitada por el organismo se supervisión respectivo, Unidad de Análisis 
Financiero para la prevención de Blanqueo de Capitales y el 
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Financiamiento del Terrorismo y Autoridad Competente cuando el tema 
esté relacionado con sus funciones operativas o administrativas. 

 
Artículo 24. Tipos de Sanciones. Los tipos de sanciones se dividen en 
pecuniarias y administrativas. 
 El organismo de supervisión podrá imponer las sanciones pecuniarias 
que procedan. Las sanciones administrativas tales como la cancelación, retiro, 
restricción, remoción de las licencias, certificados de idoneidad u otras 
autorizaciones serán aplicadas luego de verificarse los procesos sancionatorios 
que correspondan. En los casos en los cuales el organismo supervisor está 
facultado por la Ley, aplicará las sanciones administrativas; y por el organismo 
regulador correspondiente que otorgó la licencia, certificado de idoneidad y 
otras autorizaciones para el ejercicio de actividades u operaciones llevadas a 
cabo, a solicitud del organismo de supervisión respectivo. 
 
Artículo 25. Destino del monto de la sanción. Para los fines previstos en la 
Ley 23 de 27 de abril de 2015, el Consejo Nacional contra el Blanqueo de 
Capitales, el Financiamiento del Terrorismo y el Financiamiento de la 
Proliferación de Armas de Destrucción Masiva, dispondrá del uso de los 
recursos. 
 
Artículo 26. Disposiciones finales. Lo dispuesto en el presente Decreto 
Ejecutivo no impide que, adicionalmente, los organismos de supervisión 
adopten Acuerdos, Resoluciones y otras medidas para sus respectivos sujetos 
obligados en materia de prevención del blanqueo de capitales, el 
financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas 
de destrucción masiva, propias para cada sujetos obligados. 
 
Artículo 27. Vigencia. Este Decreto Ejecutivo entrará a regir el día siguiente 
de su promulgación. 
 
Fundamento de Derecho: Numeral 14 del artículo 184 de la Constitución 
Política de la República de Panamá y Ley 23 de 27 de abril de 2015. 
 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
Dado en la ciudad de Panamá, a los 13 días del mes de agosto del año dos mil 
quince (2015). 
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JUAN CARLOS VARELA RODRIGUEZ 
Presidente de la República 
 
DULCIDIO DE LA GUARDIA 
Ministro de Economía y Finanzas 
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Acuerdo JD-01-202074 
De 25 de junio de 2020 

 
Que establece lineamientos y directrices dirigidos a los profesionales que 

realizan actividades sujetas a supervisión 
 

LA JUNTA DIRECTIVA 
 

en uso de sus facultades legales; 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que mediante la Ley 124 de 7 de enero de 2020, se creó la Superintendencia 
de Sujetos no Financieros (en adelante la Superintendencia), como un 
organismo de supervisión en materia de blanqueo de capitales, financiamiento 
del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva; 
 
Que la precitada Ley establece la conformación de la Junta Directiva de la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros, y la misma establece en el 
artículo 10, como atributo, el adoptar, reformar y revocar acuerdos y/o 
resoluciones que desarrollen las disposiciones legales vigentes en materia de 
prevención del blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva; 
 
Que la Ley 23 de 27 de abril de 2015, adopta medidas para prevenir el 
blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva, y dicta otras disposiciones; 
 
Que la Ley 124 de 7 de enero de 2020, en su artículo 40, realizó 

                                                           
74 Publicado en la Gaceta Oficial n.º 29076 de 24 de julio de 2020. 
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modificaciones a la Ley 23 de 27 de abril de 2015, a considerar por los sujetos 
obligados no financieros cuando en el ejercicio de su actividad profesional 
realicen en nombre de un cliente, o por un cliente, alguna de las actividades 
sujetas a supervisión; 
 
Que mediante la Resolución No. JD-014-015 de 14 de agosto de 2015, 
modificada por la Resolución No. JD-REG-002-17 de 26 de septiembre de 
2017 y la Resolución JD-REG-002-2018 de 20 de septiembre de 2018, se 
dictaron disposiciones dirigidas a los profesionales sujetos a supervisión, a fin 
de dotarlos de los lineamientos y directrices, en la adopción de medidas para 
identificar, evaluar y entender los riesgos destinados a la prevención del 
blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento de 
la proliferación de armas de destrucción masiva, atendiendo a las normativas 
vigentes; 
 
Que es necesario adecuar y actualizar los lineamientos y directrices de 
prevención del blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, dirigidos a 
los profesionales que realizan actividades sujetas a supervisión; 
 
Que ante lo expuesto, es preciso dejar sin efecto las resoluciones, previamente 
citadas, e imprescindible el desarrollo de las presentes disposiciones y adoptar 
un nuevo marco sectorial para los referidos profesionales; por lo que, la Junta 
Directiva de la Superintendencia de Sujetos no Financieros, en uso de sus 
facultades legales; 
 

RESUELVE: 
 
Artículo 1. Ámbito de aplicación. Aplicar las presentes disposiciones, en 
materia de prevención de blanqueo de capitales, el financiamiento del 
terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva, a los abogados y contadores públicos autorizados, cuando en el 
ejercicio de su actividad profesional realicen en nombre de un cliente o por 
un cliente algunas de las actividades sujetas a supervisión descritas a 
continuación: 
a. Compraventas de inmuebles. 
b. Administración de dinero, valores bursátiles y otros activos de clientes. 
c. Administración de cuentas bancarias, de ahorro o valores. 
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d. Organización de aportes o contribuciones para la creación, operación o 
administración de personas jurídicas. 

e. Creación, operación o administración de personas jurídicas o estructuras 
jurídicas, como fundaciones de interés privado, sociedades anónimas, 
fideicomisos y demás. 

f. Compraventa de personas jurídicas o estructuras jurídicas. 
g. Actuación o arreglo para que una persona actúe como director o 

apoderado de una persona jurídica o una posición similar, en relación con 
otras personas jurídicas. 

h. Proveer de un domicilio registrado, domicilio comercial o espacio físico, 
domicilio postal o administrativo o una persona jurídica o estructura 
jurídica que no sea de su propiedad. 

i. Actuación o arreglo para que una persona actúe como accionista para una 
persona jurídica. 

j. Actuación o arreglo para que una persona actúe como participante de un 
fideicomiso expreso o que desempeñe la función equivalente para otra 
forma de estructura jurídica. 

k. Los servicios y actividades propias del agente residente de personas 
jurídicas constituidas o registradas de conformidad con las leyes de la 
República de Panamá. 

 
Artículo 2. Régimen de Prevención. El Régimen de Prevención del blanqueo 
de capitales, el financiamiento del terrorismo y el financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva en la República de Panamá 
comprende las medidas preventivas que establece la Ley 23 de 2015, el 
Decreto Ejecutivo No. 363 de 13 de agosto de 2015, la Ley 124 de 7 de enero 
de 2020 y la Ley 129 de 17 de marzo de 2020, sus reglamentaciones y otras 
disposiciones vigentes sobre la materia, así como los acuerdos y resoluciones 
emitidas por la junta directiva y el superintendente. 
 
Artículo 3. Acceso a información y documentación de segmentación de 
clientes. Para el debido cumplimiento de la función de supervisión asignada 
por Ley a la Superintendencia, los abogados y contadores públicos 
autorizados, que realicen las actividades descritas en el artículo 1 del presente 
Acuerdo, deberán entregar a requerimiento, un listado de clientes, 
segmentado en términos cuantitativos y cualitativos, atendiendo al enfoque 
basado en riesgo. 
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 Los clientes con los que se haya terminado la prestación del servicio 
y/o la relación de negocios, y exista la obligación de resguardo de 
información, deberán ser incluidos en el listado, con la explicación que 
motivó la terminación de la relación profesional. 
 
Artículo 4. Acceso a información y documentación que sustenta la debida 
diligencia y las medidas preventivas aplicadas. Durante la supervisión, a 
requerimiento de la superintendencia, se deberá suministrar la documentación 
que sustente la prestación del servicio y/o la relación de negocio, como 
contratos, acuerdos, convenios, actas o similares; y en los casos en los que no 
existan estas evidencias, la declaración jurada del profesional que realiza o 
realizó la actividad o la persona autorizada, en el caso de firmas. 
 De igual forma, durante la supervisión deberán suministrar la 
información y documentación de sustento de aplicación de las medidas de 
control como parte del Régimen de Prevención, la cual reposará en los 
archivos de las oficinas de la Superintendencia. 
 
Artículo 5. Aplicación de las medidas de debida diligencia con base al riesgo. 
Los abogados y contadores públicos autorizados que realicen las actividades 
descritas en el Artículo 1 del presente Acuerdo, deberán realizar la debida 
diligencia acorde al riesgo identificado del cliente, beneficiarios finales, 
dignatarios, directores, administradores, firmantes, representantes legales y/o 
apoderados de las personas jurídicas; cada vez que formalicen gestiones 
administrativas o legales respecto a tales actividades. 
 Se realizará una debida diligencia ampliada o reforzada, cuando el 
cliente requiera manejo de efectivo o cuasi-efectivo, por montos superiores a 
los Diez Mil Balboas con 00/100 (B/. 10 000.00); así como a aquellos 
clientes, que se identifiquen como personas expuestas políticamente, clientes 
provenientes de países de alto riesgo, y a aquellos clientes que así lo determine 
la evaluación de riesgo. 
 
Artículo 6. Medidas de debida diligencia ampliada o reforzada del cliente en 
caso de persona natural. Los abogados y contadores públicos autorizados que 
realicen las actividades descritas en el artículo 1 del presente Acuerdo, sin 
perjuicio de lo que establezcan otras normas vigentes, deberán solicitar en 
toda relación comercial que involucren operaciones de alto riesgo con una 
persona natural, como mínimo, los datos siguientes: 
1. Nombre completo; 
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2. Dirección física; 
3. Dirección para correspondencia, si es distinta a la dirección física; 
4. Número telefónico; 
5. Número de teléfono móvil, si lo tuviera; 
6. Número de fax, si lo tuviera; 
7. Dirección de correo electrónico, si lo tuviera; 
8. Actividad principal a la que se dedica; 
9. Copia de un documento de identidad personal o pasaporte; 
10. Datos y documentos de contacto de una persona natural o persona 

jurídica que pueda brindar referencias bancarias y comerciales del cliente 
o del tercero en cuyo nombre actúe, cuando sea aplicable, o la 
documentación escrita que contenga dichas referencias bancarias y 
comerciales y del tercero en cuyo nombre actúa, de ser aplicable; y 

11. Procedencia del efectivo o cuasi- efectivo. 
 
Artículo 7. Medidas de debida diligencia ampliada o reforzada del cliente en 
caso de persona jurídica. Los abogados y contadores públicos autorizados que 
realicen las actividades descritas en el Artículo 1 del presente Acuerdo, sin 
perjuicio de lo que establezcan otras normas vigentes, deberán solicitar en 
toda relación comercial que involucren operaciones de alto riesgo con una 
persona o estructura jurídica, como mínimo, los datos siguientes: 
1. Nombre completo; 
2. Jurisdicción y datos de inscripción o registro; 
3. Dirección física; 
4. Dirección para correspondencia, si es distinta a la dirección física; 
5. Número de teléfono; 
6. Número de fax, si lo tuviera; 
7. Nombre de su representante legal o persona responsable de su 

administración; 
8. Dirección de correo electrónico del representante legal o persona 

responsable de su administración; 
9. Actividad principal a la que se dedica; 
10. Copia del documento de identidad personal o pasaporte de la persona o 

las personas que sean propietarias directas o indirectas de, por lo menos, 
un veinticinco por ciento (25 %) de su capital. Los beneficiarios finales 
que no puedan ser identificados mediante su participación accionaria, 
deberán entregar un acta, certificado o declaración jurada debidamente 
suscrita por los representantes o personas autorizadas, en la que se detalle 
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el o los beneficiarios finales. 
Esta información no se requerirá en el caso de las personas jurídicas que 
estén listadas en bolsas de valores establecidas en Panamá o en 
jurisdicciones reconocidas por la Superintendencia del Mercado de 
Valores de Panamá; 

11. Certificado de Registro Público; 
12. Datos y documentación de contacto de una persona natural o jurídica que 

pueda brindar referencias bancarias y comerciales del cliente o del tercero 
en cuyo nombre actúe, cuando sea aplicable, y la documentación escrita 
que contenga dichas referencias bancarias comerciales; y 

13. Procedencia del efectivo o cuasi- efectivo. 
 
Artículo 8. Aplicación de debida diligencia simplificada. Los abogados y, 
contadores públicos autorizados que realicen las actividades descritas en el 
artículo 1 del presente Acuerdo, dependiendo del riesgo, podrán aplicar 
medidas de debida diligencia simplificada, respecto a los clientes siguientes: 
1. Las entidades del Estado panameño y de Estados miembros de la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OECD, 
por sus siglas en inglés); 

2. Las sociedades u otras personas jurídicas controladas o participadas 
mayoritariamente por entidades de derecho público del Estado panameño 
y de Estados miembros de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OECD); 

3. Personas jurídicas que estén listadas en bolsas de valores establecidas en 
Panamá o en jurisdicciones reconocidas por la Superintendencia del 
Mercado de Valores de Panamá; 

4. Personas jurídicas con licencia emitida por la Superintendencia del 
Mercado de Valores de Panamá; 

5. Personas jurídicas con licencia emitida por la Superintendencia de Bancos 
de Panamá; 

6. Personas jurídicas con licencia emitida por la Superintendencia de Seguros 
y Reaseguros de Panamá; 

7. Empresas Financieras reguladas por el Ministerio de Comercio e 
Industria; 

8. Personas jurídicas que sean navieras, armadores o agentes de registro de 
naves debidamente reconocidas por la Autoridad Marítima de Panamá 
como usuarias de los servicios marítimos que ofrece la República de 
Panamá o que tengan su sede principal en los países que sean miembros 
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de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OECD). 

 
Artículo 9. Directores o Apoderados. Los abogados y contadores públicos 
autorizados que realicen las actividades descritas en el artículo 1 del presente 
Acuerdo, deberán revelar en el curso de las supervisiones in situ la identidad 
de la persona que ofrece a sus clientes, para que actúe como director o 
apoderado de una persona jurídica o una posición similar, en relación con 
otras personas jurídicas (director nominal o nominativo); así como deberán 
informar las personas jurídicas a las que se les prestan los referidos servicios. 
 
Artículo 10. Agente Residente. Los agentes residentes de entidades jurídicas 
constituidas o existentes de conformidad con las leyes de la República de 
Panamá, deberán aplicar lo dispuesto en la Ley 2 de 1 de febrero de 2011, que 
regula las medidas para conocer el cliente para los agentes residentes de 
entidades jurídicas existentes de acuerdo con las leyes de la República de 
Panamá, así como con todas y cada una de las disposiciones establecidas en la 
Ley 23 de 2015, sus modificaciones, reglamentaciones y demás normativa 
vigente sobre la materia. 
 
Artículo 11. Reportes de operaciones sospechosas a la Unidad de Análisis 
Financiero. Los abogados y contadores públicos autorizados que realicen las 
actividades descritas en el artículo 1 del presente Acuerdo, deberán reportar 
de conformidad a lo establecido en la Ley 23 de 27 de abril de 2015, y normas 
vigentes referente a esta materia, cualquier hecho, transacción u operación 
que se haya realizado, incluyendo tentativas de realizar operaciones, en las que 
se sospeche pudiera estar relacionado al delito de blanqueo de capitales, 
financiamiento del terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas 
de destrucción masiva. 
 
Artículo 12. Sanciones. El incumplimiento de las disposiciones establecidas 
en este Acuerdo, así como las demás normas vigentes que regulan esta 
materia, será sancionado conforme a lo dispuesto en la Ley 23 de 27 de abril 
de 2015, la Ley 124 de 7 de enero de 2020 y sus reglamentaciones. 
 
Artículo 13. Derogatorio. Se dejan sin efecto la Resolución No. JD-014-015 
de 14 de agosto de 2015, la Resolución No. JD-REG-002-17 de 26 de 
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septiembre de 2017 y la Resolución JD-REG-002-2018 de 20 de septiembre 
de 2018. 
 Las supervisiones y los procesos administrativos sancionatorios 
iniciados antes de la publicación del presente Acuerdo, se regirán de 
conformidad a lo dispuesto en la Resolución No. JD-014-015 de 2015 y sus 
modificaciones, por ser la norma vigente al tiempo de su iniciación. 
 
Artículo 14. Vigencia. Este Acuerdo regirá desde su publicación. 
 
Fundamento de Derecho. Ley 23 de 27 de abril de 2015, Ley 124 de 7 de 
enero de 2020, y Decreto Ejecutivo 363 de 13 de agosto de 2015. 
 
Dado en la Ciudad de Panamá, a los veinticinco (25) días del mes de junio de 
dos mil veinte (2020). 
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Resolución S-002-202175 
De 2 de julio de 2021 

 
Por la cual se emiten guías y procedimientos para orientar a los Sujetos 

Obligados No Financieros (SONF) en el examen de operaciones inusuales y 
el reporte de operaciones sospechosas, relacionadas al BC/FT/FPADM 

 
EL SUPERINTENDENTE DE SUJETOS NO FINANCIEROS  

 
en uso de sus facultades legales, 

 
CONSIDERANDO: 

 
Que mediante Ley 23 de 27 de abril de 2015, se adoptan medidas para 
prevenir el blanqueo de capitales, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva 
(BC/FT/FPADIV1) y se dictan otras disposiciones; 
 
Que los numerales 2 y 4 del artículo 14 de la Ley 23 de 2015, señalan dentro 
de las funciones de la Superintendencia de Sujetos no Financieros, la de velar 
por que los sujetos obligados no financieros y los profesionales que realizan 
actividades sujetas a supervisión cumplan con las normas y disposiciones 
legales establecidas; 
 
Que la Ley 124 de 7 de enero de 2020, crea la Superintendencia de Sujetos no 
Financieros, como organismo autónomo de supervisión y regulación de los 
sujetos no financieros (SONF); 
 
Que el acápite “j” del artículo 14 de la Ley 124 de 7 de enero de 2020, 
establece que son atribuciones del Superintendente emitir resoluciones 

                                                           
75 Publicada en la Gaceta Oficial n.º 29324-A de 6 de julio de 2021. 
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administrativas que contengan directrices, procedimientos, instrucciones y 
guías; 
Que el artículo 41 de la Ley 23 de 2015 establece la obligación de examinar 
los hechos, operaciones o transacciones inusuales; que se definen en el 
numeral 16 del artículo 4 de dicha norma; 
 
Que el artículo 54 de la Ley 23 de 2015 establece la obligación de los sujetos 
obligados de reportar operaciones sospechosas, incluyendo tentativas, que se 
definen en el numeral 17 del artículo 4 de dicha norma; 
 
Que se hace necesario que la Superintendencia de Sujetos no Financieros 
emita guías y procedimientos concernientes al adecuado cumplimiento de la 
normativa antes referida, con el fin de facilitar a los sujetos obligados no 
financieros la identificación de operaciones inusuales, y el debido reporte a la 
Unidad de Análisis Financiero para la Prevención del Delito de Blanqueo de 
Capitales y Financiamiento del Terrorismo (UAF), en los casos que se 
determinen como operaciones sospechosas; 
 
Que, en virtud de lo antes expuesto, el Superintendente de la 
Superintendencia de Sujetos no Financieros, en uso de sus facultades legales 
emite las guías y procedimientos a continuación: 
 
I. Objetivo 
 
La presente guía ha sido elaborada para facilitar a los Sujetos Obligados No 
Financieros (SONF) los procedimientos de identificación, análisis, detección, 
escrutinio, escalamiento y documentación de operaciones inusuales, hasta 
determinar o descartar que se está ante operaciones sospechosas relacionadas 
al BC/FT/FPADM. 
 
Su lectura, comprensión y aplicación servirá para optimizar los 
procedimientos y controles internos de los SONE, mejorando la efectividad 
en prevención, detección y reporte de Operaciones Sospechosas (ROS) de 
forma adecuada y oportuna a la Unidad de Análisis Financieros para la 
Prevención del Delito de Blanqueo de Capitales y Financiamiento del 
Terrorismo. 
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Esta “Guía” estará sometida a cambios conforme a las reformas que se hagan 
a las leyes, resoluciones o cualquier normativa sobre el tema. Se resalta que 
esta guía debe ser complementada por la experiencia y los resultados que se 
vayan obteniendo en la aplicación. 
 
Se tiene como propósito orientar a los SONF en las mejores prácticas para la 
detección, análisis y reporte de operaciones sospechosas. 
 
II. Marco normativo 
 
Artículos 41 y 54 de la Ley 23 de 27 de abril de 2015, que establece las 
medidas de prevención del blanqueo de capitales, financiamiento del 
terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción 
masiva, modificado por la Ley 70 de 31 de enero de 2019. 
Artículos 16 y 17 del Decreto Ejecutivo No. 363 de 13 de agosto de 2015, 
que reglamenta la Ley 23 de 2015. 
 
III. Mecanismo de orientación adoptado por la UAF 
 
La UAF, ha emitido y publicado en el sitio web www.uafgob.pa documentos 
de orientación para el perfeccionamiento de los ROS, a saber: 
a. Guía para la identificación de operaciones sospechosas y envío de reporte 

de mejor calidad. 
b. Catálogos de señales de alertas. 
c. Guía de mejores prácticas para la presentación de ROS sectorial. 
d. Guía de documentación mínima de sustento, que deben aportar los 

sujetos obligados al enviar un ROS a la UAF. 
e. Guía de ROS de Posible Defraudación Fiscal. 
f. Manual de seguimiento del ROS en UAF en línea. 
 
IV. Propósito e importancia del ROS 
 
1. ¿Por qué reportar Operaciones Sospechosas? 
 

a. Contribuir a la protección de la integridad del sistema financiero y de 
la economía en Panamá. 

b. Contribuye a disminuir el riesgo del SONF. 
c. Muestra buena fe, contribuyendo con las autoridades a través de la 

http://www.uafgob.pa/
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entrega de información de los reportes a la UAF. 
d. Prevenir que los productos y/o servicios que ofrecen los SONF, sean 

utilizados para la comisión de los delitos de BC/FP/FPADM. 
e. Generar información de inteligencia financiera que ayude al Ministerio 

Público, a los agentes con funciones de investigación penal y a las 
autoridades jurisdiccionales en sus investigaciones, cuando exista 
sospecha de actividades relacionadas al BC/FT/FPADM. 

 
2. Consideraciones de los ROS: 
 

a. Se envía directamente ante la UAF, de forma inmediata a partir de la 
detección del hecho, operación transacción sospechosa o tentativa de 
la operación. 

b. No constituye una denuncia o acusación penal; por cuanto no se 
presenta ante la Policía Nacional, Ministerio Público, ni autoridad 
judicial. 

c. Los SONF no serán sujetos de responsabilidad penal y civil por 
presentar ROS. 

d. No es un instrumento probatorio ya que no es presentado en juicio. 
e. Es absolutamente confidencial. Los SONF no pueden hacer del 

conocimiento del cliente o de terceros que una información le ha sido 
solicitada o ha sido proporcionada a la UAF. 

 
V. Principales deficiencias de los ROS 
 
1. Envío de reporte por noticias negativas, con la indicación que no se 

detectaron operaciones sospechosas o no se identifican las mismas. 
2. ROS con poca o nula documentación requerida. 
3. Información en ROS que sugiere debilidades en la debida diligencia 

aplicada al cliente (incluyendo el nivel de riesgo y actualización de la 
información). 

4. Descripción o narrativa deficiente, que dificulta la identificación de la 
operación sospechosa, omitiendo el quién, qué, cuándo, cómo, dónde, 
para qué y por qué. 

5. No se responde las solicitudes de reportes a la UAF por el sistema UAF 
en Línea. 

6. Falta de documentación que indique claramente la vinculación con el 
reportado. 
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7. Envío tardío del ROS evitando que se pueda adoptar medidas 
preventivas, para comunicar a las autoridades competentes. 

VI.  Presupuestos estructurales administrativos y operativos para los 
ROS 

 
Es importante que el SONF tenga una organización conforme al tamaño y 
complejidad de su actividad, que permita establecer los controles internos y 
las responsabilidades en el proceso de los ROS. 
1.  Estructura Organizativa 
2.  Personas Responsables 
3.  Políticas y Manuales 
4.  Flujos y Procesos 
 
VII. Etapas a considerar para ROS: 
 
1. Inicio de la prestación del producto y/o servicio. Cuando el cliente no 

proporciona la información y la documentación de la debida diligencia 
requerida por el SONF, no deberá comenzar la relación comercial o no 
deberá realizar la transacción y deberá hacer un reporte de tentativa de 
operación sospechosa (Articulo 54. Ley 23). 

2. Monitoreo: A partir del inicio de la relación con el cliente o empleado, el 
SONF deberá monitorear de manera permanente y con enfoque basado 
en riesgo, según su actividad, desde dos tipos de fuentes de información, 
los aspectos siguientes: 
a. Fuente interna (del SONF): 

i. La(s) transacción(es) realizada(s). Examinar los antecedentes y 
propósitos de las transacciones y documentar los hallazgos por 
escrito. 

ii. La(s) entrevista(s) durante la verificación del Formulario de 
Bebida Diligencia. 

iii. Formulario de Debida Diligencia con su documentación de 
soporte. 

iv. Cualquier otra documentación suministrada por el sujeto 
obligado, consecuente con la información dada. 

b. Fuente externa: 
i. Información que ha sido o es requerida por las autoridades como: 

solicitudes de información de la UAF, Ministerio Público, agentes 
con funciones de investigación penal y autoridades 



RESOLUCIÓN S-002-2021 DE 2 DE JULIO DE 2021 
 

242 

jurisdiccionales. El SONF puede guardar esta información en 
formato de Excel, la cual deberá mantener actualizada. 

ii. Las detectadas a partir de noticias nacionales o internacionales que 
traten sobre delitos precedentes de BC/FT/FPADM. 

iii. Consultar documentación relacionada a listas especiales, de 
referencia sobre riesgo y listas de seguimiento de organismos 
internacionales, por ejemplo: OFAC, Naciones Unidas, entre 
otras. 

iv. Documentos relacionados a tipologías (posible método que 
utilizan los delincuentes para dar licitud a sus bienes). 

 
En esta fase, es necesario que el SONF cuente con herramientas de 
monitoreo adecuadas, en concordancia con su tamaño, cantidad de clientes, 
zonas geográficas donde tengan presencia, productos y servicios; oportunas y 
eficaces que le permitan detectar tempranamente operaciones que no tengan 
un fundamento legal o comercial evidente, o que no guarden consistencia con 
el perfil económico y transaccional del cliente. 
 
3. Consideraciones básicas para un razonable monitoreo: 
 
Para realizar un adecuado proceso de monitoreo de los clientes es condición 
fundamental que el SONF conozca la cartera de clientes/empleados. 
Por consiguiente, es importante desarrollar un monitoreo continuo y 
razonable del cliente/empleado: 

a. Amenazas y vulnerabilidades identificadas en la evaluación de riesgo. 
b. Consideraciones de los auditores internos y externos, de aplicar. 
c. La interacción con el cliente-empleado. 
d. Perfil del cliente y/o del empleado. 
e. Tipologías comunicadas por los organismos en la materia de 

prevención y represión contra el BC/FT/FPADM. 
f. Cualquier otra información que pueda brindar apoyo para la adecuada 

gestión preventiva. 
 
Sobre la base de conocer al cliente/empleado, establecer su perfil y un 
adecuado monitoreo se podrán identificar las Operaciones Inusuales. 
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Diagrama de flujo de proceso para un razonable tratamiento de la 
información: 

 

 
 
VIII. Análisis de una operación inusual 
 
El proceso de análisis de la información se deberá realizar conforme a lo 
establecido en los procedimientos y controles internos del SONF. 
 
En el proceso de análisis, el SONE debe considerar la información y 
documentación relativa a la Operación Inusual; que deberán ser plasmados 
por escrito en el expediente a elaborar. 
 
El SONF deberá: 
1. Considerar e incluir en el análisis a todos los intervinientes en la 

operación. 
2. Considerar en incluir en el análisis todas las operaciones del cliente. 
3. Contextualizar el hecho, operación o transacción con las prácticas usuales 

de la plaza, considerando las condiciones o los factores económicos 
relevantes del momento, en comparación con el perfil del cliente. 

4. Emplear fuentes de consulta de información. 
5. Recopilación de Información. 
 
Durante el análisis de la información, el SONF debe cotejar la información 
que tenga por operación inusual con la información que se tenga en el perfil 
del cliente o del empleado; de ser necesario se deberá actualizar el perfil del 
cliente o empleado a fin de aclarar la inusualidad o bien analizar los cambios o 
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actualizaciones que han realizado al perfil. 
 
El SONF debe en la mayoría de las ocasiones aclarar las inusualidades con la 
actualización de la Debida Diligencia: 
1. Solicitar al cliente o empleado los documentos o explicaciones que 

sustenten las operaciones y actividades y que sirvan de soporte de estas, 
con el fin de descartar la inusualidad. 

2. Recopilar información relevante que ayude a determinar la sospecha, por 
ejemplo: Si el cliente o empleado no logra satisfacer las dudas generadas 
durante el proceso de monitoreo, cuando se niega a justificarlas o no lo 
justifica. 

 
La actualización de la Debida Diligencia es el primer mecanismo empleado 
por el SONF para determinar el motivo real de la actividad inusual; esta se 
constituye en una herramienta para detectar señales de alerta y a la vez en 
información para su análisis. 
 
Se deberá tomar en cuenta que, si al realizar la actualización del perfil del 
cliente o empleado se detectan alertas de inusualidad, se activarían los 
mecanismos de control interno que permitirían realizar un análisis bajo las 
dos circunstancias siguientes: 
1. Encontrar justificación a la inusualidad detectada por la señal de alerta, lo 

que conllevaría a archivar las diligencias. 
2. No encontrar justificación a la inusualidad detectada por la señal de alerta; 

ya sea porque el cliente o empleado se negó a brindar la información, o 
bien, porque este no justifica la inusualidad. En consecuencia, se 
determinará una operación sospechosa y se enviará un ROS a la UAF. 

 
En ambas circunstancias, se debe fundamentar y escribir las consideraciones 
de la decisión que se tome y preferiblemente adjuntar a la UAF copia de las 
comunicaciones y respuestas del cliente en caso que se esté en un ROS. 
 
Este proceso es medular para identificar y definir las operaciones que 
verdaderamente alcancen la necesidad de ser reportadas. 
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Diagrama de flujo para el examen de la información obtenida: 
 

 
 
IX. Resultado del análisis: 
 
Conforme a los resultados que el SONF haya obtenido del proceso de análisis 
de la operación inusual, determinará si la operación se califica como inusual o 
sospechosa, y deberá actuar de la manera siguiente: 
1. Cuando se determine que la operación fue calificada como inusual se 

debe: 
a. Establecer claramente que la o las operaciones/transacciones 

(realizadas o tentativas) identificadas como inusuales, poseen 
justificación económica o jurídica. 

b. Archivar todas las actuaciones y diligencias realizadas con sus 
soportes debidos. Se debe elaborar informe donde se detalle las 
consideraciones del porque la operación no se consideró sospechosa. 

2. Cuando se determine que la operación fue calificada como sospechosa, se 
debe: 
a. Establecer claramente que la o las operaciones / transacciones 

(realizadas o tentativas) identificadas corno inusuales, no poseen 
justificación económica o jurídica. 

b. En la medida de ser posible, de acuerdo con las características de la 
operación sospechosa el SONF puede hacer referencia a un vínculo 
de una posible actividad ilícita; para esto, podrá tomar en cuenta la 
lista de delitos precedentes (Anexo 1 Lista de Catalogo de Delitos 
Precedentes). 

 



RESOLUCIÓN S-002-2021 DE 2 DE JULIO DE 2021 
 

246 

Como parte del resultado, de ser posible, se recomienda al SONF que realice 
un esquema gráfico del caso para que la UAF, o él mismo, cuente con una 
visión amplia y clara de los vínculos entre la o las operaciones realizadas o 
tentativas y todas las personas involucradas a la operación sospechosa 
 
X. Envío y elaboración de expediente de análisis de operaciones: 
 
Inmediatamente que el análisis concluya que existen dudas razonables de 
BC/FT/FPADM, el SONF debe elaborar y remitir un ROS a la UAF: 
 
En los ROS la autoridad en la materia espera obtener información que 
permita responder a las interrogantes siguientes: 
1. ¿Qué?: La operación realizada o tentativa que dio origen al análisis. 
2. ¿Quién?: Todas las personas reportadas, relacionadas a la operación 

sospechosa. 
3. ¿Cómo?: Indicar el canal o medio utilizado para realizar la operación o 

transacción. 
4. ¿Cuándo?: Detalle de las fechas relacionadas con la operación realizada o 

tentativa. 
5. ¿Dónde?: Detalle y análisis de los lugares en donde se efectuó (lugares 

relacionados) la operación realizada o tentativa. 
6. ¿Por qué?: Detallar las señales de alerta que motivaron el ROS y la 

carencia de justificación económica y jurídica de las operaciones realizadas 
o tentativas. 
 

Así mismo, deberá detallar: La descripción y conclusiones que motivaron el 
ROS. 
 
Todos los campos establecidos en el formato del ROS deben ser completados 
de forma adecuada con sus instrucciones, sin omitir la información de 
soporte que de un ROS. 
 
Es de suma importancia, que el SONF al enviar un ROS a la UAF cumpla 
con: 
1. No revelar bajo ninguna circunstancia a un cliente, usuario, proveedor de 

fondos, servicios, asociados, empleados, socios y aliados o a terceros que 
se enviará, se está enviando o que se ha enviado un ROS a la UAF, o que 
la UAF ha solicitado información. 
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2. Aplicar medidas de seguridad y confidencialidad conforme lo preceptuado 
en el marco vigente en materia BC/FT/FPADM. 

3. Presentar ROS a la UAF solamente de operaciones calificadas como 
sospechosas. 

4. Asegurarse que el ROS contenga información relevante y completa, con 
un análisis y explicación clara del por qué se considera sospechosa la 
operación. 

5. Suministrar toda la información adicional requerida, con estricto apego a 
las disposiciones legales establecidas. 

 
Diagrama de flujo según los resultados del análisis: 

Primer Diagrama - ROS 
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Segundo Diagrama - Archivo del Análisis 
 

 
 
XI. Referencia de hechos inusuales o sospechosos 
 
1. Cliente que se rehúsa o evita entregar información actual o histórica 

relacionada con su actividad económica, acreencias o capacidad 
financiera, al momento de realizar una operación. 

2. Cliente que presiona e insiste en que una operación se realice con extrema 
rapidez, evitando cualquier trámite “burocrático” sin justificar el motivo 
de su apremio. 

3. Cliente que al efectuar una operación elude entregar información respecto 
del origen y lo destino de los fondos o del propósito de tal operación. 

4. Cliente que ofrece pagar jugosas comisiones, sin justificación legal y lógica 
por los servicios solicitados. 

5. Cliente que rechaza, intenta sobornar o amenaza a empleados o directivos 
para no diligenciar completamente los formularios de vinculación o para 
que le acepten información financiera falsa. 

6. Cliente que se muestra nervioso, duda de las respuestas y/o consulta 
datos que presenta escritos, al preguntársele por información requerida 
por la entidad. 

7. Cliente que se presenta en grupos o acompañado a realizar transacciones 
en efectivo a la misma cuenta. 

8. Cliente catalogado como PEP (Persona Expuesta Políticamente) que trate 
de evitar el adecuado y completo diligenciamiento de los documentos de 
apertura o no justifica adecuadamente el origen del dinero con el que se 
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vincula. 
9. Información pública sobre presunta relación del cliente en actividades de 

blanqueo de capitales, narcotráfico, terrorismo o corrupción 
gubernamental, 

10. Cliente que presenta documentos de identificación inusuales, adulterados 
o ilegibles que dificultan su verificación. 

11. Cliente que entrega documentación incompleta. 
12. Cliente que se rehúsa o suspende una transacción cuando se le informa 

que los antecedentes serán presentados a alguna entidad supervisora o 
reguladora. 

13. Clientes cuyos teléfonos se encuentran desconectados o al realizar la 
llamada de verificación el número no concuerda con la información. 

 
XII. Algunas consideraciones para analizar 
 
1. Cumplir todos los procedimientos señalados en el MANUAL DE 

PREVENCIÓN Y OPERATIVOS. 
2. Debe considerar si tiene toda la información posible. 
3. Cliente que solicita que no se incluya en su expediente referencia laboral 

sobre empleos anteriores o actuales. 
4. Cliente con conocidas deficiencias de liquidez que en poco tiempo y sin 

explicación presentan reactivación del flujo de efectivo en sus cuentas 
productos y relaciones comerciales. 

5. Cliente con cambios representativos en los movimientos financieros de 
sus empresas que no son acordes con el comportamiento general del 
sector. 

6. Cliente que justifica su incremento patrimonial o transacciones financieras 
en haberse ganado un premio, la venta o cesión del mismo a favor de un 
tercero, sin que exista un registro oficial de dicho pago. No posee los 
justificantes razonables. 

7. Cliente que exhibe una inusual despreocupación respecto de los riesgos 
que asume y de las comisiones u otros costos de las transacciones. 

8. Si el pago del servicio o producto es oneroso (definir según su Manual de 
Prevención). 

9. Terceros que pagan el abono o la totalidad del precio de venta del servicio 
o producto, a favor del cliente, sin justificación razonable. 

10. Clientes que compran a través de personas jurídicas y se niegan a brindar 
información sobre el beneficiario final. 
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11. Clientes bajo la categoría PEP que adquieren descuentos en el precio de 
venta que no guardan relación con las promociones comerciales que 
regularmente ofrece la entidad. 

12. Compras sucesivas. 
13. Cualquier otra que considere el SONF. 
 
XIII. Algunas consideraciones para analizar a los empleados y 

directores 
 
1. Directivos o empleados que omiten reiteradamente los actos preventivos 

o de debida diligencia a los que están obligados. 
2. Directivos o empleados que usan o prestan su propia dirección para 

recibir la documentación de los clientes. 
3. Directivos o empleados que, sin justificación razonable, efectúan 

personalmente, en su nombre o a través de sus cuentas, transacciones u 
operaciones de los clientes. 

4. Empleados con un estilo de vida que no corresponde a su nivel de 
ingresos en la compañía. 

5. Empleados que realizan transacciones financieras y de inversión que no 
corresponden con el monto de sus ingresos (laborales u otros conocidos) 
sin una justificación clara y razonable. 

6. Empleados renuentes a disfrutar vacaciones. 
7. Empleados renuentes a aceptar cambios de su actividad, ascensos o 

promociones que impliquen no continuar realizando las mismas 
funciones. 

8. Empleados que con frecuencia permanecen en la oficina más allá de hora 
de cierre o concurren a ella fuera del horario habitual, sin justificación. 

9. Empleados que frecuentemente e injustificadamente se ausenten del lugar 
de trabajo. 

10. Empleados que muestran un cambio repentino favorable en su estilo 
económico de vida, sin una justificación clara y razonable. 

11. Empleados que eviten ciertos controles internos o de aprobación. 
establecidos para determinadas transacciones, productos o servicios 
financieros. 

12. Empleados que frecuentemente tramitan operaciones con excepciones 
para un determinado cliente. 

13. Empleados que frecuentemente incurren en errores, descuadres o 
inconsistencias y sus explicaciones son insuficientes o inadecuadas. 
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14. Empleados que omitan la verificación de identidad de una persona o no 
se verifican sus datos con los registros suministrados en los formatos o 
base de datos de la entidad, según tengan asignada estas funciones. 

15. Empleados principalmente asesores comerciales, que frecuentemente 
atienden a un mismo cliente o usuario al cual aparentan no conocerlo o 
impiden a otros compañeros atender a determinados clientes. 

16. Empleados que insisten en realizar reuniones con clientes en lugares 
distintos a la oficina, sin justificación alguna, para realizar alguna 
operación comercial o financiera de un cliente. 

17. Empleados que no han comunicado o han ocultado a la Unidad de 
enlace, información relativa a una operación o cambio en el 
comportamiento de algún cliente. 

18. Empleado que a determinados clientes los atienden en forma preferencial, 
exclusiva y permanente, o los eximen de ciertos controles, con 
argumentos tales como: “es bastante conocido”, “es referenciado de otra 
entidad”, “él solo confía en mí”, “yo le asesoro todos sus negocios” o 
similares. 

19. Empleados que constantemente reciben regalos, invitaciones, dádivas u 
otros presentes de ciertos clientes o usuarios, sin una justificación clara y 
razonable, o sin estar autorizado por códigos de la entidad. 

20. Que las ventas o compras, presentadas por la compañía de bienes raíces 
en el caso de pago de comisiones sean auténticos y no se presten para 
transacciones ficticias ante el Estado panameño. 

21. Que las empresas que se encuentran suspendidas en las diferentes 
jurisdicciones. 

22. El cliente realiza un sin número de pagos en concepto de abonos y en el 
curso desiste de la adquisición del producto o servicio. Producto del 
referido desistimiento el SONF devuelve una parte del dinero abonado 
mediante cheque. 

23. Diferencia sustancial entre la venta del precio del servicio o producto y el 
valor de mercado. 

24. Empleados que mantienen alto volumen de clientes que realizan 
separaciones o abonos en efectivo y solicitan, en un corto plazo, su 
devolución. 

 
Subrogación: La presente resolución del Superintendente subroga la Guia No. 
I-REG-001-18 de 17 de agosto de 2018.  
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Fundamento de derecho: Ley 23 de 27 de abril de 2015, y sus respectivas 
modificaciones y Ley 124 de 7 de enero de 2020. 
Vigencia: La presente Resolución comenzará a regir a partir de su publicación.  
 
Dada en la ciudad de Panamá, el día dos (2) del mes de julio de dos mil 
veintiuno (2021). 
 
PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚPLASE, 
 
VÍCTOR M. DELGADO M. 
Superintendente 

 
 

ANEXO 1 
 

Lista de delitos precedentes 
 
1. Soborno Internacional  
2. Delitos contra el derecho de autor y delitos conexos  
3. Contra los derechos de la propiedad industrial  
4. Tráfico ilícito de migrantes  
5. Trata de personas  
6. Tráfico de órganos  
7. Delitos contra el ambiente  
8. Delitos de explotación sexual comercial  
9. Delitos contra la personalidad jurídica del Estado  
10. Delitos contra la seguridad jurídica de los Medios Electrónicos  
11. Estafa calificada  
12. Robo  
13. Delitos Financieros  
14. Secuestro  
15. Extorsión  
16. Homicidio por precio o recompensa  
17. Peculado 
18. Corrupción de servicios públicos  
19. Enriquecimiento injustificado  
20. Pornografía y corrupción de personas menores de edad  
21. Robo o tráfico internacional de vehículos y sus piezas o componentes  
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22. Falsificación de documento en general.  
23. Omisión o falsedad de la declaración aduanera del viajero respecto a 

dineros, valores o documentos negociables  
24. Falsificación de moneda y otros valores  
25. Delito contra el Patrimonio Histórico de la Nación  
26. Delito contra la Seguridad Colectiva  
27. Terrorismo y Financiamiento del Terrorismo  
28. Delitos relacionados con droga  
29. Piratería 
30. Delincuencia organizada 
31. Asociación Ilícita 
32. Pandillerismo 
33. Posesión y tráfico de armas y explosivos y apropiación y sustracción 

violenta de material ilícito  
34. Tráfico y receptación de cosas provenientes del delito  
35. Delitos de contrabando y defraudación aduanera  
36. Delito contra el Tesoro Nacional. 
 
 


